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Gatón Arce. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto d( Presidente; Miguel Ricardo Román, Se- 
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gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro 
ue

Rivera, Juan 

A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Manl A. Amia-
ma, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, hoy día tres del mes de marzo de mil novecien-

tos cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 919 

de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo,  si dicta e
uienten au-

diencia pública, como corte de casación, la g 
	sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 

u 
Camejo, dominicano, mayor de edad, casado, fncion porta- 

ario 

público, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, 
dor de la cédula personal de identidad No. 4775, serie 1, 
renovada con sello No. 114, contra sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras, de fecha veinticinco de marzo 'de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 

más adelante; 
 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Juan Tomás Lithgow, portador de 

la cédula personal de identidad No. 2158, serie 1, recurrente, 
 con sello No. 12740, abogado de la parte 	

, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Doctor Augusto Luis Sánchez S., portador de 

la cédula personal de identidad No. 44218, serie 1, reno-
vada con sello No. 16207, por sí y en representación del 
Licenciado Rafael Augusto Sánchez, portador de 
la personal de identidad No. 1815, serie 1, reno rtador

vada con 

sello No. 1083, y Doctor Freddy Gatón Arce, po  de 
la cédula personal de identidad No. 24532, serie 31, reno" 

 va-

da con sello No. 13516, abogados de la parte recurrida La 

Algodonera, C. por A.", compañía por acciones, ca Domi- 
constitui- 

da de conformidad con las leyes de la Repúbli 
nicana, con su .domicilio social en Ciudad Trujillo, en la 

lectura de sus conclusiones; 

Oíd; el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lavRisetpoúebl memorial 

morial de casación, de fecha catorce de 
mayo de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el 
Lic. Juan Tomás Lithgow, abogado del recurrente, en el 
cual se alegan los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintinueve de 
julio de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el 
Doctor Augusto Luis Sánéhez S., Lic. Rafael Augusto Sán-
chez y Doctor Freddy Gatón Arce, abogados de la recu-
rrente;  

Vistos los escritos de ampliación, de fecha veinticua-
tro de noviembre y cinco de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, respectivamente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 544, 637, 638, 639,640 y 1315 
del Código Civil; 22 de la Ley sobre Vías de Comunica-
ción, del año 1938; 7, 86 y 174 de la Ley de Registro de 
Tierras, del año 1947; 141 del Código de Procedimiento 
Civil; y 1 y 65 de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en el año mil novecientos cuarenta, con motivo d2 
la construcción de la carretera que va de Ciudad Trujillo • 
a Villa Mella, la Dirección General de Obras Públicas hi-
zo una alcantarilla en la "Avenida Tiradentes", en el pun-
to de intersección con la prolongación de la "Avenida Jo-
sé Trujillo Valdez", extendiendo dicha alcantarilla por 
medio de una zanja a través de los predios vehtinos, a fin 
de desaguar en una ciénega de los alrededores, como lu-
gar de descarga natural, las aguas de la laguna que se 
formaba en el referido punto de intersección; b) que entre 
las parcelas afeee adas en condiciones de predios sirvientes 
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gundo Sustituto de Presidente; Rafael 
Castro

Manuel A. Amia-

ma, asistidos del Secretario General, 
	

Santo 
en la Sala donde ce-

lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de  
Domingo, hoy día tres del mes de marzo de mil novecien-  V 
tos cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independ

icta en au- 
encia, 9 

de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, d 

diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 

u 
Camejo, dominicano, mayor de edad, casado, fncion porta- 

ario 

público, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, 
dor de la cédula personal de identidad No. 4775, serie 1, 
renovada con sello No. 114, contra sentencia del Tibunal 
Superior de Tierras, de fecha veinticeinco de marzo r 'de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 

más adelante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Licenciado Juan Tomás Lithgow, portador de 

la cédula personal de identidad No. 2158, serie 1, renova-
da con sello No. 12740, abogado de la parte recurrente, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Doctor Augusto Luis Sánchez S., portador de 

la cédula personal de identidad No.en 
44218, serie 1, reno- 

del 
vada con sello No. 16207, por sí y representación  
Licenciado Rafael Augusto Sánchez, portador de la cédu-

la personal de identidad No. 1815, serie 1, reno rtador
vada con 

sello No. 1083, y Doctor Freddy Gatón Arce, po de 
la cédula personal de identidad No. 24532, serie 31, reno va-
da con sello No. 13516, abogados de la parte recurridaonstituí- 

"La 

Algodonera, C. por A.", compañía por acciones, ca Domi- 
c 

da de conformidad con las leyes de la Repúbli 
nicana, con su .domicilio social en Ciudad Trujillo, en la 

 
,, 	 lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, de fecha catorce de 
mayo de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el 
Lic. Juan Tomás Lithgow, abogado del recurrente, en el 
cual se alegan los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintinueve de 
julio de mil novecientos cincuenta y tres, suscrito por el 
Doctor Augusto Luis Sánchez S., Lic. Rafael Augusto Sán-
chez y Doctor Freddy Gatón Arce, abogados de la recu-
rrente; 

Vistos los escritos de ampliación, de fecha veinticua-
tro de noviembre y cinco de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, respectivamente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 544, 637, 638, 639,640 y 1315 
del Código Civil; 22 de la Ley sobre Vías de Comunica-
ción, del año 1938; 7, 86 y 174 de la Ley de Registro de 
Tierras, del año 1947; 141 del Código de Procedimiento 
Civil; y 1 y 65 de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en el año mil novecientos cuarenta, con motivo de 
la construcción de la carretera que va de Ciudad Trujillo • 
a Villa Mella, la Dirección General de Obras Públicas hi-
zo una alcantarilla en la "Avenida Tiradentes", en el pun-
to de intersección con la prolongación de la "Avenida Jo-
sé Trujillo Valdez", extendiendo dicha alcantarilla por 
medio de una zanja a través de los predios vainos, a fin 
de desaguar en una ciénega de los alrededores, como lu-
gar de descarga natural, las aguas de la laguna que se 
formaba en el referido punto de intersección; b) que entre 
las parcelas afeee adas en condiciones de predios sirvientes 
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para el descanso de las aguas pluviales proveniettes de 
la mencionada alcantarilla, se encuentran las Parcelas Nos. 
118-49, 118-63 y 118-64 de la Porción "c", del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Distrito de Santo Domingo, la primera 
perteneciente a Rafael Camejo y las dos últimas a "La 
Algodonera C. por A."; e) que "La Algodonera, C. por A." 
canalizó, "dentro de sus parcelas, el curso de las aguas, 
con obras sanitarias de concreto armado, pero siguiendo 
la dirección general primitiva que las conducía por la pen-
diente del terreno hasta el lindero con la Parcela No. 
118-49, en su parte sudeste"; d) que, alegando que Rafael 
Camejo "había obstruído con obras materiales el paso nor-
mal de las aguas por sus Parcelas, La Algodonera, C. por 
A., se dirigió al Tribunal Superior de Tierras por instan-
cia introductiva de fecha doce de julio de mil novecientos 
cincuenta y uno", que concluye así: "Como consecuencia 
de todo lo expuesto, para no tomar si no es necesario 
una medida como la de cerrar el desagüe y para que sea 
adoptada una decisión judicial respecto de este asunto 
que abarque estos extremos: O prohibirle al señor Rafael 
Camejo interrumpir el curso de las aguas ordenándole la 
destrucción de la pared u obstáculo que ha levantado al 
paso .de la misma, considerando que es una zanja públi-
ca y un desagüe de la ciudad que no debe ser obstruido 
por un particular en perjuicio de los propietarios colin-
dantes; u ordenarle a la Oficina d eObras Públicas o al 
Consejo Administrativo del Distrito de Santo Domingo que 
suspenda el descargo de las aguas en la forma en que lo 
han hecho a través de terrenos particulares. —La peti-
cionaria os ruega, que si lo creéis conveniente, os plazca 
designar un í  juez que conozca en jurisdicción original 
esta cuestión a fin de que puedan ser citados los propie-
tarios colindantes, la peticionaria, el Director General de 
Obras Públicas y el Consejo Administrativo del Distrito 
de Santo Domingo representado por su Director de Obras 
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Públicas"; e) que respondiendo a las pretensiones de "La 
Algodonera, C. por A.", Rafael Camejo, por instancia del 
trece d," agosto de mil novecientos cincuenta y uno, pidió 
el rechazo de la referida demanda y, a su vez, demandó. 
reconvencionalmente a La Algodonera, C. por A. según-
conclusiones del tenor siguiente: "Primero: que sea re-
chazada la demanda de La Algodonera, C. por A._ por im-
procedente y mal fundada; Segundo: que sea recibido el. . 
concluyente como demandante reconvencionalmente, y, en 
consecuencia, se ordene: a) el cierre de la zanja abierta 
por La Algodonera, C. por A., y el establecimiento del te- -
neo() a su forma primitiva; b) que sea acordada en favor --
del concluyente una indemnización de la suma de cuatro, 
mil pesos oro (RD$4,000.00) a título de daños y perjuicios 
a cargo de la demandada; Tercero: que ordenéis un trasla-
do a los lugares, y Cuarto: que sea condenada al pago de 
las costas, y haréis justicia"; f) que después de haberse 
celebrado el traslado a los lugares, el Tribunal de Tierras; 

100. dictó su decisión No. 2, del once de junio de mil novecien- 
tos cincuenta y dos, en Jurisdicción Original, cuyo dispo-
sitivo se encuentra transcrito en el de la sentencia impug-
nada que se coaia más adelante; g) que contra esa deci-
sión interpuso recurso de apelación Rafael Camejo; 

Considerando que sobre dicho recurso el Tribunal Su- 
perior de Tierras dictó la sentencia ahora impugnada, cu- 
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe recha- 
zar y rechaza, por infundado, el recurso de apelación 'in- 
terpuesto por el señor Rafael Camejo, contra la Decisión ■ 	
Número 2 (Dos) dictada por el Tribunal de Tierras de Ju- 
risdicción Original, en fecha 11 del mes de junio del año, 
1952, relativamente a las Parcelas Números 11E49, 118-63 
y 118-64, Porción "C", del Distrito Catastral No. 4 del Dis-
trito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo;— SegundJ: Que 
debe Confirmar y Confirma, la Decisión No. 2 dictada por el 

Tribunal deerras de Jurisdicción Original, en fecha '? 

sir 
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para el descanso de las aguas pluviales provenielites de 
la mencionada alcantarilla, se encuentran las Parcelas Nos. 
118-49, 118-63 y 118-64 de la Porción "c", del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Distrito de Santo Domingo, la primera 
perteneciente a Rafael Camejo y las dos últimas a "La 
Algodonera C. por A."; e) que "La Algodonera, C. por A." 
canalizó, "dentro de sus parcelas, el curso de las aguas, 
con obras sanitarias de concreto armado, pero siguiendo 
'la dirección general primitiva que las conducía por la pen-
diente del terreno hasta el lindero con la Parcela No. 
118-49, en su parte sudeste"; d) que, alegando que Rafael 
Camejo "había obstruído con obras materiales el paso nor-
mal de las aguas por sus Parcelas, La Algodonera, C. por 
A., se dirigió al Tribunal Superior de Tierras por instan-

cia introductiva de fecha doce de julio de mil novecientos 

cincuenta y uno", que concluye así: "Como consecuencia 
de todo lo expuesto, para no tomar si no es necesario 
una medida como la de cerrar el desagüe y para que sea 
adoptada una decisión judicial respecto de este asunto 
que abarque estos extremos: O prohibirle al señor Rafael 
Camejo interrumpir el curso de las aguas ordenándole la 
destrucción de la pared u obstáculo que ha levantado al 
paso .de la misma, considerando que es una zanja públi-
ca y un desagüe de la ciudad que no debe ser obstruído 
por un particular en perjuicio de los propietarios colin-
dantes; u ordenarle a la Oficina d eObras Públicas o al 
Consejo Administrativo del Distrito de Santo Domingo que 
suspenda el descargo de las aguas en la forma en que lo 
han hecho a través de terrenos particulares. —La peti-
cionaria os ruega, que si lo creéis conveniente, os plazca 
designar un t juez que conozca en jurisdicción original -3 " 

esta cuestión a fin de que puedan ser citados los propie-
tarios colindantes, la peticionaria, el Director General de 
Obras Públicas y el Consejo Administrativo del Distrito 
de Santo Domingo representado por su Director de Obras 

Públicas"; e) que respondiendo a las pretensiones de "La - 
Algodonera, C. por A.", Rafael Camejo, por instancia del 
trece de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, pidió 
el rechazo de la referida demanda y, a su vez, demandó, 
reconvencionalmente a La Algodonera, C. por A. según' 
conclusiones del tenor siguiente: "Primero: que sea re•
chazada la demanda de La Algodonera, C. por A. por im-
procedente y mal fundada; Segundo: que sea recibido el..  
concluyente como demandante reconvencionalmente, y, en.. 
consecuencia, se ordene: a) el cierre de la zanja abierta 
por La Algodonera, C. por A., y el establecimiento del te- - 
rrerto a su forma primitiva; b) que sea acordada en favor -- 
del concluyente una indemnización de la suma de cuatro ,  
mil pesos oro (RD$4,000.00) a título de daños y perjuicios 
a cargo de la demandada; Tercero: que ordenéis un trasla- 
do a los lugares, y Cuarto: que sea condenada al pago de  
las costas, y haréis justicia"; f) que después de haberse 
celebrado el traslado a los lugares, el Tribunal de Tierras; 
dictó su decisión No. 2, del once de junio de mil novecien.- 
tos cincuenta y dos, en Jurisdicción Original, cuyo dispo- 
sitivo se encuentra transcrito en el de la sentencia impug- 
nada que se coda más adelante; g) que contra esa deci- 

t . 'afán interpuso recurso de apelación Rafael Camejo; 
Considerando que sobre dicho recurso el Tribunal Su-

perior de Tierras dictó la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe recha-
zar y rechaza, por infundado, el recurso de apelación 'in-
terpuesto por el señor Rafael Camejo, contra la Decisión 
Número 2 (Dos) dictada por el Tribunal de Tierras de Ju-. 
risdicción Original, en fecha 11 del mes de junio del año, 
1952, relativamente a las Parcelas Números 11649, 118-63 
y 118-64, Porción "C", del Distrito Catastral No. 4 del Dis-
trito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo;— Segundo: Que 
debe Confirmar y Confirma, la Decisión No. 2 dictada por 
el Tribunal deerras de Jurisdicción Original, en fecha ? 
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'11 del mes de Junio del ao 1952, cuyo Dispositivo dice así: 

19-- Se reconoce la existencia de una servidumbre legal 
de paso de aguas pluviales a cargo de las Parcelas Núme-
ros 118-49, 118-63 y 118-64 de la Porción "C" del Distri-
to Catastral No. 4 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad 
'Trujillo, y a favor de la vía pública (Avenida Tiradentes) 
en conformidad con lo dispuesto por el Artículo 22 de la 
Ley No. 1474 de Vías de Comunicación, y, en consecuencia, 
se ordena a los propietarios de estas parcelas mantener ex-
pedito el curso natural de dichas aguas y remover cuales-
quiera obstáculos materiales que por su hecho se opongan al 

mismo; 29 Se declara la Incompetencia de este Tribunal, 

en razón de la materia, para estatuir acerca de la deman-
da en indemnización de la suma de cuatro mil pesos oro 
1RD$4,000.00) en concepto de daños y perjuicios, intentada 
por el señor Rafael Camejo contra La Algodonera, C. por 

A., según instancia introductiva del 13 de agosto de 1951"; 
Considerando que el recurrente invoca en su memo-

rial de casación los siguientes medios: "Primer medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
por desnaturalización de los documentos de la causa"; "Se-
gundo medio: Violación del artículo 1315 del Código Civil"; 
`Tercer medio: Falta de base legal y violación del artícu-

lo 22 de la Ley No. 1474, sobre Vías de Comunicación"; 
"Cuarto medio: Violación de los artículos 7, 86 y 174 de 
la Ley de Registro de Tierras"; y "Quinto medio: Violación 
del artículo 544 del Código Civil y 637, 638, 639 y 640 del 

mismo Código"; 
Considerando que la parte recurrida opone al presente 

recurso dos medios de ¡readmisión, que se reúnen para ser 
examinadas y que consisten, esencialmente, en primer tér-
mino, en que "La Algodonera, C. po A." sostiene que "no 
ha intentado ninguna acción contra el señor Rafael Carne-

jo ni contra ninguna persona", que "la cuestión presenta -

da al Tribunal de Tierras por La Algo& viera, C. por A., 
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no constituyó una acción judicial contra una parte determi-
nada sino la exposición de un caso cuya solución estaba 
atribuida exclusivamente al Tribunal de Tierras por la 
Ley del Registro de Tierras, y en la que La Algodonera, 
C. por A., confió al Tribunal de Tierras, porque no podía 
desempeñarla ella misma, la misión de determinar la exis-
tencia o no de una servidumbre legal creada por una ins-
titución del Estado, por una institución pública como lo 
es el Consejo Administrativo del Distrito de Santo Domin-
go, no en perjuicio de La Algodonera, C. por A. ni en per-
juicio del señor Camejo sino en beneficio de la comunidad 
y que deberían soportar todos los propietarios de todos 
aquellos terrenos que topográficamente estaban obligados 
a soportarla", y, en segundo término, en que "ni contra 
el Estado Dominicano ni contra el Distrito de Santo Do-
mingo, entidades que aparecen como creadoras de la ser-
vidumbre legal a que se hace referencia, en interés pú- 
blico, ha sido intentado ningún recurso, y han transcu-
rrido ya los plazos legales para atacar la sentencia inter-
venida y que, por tanto, la citada sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras "ha adquirido el carácter y la autori-
dad de la cosa juzgada ..."; pero, 

Considerando, que contrariamente a esas pretensiones 
de la recurrida, el examen del expediente revela clara-
mente que La Algodonera, C. por A. al apoderar al Tribu-
nal de TierraS, por su instancia del doce de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno, incluyó en su petición una 
acción dirigida contra Rafael Camejo al solicitar, en forma 
alternativa, "O prohibirle al señor Rafael Camejo inte-
rrumpir el curso de las aguas ; ú ordenarle a la Ofi-
cina de Obras Públicas o al Consejo Administrativo del 
Distrito de Santo Domingo que suspenda el descargo de las 
aguas..... "; que, precisamente, frente a tal instancia, res-
pondió Rafael Camejo pidiendo el rechazamiento de la 
demanda, de L. Algodonera, C. por A., por improceden- 
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- 11 del mes de Junio del ao 1952, cuyo Dispositivo dice así: 

19-- Se reconoce la existencia de una servidumbre legal 
de,paso de aguas pluviales a cargo de las Parcelas Núme-
ros 118-49, 118-63 y 118-64 de la Porción "C" del Distri-

'lo Catastral No. 4 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad 
"Trujillo, y a favor de la vía pública (Avenida Tiradentes) 
en conformidad con lo dispuesto por el Artículo 22 de la 
Ley No. 1474 de Vías de Comunicación, y, en consecuencia, 

se ordena a los propietarios de estas parcelas mantener ex-
pedito el curso natural de dichas aguas y remover cuales-
quiera obstáculos materiales que por su hecho se opongan al 

mismo; 29  Se declara la Incompetencia de este Tribunal, 
en razón de la materia, para estatuir acerca de la deman-
da en indemnización de la suma de cuatro mil pesos oro 
IRD$4,000.00) en concepto de daños y perjuicios, intentada 
por el señor Rafael Camejo contra La Algodonera, C. por 
A., según instancia introductiva del 13 de agosto de 1951"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: "Primer medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
por desnaturalización de los documentos de la causa"; "Se-
gundo medio: Violación del artículo 1315 del Código Civil"; 
"Tercer medio: Falta de base legal y violación del artícu-
lo 22 de la Ley No. 1474, sobre Vías de Comunicación"; 
"Cuarto medio: Violación de los artículos 7, 86 y 174 de 
la Ley de Registro de Tierras"; y "Quinto medio: Violación 
del artículo 544 del Código Civil y 637, 638, 639 y 640 del 

mismo Código"; 
Considerando que la parte recurrida opone al presente 

recurso dos medios de jnadmisión, que se reúnen para ser 
examinack.1 y que consisten, esencialmente, en primer tér-
mino, en que "La Algodonera, C. pol- A." sostiene que "no 
ha intentado ninguna acción contra el señor Rafael Carne-

jo ni contra ninguna persona", que "la cuestión presenta -

da al Tribunal de Tierras por La Algo& nera, C. por A., 

no constituyó una acción judicial cintra una parte determi-
nada sino la exposición de un caso cuya solución estaba 
atribuida exclusivamente al Tribunal de Tierras por la 
Ley del Registro de Tierras, y en la que La Algodonera, 
C. por A., confió al Tribunal de Tierras, porque no podía 
desempeñarla ella misma, la misión de determinar la exis-
tencia o no de una servidumbre legal creada por una ins-
titución del Estado, por una institución pública como lo 
es el Consejo Administrativo del Distrito de Santo Domin-
go, no en perjuicio de La Algodonera, C. por A. ni en per-
juicio del señor Camejo sino en beneficio de la comunidad 
y que deberían soportar todos los propietarios de todos 
aquellos terrenos que topográficamente estaban obligados 
a soportarla", y, en segundo término, en que "ni contra 
el Estado Dominicano ni contra el Distrito de Santo Do-
mingo, entidades que aparecen como creadoras de la ser-
vidumbre legal a que se hace referencia, en interés plf-
blico, ha sido intentado ningún recurso, y han transcu-
rrido ya los plazos legales para atacar la sentencia inter-
venida y que, por tanto, la citada sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras "ha adquirido el carácter y la autori-
dad de la cosa juzgada ..."; pero, 

Considerando, que contrariamente a esas pretensiones 
de la recurrida, el examen del expediente revela clara-
mente que La Algodonera, C. por A. al apoderar al Tribu-
nal de TierraS, por su instancia del doce de julio de mil 
novecientos cincuenta y uno, incluyó en su petición una 
acción dirigida contra Rafael Camejo al solicitar, en forma 
alternativa, "O prohibirle al señor Rafael Camejo inte-
rrumpir el curso de las aguas ; ú ordenarle a la Ofi-
cina de Obras Públicas o al Consejo Administrativo del 
Distrito de Santo Domingo que suspenda el descargo de las 
aguas "; que, precisamente, frente a tal instancia, res-
pondió Rafael Camejo pidiendo el rechazamiento de la 
demanda, de L. Algodonera, C. por A., por improceden- 
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etc." cuando la investigada precisión de las declaraciones 
de estos testigos resalta de manera evidente sobre las res-

puestas dadas por ellos al cuestionario ordenado por el 
Juez de Jurisdicción Original en el sentido de obtener de 
estas declaraciones, si la zanja que atraviesa el solar del 
recurrente, fué abierta por la Dirección General de Obras 
Públicas, o si por el contrario, fué abierta por La Algodo-
nera, C. por A., con motivo de las construcciones que lle-
vaba a cabo dicha compañía en el solar vecino al del se-
ñor Camejo; que a este respecto procede señalar que el 

Tribunal a quo al expresarse en el sentido antes indica-
do, lo hace en hipótesis, como lo pone de manifiesto la 
frase con que encabeza esos párrafos que dice "pero; en 

la hipótesis de que el Tribunal de Tierras fuera compe-
tente ", esto es, como un argumento superabundante 
en la especie, ya que previamente expone los motivos, que 

justifican su incompetencia para estatuir sobre la demanda 
reconvencional en daños y perjuicios intentada por el señor 
Camejo, al expresar que esa demanda "escapa a la compe-
tencia del Tribunal de Tierras, en razón de la materia, toda 

vez que la Ley de Registro de Tierras es de estricta inter-
pretación y no se encuentra en ella esta clase de acción 
en lo que respecta a terrenos que ya han sido registra-
dos"; que, además, la audición de los indicados testigos 
resultó inútil, como lo reconoce la misma sentencia al de-

cir: "puesto que ella tenía por objeto la prueba y funda-
ento de una demanda cuya competencia escapa al Juez 
el Tribuinal de Tierras de Jurisdicción Original"; que, en 
onsecuencia, el Tribunal a quo no ha cometido la viola-
ón de la ley denunciada en este medio; 

Considerando que por el segundo medio se &lega que 

e ha violado el artículo 1315 del Código Civil porque "el 

Tribunal a quo que debió declararse incompetente para 

conocer ambas acciones, esto es, la denuncia de una obra 
ueva por parte d La Algodonera, C. por A., y la recon- 
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te y mal fundada, y, de manera reconvencional, que se or La Algodone. 
ordenara "a) el cierre de la zanja abierta p  
ra, C. por A., y el restablecimiento del terreno en su for-

ma primitiva; b) que sea acordada a favor del condaños 
cluyen- 

te una indemnización de RD$4,000.00 a título de 
	y 

perjuicios, a cargo de la demandada; y 

o de 	

c) que sea conde- 

nada al pag 	
las costas"; que, como consecuenciaVide la 

mencionada conclusiones de las dos partes, s e vente 
que quedó ligado un debate judicial entre La Algodone

-  

en la medida en que la 
ra, C. por A., y Rafael Camejo,  
primera solicitaba que Camejo no interrumpiera el curso 
de las aguas, y éste respondía que La Algodonera cerrara 
la zanja por ella abierta en la parcela de Camejo y ade- uicios; que, en tales 
más se le condenara a daños y perj  
circunstancias es legítimo el interés de Rafael Camejo al 
recurrir en casación contra la sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, ya mencionada, que, sobre conclusiones 
en igual sentido que las presentadas ante el primer  
confirmó la decisión de Jurisdicción Original, por lo que 
procede desestimar el primer medio de inadmisión y, con- 
secuentemente también el segundo medio de inadmisión; 

onsider, 

	 ue concierne a los medios del 
C ando, en lo q  

recurso de casación, que por el primero se alega que se 
ha violado el artículo 141 del Código de Procedimiento 
Civil porque "el Tribunal a quo afirma contrariamente a 
la hoja de audiencia levantada por ante el Juez  Ju-
risdicción  Original y en relación con la declaración de los 
testigos que, "precisa advertir que al examinar las decla-

raciones de los testigos Santiago Amarante y Juez a quo, 
Ratettri Mar-

tínez, oídos bajo la fe del juramento por el  

etc., se ha ~aprobado que 
ellas carecen de precisión, es-

tán reñidas con la realidad 
de los hechos y no se compade

-

cen con los términos de los oficios Números Se- 
cretario de Estado de Obras Públicas y Riego y Núme

15853 del Se- 
ro 

1689 del Director de Ornatos de Obras Plyxlicas Urbanas, 
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etc." cuando la investigada precisión de las declaraciones 
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el Tribuinal de Tierras de Jurisdicción Original"; que, en 
onsecuencia, el Tribunal a quo no ha cometido la viola-
ón de la ley denunciada en este medio; 

Considerando que por el segundo medio se &lega que 

e ha violado el artículo 1315 del Código Civil porque "el 

Tribunal a quo que debió declararse incompetente para 

conocer ambas acciones, esto es, la denuncia de una obra 
ueva por parte d La Algodonera, C. por A., y la recon- 
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te y mal fundada, y, de manera reconvencional, que se or La Algodone. 
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ra, C. por A., y el restablecimiento del terreno en su for-

ma primitiva; b) que sea acordada a favor del condaños 
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te una indemnización de RD$4,000.00 a título de 
	y 

perjuicios, a cargo de la demandada; y 

o de 	

c) que sea conde- 

nada al pag 	
las costas"; que, como consecuenciaVide la 

mencionada conclusiones de las dos partes, s e vente 
que quedó ligado un debate judicial entre La Algodone
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en la medida en que la 
ra, C. por A., y Rafael Camejo,  
primera solicitaba que Camejo no interrumpiera el curso 
de las aguas, y éste respondía que La Algodonera cerrara 
la zanja por ella abierta en la parcela de Camejo y ade- uicios; que, en tales 
más se le condenara a daños y perj  
circunstancias es legítimo el interés de Rafael Camejo al 
recurrir en casación contra la sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, ya mencionada, que, sobre conclusiones 
en igual sentido que las presentadas ante el primer  
confirmó la decisión de Jurisdicción Original, por lo que 
procede desestimar el primer medio de inadmisión y, con- 
secuentemente también el segundo medio de inadmisión; 

onsider, 
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tínez, oídos bajo la fe del juramento por el  

etc., se ha ~aprobado que 
ellas carecen de precisión, es-

tán reñidas con la realidad 
de los hechos y no se compade
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cen con los términos de los oficios Números Se- 
cretario de Estado de Obras Públicas y Riego y Núme

15853 del Se- 
ro 

1689 del Director de Ornatos de Obras Plyxlicas Urbanas, 
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vencional por turbación por parte del intimante, se ha ex- 

cedido cuando ha resuelto que el intimante deba admitiendo 
ortar 

la servidumbre en la forma que lo ha decidido, admit  
como cierto que él sea el autor de obstáculos que impiden 
el curso natural de las aguas y autorizando a la compañía 
intimada, o para mejor decir, aprobando un hecho ilícito 
por parte de esta compañía de construir zanjas en la pro-

piedad ajena sin ser autorizada para ello"; pero, 
Considerando que frente a la demanda de La Algodo-

nera, C. por A., y en vista de la documentación proceden- Con 
te de la Dirección General de Obras Públicas Y del 

sejo Administrativo del Distrito de Santo Doming a los 
o y una 

vez realizado, a petición de Camejo, un traslado 
	lu- 

gares por el Tribunal de Jurisdicción Original, tanto la 
ese 

tribunal como el Superior de Tierras, que confirmó  
sentencia del primer juez, decidieron que en la especie se 

trataba fundamentalmente de la existencia beneficio 
dé una servi 

dumbre de desagüe de interés general, en de la 
vía pública (Avenida Tiradentes) y regida por el artículo 

22 de la Ley No. 1474 de Vías de Comunicación, de la Por-
de las Parcelas Números 118-49, 118-63 y 118-64 
ción, "C' del Distrito Catastral No. 4 del Distrito de San-

to Domingo, 
Ciudad Trujillo, por lo cual los propietanos 

de 
parcelas debían remover cualesquiera obstácu-

lo dichas p s que por su hecho se opusieran a esa servidumbre, re- 
conociéndose, en consecuencia, una abligación o carga, de 
carácter real, que soportarían dichas parcelas quienquTribu- 

iera 

que sea el dueño, de las mismas; que, por tanto, el 

nal•a quo no violó el artículo 1315 del Código Civil; él se 
Considerando, en cuanto al tercer medio, que en 

invoca la vi.olación del artículo 22 de la Ley No. 1474 por-
que "no se trata de una servidumbre, en el caso se 

de la ncia es- 

pecie, a favor del Estado como ha pretendido la nte 

• del Tribunal a quo, que se trata de una servidumbre que 

quiere imponer la compañía intimada hviendo descargar 
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las aguas que se alojaron en un solar con motivo de la 
construcción de un túnel para preservar las obras que 
edifican en dicho solar " y que "el serió? Rafael Ca-
mejo no está obligado a soportar una servidumbre en la 
forma y de la manera que ha pretendido que la soporte 
La Algodonera, C. por A.  "; pero, 

Considerando, que contrariamente a las pretensiones 
del recurrente, la sentencia impugnada no ha creado nin-
gún derecho especial en beneficio de La Algodonera, C. 
por A., y en perjuicio de Camejo, sino que, como ya se ha 
dicho, ha reconocido la existencia de una servidumbre le-
gal fundada en el Art. 22 de la Ley No. 1774 de Vías 
de Comunicación, y establecida desde el año 1940 al cons-
truirse la carretera que va de Ciudad Trujillo a Villa Me-
na, servidumbre que tanto obliga a Camejo como a "La 
Algodonera, C. por A.", por ser propietarios de las Parce-
las Nos. 118-49,118-63 y 118-64, que son predios vecinos 
a dicha carretera; que, en consecuencia, la servidumbre 
precedente a quien favorece es al interés público y no a 
ningún particular, tal cómo lo pone de manifiesto la sen-

tencia del Tribunal a quo al expresar que "se ordena a los 
propietarios de estas parcelas mantener expedito el curso 
natural de dichas aguas y remover cualesquiera obstáculos 
materiales que por su hecho se opo,ngan al mismo"; que 
tampoco puede alegarse falta de base legal sobre el fun-
damento de que la sentencia impugnada "ordena al señor 
Rafael Camejo mantener expedito el curso de las aguas por 
un solar sin haberse comprobado que el intimante en mo-
mento alguno hubiere obstruido mediante la construcción 
de muros, diques o cualquiera otra obra que haya podido 
obstaculizar el curso de las aguas por su solar, 7  reconoce, 

al propio tiempo, la existencia de una servidumbre legal 
de paso de aguas pluviales sin estar apoderado de una de-
manda sobre la materia"; que este alegato carece de fun-
damento ya que tanto por la instancia dirigida por La Al- 

( 
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vencional por turbación por parte del intimante, se ha ex-
cedido cuando ha resuelto que el intimante deba soportar 
la servidumbre en la forma que lo ha decidido, admitiendo 
como cierto que él sea el autor de obstáculos que impiden 

el curso natural de las aguas y autorizando a la compañía 
intimada, o para mejor decir, aprobando un hecho ilícito 
por parte de esta compañía de construir zanjas en la pro-
piedad ajena sin ser autorizada para ello"; pero, 

Considerando que frente a la demanda de La Algodo-
nera, C. por A., y en vista de la documentación proceden-
te de la Dirección General de Obras Públicas y del Con-
sejo Administrativo del Distrito de Santo Domingo y una 
vez realizado, a petición de Camejo, un traslado a los lu-
gares por el Tribunal de Jurisdicción Original, tanto ese 
tribunal como el Superior de Tierras, que confirmó la 
sentencia del primer juez, decidieron que en la especie se 
trataba fundamentalmente de la existencia dé una servi-
dumbre de desagüe de interés general, en, beneficio de la 
vía pública (Avenida Tiradentes) y regida por el artículo 
22 de la Ley No. 1474 de Vías de Comunicación, y a cargo 
de las Parcelas Números 118-49, 118-63 y 118-64 de la Por-
ción "C' del Distrito Catastral No. 4 del Distrito de San-
to Domingo, Ciudad Trujillo, por lo cual los propietarios 

de dichas parcelas debían remover cualesquiera obstácu-
los que por su hecho se opusieran a esa servidumbre, re-
conociéndose, en consecuencia, una abligación o carga, de 
carácter real, que soportarían dichas parcelas quienquiera 
que sea el dueñq de las mismas; que, por tanto, el Tribu-
nal•a quo no violó el artículo 1315 del Código Civil; 

Considerando, en cuanto al tercer medio, que en él se 
invoca la violación del artículo 22 de la Ley No. 1474 por-
que "no se trata de una servidumbre, en el caso de la es-
pecie, a favor del Estado como ha pretendido la sentencia 
del Tribunal a quo, que se trata de una servidumbre que 
quiere imponer la compañía intimada hiendo descargar 

11   -- • La Algodonera, C. por A. 	 
forma y de la manera que ha pretendido que la soporte 

" y que "el señor' Rafael Ca-
mejo no está obligado a soportar una servidumbre en la 

"; pero, 
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las aguas que se alojaron en un solar con motivo de la 
construcción de un túnel para preservar las obras que 
edifican en dicho solar 	  

Considerando, que contrariamente a las pretensiones 
del recurrente, la sentencia impugnada no ha creado nin- 
gún derecho especial en beneficio de La Algodonera, C. 

• por A., y en perjuicio de Camejo, sino que, como ya se ha 
dicho, ha reconocido la existencia de una servidumbre le-
gal fundada en el Art. 22 de la Ley No. 1774 de Vías 
de Comunicación, y establecida desde el año 1940 al cons-
truirse la carretera que va de Ciudad Trujillo a Villa Me-
lla, servidumbre que tanto obliga a Camejo como a "La 
Algodonera, C. por A.", por ser propietarios de las Parce-
las Nos. 118-49,118-63 y 118-64, que son predios vecinos 
a dicha carretera; que, en consecuencia, la servidumbre 
precedente a quien favorece es al interés público y no a 
ningún particular, tal cómo lo pone de manifiesto la sen-
tencia del Tribunal a quo al expresar que "se ordena a los 
propietarios de estas parcelas mantener expedito el curso 
natural de dichas aguas y remover cualesquiera obstáculos 
materiales que por su hecho se opopgan al mismo"; que 
tampoco puede alegarse falta de base legal sobre el fun-
damento de que la sentencia impugnada "ordena al señor 
Rafael Camejo mantener expedito el curso de las aguas por 
un solar sin haberse comprobado que el intimante en mo-
mento alguno hubiere obstruido mediante la construcción 
de muros, diques o cualquiera otra obra que haya podido 
obstaculizar el curso de las aguas por su solar, 7  reconoce, 
al propio tiempo, la existencia de una servidumbre legal 
de paso de aguas pluviales sin estar apoderado de una de-
manda sobre la materia"; que este alegato carece de fun-
damento ya que tanto por la instancia dirigida por La Al- 

( 
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godonera, C. por A. al Tribunal de Tierras el doce de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y uno, así como por las 
conclusiones de esa misma parte intimante, el citado tri-
bunal qüedó apoderado sobre la cuestión de decidir si 
las aguas procedentes de la Avenida Tiradentes debían o 
no desaguar por las parcelas de La Algodonera, C. por A., 
como lo comprueba, además, las informaciones que sumi-
nistraron al respecto la Dirección de Ornato y Obras Pú-
blicas Urbanas y el Consejo Administrativo de Santo Do-
mingo; 

Considerando, en cuanto a la violación del citado ar-
tículo 22 de la Ley de Vías de Comunicación en relación 
con la procedencia de la mencionada servidumbre de 
desagüe, así como en lo concerniente a los dos últimos me-
dios, en los cuales se invoca la violación de los artículos 
7, 86 y 174 de la Ley de Registro de Tierras, y 544, 637, 
638, 639 y 640 del Código Civil, que los alegatos y argu-
mentos del recurrente sobre esos particulares sólo pue-
den ser invocados formalmente frente al Estado o al Con-
sejo Administrativo del Distrito de Santo Domingo, lo que 
no sucede en el presente caso, y nunca frente a "La Algo-
donera, C. por A., quien también sufre las restricciones 
o limitaciones que al derecho de propiedad impone la ser-
vidumbre de desagüe de la laguna que con las lluvias se 
forma en el cruce de las Avenidas "José Trujillo Valdez" 
y "Tiradentes", admitido en favor de la última de esas dos 
vías de comunicación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Camejo contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinticinco de 
marzo de ,,mil novecientos cincuenta y tres, cuyo aposi-
tivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castrolivera.— Juan A. 
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que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 

y 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

nesto Curiel hijo, Secretario General. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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638, 639 y 640 del Código Civil, que los alegatos y argu-
mentos del recurrente sobre esos particulares sólo pue-
den ser invocados formalmente frente al Estado o al Con-
sejo Administrativo del Distrito de Santo Domingo, lo que 
no sucede en el presente caso, y nunca frente a "La Algo-
donera, C. por A., quien también sufre las restricciones 
o limitaciones que al derecho de propiedad impone la ser-
vidumbre de desagüe de la laguna que con las lluvias se 
forma en el cruce de las Avenidas "José Trujillo Valdez" 
y "Tiradentes", admitido en favor de la última de esas dos 
vías de comunicación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Camejo contra sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha veinticinco de 
marzo de omil novecientos cincuenta y tres, cuyo crtsposi-
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Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 19 de junio de 1953. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: The Upjohn Company.— Abogados: Licdos. Julio F. 

Peynado y Ml. Vicente Feliú y Dr. Enrique Peynado. 

Intimado: ,Juan J. García.— Abogados: Licdos. Juan Raf. Pacheco 

y Julio Hoepelman. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenCiados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primcl-

Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día cinco del mes de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 

91 9  de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta 

en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por The Up-

john Company, sociedad industrial establecida en la ciu-
dad de Kaíamazzo, Michigan, E. E. U. U. de A., represen-

tada por el Gerente de su División de Exportación, Roberto 
S. Jordan, norteamericano, domiciliado en dicha ciudad, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru- 

4:,  
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jillo, de fecha diez y nueve de junio de mil noveriwucer 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de 
presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula No. 35230, 1-z=till 
1, sello No. 8392, por sí y en representación de los 1..i,- 
ciados Julio F. Peynado y Manuel Vicente Feliú, céchilax. 
Nos. 7687, serie 1, sello No. 410 y 1196, serie 23, sello No.. 
292, respectivamente, abogados de la recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Juan Rafael Pacheco, cédula No_ 159t1.. 
serie 1, sello No. 353, por sí y en representación del Lic_ 
Julio Hoepelman, cédula No. 1354, serie 1, sello No_ -474 
abogados del recurrido Juan J. García, norteamericano„ 
mayor de edad, casado, comerciante, de este domicilio ;  con 
sus oficinas en esta ciudad, en la calle "Padre Billini" No_ 
28, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gencral 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha-
veintiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
y suscrito por los Licds. Julio F. Peynado y Manuel Mem-
te Feliú y el Dr. Enrique Peynado; 

Visto el memorial de defensa notificado el ocho de-
octubre de mil novecientos cincuenta y tres, y suscrito por 
los licenciados Julio Hoepelman y Juan Rafael Pacheco; 

Vistos los memoriales, de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1134, 1149, 1150, 1151, 1314. 
1382 y 2004 del Código Civil; 133 y 141 del Código de Pro. 
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 3726 de 1953, sobrz,  
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el falló impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere, consta lo siguiente: 1) "que 
con fecha cuatro del mes de abril del presente año (195 

.s 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenCiados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, y Manuel A. Amiama, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día cinco del mes de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 

91 9  de la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta 

en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por The Up-

john Company, sociedad industrial establecida en la ciu-
dad de Katamazzo, Michigan, E. E. U. U. de A., represen-
tada por el Gerente de su División de Exportación, Roberto 
S. Jordan, norteamericanp, domiciliado en dicha ciudad, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Tru- 
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jillo, de fecha diez y nueve de junio de mil novecii=talr 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Enrique Peynado, cédula No. 35230, wer: 

1, sello No. 8392, por sí y en representación de los Lic=t-
ciados Julio F. Peynado y Manuel Vicente Feliú, cédulaz 
Nos. 7687, serie 1, sello No. 410 y 1196, serie 23, sello No.. 
292, respectivamente, abogados de la recurrente, en la 
tura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Juan Rafael Pacheco, cédula No_ 15991. 
serie 1, sello No. 353, por sí y en representación del Lic. 
Julio Hoepelman, cédula No. 1354, serie 1, sello No_ 471. 
abogados del recurrido Juan J. García, norteamericang, 
mayor de edad, casado, comerciante, de este domicilio, con 
sus oficinas en esta ciudad, en la calle "Padre Billini" No.. 
28, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado. en tedia 
veintiséis de agosto de mil novecientos cincuenta y trey 
y suscrito por los Licds. Julio F. Peynado y Manuel Vicen-
te Feliú y el Dr. Enrique Peynado; 

Visto el memorial de defensa notificado el ocho de 
octubre de mil novecientos cincuenta y tres, y suscrito por-
los licenciados Julio Hoepelman y Juan Rafael Pachz.--(35; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber c-n-

berado, y vistos los artículos 1134, 1149, 1150, 1151, /315,, 
1382 y 2004 del Código Civil; 133 y 141 del Código de Pis ►  

cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 3726 de 1953, salare 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el falló impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere, consta lo siguiente: 1) "que 
con fecha cuatro del mes de abril del presente año (19521 

1 
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por acto instrumentado por el ministerial Miguel Angel 
Rollrigo, Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, Juan J. García teniendo como apoderados 
especiales a los abogados, Licenciados Julio Hoepelman 

y Juan Rafael Pacheco, emplazó a The Upjohn Company, 
a comparecer a la audiencia de las nueve horas de la ma-
iñane del día nueve del mes de mayo del año en curso 
0952) por ante este Tribunal en sus atribuciones comer-
ciales con los siguientes motivos y fines; Por cuanto: Des-
de el mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y 
uno, entre mi requeriente y The Upjohn Company, fabri-
cantes de productos farmacéuticos desde el año 1886, es-
tablecidos en Kalamazzo, Michigan, Estados Unidos de 
América, se iniciaron relaciones de negocios que determi-
naren la formación de un convenio de agencia exclusiva; 
esto es, que el señor Juan J. García sería la única perso-
na que, desde la República Dominicana, podría importar 

Dm- lie:os de los fabricados por The Upjohn Company, o, a 

10 ramos, recibiría en calidad de agente exclusivo una 
cornS!.ión sobre el monto de cada orden o pedido que dicha 
eas:-o despachara para la República Dominicana (ver co-
rrepondenc.ia, facturas, etc., copiadas en cabeza del pre-
serl e acto, que más adelante se especifican). Por cuanto: 
En ci desarrollo de tales relaciones de negocios, mi reque-

rierle nc sólo fué utilizado corno agente exclusivo de ven-
1as .ino como un eficiente colaborador de la empresa d2 
The Upjohn Company, ya que hacía traducciones, del in-
gl¿-s al español ,de folletos descriptivos de productos de 
aquella casa, traducciones que eran "de gran ayuda para 

la misma" y hacía comentarios, que eran aceptados, sobre 
la conveniencia de fabricar determinados productos far-
rme¿uticos (Ver carta de fecha 28 de abril de 1942, trans-
cri:a en cabeza de este acto); era requerido para gestionar 
el registro de marcas de fábrica (Ver cartas de fecha 17 
de octubre de 1941 y 9 de Julio de 1945 arriba transcritas ► , 

y para hacer comentarios sobre las etiquetas que debían 
utilizarse para distinguir los productos (Ver carta del 11 
de septiembre de 1947, transcrita); hacía exhibiciones o ex-
posiciones de los productos Upjohn, con tal éxito, que la 
presentada al Congreso Médico mereció las felicitaciones 
de la Upjohn, por considerar que había "hecho un trabajo 
colosal" (ver carta de fecha 24 de marzo de 1944, arriba 
transcrita); procuraba las acomodaciones necesarias para 
los funcionarios de la empresa que visitaban al país, y les 

ir ayudaba a realizar, con su experiencia y conocimiento del 
medio, la propaganda conveniente, necesaria o útil para 
la introducción de los productos en el mercado domini-
ano (ver carta del 24 de septiembre de 1947, transcrita); 

• les proveía elementos necesarios para sus investigaciones 
científicas, como en una oportunidad en que les remitió 
diferentes muestras de tierra que le solicitaron (ver car- 
ta de fecha 19 de octubre de 1951), transcrita; suministra- 
ba datos o consejos sobre las formas eficientes de realizar 
los despachos o embarques de sus productos, (ver carta 

- de fecha 8 de noviembre de 1951, transcrita) y realizaba, 
en general, una constante, entusiasta y concienzuda labor de 
propaganda comercial en el territorio nacional, de tal mo-
do que los productos elaborados por The Upjohn Compa-
ny, desconocidos en la República Dominicana a fines del 
año mil novecientos cuarenta y uno, cuando se iniciaron las 
mencionadas relaciones de negocios, pronto vinieron a ocu-
par un sitio preponderante en el mercado, de tal manera 
que, sólo mi requeriente, mantenía en su almacén una 
existencia de productos Upjohn por un valor de más de 
Diez mil pesos oro (precio de costo) y realizaba ventas, 
anualmente, por más de treinta mil pesos oro, total que 
cada año aumentaba, en relación con el inmediato anterior, 
lo que indica que, gracias a los sistemáticos y bien enca-
minados esfuerzos de mi requeriente, los productos Upjohn 
eran cada vez más solicitados, no obstante estar en compe- 

f 
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y para hacer comentarios sobre las etiquetas que debían 
utilizarse para distinguir los productos (Ver carta del 11 
de septiembre de 1947, transcrita); hacía exhibiciones o ex- 
posiciones de los productos Upjohn, con tal éxito, que la 
presentada al Congreso Médico mereció las felicitaciones 
de la Upjohn, por considerar que había "hecho un trabajo 
colosal" (ver carta de fecha 24 de marzo de 1944, arriba 
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los funcionarios de la empresa que visitaban al país, y les 
ayudaba a realizar, con su experiencia y conocimiento del 
medio, la propaganda conveniente, necesaria o útil para 
la introducción de los productos en el mercado domini-
cano (ver carta del 24 de septiembre de 1947, transcrita); 
les proveía elementos necesarios para sus investigaciones 
científicas, como en una oportunidad en que les remitió 
diferentes muestras de tierra que le solicitaron (ver car-
ta de fecha 19 de octubre de 1951), transcrita; suministra-
ba datos o consejos sobre las formas eficientes de realizar 
los despachos o embarques de sus productos, (ver carta 
de fecha 8 de noviembre de 1951, transcrita) y realizaba, 
en general, una constante, entusiasta y concienzuda labor de 
propaganda comercial en el territorio nacional, de tal mo-
do que los productos elaborados por The Upjohn Compa-
ny, desconocidos en la República Dominicana a fines del 
año mil novecientos cuarenta y uno, cuando se iniciaron las 
mencionadas relaciones de negocios, pronto vinieron a ocu-
par un sitio preponderante en el mercado, de tal manera 
que, sólo mi requeriente, mantenía en su almacén una 
existencia de productos Upjohn por un valor de más de 
Diez mil pesos oro (precio de costo) y realizaba ventas, 
anualmente, por más de treinta mil pesos oro, total que 
cada año aumentaba, en relación con el inmediáto anterior, 
lo que indica que, gracias a los sistemáticos y bien enca-
minados esfuerzos de mi requeriente, los productos Upjohn 
eran cada vez más solicitados, no obstante estar en compe- 
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por acto instrumentado por el ministerial Miguel Angel 
Rodrigo, Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, Juan J. García teniendo como apoderados 
especiales a los abogados, Licenciados Julio Hoepelman 

y Juan Rafael Pacheco, emplazó a The Upjohn Company, 
a comparecer a la audiencia de las nueve horas de la ma-
ñana del día nueve del mes de mayo del año en curso 
(1952) por ante este Tribunal en sus atribuciones comer-
ciales con los siguientes motivos y fines; Por cuanto: Des-
de el mes de octubre del año mil novecientos cuarenta y 
tino, entre mi requeriente y The Upjohn Company, fabri-
cantes de productos farmacéuticos desde el año 1886, es-
tablecidos en Kalamazzo, Michigan, Estados Unidos de 
América, se iniciaron relaciones de negocios que determi-
naron la formación de un convenio de agencia exclusiva; 
esto es, que el señor Juan J. García sería la única perso-
na que, desde la República Dominicana, podría importar 
vret'uctos de los fabricados por The Upjohn Company, o. a 
lo menos, recibiría en calidad de agente exclusivo una 
comir;ión sobre el monto de cada orden o pedido que dicha 
casa despachara para la República Dominicana (ver co-
rrespondencia, facturas, etc., copiadas en cabeza del pre-
ser, e acto, que más adelante se especifican). Por cuanto: 
En el desarrollo de tales relaciones de negocios, mi reque-
rk :7:c no sólo fué utilizado como agente exclusivo de ven-
tas .ino como un eficiente colaborador de la empresa da 
The Upjohn Company, ya que hacía traducciones, del in-
gl&s al español ,de folletos descriptivos de productos de 
aquella casa, traducciones que eran "de gran ayuda para 
la misma" y hacía comentarios, que eran aceptados, sobre 
la conveniencia de fabricar determinados productos far-
nv.,-•aiticos (7er carta de fecha 28 de abril de 1942, trans-
crita en cabeza de este acto); era requerido para gestionar 
el registro de marcas de fábrica (Ver cartas de fecha 17 
de octubre de 1941 y 9 de Julio de 1945 arriba transcritas), 
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tencia con los productos de otros laboratorios igualmente 
importantes, americanos y europeos.— Por cuanto: The 

Upjohn Company no desperdiciaba las oportunidades de 
expresar su conformidad con las actividades que desarro-
llaba mi requeriente y la satisfacción que las mismas le 
producían (ver cartas de fechas 2 de abril de 1945 y 8 de 
junio de 1948); Por cuanto: Para la mejor atención de la 
agencia exclusiva que de los productos Upjohn le fué otor-
gada, mi requeriente rechazó cuantas agencias de produc-
tos similares le fueron ofrecidas durante la vigencia de 
la misma; que, asimismo, debió proveerse de equipo ade-
cuado, costoso, tal como de una nevera para la conser-
vación de sueros inyectables y otros productos éticos (ver 
factura No. 1244 de fecha 30 de diciembre de 1950, de Do-
minican Motors Co., C. por A.).— Por cuanto: Mi reque-
riente cumplía en todo momento sus obligaciones .  como 

agente exclusivo de The Upjohn Company.— Por cuanto: 
No obstante todo ello y sin que mediara explicación algu-
na, The Upjohn Company a pesar de la promesa de con-
tinuar los despachos regulares, héchale por carta de fecha 
8 de noviembre de 1951, transcrita en cabeza de este acto: 
dejó de despachar a mi requeriente los pedidos que hacía 
de productos de dicha casa, para mantener un amplio 
surtido, capaz de permitirle atender aún las demandas 
extraordinarias e imprevistas.— Por cuanto: sorpresiva-
mente y sin motivo de queja alguna, por carta de fecha 
diez y ocho (18) de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno (1951) que figura transcrita en cabeza de 
este acto, The Upjohn Company rompió violentamente el 
convenio de agencia exclusiva celebrado con mi reque-
riente, al manifestarle que su Departamento de Exporta- . 
ción había recomendado que "los arreglos actualmente 
existentes entre Ud. (García) y The Upjohn-Company, por 
virtud de los cuales Ud. fué designado distribuidor exclu-
sivo de los productos de The Upjohn Company en la Re- 

pública Dominicana, sean terminados" y, en la misma car- 
ta, concedieron a mi requeriente un corto preaviso de 
treinta días al término de los cuales cesaría como su Agen- 
te Exclusivo. Por cuanto: En el párrafo final de dicha carta 
se expresa que "la inhabilidad —de mi requeriente— para 
mantener adecuadas existencias en la República Domini- 
cana y hacer pagos regulares a su cuenta, determinaron 

. la acción tomada".— Por cuanto: Tal afirmación es del 
todo banal y antojadiza, carente de justificación y preña- 
da de malicia, que se destruye con los términos de un pá- 
rrafo precedente de la misma carta, en el que se expresa: 
"Como Ud. tiene ahora en su poder una cantidad cuantiosa 
de productos Upjohn, 'Ud. puede desear hacer algún arre- 
glo con nuestro Departamento de Exportación, para dis-

idí posición de tales productos en ayuda de la liquidación de 
la cuenta".— Por cuanto: Ya antes de la fecha de la carta 
de cancelación de la agencia, esto es el catorce de diciem- 
bre de mil novecientos cincuenta y uno, The Upjohn Com- 
pany aceptó y despachó determinadas muestras de sus pro- 
ductos, de los que se usan para distribución entre los mé- 
dicos, a Font Gamundi & Co., apartado 88, de La Vega, 
República Dominicana, a quienes habían escogido como 
sus nuevos agentes distribuidores exclusivos en el país, 
muestras que en-tal calidad les remitían "para fines de re- 
gistro sanitario" (Ver facturas Nos. 428 y ¿29, ambas de 

.__ fecha catorce (14) de diciembre de 1951 y avisos publica- 
dos en las ediciones de los diarios "El Caribe" y "La Na-
ción", de esta ciudad, de fecha dieciséis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos)— Por cuanto: El sistema de 
pago establecido entre The Upjohn Company y mi reque-
riente consistía en que la expresada firma, de tiempo en 
tiempo, hacía un corte de cuenta, avisaba al señor García 

• lo que debía remesar y éste situaba los fondos inmedia- 

FI
tamente (Véase cable de) fecha 6 de diciembre de 1951 y 

-constancia de e isión de giro por el Banco de Reservas de 
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tencia con los productos de otros laboratorios igualmente 
importantes, americanos y europeos.— Por cuanto: Tho 

Upjohn Company no desperdiciaba las oportunidades de 
expresar su conformidad con las actividades que desarro-
llaba mi requeriente y la satisfacción que las mismas la 
producían (ver cartas de fechas 2 de abril de 1945 y 8 da 
junio de 1948); Por cuanto: Para la mejor atención de la 
agencia exclusiva que de los productos Upjohn le fué otor-
gada, mi requeriente rechazó cuantas agencias de produc-
tos similares le fueron ofrecidas durante la vigencia de 
la misma; que, asimismo, debió proveerse de equipo ade-
cuado, costoso, tal como de una nevera para la conser-
vación de sueros inyectables y otros productos éticos (ver 
factura No. 1244 de fecha 30 de diciembre de 1950, de Do-
minican Motors Co., C. por A.).— Por cuanto: Mi reque-
riente cumplía en todo momento sus obligaciones' como 
agente exclusivo de The Upjohn Company.— Por cuanto: 
No obstante todo ello y sin que mediara explicación algu-
na, The Upjohn Company a pesar de la promesa de con-
tinuar los despachos regulares, héchale por carta de fecha 
8 de noviembre de 1951, transcrita en cabeza de este acto, 
dejó de despachar a mi requeriente los pedidos que hacía 
de productos de dicha casa, para mantener un amplio 
surtido, capaz de permitirle atender aún las demandas 
extraordinarias e imprevistas.— Por cuanto: sorpresiva-
mente y sin motivo de queja alguna, por carta de fecha 
diez y ocho (18) de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y uno (1951) que figura transcrita en cabeza de 
este acto, The Upjohn Company rompió violentamente el 
convenio de agencia exclusiva celebrado con mi reque-
riente, al manifestarle que su Departamento de Exporta-
ción había recomendado que "los arreglos actualmente 
existentes entre Ud. (García) y The Upjohn , Company, por 

virtud de los cuales Ud. fué designado distribuidor exclu-
sivo de los productos de The Upjohn Company en la Re- 

11,,Z 

pública Dominicana, sean terminados" y, en la misma car-
ta, concedieron a mi requeriente un corto preaviso de 
«tinta días al término de los cuales cesaría como su Agen-
te Exclusivo. Por cuanto: En el párrafo final de dicha carta 
se expresa que "la inhabilidad —de mi requeriente— para 
mantener adecuadas existencias en la República Domini-
cana y hacer pagos regulares a su cuenta, determinaron 
a acción tomada".— Por cuanto: Tal afirmación es del 

todo banal y antojadiza, carente de justificación y preña-
da de malicia, que se destruye con los términos de un pá-
rrafo precedente de la misma carta, en el que se expresa: 
"Como Ud. tiene ahora en su poder una cantidad cuantiosa 
de productos Upjohn, Vd. puede desear hacer algún arre-
glo con nuestro Departamento de Exportación, para dis-
posición de tales productos en ayuda de la liquidación de 
la cuenta".— Por cuanto: Ya antes de la fecha de la carta 
de cancelación de la agencia, esto es el catorce de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y uno, The Upjohn Com-
pany aceptó y despachó determinadas muestras de sus pro-
ductos, de los que se usan para distribución entre los mé-
dicos, a Font Gamundi & Co., apartado 88, de La Vega, 
República Dominicana, a quienes habían escogido como 
sus nuevos agentes distribuidores exclusivos en el país, 
muestras que en-tal calidad les remitían "para fines de re-
gistro sanitario" (Ver facturas Nos. 428 y 429, ambas de 
fecha catorce (14) de diciembre de 1951 y avisos publica-
dos en las ediciones de los diarios "El Caribe" y "La Na-
ción", de esta ciudad, de fecha dieciséis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y dos)— Por cuanto: El sistema de 
pago establecido entre The Upjohn Company y mi reque-
riente consistía en que la expresada firma, de tiempo en 
tiempo, hacía un corte de cuenta, avisaba al señor García 
lo que debía remesar y éste situaba los fondos inmedia-
tamente (Véase cable de fecha 6 de diciembre de 1951 y 
constancia de emisión de giro por el Banco de Reservas, de 
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fecha 7 del mismo mes y año, arriba transcrito); que, en 
consecuencia, a la fecha de la carta de cancelación de la 
agencia, no había ningún valor exigible pendiente de pa- 
go; sobre todo, porque The Upjohn Company nunca libró 
giros a cargo de mi requeriente, ni le fijó otras formas pa- 
ra el pago de las facturas que no fueran sus pagos volun- 
tarios y directos y así, Upjohn falseó la verdad al decir 
que cancelaba la agencia por la "presente inhabilidad" de 
mi requeriente para "hacer pagos regulares sobre las cuen- 
tas".— Por cuanto: Como se ve, no tiene justificación 

al- 

guna. la 
 actitud asumida por The Upjohn Company frente 

a mi requeriente, altamente injusta, ya que mi requerien- 
te jamás esperó que tal fuera el premio a sus largos ser 
vicios y a los esfuerzos por él desplegados para acreditar 
en el país los productos Upjohn, máxime cuando, al cabo 
de más de diez años, había llegado el momento de reco 
ger los frutos apreciables de su obra, los mismos que en 
ocasión anterior no deseaba que otro le quitara, como lo 
admitió Upjohn en su carta de fecha 8 de Junio de 1948, 
antes citada, dirigida al señor E. H. Coleman, en la que 
decían a éste, que "A García, desde luego, a consecuencia 
de su contrato exclusivo con nosotros, no le gusta la idea 
de que otra firma recoja el fruto de su trabajo"; Por cuan- 
to: Es evidente que ,en tales condiciones, si bien The Up- 
john Company podía, en ausencia de una cláusula escrita, 
solicitar la rescisión del convenio de agencia exclusiva y 
llegar con mi requeriente a un acuerdo en el que se die- 
ra satisfacción a todos esos intereses comprometidos, o 
bien obtener de la justicia la decisión que supliera el acuer- 
do voluntario, es evidente, repetimos, que al romper vio- 
lenta e intempestivamente el convenio existente, violó su 
obligación aún a sabiendas de que no tenía derecho a ha- 
cerlo, puesto que invocó motivos injustificados y hechos 
inexistentes o razones carentes "sinceridad.— Por cuan- 
to: Es obvio que, si el catorce de diciemlre de mil nove- 
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cientos cincuenta y uno, Upjohn despachó determinadas 
 

muestras a Font Gamundi y Co., para fines de registro sa-
nitario, gestión esta que se encomienda siempre a lbs agen-
tes y que mi requeriente realizaba en tal calidad, y ra 
esa fecha Upjohn había resuelto eliminar a mi requerien-
te como su agente, sin reconocerle derecho o compensación 
alguna, ni darle oportunidad para satisfacer cualquier nue-
vo requisito que quisiera exigírsele para la conservación de 
la agencia, y sin apreciar o sopesar el grave daño que le 
causaban, por lo que, los motivos expuestos en la cara de 
cancelación de agencia, precitados, eran de pura fórmula 
o de simple expediente, por demás inicuos.— Por cuanto: 
en las ediciones de fecha dieciséis del mes de marzo del. 
mil  novecientos cincuenta y dos, de los diarios "El Cari-
be" y "La Nación", que se editan en Ciudad Trujillo, pu-
blicó un aviso, que figura copiado en cabeza del presente 
acto, mediante el cual se informa al público la nominación 
de Font Gamundi y Co. como distribuidores exclusivos, 
sin decirse el nombre de la persona a quien sustituyen, 
ni por cuales razones se procedió a la sustitución, reticen-
cia que perjudica a mi requeriente, respecto de quien el 
público no sabe a que atenerse al hacer sus comentarios, y 
le crea una situación desfavorable que perjudica su crédi-
to y lástima su condición de comerciante honesto, con una 
línea de conducta intachable mantenida durante más de. 
veinticinco años de ejercicio; Por cuanto: cualquier hecho 
del hombre que causa a otro•un daño, obliga a aquél por 
cuya culpa sucedió, a repararlo.— Por cuanto: Consumado 
el hecho del cual depende el perjuicio, este puede ser ac-
tual o eventual; que, en la especie, no sólo Upjohn ha cau-
sado a mi requeriente un perjuicio actual, pqr las razo-
nes expuestas, ya que habiendo otro agente o distribuidor 
exclusivo en el país de la Upjohn Company difícilmente 
puede mi requeriente darle salida a las existencias que 
posee de producf Upjohn o bien tiene que venderlas al 
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fecha 7 del mismo mes y año, arriba transcrito); que, en 
consecuencia, a la fecha de la carta de cancelación de la 
agencia, no había ningún valor exigible pendiente de pa-
go; sobre todo, porque The Upjohn Company nunca libró 
giros a cargo de mi requeriente, ni le fijó otras formas pa-
ra el pago de las facturas que no fueran sus pagos volun-
tarios y directos y así, Upjohn falseó la verdad al decir 
que cancelaba la agencia por la "presente inhabilidad" de 
mi requeriente para "hacer pagos regulares sobre las cuen-
tas".— Por cuanto: Como se ve, no tiene justificación al 

guna. la 
 actitud asumida por The Upjohn Company frente 

a mi requeriente, altamente injusta, ya que mi requerien-
te jamás esperó que tal fuera el premio a sus largos ser-
vicios y a los esfuerzos por él desplegados para acreditar 
en el país los productos Upjohn, máxime cuando, al cabo 
de más de diez años, había llegado el momento de reco- 
ger los frutos apreciables de su obra, los mismos que en 
ocasión anterior no deseaba que otro le quitara, como lo 
admitió Upjohn en su carta de fecha 8 de Junio de 1948, 
antes citada, dirigida al señor E. H. Coleman, en la que 
decían a éste, que "A García, desde luego, a consecuencia 
de su contrato exclusivo con nosotros, no le gusta la idea 
de que otra firma recoja el fruto de su trabajo"; Por cuan- 
to: Es evidente que ,en tales condiciones, si bien The Up- 
john Company podía, en ausencia de una cláusula escrita, 
solicitar la rescisión del convenio de agencia exclusiva y 
llegar con mi requeriente a un acuerdo en el que se die- 
ra satisfacción a todos esos intereses comprometidos, 

o 

bien obtener de la justicia la decisión que supliera el acuer- 
do voluntario, es evidente, repetimos, que al romper vio- 
lenta e intempestivamente el convenio existente, violó su 
obligación aún a sabiendas de que no tenía derecho a ha- 
cerlo, puesto que invocó motivos injustificados y hechos 
inexistentes o razones carentes de sinceridad.— Por cuan- 
to: Es obvio que, si el catorce de diciemlre de mil nove- 
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cientos cincuenta y uno, Upjohn despachó determinadas 
muestras a Font Gamundi y Co., para fines de registro sa-
nitario, gestión esta que se encomienda siempre a lOs agen-
tes y que mi requeriente realizaba en tal calidad, y ra 
esa fecha Upjohn había resuelto eliminar a mi requerien-
te como su agente, sin reconocerle derecho o compensación 
alguna, ni darle oportunidad para satisfacer cualquier nue-
vo requisito que quisiera exigírsele para la conservación de 
la agencia, y sin apreciar o sopesar el grave daño que le 
causaban, por lo que, los motivos expuestos en la cara de 
cancelación de agencia, precitados, eran de pura fórmula 
o de simple expediente, por demás inicuos.— Por cuanto: 
en las ediciones de fecha dieciséis del mes de marzo del 
mil novecientos cincuenta y dos, de los diarios "El Cari-
be" y "La Nación", que se editan en Ciudad Trujillo, kZ:. pu-
blicó un aviso, que figura copiado en cabeza del presente 
acto, mediante el cual se informa al público la nominación 
de Font Gamundi y Co. como distribuidores exclusivos, 
sin decirse el nombre de la persona a quien sustituyen, 
ni por cuales razones se procedió a la sustitución, reticen-
cia que perjudica a mi requeriente, respecto de quien el 
público no sabe a que atenerse al hacer sus comentarios, y 
le crea una situación desfavorable que perjudica su crédi-
to y lástima su condición de comerciante honesto, con una 
línea de conducta intachable mantenida durante más de-
veinticinco años de ejercicio; Por cuanto: cualquier hecho 
del hombre que causa a otro•un daño, obliga a aquél por 
cuya culpa sucedió, a repararlo.— Por cuanto: Consumado 
el hecho del cual depende el perjuicio, este puede ser ac-
tual o eventual; que, en la especie, no sólo Upjohn ha can-
sado a mi requeriente un perjuicio actual, pqr las razo-
nes expuestas, ya que habiendo otro agente o distribuidor 
exclusivo en el país de la Upjohn Company difícilmente 
Puede mi requeriente darle salida a las existencias que Posee de produce Upjohn o bien tiene que venderlas al . 
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1 1:=150 o con pérdidas; las inversiones que tiene hechas en 
neveras, escaparates, material de escritorio, de propaganda. 
cele, resultan improductivos por falta de objeto; pierde la 
rnsibiliclad de percibir el importe de muchas facturas, des- 
pachadas a clientes que tienen el hábito de pagarlas cuan- 
az tienen la necesidad de renovar sus ex_stenelas: y, ade- 

rx .:-. Upjohn ha causado a mi requeriente, con la ruptura 

vio—lenta del convenio de agencia exclusivo, un perjuicio 
eral cuya gravedad es imaginable, puesto que el público 
cnx general y el cuerpo médico del país en particular, ig- 
nem= los motivos que han determinado a Upjohn a desha-
emse de mí requeriente como agente exclusivo, motivos 
cpre. coma se ha expresado, son absolutamente injusl.ifica-

das; además, el crédito de que mi requeriente disponía 
ex: las instituciones bancarias y de crédito y en las casas 

de comercio importantes, se ha quebrantado notablemen-

te*  por la duda que en el ánimo de iodos ha hecho nacer 
Va reprobable actitud de Upjohn; que, igualmente, mi re-
-cLI:periente se perjudica enormemente al verse privado de 
E= beneficios que anualmente le reportaba la agencia o 
cristribución exclusiva de los productós Upjohn, beneficios 
qac durante el año mil quinientos pesos oro (Sic) (RD$7,- 

500..00) y durante el año mil novecientos cincuenta y uno, 

hubieran sobrepasado esa cantidad, de haberle despachado 

Uplohn a mi requeriente todos los pedidos que éste le hizo 

ae fines de ese año. —Por cuanto: En casos como el de la 

especie, la reparación que sea acordada no sólo debe com-

prender el daño realmente sufrido, sino la ganancia que 
iso se realizará o lucro cesante. Por cuanto: Toda parte 

<Roe sucumbe en justicia debe pagar las costas; Por todos 

OSOS motivos y los demás que serán suplidos en su opor-
tunidad, Oiga la firma The Upjohn Company, a cni reque-
riente pedir y al Juzgado amparado fallar, Primero: Con-

denar a The Upjohn Company al pago de una indemni -

~n de Quince Mil Pesos Oro, o de It. s -antidad que ten- 

ga a bien fijar el Juez, en favor de mi requeriente señor 
Juan J. García y en justa reparación de los daños y perjui-
cios de toda índole que él ha sufrido por culpa de The 
Upjohn Company al 4:).sla romper violentamente el contra-
to de agencia o distribución exclusiva que ligaba > 44kbas 
partes desde el año mil novecientos cincuenta y uno; Se-
gundo: Condenar a The Upjohn Company al pago de todas 
las costas, con distracción en provecho de los Licenciados 
Julio Hoepelman y Juan Rafael Pacheco, quienes las están 
e.vanzado en su totalidad. Bajo toda clase de reserva"; 
y 2) Que apoderada de dicha demanda, la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, dictó en fecha tres de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge, por ser justas 
y reposar en prueba legal, las conclusiones presentadas por 
Juan J. García en su demanda en reparación de daños y 
perjuicios intentada contra The Upjohn Company, Recha-
eando las conclusiones de esta parte por ser infundadas y, 
en consecuencia, Condena a dicha parte demandada a pa-
gar una suma de dinero al demandante por concepto de 
daños y perjuicios materiales y morales, según los moti-
vos precedentemente expuestos, suma ésta que deberá ser 
justificada por estado; Segundo: Condena a la mencionada 
parte demandada al pago de las costas distrayéndolas en 
favor de los Licenciados Julio Hoepelman y Juan Rafael 
Pacheco quienes afirman haberlas -avanzado en su totali- 

• dad"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos de manera principal por la Upjohn Company, 
e incidentalmente por Juan J. García, la C9rte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, pronunció la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma, el recursc, e apelación principal interpuesto y noti- jt  
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10 o con pérdidas; las inversiones que tiene .hachas en 
•eros, escaparates. material de escritorio, de propaganda. 

etc , resultan improductivos por falta de objeto; pierde la 
posibilidad de percibir el importe de muchas facturas, des- 

pau-Nadas a clientes que tienen el hábito de pagarlas cuan- 
eu, tienen la necesidad de renovar sus ex:stencias. v, 

Upjohn ha causado a mi requeriente, con la ruptura 
vlilenta del convenio de agencia exclusivo, un perjuicio 
mal cuya gravedad es imaginable, puesto que el público 
c=c general y el cuerpo médico del país en particular, ig-
rren---•n los motivos que han determinado a Upjohn a desha- 

se de mi requeriente como agente exclusivo, motivos 
' coma se ha expresado, son absolutamente injustifica-

das; además, el crédito de que mi requeriente disponía 

el, las instituciones bancarias y de crédito y en las casas 

de comercio importantes, se ha quebrantado notablemen-

te„ por la duda que en el ánimo de todos ha hecho nacer 
Ta, reprobable actitud de Upjohn; que, igualmente, mi re-
tioriente se perjudica enormemente al verse privado de 

beneficios que anualmente le reportaba la agencia o 
distribución exclusiva de los productos Upjohn, beneficios 

que durante el año mil quinientos pesos oro (Sic) (RD$7,- 

500_00) y durante el año mil novecientos cincuenta y uno, 
Taubieran sobrepasado esa cantidad, de haberle despachado 
trpjohn a mi requeriente todos los pedidos que éste le hizo 
z fines de ese año. —Por cuanto: En casos como el de la 
especie, la reparación que sea acordada no sólo debe com-
prender el daño realmente sufrido, sino la ganancia que 
no se realizará o lucro cesante. Por cuanto: Toda parte 

que sucumbe en justicia debe pagar las costas; Por todos 

esos motivos y los demás que serán suplidos en su opor-
tunidad, Oiga la firma The Upjohn Company, a mi reque-
riente pedir y al Juzgado amparado fallar, Primero: Con-
denar a The Upjohn Company al pago de una indemni-
zación de Quince Mil Pesas Oro, o de lt.:santidad que ten- 
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ga a bien fijar el Juez, en favor de mi requeriente señor 
luan J. García y en justa reparación de los daños y perjui-
cios de toda índole que él ha sufrido por culpa de The 
Upjohn Company al ísta romper violentamente el contra-
to de agencia o distribución exclusiva que ligaba Ni;bas 
partes desde el año mil novecientos cincuenta y uno; Se-
gundo: Condenar a The Upjohn Company al pago de todas 
las costas, con distracción en provecho de los Licenciados 
Julio Hoepelman y Juan Rafael Pacheco, quienes las están 
avanzado en su totalidad. Bajo toda clase de reserva"; 
y 2) Que apoderada de dicha demanda, la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, dictó en fecha tres de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge, por ser justas 
y reposar en prueba legal, las conclusiones presentadas por 
Juan J. García en su demanda en reparación de daños y 
perjuicios intentada contra The Upjohn Company, Recha-
zando las conclusiones de esta parte por ser infundadas y, 
en consecuencia. Condena a dicha parte demandada a pa-
gar una suma de dinero al demandante por concepto de 
daños y perjuicios materiales y morales, según los moti-
vos precedentemente expuestos, suma ésta que deberá ser 
justificada por estado; Segundo: Condena a la mencionada 
parte demandada al pago de las costas distrayéndolas en 
favor de los Licenciados Julio Hoepelman y Juan Rafael 
Pacheco quienes afirman haberlas avanzado en su totali- 

- dad"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos de manera principal por la Upjohn Company, 
e incidentalmente por Juan J. García, la Cprte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, pronunció la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma, el recursee apelación principal interpuesto y noti- 401 

1 
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ficado por los señores The Upjohn Company contra sen-
tencia dictada en atribuciones comerciales por la Cámara ' 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo en fecha tres del mes 
de octubre del año mil novecientos cincuenta y dos, con mo-
tivo de la demanda en daños y perjuicios intentada por el 
señor Juan J. García; Segundo: Rechaza, en cuanto al fon-
do la apelación principal de The Upjohn Company, con-
tra la sentencia recurrida, que también rechazó sus con-
clusiones de primera instancia, por infundadas, confirmán-
dose en ese aspecto dicha sentencia; Tercero: Admite co-
mo apelante incidental en el punto limitado relativo a la 
forma del pago de las indemnización acordada en prime-' 
ra instancia al intimado Juan J. García para ser justifica-
da por estado; y, obrando por propia autoridad, Acoge par-
cialmente por ser justas y reposar en prueba legal, las 
conclusiones del dicho intimado y apelante incidental Juan 
J. García, modificándolas en cuanto a la cuantía de la in-
demnización solicitada; y, en consecuencia, Condena a la 
parte intimante en lo principal The Upjohn Company a , 
pagar al intimado Juan J. García la suma de Diez Mil Pe-
sos Oro, por concepto de daños y perjuicios de toda índo-
le, morales y materiales ocasionados por la revocación vio-
lenta e injusta del contrato existente entre dichas par-
tes durante un término de diez años (de 1941 a 19511; 
Cuarto: Condena a The Upjohn Company, parte que su-
cumbe, al pago de las costas de ambas instancias, 'distra-
yendo las de primer grado en porvecho de los Licenciados 
Julio Hoepelman y Juan Rafael Pacheco y las de apela-
ción en provecho exclusivamente del primero, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación de los arts. 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 1315, 1382 y 1149 del Có-
digo Civil, por falta de motivo y de base legal, por cuanto 

sentencia impugnada admite la existencia y fija la cuan-
tía de todos los perjuicios invocados por el demandante en 
apoyo de su demanda, no obstante no haberse hecho la 
prueba de los mismos ni de su monto, y dando como úni-
co motivo sobre este punto la existencia de la falta im-
putada a la compañía, con lo cual dicha sentencia carece 
de motivos y de base legal"; "Segundo Medio: Violación 
del art. 141 del Código de Procedimiento Civil y de os 
arts. 2004, 1315, 1134 y 1382 del Código Civil por desna-
turalización de tos hechos, contradiccíóa de motivos y fal-
ta de base legal, por ctíanto para imputar a la compañía 
una falta, la de haber revocado intempestiva y abusiva-
mente el mandato dado al demandante como agente exclu-
sivo suyo en la República Dominicana, la sentencia im-
pugnada se funda en dos motivos, a saber: a) que la com-
pañía, como mandante del demandante, aunque tenía el 
derecho de revocarlo unilateralmente, como lo hizo, abusó 
de ese derecha al no concederle un plazo de preaviso su-
ficientemente largo que le evitara los perjuicios que la 
revocación le causaba, y, además, b)-que no tenía el derecho 
de revocar el mandatario sin un acuerdo previo para la 
fijación del término o sin hacerlo fijar mediante procedi-
miento judicial, en caso de no avenencia, de parte del in-
timado, motivos que tomados aisladamente violan además 
los mencionados artículos del Código Civil, y que, además, 
son esencialmente contradictorios, por lo cual la sentencia 
impugnada carece a un tiempo de motivos, y de base le-
gal (en su sentido lato)"; "Tercer medio: Violación de los 
arts. 141 del Código de Procedimiento Civil y 1149, 1150 
y 1151 del Código Civil por falta de base legal, en cuan-
to impone a la compañía demandada el pago de la suma 
de diez- mil pesos a favor del demandante a título de da-
fios y perjuicios, invocando -  el poder de apreciación que 
tienen los jueces de la causa en esta materia, pero sin pre-
cisar cuáles son los perjuicios objeto de su apreciación, 
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ficado por los señores The Upjohn Company contra sen-
tencia dictada en atribuciones comerciales por la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Judicial de Santo Domingo en fecha tres del mes 
de octubre del año mil novecientos cincuenta y dos, con mo-
tivo de la demanda en daños y perjuicios intentada por el 
señor Juan J. García; Segundo: Rechaza, en cuanto al fon-
do la apelación principal de The Upjohn Company, con-
tra la sentencia recurrida, que también rechazó sus con-
clusiones de primera instancia, por infundadas, confirmán-
dose en ese aspecto dicha sentencia; Tercero: Admite co-
mo apelante incidental en el punto limitado relativo a la 
forma del pago de las indemnización acordada en prime-
ra instancia al intimado Juan J. García para ser justifica-
da por estado; y, obrando por propia autoridad, Acoge par-
cialmente por ser justas y reposar en prueba legal, las 
conclusiones del dicho intimado y apelante incidental Juan 
J. García, modificándolas en cuanto a la cuantía de la in-
demnización solicitada; y, en consecuencia, Condena a lr_i 
parte intimante en lo principal The Upjohn Company a 
pagar al intimado Juan J. García la suma de Diez Mil Pe-
sos Oro, por concepto de daños y perjuicios de toda índo-
le, morales y materiales ocasionados por la revocación vio-
lenta e injusta del contrato existente entre dichas par-
tes durante un término de diez años (de 1941 a 19511: 
Cuarto: Condena a The Upjohn Company, parte que su-
cumbe, al pago de las costas de ambas instancias, distra-
yendo las de primer grado en porvecho de los Licenciados 
Julio Hoepelman y Juan Rafael Pacheco y las de ap,la-
ción en provecho exclusivamente del primero, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considérando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación de los arts. 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 1315, 1382 y 1149 del Có-
digo Civil, por falta de motivo y de base le.gal, por cuanto 
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pa sentencia impugnada admite la existencia y fija la cuan-
tía de todos los perjuicios invocados por el demandante en 
apoyo de su demanda, no obstante no haberse hecho la 
prueba de los mismos ni de su monto, y dando como úni-
co motivo sobre este punto la existencia de la falta im-
putada a la compañía, con lo cual dicha sentencia carece 
de rnotivós y de base legal"; "Segundo Medio: Violación 
del art. 141 del Código de Procedimiento Civil y de :os 
arts. 2004, 1315, 1134 y 1382 del Código Civil por desna-
turalización de los hechos, contradicción de motivos y fal-
ta de base legal, por ctíanto para imputar a la compañía 
una falta, la de haber revocado intempestiva y abusiva-
mente el mandato dado al demandante como agente exclu-
sivo suyo en la República Dominicana, la sentencia im-
pugnada se funda en dos motivos, a saber: a) que la com-
pañía, como mandante del demandante, aunque tenía el 
derecho de revocarlo unilateralmente, como lo hizo, abusó 
de ese derecha al no concederle un plazo de preaviso su-
ficientemente largo que le evitara los perjuicios que la 
revocación le causaba, y, además, b) que no tenía el derecho 
de revocar el mandatario sin un acuerdo previo para la 
fijación del término o sin hacerlo fijar mediante procedi-
miento judicial, en caso de no avenencia, de parte del in-
timado, motivos que tomados aisladamente violan además 
los mencionados artículos del Código Civil, y que, además, 
son esencialmente contradictorios, por lo cual la sentencia 
impugnada carece a un tiempo de motivos, y de base le-
gal (en su sentido latol"; "Tercer medio: Violación de los 
arts. 141 del Código de Procedimiento Civil y 1149, 1150 
y 1151 del Código Civil por falta de base legal, en cuan-
to impone a la compañía demandada el pago de la suma 
de diez- mil pesos a favor del demandante a título de da-
los y perjuicios, invocando el poder de apreciación que 

tienen los jueces de la causa en esta materia, pero sin pre-
cisar cuáles son los perjuicios objeto de su apreciación, 
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con lo cual es imposible determinar si ha hecho una rec-
ta aplicación de los artículos del Código Civil citados"; 
"Cuarto Medio: Violación del art. 1382 del Código Civil al 
calificar de falta que "también apareja la consiguiente re-

paración de daños y perjuicios morales, susceptibles  de 

ser estimados proporcionalmente" (considerando 179 1 "la 

nominación de nuevos agentes (los Font Gamundi & Co.) 
con publicación en la prensa nacional, según se comprueba 
en el expediente, sin indicar de manera ine -,:plicable el 

nombre del agente o "distribuidor" como quiera llamarse, 
así suplantado, ni los motivos de esa separación"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se invoca la violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil, 1315, 1382 y 1149 del Código Civil, por 
falta de motivos y de base legal, sobre el fundamento de 
que "la sentencia impugnada admite la existencia y fija 
la cuantía de todos los perjuicios invocados por el de-
mandante en apoyo de su demanda, no obstante no haber-
se hecho la prueba de los mismós ni de su monto, y dán-
dose como único motivo sobre este punto la existencia de 
la falta imputada a la compañía"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido lo siguiente: 11 Que entre The Upjohn Com-
pany y Juan J. García existió un contrato, mediante el cual 
la primera designó al segundo como su agente exclusivo 
en la República Domiticana para la distribución de sus 
productos; 2) Que en virtud de ese contrato, que se formali-
zó desde el mes de octubre de mil novecientos cuarenta y 

uno, Juan J. García actuó en la República como agente 
exclusivo „de The Upjohn Company, derivando un benefi , 

 cio de un doce y medio por ciento (12 1/2) sobre las 
ventas que realizaba; y 3 ►  Que por carta de fecha diez y 
ocho de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, The 
Upjohn Company le notificó a Juan J --García la renova - 

n del contrato de agencia, dándole un preaviso de trein-
días, a partir de la fecha de la expresa cala; 

Considerando que los jueces del fondo han admitido 

correctamente que el contrato de agencia exclusiva inter-
venido entre las partes en causa participa de la naturale-
za del mandato representativo, revocable ad-nutum, al te-
nor de las disposiciones del artículo 2004 del Código Ci-
vil; que, aún cuando dicho Código no contenga ninguna 
disposición que venga a condicionar el derecho de revo-
cación, ese derecho no es absoluto, sino relativo, y se pres-
ta al abuso si su ejercicio no está justificado por un moti-
vo legítimo; que, la facultad de revocación queda pues 
sometida a las reglas generales del derecho, y si es ejer-
cida de una manera abusiva, por puro capricho, intem-
pestivamente o sin un motivo serio, el mandante puede 
ser condenado a daños y perjuicios en provecho del man-
datario, a quien la revocación así intervenida le haya cau-
sado un daño; que, además, el examen del fallo impugnado 
revela que en la especie se trata de un contrato complejo. 
que está integrado por varios contratos, cuya revocación 
no estaba sometida a la voluntad unilateral de las partes; 
que, en efecto, Juan J. García mantenía una cuantiosa 
existencia de productos Upjohn, propiedad del primero, se-
gún lo ha reconocido la propia recurrente, al manifestarle 
en la carta del 18 de diciembre de 1951, relativa a la re-
vocación del contrato, la posibilidad de "hacer algún arre-
glo con nuestro Departamento de Exportación, para la 
disposición de tales productos en ayuda de la liquidación 
de la cuenta; 

Considerando que la Corte a qua, ha admitido en la 
especie que The Upjohn Company ha cometido una falta 
resultante de un abuso de derecho, perjudicill para el 
mandatario Juan J. García, al revocar el contrato de agen-
cia intervenido entre ellos en octubre de mil novecientos 
cuarenta y uno; que para dejar caracterizado el abuso del 
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con lo cual es imposible determinar si ha hecho una rec-
ta aplicación de los artículos del Código Civil citados"; 
"Cuarto Medio: Violación del art. 1382 del Código Civil al 
calificar de falta que" también apareja la consiguiente re-
paración de daños y perjuicios morales, susceptibles de 
ser estimados proporcionalmente" (considerando 17 91 "la 

 nominación de nuevos agentes (los Font Gamundi & Co.) 
con publicación en la prensa nacional, según se comprueba 
en el expediente, sin indicar de manera ine:;plicable el 
nombre del agente o "distribuidor" como quiera llamarse, 
así suplantado, ni los motivos de esa separación"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se invoca la violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil, 1315, 1382 y 1149 del Código Civil, por 
falta de motivos y de base' legal, sobre el fundamento de 
que "la sentencia impugnada admite la existencia y fija 
la cuantía de todos los perjuicios invocados por el de-
mandante en apoyo de su demanda, no obstante no haber-
se hecho la prueba de los mismóS ni de su monto, y dán-
dose como único motivo sobre éste punto la existencia de 
la falta imputada a la compañía"; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido lo siguiente: 11 Que entre The Upjohn Com-
pany y Juan J. García existió un contrato, mediante el cual 
la primera designó al segundo como su agente exclusivo 
en la República Domiticana para la distribución de sus 
productos; 2) Que en virtud de ese contrato, que se formali-
zó desde el mes de octubre de mil novecientos cuarenta y 
uno, Juan J. García actuó en la República como agente 
exclusivo ,,,de The Upjohn Company, derivando urí benefi-
cio de un doce y medio por ciento (12 1/2) sobre las 
ventas que realizaba; y 3) Que por carta de fecha diez y 
ocho de diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, The 
Upjohn Company le notificó a Juan .T -García la renova 

ri del contrato de agencia, dándole un preaviso de trein-
días, a partir de la fecha de la expresa cana; 

Considerando que los jueces del fondo han admitido 

correctamente que el contrato de agencia exclusiva inter-
venido entre las partes en causa participa de la naturale-
za del mandato representativo, revocable ad-nutum, al te-
nor de las disposiciones del artículo 2004 del Código Ci-
vil; que, aún cuando dicho Código no contenga ninguna 
disposición que venga a condicionar el derecho de revo-
cación, ese derecho no es absoluto, sino relativo, y se pres-
ta al abuso si su ejercicio no está justificado por un moti-
vo legítimo; que, la facultad de revocación queda pues 
sometida a las reglas generales del derecho, y si es ejer-
cida de una manera abusiva, por puro capricho, intem-
pestivamente o sin un motivo serio, el mandante puede 
ser condenado a daños y perjuicios en provecho del man-
datario, a quien la revocación así intervenida le haya cau-
sado un daño; que, además, el examen del fallo impugnado 
revela que en la especie se trata de un contrato complejo, 
que está integrado por varios contratos, cuya revocación 
no estaba sometida a la voluntad unilateral de las partes; 
que, en efecto, Juan J. García mantenía una cuantiosa 
existencia de productos Upjohn, propiedad del primero, se-
gún lo ha reconocido la propia recurrente, al manifestarle 
en la carta del 18 de diciembre de 1951, relativa a la re-
vocación del contrato, la posibilidad de "hacer algún arre-
glo con nuestro Departamento de Exportación, para la 
disposición de tales productos en ayuda de la liquidación 
de la cuenta; 

Considerando que la Corte a qua, ha admitido en la 
especie que The Upjohn Company ha cometido una falta 
resultante de un abuso de derecho, perjudicill para eI 
mandatario Juan J. García, al revocar el contrato de agen-
cia intervenido entre ellos en octubre de mil novecientos 
cuarenta y uno; que para dejar caracterizado el abuso del 
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derecho de revocación por parte de la compañía recurren-
te y el cual es implicativo de una falta que compromete 
su responsabilidad pecuniaria, la Corte a qua se ha funda-

do en que fué sorpresiva para Juan J. García "la notifi-

cación' de la revocación del contrato, contenida en la car-
ta de fecha dieciocho de diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta y uno, tanto qúe la forma violenta de la mis-
ma concediendo tan sólo como preaviso un plazo de trein-
ta días que, para mayor agravante incluía el término de 
cinco a ocho días que debían transcurrir entre el despactio 
de la correspondencia desde Kalamazzo, Michigan, E. U. 
de A., y su recibo en Ciudad Trujillo, lugar de su destino, 
y como por la inexplicable falta de un arreglo previo re-
lativo a la liquidación de la mercancía que tenía en exis-
tencia el agente vendedor y exclusivo que lo era el inti• 
mado señor García", agregando dicha Corte que la alegada 
inhabilidad del actual intimado para continuar como agen-
te 'exclusivo de los productos Upjohn en la República Do-
minicana, especialmente para hacer pagos regulares de 
sus compromisos, no está justificada, por el hecho muy no-
torio de que a la fecha en que recibió de madera inopi-
nada el limitadísimo preaviso de cesación de su contrato, 
no había ningún valor pendiente de palo', para concluir 
en el sentido de que "la solvencia del iltimado ha estado 
durante todo el tiempo de la vigencia del contrato, a la 
altura de 'las circunstancias de un comerciante normal" y 
que "asimismo ha quedado demostrado su habilidad, dili-
gencia, experiencia y eficacia, mantenida durante diez lar-
gos años, según lo admite paladinamente la propia parte in-
timante en las comprobaciones que se derivan de su caña 
de fecha cinco de octubre de mil novecientos cincuenta y 
uno, en días cercanos a la inexplicable rotura del contrato"; 

Considerando, por otra parte, que al ponderar los da-
ños invocados por el demandante Juan J. García, la Cor-

te a qua ha comprobado y admitido erg: fallo impugnado, 
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que dichos daños "se derivan de la separación violenta ... 
de las actividades normales, fomentadas y cimentadas de 
manera exclúsiva en todo el territorio nacional, mediante 
gestiones y esfuerzos personales del intimado, al amparo 
del contrato mantenido con The Upjohn Company durtnte 
diez años ininterrumpidos, labor en la cual sobresalielon 
sus méritos de agente comercial diligente, emprendedor y 
eficaz cooperador en todos los asuntos que culminaron en 
el crédito y extensión en la República Dominicana de los 
productos Upjohn, cuya explotación ha sido traspasada aho-
ra a otros distribuidores o agentes exclusivos, en circuns-
tancias .que benefician ampliamente" a la actual recu-
rrente y a los "nuevos agentes designados, en perjuicio 
del agente exclusivo desplazado"; que, además, la senten-
cia impugnada ha reconocido que aparte de "los daños ma-
teriales que entraña al despido o separación injustificada 
de las actividades de las cuales derivaba sus medios nor-
males de vida el intimado, la nominación de nuevos agen-
tes  con publicación en la prensa nacional  sín 
indicar de manera inexplicable el nombre del agente o 
.distribuidor  suplantado, ni los motivos de esa separa-
ción, son hechos reveladores de una falta que también apa-
reja la consiguiente reparación de daños y perjuicios mora-
les"; que, finalmente, la Corte a qua, fundándose en los 

otivos anteriormente expuestos, ha proclamado en el fa-
o impugnado, su aptitud "para apreciar taxativamente 
ichos .daños y perjuicios en conjunto para determinar 

cuantía de los mismos, dentro de su poder de aprecia-
ión", y al efecto procedió a evaluarlos en conjunto en 

suma de diez mil pesos (RD$10,000.00), en vez de los 
Uince mil pesos oro (RD$15,000.00) que fueron solicitados 
or el demandante en ambas instancias; que frente a esas 
nsideraciones es evidente que los jueces del fondo han 
tablecido la existencia de una falta imputable a la actual 
currente y de un un erjuicio cierto ocasionado al recu- ,, 
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derecho de revocación por parte de la compañía recurren-
te y el cual es implicativo de una falta que compromete 
su responsabilidad pecuniaria, la Corte a qua se ha funda-
do en que fué sorpresiva para Juan J. García "la notifi-
cación de la revocación del contrato, contenida en la car-
ta de fecha dieciocho de diciembre del año mil novecien-
tos cincuenta y uno, tanto qUe la forma violenta de la mis-
ma concediendo tan sólo como preaviso un plazo de trein-
ta días que, para mayor agravante incluía el término de 
cinco a ocho días que debían transcurrir entre el despano 
de la correspondencia desde Kalamazzo, Michigan, E. U. 
de A., y su recibo en Ciudad Trujillo, lugar de su destino, 
y como por la inexplicable falta de un arreglo previo re-
lativo a la liquidación de la mercancía que tenía en exis-
tencia el agente vendedor y exclusivo que lo era el inti• 
mado señor García", agregando dicha Corte que'la alegada 
inhabilidad del actual intimado para continuar como agen-
te'exclusivo de los productos Upjohn en la República Do-
minicana, especialmente para hacer pagos regulares de 
sus compromisos, no está justificada, por el hecho muy no-
torio de que a la fecha en que recibió de madera inopi-
nada el limitadísimo preaviso de cesación de su contrato, 
no había ningún valor pendiente de pago, para concluir 
en el sentido de que "la solvencia del iltimado ha estado 
durante todo el tiempo de la vigencia del contrato, a la 
altura de 'las circunstancias de un comerciante normal" y 
que "asimismo ha quedado demostrado su habilidad, dili-
gencia, experiencia y eficacia, mantenida durante diez lar-
gos años, según lo admite paladinamente la propia parte in-
timante en las comprobaciones que se derivan de su caña 
de fecha Cinco de octubre de mil novecientos cincuenta y 

uno, en días cercanos a la inexplicable rotura del contrato"; 
Considerando, por otra parte, que al ponderar los da-

ños invocados por el demandante Juan J. García, la Cor-
te a qua ha comprobado y admitido erg: fallo impugnado, 
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que dichos daños "se derivan de la separación violenta ... 
de las actividades normales, fomentadas y cimentadas de 
manera exchisiva en todo el territorio nacional, mediante 
gestiones y esfuerzos personales del intimado, al amparo 
del contrato mantenido con The Upjohn Company durtnte 
diez años ininterrumpidos, labor en la cual sobresalielon 
sus méritos de agente comercial diligente, emprendedor y 
eficaz cooperador en todos los asuntos que culminaron en 
el crédito y extensión en la República Dominicana de los 
productos Upjohn, cuya explotación ha sido traspasada aho-
ra a otros distribuidores o agentes exclusivos, en circuns-
tancias que benefician ampliamente" a la actual recu-
rrente y a los "nuevos agentes designados, en perjuicio 
del agente exclusivo desplazado"; que, además, la senten-
cia impugnada ha reconocido que aparte de "los daños ma-
teriales que entraña al despido o separación injustificada 
de las actividades de las cuales derivaba sus medios nor-
males de vida el intimado, la nominación de nuevos agen-
tes  con publicación en la prensa nacional  sín 
indicar de manera inexplicable el nombre del agente o 
distribuidor  suplantado, ni los motivos de esa separa-
ción, son hechos reveladores de una falta que también apa-
reja la consiguiente reparación de daños y perjuicios mora-
les"; que, finalmente, la Corte a qua, fundándose en los 

otivos anteriormente expuestos, ha proclamado en el fa-
o impugnado, su aptitud "para apreciar taxativamente 
ichos .daños y perjuicios en conjunto para determinar 

cuantía de los mismos, dentro de su poder de aprecia-
ión", y al efecto procedió a evaluarlos en conjunto en 

suma de diez mil pesos (RD$10,000.00), en vez de los 
uince mil pesos oro (RD$15,000.00) que fueron solicitados 
or el demandante en ambas instancias; que frente a esas ' 
nsideraciones es evidente que los jueces del fondo han 
tablecido la existencia de una falta imputable a la actual 

ecurrente y de , un erjuicio cierto ocasionado al recu- 
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rrido, 
y que está caracterizado especialmente, según se ad, 

mite en el vigésima segundo considerando del fallo im-
pugnado, p la disminucrttn 

or la pérdida de la clientela, 
de su crédito, las ganancias futuras cesantes, el deterillro 
de su existencia de productos Upjohn. la inutilidad de jis 
equipos de almacén, y la morosidad en el cobro de crédi-
tos, con la consiguiente pérdida de intereses y de capital 

de trabajo; que ,por último, esindiferente que el
perjuléio 

invocado por el demandante Juan 
J. García sea ya 

ue, en 
vista de las consecuencias ineluctables e ciertos

rea iza • o puede resentar, co- 
os mismos caracteres de cero= 
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actos, 
mo en el presente caso, 

ue e perjuicio ac ua ; que, en tales condiciones 
um•re q  la sentencia impugnada no ha violado los textos legal 

invocados en el presente medio, y contiene, además, con 
trariamente a las pretensiones de la recurrente, moti 
suficientes que justifican lo decidido en este aspecto, des- 

asi 

como una exposición completa de los hechos y una 
cripción de las circunstancias de la causa, que han permi 

tido verificar que la Corte a qua 
ha hecho dna correcta 

aplicación de la ley; 
Considerando, en cuanto a los medios tercero y cuar-

to, en los cuales se invocan la violación de los 
artículos 

141 del Código de Procedimiento Civil y 1149, 1150 y 1151 
del Código Civil por falta de base legal, "en cuanto im 
pone a la compañía demandada el pago de la suma de die 
mil pesos a favor del demandante a título de daños y per  
juicios, invocando el poder de apreciación que tíenen l 
jueces de la causa en esta materia, pero sin precisar cuá 
les son los perjuicios objeto de su apreciación, con lo cual 
según lo alegado por la recurrente, es imposible determi 
nar si sé ha hecho una recta aplicación de los artículo 
del Código Civil citados"; y, además, la violación del ar 
título 1382 del Código Civil, al calificar la Corte 

a q 

como una falta que 
"también apareja la consiguiente r 

4  

paración de daños y perjuicios morales susceptibles de 
ser estimados proporcionalmente", la "nominación de 'nue-
vos agentes... con publicación en la prensa nacional__ 
sin indicar de manera inexplicable el nombre del agente 
o distribuidor  así suplantado, ni los motivos de esa 
eparación"; pero, 

Considerando, que en el examen del primer medio se 
an expuesto las razones que justifican su rechazamiento, 
las cuales por vía de consecuencia son suficientes para 

ustificar también el rechazamiento de los medios tercero 
cuarto, concebidos en un mismo orden de ideas; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la violación "del art. 141 del Código de Procedi-

iento Civil y de los arts. 2004, 1315, 1134 y 1382 del Ca-
igo Civil por desnaturalización de los hechos, contradie-
ión de motivos y falta de base legal, por cuanto para im-
utar a la compañía una falta, la de haber revocado in-
mpestiva y abusivamente el mandato dado al deman-

dante como agente exclusivo suyo en la República Domi-
nicana, la sentencia impugnada se funda en Ios mo-
tivos, a saber: a) que la compañía, como mandante del de-
mandante,  aunque tenía el derecho de revocarlo unilate-
ralmente, como lo hizo, abusó de ese derecho al no eon-
ederle un plazo de preaviso suficientemente largo que 
e evitara los perjuicios que la revocación le causaba, y,, 
demás, b) que no tenía el derecho de revocar al man-
atario sin un acuerdo previo para la fijación del término. 
sin hacerlo fijar mediante procedimiento judicial, en ea-

o de no avenencia, de parte del intimado, motivos que to-- 
ados aisladamente violan además los mencionados artieu_- 

os del Código Civil, y que ,además, son esencialmente elan-
radictorios, por lo cual la sentencia impugnada carece 
un tiempo de moti s, y de base legal (en su sentido 

ato)"; pero, 

un perjuicio aun 
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ue está caracterizado especialmente, según se ad 
mido, y q 	

, 

mite en el vigésima segundo considerando del fallo im,- 
pugnado, por la pérdida de la clientela, la disminuciln 
de su crédito, las ganancias futuras cesantes, el deteri§ o5 de ro 
de su existencia de productos Upjohn. la inutilidad 
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equipos de almacén, y la morosidad en el cobro de crédi- 
uiente pérdida de intereses y de capital 

tos, con la consig  
de trabajo; que ,por último, es indiferente que el perjui

.éio 

invocado por el demandante Juan J. García sea 
	ya 

sue, en vista de las consecuencias ineluctables e ciertosco-
actos, un perjuicio aun no rea iza o puede resentar, 
moen el presente caso, los mismos caracteres de certi-' 

um•re que e perjuicio ac ua ; que, en tales condicione
, 

 la sentencia impugnada no ha violado lostextos legalcs 
invocados en el presente medio, y contiene, t además, con-
trariamente  a las pretensiones de la recurrente, motivos 
suficientes que justifican lo decidido en este aspecto, des 

así 

como una exposición completa de los hechos y han pern- 
una  

cripción de las circunstancias de la causa, que 
tido verificar que la Corte a qua ha hecho dna correcta 

aplicación de la ley; 
Considerando, en cuanto a los medios tercero y cuar-

to, en los cuales se invocan la violación de los artículo 1151 
s 

141 del Código de Procedimiento Civil y 1149, 1150 y  

del Código Civil por falta de base legal, "en suma 
cuanto 

d
m-

pone a la compañía demandada el pago de la 
	de  

mil pesos a favor del demandante a título de daños y per-
juicios, invocando el poder de apreciación que tienen los 
jueces de la causa en esta materia, pero sin precisar cuá-
les son los perjuicios objeto de su apreciación, con lo cual,: 

según lo alegado por la recurrente, es impos 
	dete 

nar si sé ha hecho una recta aplicación de los artículo 
del Código Civil citados"; y, además, la violación del ar

,-L  

título 1382 del Código Civil, al calificar la Corte a qua. 

como una falta que "también apareja la 
consiguiente re 
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paración de daños y perjuicios morales susceptibles de 
ser estimados proporcionalmente", la "nominación de .nnp- 
vos agentes... con publicación en la prensa nacional__ 
sin indicar de manera inexplicable el nombre del agenté 

así suplantado, ni los motivos de esa o distribuidor 	 
separación"; pero, 

Considerando, que en el examen del primer medio se 
han expuesto las razones que justifican su rechazamiento, 
y las cuales por vía de consecuencia son suficientes para 
justificar también el rechazamiento de los medios tercero 
y cuarto, concebidos en un mismo orden de ideas; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la violación "del art. 141 del Código de Procedi-
miento Civil y de los arts. 2004, 1315, 1134 y 1382 del Có-
digo Civil por desnaturalización de los hechos, contradic-
ción de motivos y falta de base legal, por cuanto para im- - 
putar a la compañía una falta, la de haber revocado in-
tempestiva y abusivamente el mandato dado al deman-
dante como agente exclusivo suyo en la República Domi-
nicana, la sentencia impugnada se funda en Ios mo-
tivos, a saber: a) que la compañía, como mandante del de-
mandante, aunque tenía el derecho de revocarlo unilate-
ralmente, como lo hizo, abusó de ese derecho al no con-
cederle un plazo de preaviso suficientemente largo que 
e evitara los perjuicios que la revocación le causaba, y, 

además, b) que no tenía el derecho de revocar al man-
datario sin un acuerdo previo para la fijación del término. 
o sin hacerlo fijar mediante procedimiento judicial, en ca-
so de no avenencia, de parte del intimado, motivos que -Lo-

ados aisladamente violan además los mencionados artícu..- 
os del Código Civil, y que ,además, sor: esencialmente coa-

tradictorios, por lo cual la sentencia impugnada carece 
un tiempo de moti s, y de base legal (en su sentida 

ato)"; pero, 
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Considerando que las razones que han sido expuestas 

•
en el examen del primer medio ponen de manifiesto que 
el fallo impugnado no ha desnaturalizado los hechos, ni • 

tampoco contiene motivos contradictoriosinconciliables 

 ua estimó 
entre sí, que al anularse recíprocamente, lo dejen sin mo 
tivación suficiente; que, en efecto, la Corte a q  
sorpresiva la revocación del contrato no tan sólo por la 
forma violenta en que intervino, sino también "por la 
inexplicable falta de un arreglo previo relativo a 11- li-
quidación de la mercancía que tenía en existencia el 

	 

señor García", bajo la garantía que le daba su contrato de 
.agencia exclusiva; que el valerse de esta última expre-

sión la Corte a qua no ha significado con . ello que la actual 

recurrente "no tenía el derecho de revocar al mandata-
rio sin un acuerdo previo para la fijación del término", 
sino que en las circunstancias específicas del caso el ejer-
-cício del derecho de revocación estaba subordinado a la 
- celebración de un arreglo sobre la liquidación de las mer-
cancías que García tenía en existencia; que por otra parte 

el
, 

si bien es cierto que la Corte a qua ha expresado en  
-décimo octavo considerando de la sentencia impugnada 
que "ha habido un abuso del derecho que le asistía a di-
cha parte intimante en sus relaciones contractuales con 
el intimado, con quien no llegó previamente, como era lo 
procedente, a ningún acuerdo, ni siquiera a un cambio de 
impresiones para fijar las condiciones de una revocación 

n

, 

ue debió ser convencional y no unilateral, por lo que re-
sultó lesiva y perjudicial para la parte así sorprendida 

y 

vejada", no es menos cierto que se trata de un motivo 
superabundante, y, por tanto, ineficaz para aniquilar 

lo 

decidido correctamente respecto de que la actual recurren
-. 

te hizo un uso abusivo del derecho de revocación unila 
.teral del mandato, que le confiere el artículo 2004 del C' 
digo Civil, y que ese hecho le cause daño al deman 
dante, lo cual constituye, según se ha :\I  -oclarnado ya 
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- el examen del primer medio, el fundamento básico del 
fallo; que, consecuentemente, la Corte a qua no ha incurri-
do en las violaciones de la ley y en los vicios que se de- 
nuncian en este medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por The Upjohn Company, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fe-
cha diez y nueve de junio de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presen-
te fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de las 
costas, cuya distracción se ordena en provecho de los li-
cenciados Julio Hoepelman y Juan Rafael Pacheco, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J: Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.-- Juan A. 
Morel.— A. Álvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
.fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 
5 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: 
Juzgado de Primera Instancia del D. 

J. 

de Azua, de fecha 16 de diciembre de 1953. 

Materia: penal. 

Recurrente: Osvaldo Nova. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Bá-2z B. y doc-
tor Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretar» Ge-

neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en
cinco del  

d 

Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día  
mes de marzo de mil noveciento scincuenta y cuatro, arios 

1119  de la Independencia, 91 9  de la Restauración 
como 

y 249  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, Cor-

te de Casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Osval-

do Nova, mayor de edad, dominicano, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Los Jovillos, Sección de la Co-
mún de Azua, portador de la Cédula Personal No. 2664, 
Serie 10, sello No. 04938 para el año 1953, contra senten-
cia dictada en grado de apelación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Azua el dieciséis cuyo 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres,  

dispositivo se copia más adelante;
s  Oído el alguacil de turno en la fectU  -,del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el Acta del recurso de casación levantada a re-
querimiento del intimante por el Secretario del Juzgado 
a quo en fecha dieciséis de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 20 del Reglamento No. 7676, 
8 de la Ley No. 3143, 406 del Código Trujillo de Traba-
jo, 194 del Código de Procedimiento Criminal y 1 9  y 65 
de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
primero de julio de mil novecientos cincuenta y tres el 
Inspector de Trabajo Manual Jiménez levantó, con cargo 
a Osvaldo Nova, su acta por "no haber presentado al De-
partamento de Trabajo, dentro de los quince días subsi-
guientes, al inicio de sus actividades, una relación certifi-
cada del personal que emplea con carácter fijo", en la 
camioneta de su propiedad, "habiendo empleado al señor 
Félix María Brito, desde el veinte y cinco de abril, lo cual 
constituye una infracción al artículo 20 del Reglamento 
No. 7676, Ley No. 2220"; b) que a causa de ese hecho el 
Juzgado de Paz de la Común de Azua en fecha 7 de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y tres dictó una sen-
tencia en defecto en sus atribuciones correccionales con el 
siguiente dispositivo: "Falla: Que debe pronunciar y pro-
nuncia el defecto contra el, nombrado Osvaldo Nova por 
no haber comparecido a esta audiencia no obstante haber si-
do legalmente citado, y en consecuencia lo condena a pa-
gar una multa de cincuenta pesos oro (RD'$50.00) y las 
costas, que en caso de insolvencia compensará con un día 
de prisión por cada peso dejado de pagar, por el hecho de 
voilación a la Ley, o. 2920 sobre Trabajo"; que notificada 

408 
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Inspector de Trabajo Manual Jiménez levantó, con cargo 
a Osvaldo Nova, su acta por "no haber presentado al De-
partamento de Trabajo, dentro de los quince días subsi-
guientes, al inicio de sus actividades, una relación certifi-
cada del personal que emplea con carácter fijo", en la 
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tencia en defecto en sus atribuciones correccionales con el 
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nuncia el defecto contra el, nembrado Osvaldo Nova por 
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do legalmente citado, y en consecuencia lo condena a pa-
gar una multa de cincuenta pesos oro (Rd$50.00) y las 
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la sentencia al prevenido éste interpuso recurso de oposi-
ción y en vista de ello el Juzgado de Paz de la común de 
Azua, dictó otra sentencia en fecha ocho de octubre de mil 
novecientos cincuenta y tres por la cual acogió el recurso 
en la forma en el primer dispositivo, y en el segundo de-

cidió lo siguiente: "2 9  En cuanto al fondo modifica la sen-

tencia recurrida y lo condena a pagar una multa de vein-
ticinco pesos oro (RD$25.00) y las costas, que en caso 
de insolvencia compensará con un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar, por el hecho de violación a la Ley 

de Trabajo"; 
Considerando, que el prevenido interpuso recurso de 

apelación contra la preindicada sentencia y en fecha die-
cisiete de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua decidió el caso por sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: que debe declarar y declara regular 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por Osvaldo Nova, contra la sentencia rendida 
por el Juzgado de Paz de esta Común en fecha ocho de 
octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo disposi-
tivo figura copiado en otro lugar de la presente sentencia; 
Segundo: en cuanto al fondo, confirma en todas sus partes 
la sentencia contra la cual se apela y condena al recurren-
te al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando, que en la sentencia impugnada el Juz-

gado a quo dió por establecido, por , los documentos que 

obraron en el expediente, que el prevenido Osvaldo Nova 
violó el artículo 20 del Reglamento No. 7676 para la apli-
cación del Código Trujillo de Trabajo, al no haber pre-
sentado al Departamento de Trabajo, dentro de los quince 
días subsigu=ientes al inicio de sus actividades, una rela-
ción certificada del personal que empleaba con carácter 
fijo en la camioneta de su propiedad; y que aún cuando 
el apelante negó que tuviera como empleado al señor Fé- 

.:4ks  

lix María Brito N. no aportó las pruebas necesarias para 
desmentir los hechos consignados en el acta levantada por • 
el Inspector de Trabajo actuante; 

Considerando, que conforme al artículo 20 del Regla- 
mento No. 7676 "Todo patrono está obligado a presentar 
al Departamento de Trabajo, dentro de los quince días sub- 
siguientes al del inicio de sus actividades, una relación 
certificada del personal que emplee con carácter fijo por 
tiempo indefinido o para obra o servicio determinado„ in-
dicando el salario correspondiente a cada trabajador, su—
nombre, nacionalidad ,ocupación, número y serie de la cé-
dula personal de identidad, su sexo, señalando los que es- 
tán exceptuados de la computación de acuerdo con las 
disposiciones del artículo 128 del Código"; que conforme 
al artículo 8 de la Ley No. 3143 "Las violaciones _dé los 
reglamentos dictadas por el Poder Ejecutivo en, materia -
de trabajo, serán castigadas con multa de veinticinco- a 
trescientos pesos, según la gravedad del caso"; que, por 
otra parte, por aplicación de los artículos 406 del Código 
Trujillo de Trabajo y 154 del Código de Procedimiento 
Criminal, las actas levantadas por los Inspectores de Tra-
bajo, que comprueban las infracciones en las leyes o rel-
glamentos de trabajo, hacen fe hasta prueba en contrario, 
cuando, como ocurre en la especie, dichas actas no han 
sido firmadps a la vez por los testigos y por el infractor 
o su representante; 

Considerando, que de lo anteriormente expuesto se 
desprende que al acoger el acta del Inspector de Trabajo 
como prueba de los hechos imputados al prevenido, quien 
no hizo la prueba contraria; al calificarlos como intrac-
ción penal y al imponer la pena a cargo del mismo, el Juz-
gado a quo no incurrió en violación alguna de la ley; 

Considerando, que en el acta de su recurso de casa-
ción el recurrente indicó que lo intentaba en razón de 
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Considerando, que en el acta de su recurso de casa-
ón el recurrente indicó que lo intentaba en razón de 
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' "no tener 
trabajando a ninguna persona que lo obligue a 

rendir una relación de personal'; pero 
Considerando, que esa alegación del recurrente se re-

riere a 
una cuestión de hecho, cuya existencia le corres-

pondía probar en la urisdicción de fondo, lo que no pudo j  ugnada; 

hacer como consta en la 	 te 
sentencia imp 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 

en 

 sus aernás aspectos no presenta vicio alguno que jus- 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

dictada 

su anulación; 

de Oaldo Nova 
conta sentencia del juzgado de 

Primera 
Instancia del 

Distritor Judicial de Azua, dictada en 

grado de apelación, el diez y siete 
de diciembre de mil 

ositivo se copia 

novecientos 
cincuenta y tres, cuyo disp  

e n 
otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): 

H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

•Miguel Ricardo ItOrflk1.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

orel.— 
A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— 

M 	

Car- 

os 
Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario 

l  

La presente sentencia ha sido dada 
y firmada por los General. 

señores Jueces que figuran en su 
encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y año en él 
expresados, y 

é , leída y publicada por mí, Secretario General 
fá firmada  
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

30 de Novieinbre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Santos Nolasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-

dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 

A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día cinco del mes de marzo de 

mil novecientos cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Inde-

pendencia, 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-

jillo. dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 

siguiente sentenció: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Santos Nolasco, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en la sección de San 
Juan. de Nina, de la común de Puerto Plata, portador de 
la cédula personal de identidad No. 14986, serie 37, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
tiago de fecha treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacy de turno en la lectura del rol; 
„ot  
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no tener trabajando a ninguna persona que lo obligue a 

rendir una relación de personal'; pero 
Considerando, que esa alegación del recurrente se re-

fiere cuna cuestión de hecho, cuya existencia le corres-
pondía probar en la jurisdicción de fondo, lo que no pudo 

hacer como consta en la sentencia impugnada; 
Considerando, que examinada la sentencia impugnada 

en sus -demás aspectos no presenta vicio alguno que jus- 

tifique su anulación; Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación de Osvaldo Nova contra sentencia del 
Juzga

ta
do
da d e 

 Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dicn 
grado de apelación, el diez y siete de diciembre de 

mil 

novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 

al 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

"Miguel Ricardo Román.— Ráf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
30 de Novieinbre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Santos Nolasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Manuel A. Amiarna, asistidos del Secretario General, en la 

i Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día cinco del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Inde-
pendencia, 91 9  de la Restauración y 249  de la Era de Tru-
jillo. dicta én audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentenció: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Santos Nolasco, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en la sección de San 
Juan. de Nina, de la común de Puerto Plata, portador de 
la cédula personal de identidad No. 14986, serie 37, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
tiago de fecha treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil, de turno en la lectura del rol; ..‹ 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua en fecha primero de diciem-
bre del mismo año mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código 
Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal; 1382' 

del Código Civil; 1 9  y 65 de la Ley No. 3726 de 1953, 

sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta: 

a )que en fecha once de mayo de mil novecientos cincuenta 
y tres, el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata dictó una providencia calificativa 
por medio de la cual envió al Juzgado de Primera Ins-
tancia de ese mismo Distrito Judicial en sus atribuciones 
criminales, al procesado José Santos Nolasco, por conside-
rar que existen cargos e indicios suficientes para que sea 
juzgado por el crimen de heridas voluntarias qtd ocasio-
naron la muerte a Isabel Rodríguez (a) Chavel; b) que 
en fecha dieciséis de julio del año mil novecientos cincuen-
ta y tres, dicho Juzgado de Primera Instancia conoció del 
caso y dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: que debe declarar y declara al nombrado 
José Santos Nolasco, de generales anotadas, culpable del . 

 crimen de heridas voluntarias que ocasionaron la muerte 
a Isabel Rodríguez (a) Chavel, y, en consecuencia, lo con-
dena a sufrir la pena de ocho años de trabajos públicos; 
Segundo: que debe declarar y declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por el señor Juan Bau-
tista Rodríguez (a) Fita, padre de la víctima Isabel Ro-
dríguez (a) Chavel, contra el referido acusado José San-
tos Nolasco, y, en consecuencia, condena a éste a satisfa-
cer en provecho de dicho señor Juan Bautista Rodríguez 
(a) Fita una indemnización a justificar por estado como. 

-01DIC7W ."".
..15175.1~1~1.111~.9 

reparación de los daños y perjuicios por los de todo or-
den  por él sufridos con motivo del hecho criminal cometido 
Por el acusado; Tercero: que debe confiscar y confisca el  
cuerpo del delito (un cuchillo); y Cuarto: que debe conde-

nar y condena a José Santos Nolasco al pago de las cos-
tas penales y civiles"; c) que contra esta sentencia inter-
puso recurso de casación el acusado, en tiempo oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación intentado por el procesado José Santos No-
lasco, de generales anotadas, contra sentencia dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en fecha dieciséis de julio del año en curso 
(1953), cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: que de-
be declarar y declara al nombrado Juan Santos Nolasco, 
de generales anotadas, culpable del crimen de heridas 
voluntarias que ocasionaron la muerte a Isabel Rodríguez 
(a) Chavel, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pe-
na de ocho años de trabajos públicos; Segundo: que debe 
declarar y declara buena y válida la constitución en par-
te civil hecha por el señor Juan Bautista Rodríguez (a) Fi-
ta, padre de la víctima Isabel Rodríguez (a) Chavel, con-
tra el referido acusado José Santos Nolasco, y en conse-
cuencia, condena a éste a satisfacer en provecho de dicho 
señor Juan Bautista Rodríguez (a) Fita una indemnización 
a justificar por estado como reparación de los daños y per-
juicios por los de todo orden por él sufridos con mo-
tivo del hecho criminal cometido por el acusado; Terce-
ro: que debe confiscar y confisca el cuerpo del delito (un 
cuchillo); y Cuarto: que debe condenar y condena a José 
Santos Nolasco al pago de las costas civiles y penales'; 
Segundo: Modifica la antes 'expresada sentencia, en lo que 
se refiere a la calificación dada al hecho, del crimen de 
heridas voluntarias que ocasionaron la muerte a Isabel 



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua en fecha primero de diciem-
bre del mismo año mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código 
Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 

del Código Civil; 1 9  y 65 de la Ley No. 3726 de 1953, 

sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta: 

a )que en fecha once de mayo de mil novecientos cincuenta 
y tres, el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata dictó una providencia calificativa 
por medio de la cual envió al Juzgado de Primera Ins-
tancia de ese mismo Distrito Judicial en sus atribuciones 
criminales, al procesado José Santos Nolasco, por conside-
rar que existen cargos e indicios suficientes para que sea 
juzgado por el crimen de heridas voluntarias que ocasio-
naron la muerte a Isabel Rodríguez (a) Chavel; b) que 
en fecha dieciséis de julio del año mil novecientos cincuen-
ta y tres, dicho Juzgado de Primera Instancia conoció del 
caso y dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: que debe declarar y declara al nombrado 
José Santos Nolasco, de generales anotadas, culpable del' 
crimen de heridas voluntarias que ocasionaron la muerte 
a Isabel Rodríguez (a) Chavel, y, en consecuencia, lo con-
dena a sufrir la pena de ocho años de trabajos públicos; 
Segundo: que debe declarar y declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por el señor Juan Bau-
tista Rodríguez (a) Fita, padre de la víctima Isabel Ro-
dríguez (a) Chavel, contra el referido acusado José San-
tos Nolasco, y, en consecuencia, condena a éste a satisfa-
cer en provecho de dicho señor Juan Bautista Rodríguez 
(a) Fita una indemnización a justificar por estado como ,  

reparación de los daños y perjuicios por los de todo or-
den por él sufridos con motivo del hecho criminal cometido 
Por el acusado; Tercero: que debe confiscar y confisca el 
cuerpo del delito (un cuchillo); y Cuarto: que debe conde-
nar  y condena a José Santos Nolasco al pago de las cos-
tas penales y civiles"; c) que contra esta sentencia inter-
puso recurso de casación el acusado, en tiempo oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación intentado por el procesado José Santos No-
l asco,  de generales anotadas, contra sentencia dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, en fecha dieciséis de julio del año en curso 
(1953), cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: que de-
be declarar y declara al nombrado Juan Santos Nolasco, 
de generales anotadas, culpable del crimen de heridas 
voluntarias que ocasionaron la muerte a Isabel Rodríguez 
(a) Chavel, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pe-
na de ocho años de trabajos públicos; Segundo: que debe 
declarar y declara buena y válida la constitución en par-
te civil hecha por el señor Juan Bautista Rodríguez (a) Fi-
ta, padre de la víctima Isabel Rodríguez (a) Chavel, con-
tra el referido acusado José Santos Nolasco, y en conse-
cuencia, condena a éste a satisfacer en provecho de dicho 
señor Juan Bautista Rodríguez (a) Fita una indemnización 
a justificar por estado como reparación de los daños y per-
juicios por los de todo orden por él sufridos con mo-
tivo del hecho criminal cometido por el acusado; Terce-
ro: que debe confiscar y confisca el cuerpo del delito (un 
cuchillo); y Cuarto: que debe condenar y condena a José 
Santos Nolasco al pago de las costas civiles y penales'; 
Segundo: Modifica la antes "expresada sentencia, en lo que 

heridas 
 refiereidas   a la calificación dada al hecho, del crimen de 

voluntarias que ocasionaron la muerte a Isabel 
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Rodríguez (a) Chavel, y, en consecuencia, la varía por 1 
de crimen de homicidio voluntario; Tercero: Confirma la 
prealudida sentencia en todas sus denlás partes; y Cuarto: 
Condena al procesado José Santos Nolasco, al pago de la s 

 costas penales y civiles de esta instancia"; 
Considerando que el recurrente no expuso ningún me-

dio determinado al declarar su recurso de casación; 
Considerando que los jueces del fondo han estableci-

do mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron sometidos regularmente a los debates, los he.. 
chos que se indican a continuación: "que el acusado José 
Santos Nolasco por espacio de varios años vivía en con-
cubinato en la sección de Juan de Nina, común de la Pro-
vincia de Puerto Plata, con Isabel Rodríguez (a) Chaval; 
que por disgustos entre dichos concubinos, Isabel Rodrí-
guez (a) Chavel abandonó el hogar y fué a residir a una 
casa en el barrio denominado "La Rigola" de la ciudad de 
Puerto Plata; que el nueve de marzo del año en curso 
(1953), el acusado José Santos Nolasco se presentó a la 
mencionada casa donde se encontraba su concubina Isa-
bel Rodríguez (a) Chavel y con un cuchillo que llevaba, 
le dió dos heridas a ésta, la cual fué conducida al Hospital 
Ricardo Limardo de la ciudad de PLerto Plata, donde mu-
rió algunas horas después"; que, de igual modo, en la 
misma sentencia se establece que el acusado le infirió 
esas heridas a su concubina, intencionalmente, y por la 
sola circunstancia de que ésta lo abandonara; 

Considerando que en los hechos que preceden, sob 
ranamente establecidos por la Corte a qua, se encuentr 
caracterizados todos y cada uno de los elementos consti 
tutivos del crimen de homicidio voluntario, por lo cual di 
cha Cort,-.1 procedió correctamente al darle esa calific 
ción legal, luego de variar la calificación dada por el jue 
del primer grado, que había condenado al acusado corn 
autor del crimen de heridas volusitarias que ocasionaro 
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la muerte a Isabel Rodríguez; que por otra parte al haber-
le sido impuesta al acusado una pena que está 'dentro de 
los límites señalados por el Art. 304 in fine del Código 
Penal, en el fallo impugnado se hizo también en este as-
pecto una correcta aplicación del citado texto legal; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que como 
consecuencia del hecho criminal cometido por el acusa-
do, la Corte a qua ha establecido que la parte civil cons-
tituída Juan Bautista Rodríguez, padre de la víctima, ha 
sufrido un daño cuyo monto ha ordenado que se justifi-
que por estado, por no encontrarse en condiciones de fi-
jarlo inmediatamente; medida ésta última que podía ser 
ordenada por estar autorizado por las reglas de la respon-
sabilidad civil; 

Considerando que examinada la sentencia ahora imí 
pugnada en sus demás aspectos no contiene ningún vicio 
que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recúrgb de 
casación interpuesto por José Santos Nolasco contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha trein-
ta de noviembre de n-sil novecientos cincuenta y tres, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secrettirio Gene-
11, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Rodríguez (a) Chavel, y, en consecuencia, la varía por 
de crimen de homicidio voluntario; Tercero: Confirma 
prealudida sentencia en todas sus deníás partes; y Cuarto; 

Condena al procesado José Santos Nolasco, al pago de 1 

costas penales y civiles de esta instancia"; 
Considerando que el recurrente no expuso ningún me 

dio determinado al declarar su recurso de casación; 
Considerando que los jueces del fondo han establecí 

do mediante la ponderación de los elementos de , prueb 
que fueron sometidos regularmente a los debates, los he-
chos que se indican a continuación: "que el acusado José 
Santos Nolasco por espacio de varios años vivía en con-
cubinato en la sección de Juan de Nina, común de la Pro-
vincia de Puerto Plata, con Isabel Rodríguez (a) Chavel; 
que por disgustos entre dichos concubinos, Isabel Rodrí-
guez (a) Chavel abandonó el hogar y fué a residir a uná 
casa en el barrio denominado "La Rigola" de la ciudad de 
Puerto Plata; que el nueve de marzo del año en curso 
(1953), el acusado José Santos Nolasco se presentó a la 
mencionada casa donde se encontraba su concubina Isa-
bel Rodríguez (a) Chavel y con un cuchillo que llevaba, 
le dió dos heridas a ésta, la cual fué conducida al Hospitil 
Ricardo Limardo de la ciudad de PLerto Plata, donde mu-
rió algunas horas después"; que, de igual modo, en la 
misma sentencia se establece que el acusado le infirió 
esas heridas a su concubina, intencionalmente, y por la 
sola circunstancia de que ésta lo abandonara; 

Considerando que en los hechos que preceden, sob • 
ranamente establecidos por la Corte a qua, se encuentra 
caracterizados todos y cada uno de los elementos consti 
tutivos del crimen de homicidio voluntario, por lo cual di-
cha Corta, procedió correctamente al darle esa califica 
ción legal, luego de variar la calificación dada por el jue 
del primer grado, que había condenado al acusado corno 
autor del crimen de heridas volu

- m
tarias que ocasionaron: 
.. 	..,. ei\  
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la muerte a Isabel Rodríguez; que por otra parte al haber-
le sidd impuesta al acusado una pena que está 'dentro de 
los límites señalados por el Art. 304 in fine del Código 
Penal, en el fallo impugnado se hizo también en este as-
pecto una correcta aplicación del citado texto legal; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que como 
consecuencidel hecho criminal cometido por el acusa-
do, la Corte a qua ha establecido que la parte civil cons-
tituida Juan Bautista Rodríguez, padre de la víctima, ha 
sufrido un daño cuyo monto ha ordenado que se justifi-
que por estado, por no encontrarse en condiciones de fi-
jarlo inmediatamente; medida ésta última que podía ser 
ordenada por estar autorizado por las reglas de la respon-
sabilidad civil; 

Considerando que examinada la sentencia ahora imi 
pugnada en sus demás aspectos no contiene ningún vicio 
que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recürgb de 
casación interpuesto por José Santos Nolasco contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha trein-
ta de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretttrio Gene-
:al, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

417 



BOLETÍN JUDICIAL 419 418 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
23 de Noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurreirret 	Compañia Nacional de Seguros San Rafael, C. por 
A.— Abogado: Lic. Luis R. Mercado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día nueve 
del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
años 1119  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 
244  de la Era de Trujillo ,dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., domici-
liada en la casa No. 66 de la calle Isabel la Católica de 
Ciudad Trujillo, representada por su Administrador señor 
J. T. Aguilar, portador de la cédula peIsonal de identidad 
No. 742, serie 37, sello No. 429, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega de fecha veinti-
trés de noviembre de mil novecieNw-incuenta y.. -tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; • 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Ramón Tapia, portador de la cédula 

personal de identidad No. 23550, serie 47, sello de renova-
ción No. 19483, en representación del Lic. Luis R. Merca-
do, portador de la cédula -  personal de identidad No. 2119, 
serie 31, sello de renovación No. 628, abogado de la recu-
rrente en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de laviRsteopúebl memorial 

morial de casación depositado en fecha 
veintiséis de febrero de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, y suscrito por el Lic. Luis R. Mercado; 

Vista el acta de casación levantada en la secretaría 
de la Corte a qua, en fecha dieciséis de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 10 de la Ley de Libertad 
Provisional bajo Fianza, modificado por la Ley No. 643, 
del 20 de diciembre de 1941; 1 9  y 20 de la Ley No. 3726 
de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha cuatro de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y tres fué sometido a la acción de la justicia Al-
fred Arnol Kochler, inculpado del delito de golpes invo-
luntarios en perjuicio de Sergio María Núñez; b) que en 
fecha seis del mismo mes de octubre fué reducido a prisión 
dicho inculpado pór orden del Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Vega, habiendo sido acordada su li-
bertad provisional en esa misma fecha, mediante una fian-
za de RD$4,000.00, la cual prestó la San Rafael, C. por A.; 
2) que fijado el día para' el conocimiento de' la causa se-
guida al inculpado, éste no compareció sin excusa legí-
tima, no obstante haber sido legalmente citado; d) que la 
Primera Cámar^ 9:gal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito J -  icial de La Vega, apoderada del caso dic-ri 

iff 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

23 de Noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente` La Compartía Nacional de Seguros San Rafael, C. po 

A.— Abogado: Lic. Luis R. Mercado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día nueve 
del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
años 1119  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 
244  de la Era de Trujillo ,dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., domici-
liada en la casa No. 66 de la calle Isabel la Católica de 
Ciudad Trujillo, representada por su Administrador señor 
J. T. Aguilar, portador de la cédula peisonal de identidad 
No. 742, serie 37, sello No. 429, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega de fecha veinti-
trés de noviembre de mil novecialk-incuenta 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Ramón Tapia, portador de la cédula 

personal de identidad No. 23550, serie 47, sello de renova-
ción No. 19483, en representación del Lic. Luis R. Merca-
do, portador de la cédula personal de identidad No. 2119, 
serie 31, sello de renovación No. 628, abogado de la recu-
rrente en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
veintiséis de febrero de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, y suscrito por el Lic. Luis R. Mercado; 

Vista el acta de casación levantada en la secretaría 
de la Corte a qua, en fecha dieciséis de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 10 de la Ley de Libertad 
Provisional bajo Fianza, modificado por la Ley No. 643, 
del 20 de diciembre de 1941; 1 9  y 20 de la Ley No. 3726 
de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha cuatro de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y tres fué sometido a la acción de la justicia Al-
fred Arnol Kochler, inculpado del delito de golpes invo-
luntarios en perjuicio de Sergio María Núñez; b) que en 
fecha seis del mismo mes de octubre fué reducido a prisión 
dicho inculpado por orden del Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de La Vega, habiendo sido acordada su li-
bertad provisional en esa misma fecha, mediante una fian-
za de RD$4,000.00, la cual prestó la San Rafael, C. por A.; 
2) que fijado el día para el co9ócimiento de‘ la causa se-
guida al inculpado, éste no compareció sin excusa legí-
tima, no obstante haber sido legalmente citado; d) que la 
Primera Cámar,  9Yal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito J. acial de La Vega, apoderada del caso dic-0 

419 
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tó una sentencia en fecha veintiuno de abril de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: "1ro. 
Se pronuncia defecto contra el nombrado Alfred Arnol 
Kochler, por no haber comparecido a esta audiencia para 
la cual fué citado legalmente; 2do. Se declara vencida la 
fianza prestada por dicho prevenido para obtener ni liber-
tad; 3ro. Condena al nombrado Alfred Arnol Kochler a 
sufrir la pena de seis meses de prisión correccional y al 
pago de una multa de RD$100.00 por haber cometido el 
delito de golpes inintencionales en agravio de Sergio Nú-
ñez; 4to. Se descarga al nombrado Ernesto de la Maza 
del mismo delito por no haberlo cometido; 5to. Se conde-
na al prevenido Arnol al pago de las costas y se declara 
de oficio en cuanto a De la Maza"; e) que esta sentencia 
no ha podido ser notificada al procesado por encontrarse 
fuera del país; b) que contra esta sentencia interpone re-
curso de apelación la San Rafael, C. por A., prestadora de 

la fianza; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por el señor J. T. Aguilar, en su calidad de Administra-
dor de la San Rafael, C. por A., Compañía Nacional de 
Seguros, contra sentencia correccional pronunciada por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha veintiuno dei -mes de 

abril del año mil novecientas cincuenta y tres, que de-
claró vencida la fianza prestada por el procesado Alfred 
Arnol Kochler para obtener su libertad, por no ser la San 
Rafael, C. por A., parte en el proceso; y Segundo: Conde-
na a la apelante al pago de las costas"; 

Considerando que la compañía recurrente invocy en 
su memorial de casación que la Corta qua ha violado el s .\\  
Art. 10 de la Ley sobre Libertad P r al Bajo Fian- 
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za, al declarar inadmisible su recurso de apelación, sobm 
el único fundamento de que ella no fué parte en la causa 
seguida al inculpado Alfred Arnol Kochler; 

Considerando que de conformidad con el referido tex-
to legal, cuando el procesado, sin un motivo legítimo d3 
excusa, estuviere en defecto de presentarse en cuilqvier 
acto del procedimiento o para la ejecución de la senten-
cia. la  fianza se declarará vencida, quedando el ministerio 
público autorizado a requerir de la compañía de seguras 
que haya prestado la fianza, el pago de la suma gararn-
zadacpoonrsiedlelraa; ndo  

que ese mismo texto legal expresa que 
los fallos que declaran vencida la fianza son susceptibles 
de recurso de apelación por ante la Corte correspondiente., 
sin indicar quiénes puedan ejercer ese recurso; que si bien 
es cierto que, en principio, sólo tienen .21 derecho de aeo-

.. 9¿ las personas gxe han sido partes ea el primer gEdo de 
jurisdicción, no es menos cierto 54ie tal recurso no uede 
serle r2541o, en matria e el, a quienes sin ser partes 
propiamente en el proceso, son condenados o van a sufres  
los efectos de lo estatuído en la sentencia; que, en efecto, 1~5,  

el interés es la medida de toda accion o de toda vía de re-
cursos; que en la especie es evidente que látompañía de 
Seguros San Rafael, C. por A., que prestó la fianza acor-
dada al prevenido Alfred Arnol Kochler tiene interés en 
hacer valer la legitimidad de la excusa que a pro-
cesadocesado puede asistirle con motivo de su no comparecencia 
a un acto del procedimiento, puesto que, la sentencia im- 
pugnada ha sido en 1.42.lidad pronunciada contra 17com--- 
arga.alegui...z.....lora, en cuanto a efil7restosobre la fian-
1.53.i que, en consecuencia, la Corte a qua, al~recIarar 
admisible el recurso de apelación de que se tata sobre el 
fundamento de que la mencionada compañía no tiene el de-
recho de apelar contra la decisión que canceló la fianza 
prestada por ella, hydesconocido, tanto los principios que ;,.„ 	

....111b 
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tó una sentencia en fecha veintiuno de abril de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: "lro. 
Se pronuncia defecto contra el nombrado Alfred Arnol 
Kochler, por no haber comparecido a esta audiencia para 
la cual fué citado legalmente; 2do. Se declara vencida la 
fianza prestada por dicho prevenido para obtener sty liber-
tad; 3ro. Condena al nombrado Alfred Arnol Kochler a 
sufrir la pena de seis meses de prisión correccional y al 
pago de una multa de RD$100.00 por haber cometido el 
delito de golpes inintencionales en agravio de Sergio Nú-
ñez; 4to. Se descarga al nombrado Ernesto de la Maza 
del mismo delito por no haberlo cometido; 5to. Se conde-
na al prevenido Arnol al pago de las costas y se declara 
de oficio en cuanto a De la Maza"; e) que esta sentencia 
no ha podido ser notificada al procesado por encontrarse 
fuera del país; b) que contra esta sentencia interpone re-
curso de apelación la San Rafael, C. por A., prestadora de 

la fianza; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara inadmisible el recurso de apelación interpuesto 
por el señor J. T. Aguilar, en su calidad de Administra-
dor de la San Rafael, C. por A., Compañía Nacional de 
Seguros, contra sentencia correccional pronunciada por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha veintiuno del_ mes de 
abril del año mil novecient¿s cincuenta y tres, que de-
claró vencida la fianza prestada por el procesado Alfred 
Arnol Kochler para obtener su libertad, por no ser la San 
Rafael, C. por A., parte en el proceso; y Segundo: Conde-
na a la apefante al pago de las costas"; 

Considerando que la compañía recurrente invoca el 1 
su memorial de casación que la Corta qua ha violado el m\  
Art. 10 de la Ley sobre Libertad PN . . nal Bajo Fian- 

za, al declarar inadmisible su recurso de apelación, sobre 
el único fundamento de que ella no fué parte en la causa 
seguida al inculpado Alfred Arnol Kochler; 

Considerando que de conformidad con el referido tex-
to legal, cuando el procesado, sin un motivo legítimo do 
excusa, estuviere en defecto de presentarse en cuálqvier 
acto del procedimiento o para la ejecución de la senten-
cia. la  fianza se declarará vencida, quedando el ministerio 
público autorizado a requerir de la compañía de seguros 
que haya prestado la fianza, el pago de la suma garanli-
zada por ella; 

Considerando que ese mismo texto legal expresa que 
los fallos que declaran vencida la fianza son susceptibles 
de recurso de apelación por ante la Corte correspondiente, 
sin indicar quiénes puedan ejercer ese recurso; que si bien 
es cierto que, en principio, sólo tienen .21. derecho de ano- 

.151£ las personas 91.1 han sido partes 	el primer grado de 
jurisdiccior77o es menos cierto 	tal recurso no uede 
serle 92e4.1o, en mates ria e 	a quienes sin ser partes ~s. 
propiamen e en el proceso, son condenados o van a sufres  
los efectos de lo estatuído en la sentencia; que, en efecto, 
el interés es la medida de toda acción o o de toda vía de re-
cursos; que en la especie es evidente que la -tompañía de 
Seguros San Rafael, C. por A., que prestó la fianza acor-
dada al prevenido Alfred Arnol Kochler tiene interés en 
hacer valer la legitimidad de la excusa que a dirrir .pirrol-' 
cesado puede asistirle con motivo de su no comparecencia 
a un acto del procedimiento, puesto que, la sentencia im- 
pugnada ha sido en r,elljul d pronunciada contra la •-•-• 
wzase 1.......azz.lora en cuanto aWrisr—restosobre la fían-
24.  que, en consecuencia, la nrte a qua, arTecIarar.-- 
admisible el recurso de apelación de que se data sobre el 
fundamento de que la mencionada compañía no tiene el de-
recho de apelar contra la decisión que canceló la fianza 
prestada por ella, hydesconocido, tanto los principios que 
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TI en 
la apelación, como la parte in fine del artículo 10 

de la Ley "-sol
.-7"nibertad Provisional bajo fianza; ~o. 

Por tales 'motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha veintitrés de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto a la Corte de Apelación de Santiago; y Segundo: 

Declara las costas de oficio. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario` Ge- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Ge- 

neral. 

'señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fuó ;firmada; leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 7 de diciembre de 1953. 

Yiateriat Penal. 

Itecurrente: Eugenio Eliseo.— Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo 
y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y doctor Carlos Sánchez y. Sánchez, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública ,como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Euge-
nio Eliseo ,dominicano, mayor de edad, chófer, soltero, de 
este domicilio y residencia, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 1319, serie 1, sello No. 19269, contra. 
el ordinal tercero del .dispositivo de la sentencia correccio-
nal de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, cu-
yo dispositivo se e-/jia a continuación: "Falla: Primero: 

---.~."~mere~~~~11111.01.111111~1,1, 
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EiIL
en la apelación, como la parte in fine del artículo 10 

de laLey sol
--Treiibertad Provisional bajo fianza; 

Por tales Motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha veintitrés de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto a la Corte de Apelación de Santiago; y Segundo: 

Declara las costas de oficio. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretaria Ge- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Ge- 

neral. 

'señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fuá firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 7 de diciembre de 1953. 

• Materia: Penal. 

Recurrente: Eugenio Eliseo.— Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo 
y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H.,Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y doctor Carlos Sánchez y Sánchez, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 24Q de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública ,como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Euge-
nio Eliseo ,dominicano, mayor de edad, chófer, soltero, de 
este domicilio y residencia, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 1319, serie 1, sello No. 19269, contra. 
el ordinal tercero del.dispositivo de la sentencia correccio-
nal de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres,, cu- 
yo dispositivo se <--jia a continuación: "Falla: Primero: 

;•, 
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declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el prevenido Eugenio Eliseo; Segundo: anula la sen-
tencia contra la cual se apela dictada por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, en fecha veintitrés (23) de 
de octubre del año en curso (1953). por haberse coel m s 

mpro-

bado con los documentos del expediente que el prevenido 
Eugenio Eliseo fué juzgado en Primera Instancia sin ha-
ber sido legalmente citado, ya que la citación que se le dió 
indicaba una fecha distinta para la comparecencia que se 
indica en el original de dicha citación que obra en el ex-
pediente; Tercero: avoca al fondo de la cuestión o sea el 
delito de violación a la Ley No. 2402 y en consecuencia 

fija la audiencia del día viernes 18 de diciembre delcono- 
ario 

en curso 1953, a las nueve horas de la mañana, para 
cer de la avocación ordenada por esta sentencia; Cuarto: 

reserva las costas"; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, porta-

, dor de la cédula personal de identidad No. 43139, serie 1, 
sello No. 20266, abogado del recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República;, 
Vista el acta del recurso levantada en la secretaría 

de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de fe-
brero del corriente año, suscrito por el Dr. Ramón Pina 
Acevedo y lylartínez, abogado del recurrente, en el cual se 
invoca especialmente la violación del artículo 215 del Có-

digo de Procedimiento Criminal; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado. v vistos los artículos 215 d 	&ligo de Procedi - 

aliento Criminal, y 1 y 65 de la Ley No. 3726, de 1953, 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 215 del ó-  
digo digo de Procedimiento Criminal, la Corte de Apelación 
que anule una sentencia correccional por "violación u omi-
sión no reparada de las formas prescritas por la ley", está 
en la obligación de avocar la causa y pronunciarse sobre 
el fondo, sin necesidad de distinguir si las irregularic'ades 
comprobadas se refieren a la sentencia, a la instrucción 
o a los actos mismos en virtud de los cuales el tribunal 
ha sido apoderado; que, además, la Corte puede, después 
de haber avocado, reenviar la causa a otra audiencia para 
estatuir sobre el fondo; 

Considerando que en el presente caso la Corte a qua 
anuló la sentencia de la Primera Cámara ,  Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, sobre el fundamento de que el prevenido no fué 
citado para la audiencia del veintitrés de octubre de mi] 
novecientos cincuenta y tres, fijada para la vista de la cau-
sa, sino para una fecha distinta, y que, en tales condicio-
nes, la jurisdicción de primer grado no podía juzgar vá-
lidamente en defecto al prevenido; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua 
hizo una correcta aplicación del citado artículo 215 del 
Código de Procedimiento Criminal, al avocarse el fondo ; 

 y fijar la audiencia del diez y ocho de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres, para estatuir sobre la preven-
c4ón puesta a cargo del actual recurrente; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos ; 
 la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus- 

tifique su casación; 	 a 	 ....-- 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Eugenio Eliseo, contra el ordinal 
tercero del dispositibvo de la sentencia correccional dic-
tada por la Co-` ,: ;„'6 Apelación de Ciudad Trujillo, en fe- 
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declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el prevenido Eugenio Eliseo; Segundo: anula la sen-
tencia contra la cual se apela dictada por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santo Domingo, en fecha veintitrés (23) del m s 

revenido 

e 

de octubre del año en curso (1953). por haberse compro-
bado con los documentos del expediente que el p  
Eugenio Eliseo fué juzgado en Primera Instancia sin ha-
ber sido legalmente citado, ya que la citación que se le dió 
indicaba una fecha distinta para la comparecencia que se 
indica en el original de dicha citación que obra en el ex-
pediente; Tercero: avoca al fondo de la cuestión o sea el 
delito de violación a la Ley No. 2402 y en consecuencia 

fija la audiencia del día viernes 18 de diciembre delcono- 
ario 

en curso 1953, a las nueve horas de la mañana, para 
cer de la avocación ordenada por esta sentencia; Cuarto: 

reserva las costas"; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, porta-

, dor de la cédula personal de identidad No. 43139, serie 1, 
sello No. 20266, abogado del recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República;, 
Vista el acta del recurso levantada en la secretaría 

de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de fe-
brero del corriente año, suscrito por el Dr. Ramón Pina 
Acevedo y Vartínez, abogado del recurrente, en el cual se 
invoca especialmente la violación del artículo 215 del Có-

digo de Procedimiento Criminal; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado. v vistos los artículos 215 d 	
6digo de Procedir 
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coiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley No. 3726, de 1953, 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 215 del 
digo de Procedimiento Criminal, la Corte de Apelación 
que anule una sentencia correccional por "violación u omi-
sión no reparada de las formas prescritas por la ley", está 
en la obligación de avocar la causa y pronunciarse sobre 
el fondo, sin necesidad de distinguir si las irregularieades 
comprobadas se refieren a la sentencia, a la instrucción 
o a los actos mismos en virtud de los cuales el tribunal 
ha sido apoderado; que, además, la Corte puede, después 
de haber avocado, reenviar la causa a otra audiencia para 
estatuir sobre el fondo; 

Considerando que en el presente caso la Corte a qua 
anuló la sentencia de la Primera Cámara ,  Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, sobre el fundamento de que el prevenido no fué 
citado para la audiencia del veintitrés de octubre de mi] 
novecientos cincuenta y tres, fijada para la vista de la cau-
sa, sino para una fecha distinta, y que, en tales condicio-
nes, la jurisdicción de primer grado no podía juzgar vá-
lidamente en defecto al prevenido; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua 
hizo una correcta aplicación del citado artículo 215 del 
Código de Procedimiento Criminal, al avocarse el fondo, 
y fijar la audiencia del diez y ocho de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres, para estatuir sobre la preven-
clón puesta a cargo del actual recurrente; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos ; 
 la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-

tifique su casación; 
Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Eugenio Eliseo, contra el ordinal 
tercero del disposigio de la sentencia correccional dic-
tada por la Co-` ,- ; , '6 Apelación de Ciudad Trujillo, en fe- 
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cha siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.—. Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu- 

riel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Fdo•): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 30 de octubre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Tiburcio Piñeyro. 

Dios ,Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román,,Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti-
dos del Secretario General, el la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tibur-
cio Piñeyro, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
domiciliado y residente en esta ciudad, portador de la cé-
dula persona lde identidad No. 6784, serie 1, con sello al día 
para el año mil novecientos cincuenta y tres1 contra sen-
tencia de la Corte de Apeladión de Ciudad Trujillo, de 
fecha treinta de octubre de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositiwy se copia en otro lugar del presente 
fallo; 
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cha siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu- 

riel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 

N 

BOLETÍN JUDICIAL 	 427 

SENTENCIA DE FECHA, 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 30 de octubre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Tiburcio Piñeyro. 

Dios ,Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. ' Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román,.Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti-
dos del Secretario General, erro  la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 24° de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tibur- 
cio Piñeyro, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
domiciliado y residente en esta ciudad, portador de la cé- 
dula persona lde identidad No. 6784, serie 1, con sello al día:- 

11...._  para el año mil novecientos cincuenta y tres", contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha treinta de octubre de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivr9 se copia en otro lugar del presente 
fallo; 	

..- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

elz la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu- 
rrente, en fecha cuatro de noviembre de mil novecientos 

d...n.ctienta y tres, en la cual no se invoca ningún medio 

e.....•.-terminado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia. después de haber de- 

!aperado, y vistos los artículos 3, párrafos I y VI, de la 
Ley 2022, de 1949. sobre accidentes causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor; 1382 y 1383 del Código Ci-
vil; y 1 y 65 de la Ley No. 3726, del año 1953, sobre Pro- 

ecdimiento de Casación; 
Considerando que en el fallo impugnado y en los do- 

c==entos a que él se refiere, consta que apoderada la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
¿el Distrito Judicial de Santo Domingo, de los delitos de 
homicidio por imprudencia causado con el manejo de un 
vehículo de motor. y de abandono de la víctima, en per-
juicio de Juan José Carretero Camarena, puesto a 
=..r.go del prevenido Tiburcio Piñeyro, estatuyó sobre dicha 
prevención, así como sobre la demanda en reparación de 
daños y perjuicios interpuesta, accesoriamente a la acción 
pública, por Manuel Carretero Camarena, constituido en 
parte civil, por sentencia de fecha cuatro de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 
más adelante, en el de la sentencia impugnada en casa- 

ción; 
Considerando que sobre los recursos de apelación in- 

terpuestos phr el prevenido Tiburcio Piñeyro y por Manuel 
Carretero Camarena, parte civil constituida, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, dictó la sentencia ahora im-
puplada, la cual contiene el dispositio que se copia a con-
tinuación: "Falla: Primero: Declara Pkgkgr y válido, en 

ti  
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fa forma, los presentes recursos de apelación interpuestos 
por el prevenido Tiburcio Piñeyro y por la parte civil cons-
tituida, Manuel Carretero Camarena; Segundo: Confirma, 
en todas sus partes, la sentencia contra la cual se ape-
la, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha cuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, la cual sentencia tiene el dispositivo siguiente: "Falla: 
Primero: que debe declarar, y al efecto declara, que el nom-
brado Tiburcio Piñeyro de generales anotadas ,es autor 
de los delitos de violación a la Ley No. 2022 (homicidio in-
voluntario, en perjuicio de Juan José Carretero Camare-
na), y abandono de la víctima, hechos previstos y sancio-
nados por el artículo 3, párrafo lro. de la mencionada Ley 
No. 2022; y como tal lo condena a) a sufrir la pena de dos 
años de prisión correccional en la Penitenciaría Nacional 
de La Victoria, por el delito de Homicidio Involuntario; 
y b) a seis meses de prisión correccional por el abandono 
de la víctima, o sea. acumulatoriamente a dos años y seis 
meses de prisión por ambos delitos; y c) al pago de una 
multa de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) compensables, 
en caso de insolvencia con un día de prisión por cada pe-
so dejado de pagar y d) que debe ordenar y ordena, la 
cancelación de la licencia para manejar vehículo de mo-
tor del referido Tiburcio Piñeyro, por un período de tres 
años a partir de la extinción de la pena; Segundo: que 
debe declarar, y declara, regular y válido, en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil del Sr. Manuel Ca-
rretero Camarena, hermano de la víctima, contra el pre-
venido Tiburcio Piñeyro; Tercero: que debe condenar, y 
condena, al supradicho Tiburcio Piñeyro al pago de una 
indemnización de tres mil pesos oro (RD$3,000.00) en fa-
vor del señor Manuel Carretero Camarena como justa re-
paración por los daño•.'morales y materiales sufridos con 
motivo del horni(0 'dio involuntario de que es responsable 

J 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

cht la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu- 
rrente, en fecha cuatro de noviembre de mil novecientos 
c.Incuenta y tres, en la cual no se invoca ningún medio 

f.1.'_..terminado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 

liberado, y vistos los artículos 3, párrafos I y VI, de la 

Ley 2022, de 1949. sobre accidentes causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor; 1382 y 1383 del Código Ci-

vil; y 1 y 65 de la Ley No. 3726, del año 1953, sobre Pro- 

cedimiento de Casación; 
Considerando que en el fallo impugnado y en los do- 

cr-rnentos a que él se refiere, consta que apoderada la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
¿el Distrito Judicial de Santo Domingo, de los delitos de 
homicidio por imprudencia causado con el manejo de un 
vehículo de motor, y de abandono de la víctima, en per-
juicio de Juan José Carretero Camarena, puesto a 
m.r.go del prevenido Tiburcio Piñeyro, estatuyó sobre dicha 
prevención, así como sobre la demanda en reparación de 
daños y perjuicios interpuesta, accesoriamente a la acción 
pública, por Manuel Carretero Camarena. constituido en 
porte civil, por sentencia de fecha cuatro de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 
más adelante, en el de la sentencia impugnada en casa- 

ción; 
Considerando que sobre los recursos de apelación in- 

terpuestos ptir el prevenido Tiburcio Piñeyro y por Manuel 
Carretero Camarena, parte civil constituida, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, la cual contiene el disposit' que se copia a con-
tinuación: "Falla: Primero: Declara " 1r y válido, en 
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La forma, los presentes recursos de apelación interpuestos 
por el prevenido Tiburcio Piñeyro y por la parte civil cons-
tituida, Manuel Carretero Camarena; Segundo: Confirma, 
en todas sus partes, la sentencia contra la cual se ape-
la, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en fecha cuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, la cual sentencia tiene el dispositivo siguiente: "Falla: 
Primero: que debe declarar, y al efecto declara, que el nom-
brado Tiburcio Piñeyro de generales anotadas ,es autor 
de los delitos de violación a la Ley No. 2022 (homicidio in-
voluntario, en perjuicio de Juan José Carretero Camare-
na), y abandono de la víctima, hechos previstos y sancio-
nados por el artículo 3, párrafo 1ro. de la mencionada Ley 
No. 2022; y como tal lo condena a) a sufrir la pena de dos 
años de prisión correccional en la Penitenciaría Nacional 
de La Victoria, por el delito de Homicidio Involuntario; 
y b) a seis meses de prisión correccional por el abandono 
de la víctima, o sea. acumulatoriamente a dos años y seis 
meses de prisión por ambos delitos; y c) al pago de una 
multa de Quinientos Pesos Oro 1RD$500.00) compensables, 
en caso de insolvencia con un día de prisión por cada pe-
so dejado de pagar y d) que debe ordenar y ordena, la 
cancelación de la licencia para manejar vehículo de mo-
tor del referido Tiburcio Piñeyro, por un período de tres 
años a partir de la extinción de la pena; Segundo: que 
debe declarar, y declara, regular y válido, en cuanto a la 
forma, la constitución en parte civil del Sr. Manuel Ca-
rretero Camarena, hermano de la víctima, contra el pre-
venido Tiburcio Piñeyro; Tercero: que debe condenar, y 
condena, al supradicho Tiburcio Piñeyro al pdgo de una 
indemnización de tres mil pesos oro (RD$3,000.00) en fa-
vor del señor Manuel Carretero Camarena como justa re-
paración por los daño -.' morales y materiales sufridos con 

-motivo del hom; 'dio involuntario de que es responsable 
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el repetido Tiburcio Piñeyro; Cuarto: que debe condenar 
y condena al referido Tiburcio Piñeyro al pago de las costas 
penales y civiles, con distracción de estas últimas en pro_ 1 
vecho de los doctores León de Jesús Castaños y Julio Cé-

sar Castaños Espaillat, abogados de la parte civil consti-
tuida quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad': 
Tercero: Condena al prevenido Tiburcio Piñeyro, al pa-

go 
de las costas penales y civiles de esta instancia, orde-

nando la distracción de las civiles en provecho de los Doc-
tores León de Jesús Castaños P., y Julio César Castaño ,„ 

E., por haber declarado haberlas avanzado en su totalidad - 

En cuanto a las condenaciones penales 

Considerando que en la especie, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo da por establecido, como resultado de 
la ponderación de las pruebas que fueron administradas 
regularmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: "a) 
que en fecha 6 de Enero de 1953, como a las 6:15 p.m. 
mientras el prevenido Tiburcio Piñeyro conducía el carro 
marca Plymouth placa P-2960, en el km. 3 1/2 de la ca-
rretera Duarte (Avenida San Martín) de esta ciudad, gel-
peó al señor Juan José Carretero Camarena; b) que el con-
ductor del vehículo referido no se detuvo a recoger la 
víctima, sino que emprendió la fuga en su carro; que re-
cogida la víctima por varias personas fué conducida al _ 
Hospital "William Morgan" de esta ciudad, donde fué exa-
minado por el Médico Legista, quien certificó lo siguien-
te: fractura doble abierta en la pierna izquierda; fractu-
ra en la pierna derecha, herida contusa en la región pa-
rietal derecha y herida contusa en el flanco izquierdo, todo 
lo cual ocasionó la muerte, mementos después; c) que el 
carro placa P. 2960 manejado por el prevenido pasó por 

el puesto del E.N. del km. 9 carretera Duarte en dirección 
al Cibao a gran velocidad, sin de olerse en dicho puesto 
y sin que el centinela pudiera id YntiScar qué persona 
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guiaba dicho carro; d) que momentos después, cuando re-. 
gresaba hacia Ciudad Trujillo, fué detenido el prevenido 
Tiburcio Piñeyro en el Destacamento del E. N., del km. 
9 de la Carretera Duarte, mientras manejaba su carro pla-
ca P-2960"; e) que en el momento del accidente el preve- 

,- nido conducía su automóvil a una velocidad excesiva, y 
que esa velocidad era tal, que cuando fué requerido per 
la víctima para ocupar dicho vehículo como pasajero, no 
pudo detenerse a su derecha, sino que "manejando con tor-
peza y sin tomar las precauciones del caso", arrolló a la 
víctima, a quien no le prestó ningún auxilio, siguiendo 
la marcha en la misma dirección que llevaba; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están carac-
terizados los elementos constitutivos del delito de homici-
dio por imprudencia, previsto y sancionado por el artículo 
3, párrafo I, de la Ley No. 2022, de 1949, y los del delito 
de abandono de la víctima, previsto y sancionado por el 
párrafo VI del repetido texto legal, puestos a cargo del re-
currente; que, por otra parte, al confirmar la sentencia 
apelada que condenó a dicho prevenido a las penas de dos 
años de prisión correccional y quinientos pesos de mul-
ta, por el delito de homicidio por imprudencia, y a 14 
pena de seis meses de prisión correccional, por el delito 
de abandono, en adición a las anteriores, y, finalmente, en 
cuanto ordena que sea mantenida la cancelación de su li-
cencia para manejar vehículos de motor, por un término 
de tres años, a partir de la extinción de la pena principal, 
los jueces del fondo no han hecho más que aplicarle al pre-
venido las sanciones establecidas por la ley y dentro de 
los límites fijados por ésta; ,que, en consecuencia, el fallo 
atacado se ha ajustado a las disposiciones del artículo 3, 
párrafos I, TV y VI, de la Ley 2022, de 1949, en lo con-
cerniente a las bondenac9nes penales pronunciadas contra 
el recurrente; 
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el repetido Tiburcio Piñeyro; Cuarto: que debe condenar 
y condena al referido Tiburcio Piñeyro al pago de las costas 
penales y civiles, con distracción de estas últimas en pro-
vecho de los doctores León de Jesús Castaños y Julio Cé-
sar Castaños Espaillat, abogados de la parte civil consti-
tuida quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad'; 
Tercero: Condena al prevenido Tiburcio Piñeyro, al pa-
go de las costas penales y civiles de esta instancia, orde- 
nando la distracción de las civiles en provecho de los Doc-
tores León de Jesús Castaños P., y Julio César Castaños 
E., por haber declarado haberlas avanzado en su totalidad", 

En cuanto a las condenaciones penales 

Considerando que en la especie, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo da por establecido, como resultado de 
la ponderación de las pruebas que fueron administrada , 

 regularmente en la instrucción de la causa, lo siguiente: "a) 
que en fecha 6 de Enero de 1953, como a las 6:15 p.m. 
mientras el prevenido Tiburcio Piñeyro conducía el carro 
marca Plymouth placa P-2960, en el km. 3 1/2 de la ca-
rretera Duarte (Avenida San Martín) de esta ciudad, gol-
peó al señor Juan José Carretero Camarena; b) que el con-
ductor del vehículo referido no se detuvo a recoger la 
víctima, sino que emprendió la fuga en su carro; que re-
cogida la víctima por varias personas fué conducida al 
Hospital "William Morgan" de esta ciudad, donde fué exa-
minado por el Médico Legista, quien certificó lo siguien-
te: fractura doble abierta en la pierna izquierda; fractu-
ra en la pierna derecha, herida contusa en la región pa-
rietal derecha y herida contusa en el flanco izquierdo, todo 
lo cual ocasionó la muerte, momentos después; c) que el 

carro.  laca P. 2960 manejado por el prevenido pasó por 
el puesto del E.N. del km. 9 carretera Duarte en dirección 
al Cibao a gran velocidad, sin de 'olerse en dicho puesto 
y sin que el centinela pudiera idlit'ar qué persona 
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guiaba dicho carro; d) que momentos después, cuando re- 
gresaba hacia Ciudad Trujillo, fué detenido el prevenido 
Tiburcio Piñeyro en el Destacamento del E. N.. del km. 
9 de la Carretera Duarte, mientras manejaba su carro pla- 
ca P-2960"; e) que en el momento del accidente el preve- 

• nido conducía su automóvil a una velocidad excesiva, y 
que esa velocidad era tal, que cuando fué requerido per 
la víctima para ocupar dicho vehículo como pasajero, no 
pudo detenerse a su derecha, sino que "manejando con tor- 
peza y sin tomar las precauciones del caso", arrolló a la 
víctima, a quien no le prestó ningún auxilio, siguiendo 
la marcha en la misma dirección que llevaba; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están carac- 
terizados los elementos constitutivos del delito de homici- 
dio por imprudencia, previsto y sancionado por el artículo 
3, párrafo I, de la Ley No. 2022, de 1949, y los del delito 
de abandono de la víctima, previsto y sancionado por el 
párrafo VI del repetido texto legal, puestos a cargo del re-
currente; que, por otra parte, al confirmar la sentencia 
apelada que condenó a dicho prevenido a las penas de dos 
años de prisión correccional y quinientos pesos de mul-
ta, por el delito de homicidio por imprudencia, y a 14 
pena de seis meses de prisión correccional, por el delito 
de abandono, en adición a las anteriores, y, finalmente, en 
cuanto ordena que sea mantenida la cancelación de su li-
cencia para manejar vehículos de motor, por un término 
de tres años, a partir de la extinción de la pena principal, 
los jueces del fondo no han hecho más que aplicarle al pre-
venido las sanciones establecidas por la ley y dentro de 
los límites fijados por ésta; ,que, en consecuencia, el fallo 
atacado se ha ajustado a las disposiciones del artículo 3, 
párrafos I, IV y VI, de la Ley 2022, de 1949, en lo con-
cerniente a las eondena&53nes penales pronunciadas contra 
el recurrente; 
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En cuanto a las condenaciones civiles. 

Considerando que al tenor de los artículos 1382 y 1383 
del Código Civil, la condenación en daños y perjuicios, eu. 
ya cuantía es apreciada soberanamente por los jueces del 
fondo, queda justificada cuando éstos hayan comprobado: 
1) la existencia de una falta imputable al demandado; 2) 
un perjuicio ocasionado a quien reclama la reparación, y 
3) una relación de causa a efecto entre la falta y el per. 

juicio; 

Considerando que a este respecto la Corte a qua ha 
admitido en el fallo impugnado que el prevenido Tiburcio 
Piñeyro, es autor del delito de homicidio por impruden-
cia, ocasionado con el manejo de un vehículo de motor, 
en la persona de Juan José Carretero Camarena, y que 
este delito le ha ocasionado un daño al hermano de la víc-
tima Manuel Carretero Camarena, constituído en parte 
civil, que fué estimado soberanamente en la cantidad de 
tres mil pesos oro (RD$3,000.001; que, por consiguiente, 
al condenar al prevenido Tiburcio Piñeyro a pagarle a 
Manuel Carretero Camarena, una indemnización de tres 
mil pesos oro (RDS3,000.00), a título de daños y perjuicios, 
la Corte a qua ha hecho en la especie una correcta aplica-
ción de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación in'.erpuesto por Tiburcio Piñeyro, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha trein-
ta de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar tel presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al IYagl,cle las costas. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez. —Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fee 

20 de octubre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eligio Frias. 

Dios ,Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, S 
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Jua 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma 
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti 
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra s 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin 
hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos cin-

cuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91° de 

la Restauración y 24 4  de la Erá de Trujillo, dicta en au-

diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eligio 
Frías, dominicano, mayor de edad, casado, mecánico, do-
miciliado y residente en esta ciudad, portador de la cé-
dula personal de identidad N6. 22287, serie 31, sello No. 
110460, contra sentencia correccional pronunciada en gra-
do de apelación por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrk Judicial de Santo Do- 
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ingo, en fecha veinte de octubre de mil novecientos cin-
enta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
esente flos 

rIloo el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
retaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-

ente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3, inciso a) de la Ley No. 
2022 de 1949, sobre accidentes causados con el manejo 
de un vehículo de motor ;105 de la Ley No. 3573, de 1953, 
sobre tránsito de vehículos; y 1 y 65 de la Ley No. 3726, 
de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el faib impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere consta que con motivo del so-
metimiento hecho por el Oficial Comandante de la Com-
pañía de Tránsito, P. N., destacado en Ciudad Trujillo, 
contra los prevenidos César Augusto Nolasco Pichardo y 
Eligio Frías, inculpados del delito de golpes involuntarios, 
en perjuicio de Francisco José Blanco Fernández, previs-
to y sancionado por el artículo 3, inciso a) de la Ley No. 
2022;de 1949, y de haber violado la Ley sobre Tránsito 
.de Vehículos, No. 3573, de 1953, el representante del mi-
nisterio público ante el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción del Distrito de Santo Domingo, puso en 
movimiento la acción -pública, apoderando del hecho al re-
ferido tribunal, el cual falló la causa por sentencia de fe-
cha siete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, la cual contiene el siguiente dispositivo: "1ro. Que 
debe declarar, como al efecto declara al nombrado César A. 
Nolasco P., de generale5 anotadas no culpable del hecho 
que se le imputa y consecuencia lo descarga de toda 
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responsabilidad penal; 2do: Que debe declarar, como al 
efecto declara, al nombrado Eligio Frías, de generales ano-
tadas, culpable del hecho que se le imputa y en conse-
cuencia lo condena a RDS50.00 de multa y a sufrir la pe-
na de seis (6) días y costas; aro. Que debe condenar, como 
al efecto condena, al nombrado Eligio Frías al pago de las. 

costas del procedimiento"; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por el prevenido Eligio Frías, la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo, apoderada del recurso, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a , 
continuación: "Falla: Primero: Que debe Declarar corno 
en efecto Declara, regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el nombrado Eligio Frías contra sentencia 
de fecha 7 del mes de Septiembre del año mil novecien-
tos cincuenta y tres del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción que lo condenó a sufrir la pena de seis días 
de prisión correccional y al pago de una multa de RDS-
50.00 por el delito, de violación a los artículos 105 de la 
ley 3573 sobre tránsito de vehículos y artículo 3 de la ley 
2022 sobre accidentes causados con vehículos de motor 
por haber sido interpuesto en tiempo hábil y en forma 
legal; Segundo: Que debe Confirmar como en efecto Con-
firma, la mencionada sentencia apelada; Tercero: Que de-
be Condenar como en efecto Condena, al mencionado pre-
venido al pago de las costas causadas en el proceso"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el prevenido Eligio Frías fué decla-
rado culpable del delito de golpes por imprudencia, pre-
visto y sancionado por el artículo 3, inciso a) de la Ley 
No. 2022, de 1949, sobre acchientes causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, y del delito de violación 
del artículo 105 de la Ley No. 3573, de 1953, sobre trán-
sito de vehículos, el cual disponee "al acercarse al cru- 
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ce  o unión de calles o caminos 	 la velocidad de vehícu- 
los deberá ser reducida, dando debido aviso con la boci-
na..... salvo en los sitios en que hay control del tránsi-

to es "; 

Considerando que para declarar la culpabilidad del 
prevenido el Tribunal a quo, se fundó en los siguientes he-
chos y circunstancias: "1) que el día 6 del mes de septiem-
bre de este año, como a las 6 de la tarde, Eligio Frías, 
que conducía el Yeep placa No. 11132 por la calle Salce-
do en dirección de Este a Oeste, chocó con la motocicleta 
placa No. 503 manejada por César Augusto Nolasco Pi-
chardo, quien transitaba por la calle Eugenio Perdomo en 
dirección de Norte a Sur; 2) que el choque se originó en 
el cruce de dichas calles, resultando con golpes que cura-
ron antes de 10 días el nombrado Francisco José Blanco 
Fernández; 3) que Eligio Frías en el momento que condu-
cía su Yeep había ingerido "dos vasos de cerveza"; y 4 
que el choque se debió única y exclusivamente por la im-
prudencia y la inobservancia de los reglamentos por par-
te de Eligio Frías"; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente-
que el hecho de que el prevenido hubiese ingerido bebidas 
alcohólicas mientras conducía su vehículo y la circuns-
tancia de que al acercarse al cruce de las calles "Salce-
do . ' y "Eugenio Perdomo", que fué donde ocurrió el acci-
dente, no disminuyera la velocidad de su vehículo >  dando 
debido aviso con la bocina, fueron retenidos por el juez. 
a quo como un caso particular de imprudencia, que carac-
teriza el delito previsto y sancionado por el citado artícu-
lo 3, inciso a) de la Ley No°. 2022; que, en consecuencia_ el 
prevenido no debió ser declarado culpable de haber viola-

do el artículo 105 de 1 Ley sobre Tránsito de Vehículos., 

pues esa infracc,' n perdió su individualidad propia para 
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que el hecho de que el prevenido hubiese ingerido bebidas 
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convertirse en un elemento constitutivo del delito de golpe s 
 por imprudencia, por el cual fué también condenado di-

', cho prevenido; pero, 
Considerando que lo antes expuesto no puede dar lu-

gar a la anulación del fallo impugnado, pues el hecho im_ 
putádole al prevenido fué sancionado por los jueces del 
fondo en su más alta expresión, quedando legalmente jus-
tificada ,por esa sola circunstancia, la pena a que fué con- 

denado; 
Considerando que examinada en sus demás 'aspec-

tos, la sentencia impugnada no contiene, en cuanto con-
cierne al interés del recurrente, ningún vicio que justifique 

su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Eligio Frías, contra sentencia co-
rreccional dictada en grado de apelación por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia, del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha veinte de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. - 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Dr. Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia Impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del D. J. de Duarte, de fecha 26 de noviembre 
de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro García.— Abogado: Dr. J. A. Viñas Bonnelly. 

Dios ,Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo ,dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
García, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en San Francisco de Macorís. portador de la cédula 
personal de identidad No. 7017, serie 56, sello No. 1671939, 
contra sentencia dictada por la Cámara Penal )del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en 
grado de apelación, erl fecha veintiséis de noviembre del 
año mil novecientos Uncuenta y tres, cuyo dispositivo se 
copia en otro ar del presente fallo; liot 
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convertirse en un elemento constitutivo del delito de golpe s 
 por imprudencia, por el cual fué también condenado  di- 

cho prevenido; pero, 
Considerando que lo antes expuesto no puede dar lu-

gar a la anulación del fallo impugnado, pues el hecho im. 
putádole al prevenido fué sancionado por los jueces del 
fondo en su más alta expresión, quedando legalmente jus-
tificada ,por esa sola circunstancia, la pena a que fué con-

denado; 
Considerando que examinada in sus demás ¡aspec-

tos, la sentencia impugnada no contiene, en cuanto con-
cierne al interés del recurrente, ningún vicio que justifique 

su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Eligio Frías, contra sentencia co-
rreccional dictada en grado de apelación por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia, del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha veinte de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Dr. Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernestb Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del D. J. de Duarte, de fecha 26 de noviembre 
de 1953. 

Mate: a : Penal. 

Recurrente: Pedro García.— Abogado: Dr. J. A. Viñas Bonnelly. 

Dios ,Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día nueve del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, años 111 9  de la Independencia, 91 9  de 
la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo ,dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
García, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en San Francisco de Macorís. portador de la cédula 
personal de identidad No. 7017, serie 56, sello No. 1671939, 
contra sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en 
grado de apelación, fecha veintiséis de noviembre del 
año mil novecientos 'cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
copia en otro lpear del presente fallo; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso de casación 

levantada en la Secretaría del Juzgado a quo, en fecha 
tiséis de noviembre de mil novecientos cincuentitréb a  
requerimiento -del recurrente, en la cual no se alega nin- _ 
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en nombre y 
representación del recurrente en fecha primero de febrero 
de mil novecientos Cincuenta y cuatro por el Dr. J. A; Vi-
ñas Bonnelly, portador de la cédula personal dé identidad 
No. 18849, serie 56; sello de renovación No. 12016, en el 
cual se alega contra la sentencia impugnada, de un modo 
especial, el medio que se indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado ,y vistos los artículos 40 inciso 59 y 44 de la Ley 
990 del año 1945, 154 del Código de Procedimiento Cri-

minal; 1 y 65 de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Procedi- a" . 

 miento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta:  

a) que según el acta levantada en fecha veintinueve de oc-
tubre' de mil novecientos cincuenta y tres, por el raso P. N.. 
Félix Galvin Javier, se comprobó que el prevenido Pedro 
García había "alterado, con fines maliciosos su cédula 
de identidad personal, al cambiar e n la casilla que dice 
ocupación, de agricultor a jornalero"; b) que el Juzgado de 
Paz de la común de San Francisco de Macorís, apoderado. 
del caso, dictó sentencia en fecha treinta de octubre de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo figura en 
el de la sentencia impugnada ve se copia más adelante; 
c) que Pedro García interpuso recurso de apelación, y la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Di:, 
trito Judicial de Duarte dictó sentencia en fecha veintiséi 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres con e 

siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar 
y declara, bueno y válido en la forma el presente recurso 
de  apelación interpuesto por el prevenido Pedro García. 
contra sentencia de fecha treinta (30) de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y tres (1953), dictada por el Juz-
gado de Paz de San Francisco de Macorís, cuyo dispositi-
vo dice así: 'Primero: Que debe declarar y declara a Pe-
dro García, de generales anotadas, culpable del hecho que 
se le imputa, alterar su cédula personal de identidad, y en 
conseuencia se le condena al pago de RD$10.00 ysufrir 
la pena de treinta días de prisión; Segundo: al pag de las 

i 
costas'; Segundo: En cuanto al fondo se confirma 	todas 
sus partes la sentencia apelada; Tercero: Que debe conde-
nar y condena, al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que en el memorial depositado se ale-
ga la falsa aplicación del ordinal 5 9  del artículo 40 de la 
Ley 990, porque "de la letra y del espíritu de la ley se de-
duce claramente que el interés de reprimir un hecho de 
alteración con fines maliciosos o no en la cédula personal 
de identidad, en toda o en algunas de sus anotaciones, ad-
quiere su contenido delictipal cuando sea la obra de la pro-
pia persona del dueño del documento identificativo"; 

Considerando que la Cámara a qua mediante la pon-
deración de las pruebas regularmente administradas en 
los debates, dió como establecido que la cédula de identi-
dad personal del prevenido Pedro García está alterada, 
al haber sido borrada la palabra "agricultor" de la casi-
lla ocupación y sustituída por la de "jornalero"; y, al de-
clarar el hecho incurso en el artículo 40 inciso 59 de la 
Ley No. 990 y confirmar la sentencia apelada, que había 
impuesto a Pedro García treinta días de prisión y diez pe- 
sos de multa, hizo una 'correcta aplicación ile la ley ya 
citada; porque descartado implícitamente el alegato del 
prevenido en audienci? y subsistir en cambio la alteración 
en la cédula personal de identidad, la Cámara Penal pudo 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso de casación 

levantada en la Secretaría del Juzgado a quo, en fecha vein. 
tiséis de noviembre de mil novecientos cincuentitrés, a 

 requerimiento del recurrente, en la cual no se alega nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en nombre y 
representación del recurrente en fecha primero de febrero 
de mil novecientos cincuenta y cuatro por el Dr. J. A. Vi-
ñas Bonnelly, portador de la cédula personal de identidad 
No. 18849, serie 56; sello de renovación No. 12016, en el 
cual se alega contra la sentencia impugnada, de un modo 
especial, el medio que se indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado ,y vistos los artículos 40 inciso 59 y 44 de la Ley 
990 del año 1945, 154 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 1 y 65 de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Procedi-

miento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta: 

a) que según el acta levantada en fecha veintinueve de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y tres, por el raso P. N., 
Félix Galvin Javier, se comprobó que el prevenido Pedro 
García había "alterado, con fines maliciosos su cédula 
de identidad personal, al cambiar e n la casilla que dice 
ocupación, de agricultor a jornalero"; b) que el Juzgado de 
Paz de la común de San Francisco de Macorís, apoderado 
del caso, dictó sentencia en fecha treinta de octubre de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo figura en 
el de la sentencia impugnada cLue se copia más adelante; 
e) que Pedro García interpuso recurso de apelación, y la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis 
trito Judicial de Duarte dictó senteli ►cia en fecha veintiséis 
de noviembre de mil novecientos cincue y tres con el  

siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar 

y 
declara, bueno y válido en la forma el presente recurso 

de apelación interpuesto por el prevenido Pedro García. 

contra sentencia de fecha treinta (30) de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y tres (1953), dictada por el Juz-
gado de Paz de San Francisco de Macorís, cuyo dispositi-
vo dice así: 'Primero: Que debe declarar y declara a Pe-
dro García, de generales anotadas, culpable del hecho que 
se le imputa, alterar su cédula personal de identidad, y en 
conseuencia se le condena al pago de RD$10.00 ysufrir 
la pena de treinta días de prisión; Segundo: al pag de las 

2  
costas'; Segundo: En cuanto al fondo se confirma 	todas 
sus partes la sentencia apelada; Tercero: Que debe conde-
nar y condena, al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que en el memorial depositado se ale-
ga la falsa aplicación del ordinal 5 9  del artículo 40 de la 
Ley 990, porque "de la letra y del espíritu de la ley se de-
duce claramente que el interés de reprimir un hecho de 
alteración con fines maliciosos o no en la cédula personal 
de identidad, en toda o en algunas de sus anotaciones, ad-
quiere su contenido deliqual cuando sea la obra de la pro-
pia persona del dueño del documento identificativo"; 

Considerando que la Cámara a qua mediante la pon-
deración de las pruebas regularmente administradas en 
los debates, dió como establecido que la cédula de identi-
dad personal del prevenido Pedro García está alterada, 
al haber sido borrada la palabra "agricultor" de la casi-
lla ocupación y sustituída por la de "jornalero"; y, al de-
clarar el hecho incurso en el artículo 40 inciso 59 de la 
Ley No. 990 y confirmar la sentencia apelada, que había 
impuesto a Pedro García treinta días de prisión y diez pe-
sos de multa, hizo una 'correcta aplicación lae la ley ya 
citada; porque descartado implícitamente el alegato del 
prevenido en audienci9 y subsistir en cambio la alteración 
en la cédula personal de identidad, la Cámara Penal pudo 
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admitir, como lo hizo, la responsabilidad penal del preve-
nido, sin realizar con ello desnaturalización alguna de los 
hechos, sino una apreciación soberana de la verosimilitud 

de aquel alegato; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Pedro García contra sentencia dic-
tada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, en fecha veintiséis 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo figura copiado en otra parte del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

BOLETiN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma_ 

guana, de fecha 6 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Hosellillo Estrella. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Romárr,., 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera;,, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Damián Báez 
B., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Distrito de Santa 
Domingo, hoy día nueve del mes de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, años, 111 9  de la Independen-
cia. 91 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casacióia, la 
sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Hosellillo Estrella, dominicano, mayor de edad, músico, nn-
tural de Santiago, domiciliado y residente en Dajabón, 
portador de la cédula personal de identidad No. 7820, se-
rie 50, sin sello de renovación ,contra sentencia criminal 
dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma- 

) 
guana, de fecha seis de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil Se turno en la lectura del rol; 

( 
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admitir, como lo hizo, la responsabilidad penal del preve-
nido, sin realizar con ello desnaturalización alguna de los 
hechos, sino una apreciación soberana de la verosimilitud 

de aquel alegato; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de c

a

-sación interpuesto por Pedro García contra sentencia dic-
tada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, en fecha veintiséis 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y presente fa- 

, cuyo  

dispositivo figura copiado en otra parte del  
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía,— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-

riel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-

ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma.,. 
guana, de fecha 6 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Hosellillo Estrella. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. . 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de - 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Meika,,i, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Romárr,., 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera;‘, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar y Damián Báez 
B., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en Ciudad Trujillo, Distrito de Sant© 
Domingo, hoy día nueve del mes de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, años, 111 9  de la Independen-
cia. 91° de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casacióia, la 
sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Hosellillo Estrella, dominicano, mayor de edad, músico, nn-
tural de Santiago, domiciliado y residente en Dajabón, 
portador de la cédula personal de identidad No. 7820, se-
rie 50, sin sello de renovación ,contra sentencia criminal 
dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha seis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil Ae turno en la lectura del rol; 

o 
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`—‘31ao dictanaen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la secretaría 

de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en la 
.cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

-La Suprema Corte de Justicia, después de haber de, 
liberado, y vistos los artículos 379 ,381, párrafo 4, 384, 38e 
y 4621, inciso tercero del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley 
No. 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que e 
lecha 21 de junio de 1953, Eligio Jiménez Castro, denun-
,,c-il por ante el Capitán P. N., destacado en la ciudad de 
-Dajabón, que en la noche del 20 del expresado mes, se 
introdujeron en su establecimiento comercial, rompiéndo-
le dos candados y robándoles los efectos siguientes: tres 
cartones de cigarrillos Hollywood valorados en RD$10.20, 
un reloj de pulsera marca "Novori", enchapado en oro de 
un valor de RD$40.00 y 4 ó 5 pesos en efectivo; b) que 
iniciadas las investigaciones que el caso requería e ins-
truida la correspondiente sumaria, el Juez de Instrucción 
del D. J. de Libertador declaró por auto de fecha 17 de 
julio de 1953, que existían cargos suficientes para incul-
par a Rafael Estrella del crimen de robo de no-
che en casa habitada y haciendo uso de llaves falsas, en 
perjuicio de Eligio Jiménez y lo envió ante la jurisdicción 
de lo criminal para qué fuera juzgado conforme a la ley; 
e) que así apoderado el Juzgado de Primera Instancia de 
dicho D. J. de Libertador, conoció de la causa en audiencia 
pública del 24 de agosto de 1953, y en esta misma fecha 
dictó sentencia condenando a Rrfael Hosellillo Estrella a 
un ario de prisión correccional y al pago de las costas por 
el referido crimen, acogiendo en su favor circunstancias 

alenuantes; 

445 

Conaiderando que contra este fallo interpuso recurso 
e apelación el acusado Rafael Rosellillo Estrella, y la 

Corte de Apelación de San Juan de la Maguana que fué 
apoderada de este recurso, lo decidió, mediante el cum-
plimiento de las formalidades legales, por la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
declara regular en cuanto a la forma, por haber sido in- 
terpuesto en los plazos y mediante el cumplimiento de los 
demás requisitos legales el recurso de apelación intentado 
en fecha 28 del mes de agosto del ario 1953, por el preve-
nido Rafael Hosellillo Estrella, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Liberta-
dor, dictada en atribuciones criminales en fecha 24 del 
mes de agosto de laño 1953 cuyo dispositivo es el siguiente: 
"declara al acusado Rafael Hosellillo Estrella culpable del 
crimen de robo ejecutado de noche, en casa habitada y 
haciendo uso de llaves falsas, en perjuicio del señor Eligio 
Jiménez Castro, y en consecuencia, lo condena a un (1) 
año de prisión correccional y al pago de las costas aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes"; Segundo: 
confirma en todas sus partes la sentencia apelada; Ter-
cero: condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que para confirmar la sentencia apela-
da, la Corte a qua estableció los siguientes hechos como 
resultado de la ponderación de las pruebas que fueron re-
gularmente sometidas al debate: Primero: que a pesar de 
que el acusado retractó en el plenario su confesión de que 
era el verdadero autor del robo, la Corte a qua comprobó 

como cierto que la noche en que fué cometido el robo, el 
acusado salió de la casa en donde dormía a las 10 p.m. con 
una caja de fósforos que Ye prestó Bernardo de Oleo, re-
gresando a .dicha casa después de media noche; Segundo: 
que se encontraron los tfectos robados en la casa donde 

había vivido el acusado; y Tercero: que el robo lo realizó 
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(-ola° -el dictamen del Magistrado Procurador General 

- de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la secretari a 

 ' de la Corte a qua, a requerimiento del recuirente, en la 

 cual no se invoca ningún medio determinado de casación;  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de. 
liberado, y vistos los artículos 379 ,381, párrafo 4, 384, 38G 

-
1 y '46.1„ inciso tercero del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley 
ti No. 372'6, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que e 
lecha 21 de junio de 1953, Eligio Jiménez Castro, denun-

q-cló por ante el Capitán P. N., destacado en la ciudad d 

-Bajabón, que en la noche del 20 del expresado mes, 
introdujeron en su establecimiento comercial, rompiénd 
le dos candados y robándoles los efectos siguientes: tr 
cartones de cigarrillos Hollywood valorados en RD$10.20, 
un reloj de pulsera marca "Novori", enchapado en oro de 
un valor de RD$40.00 y 4 ó 5 pesos en efectivo; b) que 
iniciadas las investigaciones que el caso requería e ins-
truida la correspondiente sumaria, el Juez de Instrucción 
del D. J. de Libertador declaró por auto de fecha 17 de 
julio de 1953, que existían cargos suficientes para incul-
par a Rafael Hosellillo Estrella del crimen de robo de no- 
che en casa habitada y haciendo uso de llaves falsas, en 
perjuicio de Eligio Jiménez y lo envió ante la jurisdicción 
-de lo criminal para qué fuera juzgado conforme a la ley; 
e) que así apoderado el Juzgado de Primera Instancia de,, 
dicho D. J. de Libertador, conoció de la causa en audiencia 
pública del 24 de agosto de 1953, y en esta misma fecha 
dictó sentencia condenando a Rafael Hosellillo Estrella 
un año de prisión correccional y al pago de las costas p0 
el referido crimen, acogiendo en su favor circunstanci 

atenuantes; 

\ 
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Considerando que contra este fallo interpuso recurso e 
 apelación el acusado Rafael Rosellillo Estrella, y la 

Corte de  Apelación de San Juan de la Maguana que fué 
apoderada de este recurso, lo decidió, mediante el cum-
plimiento de las formalidades legales, por la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
declara regular en cuanto a la forma, por haber sido in-
terpuesto en los plazos y mediante el cumplimiento de los 
demás requisitos legales el recurso de apelación intentado 
en fecha 28 del mes de agosto del año 1953, por el preve-
nido Rafael Hosellillo Estrella, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Liberta-
dor, dictada en atribuciones criminales en fecha 24 del 
mes de agosto de laño 1953 cuyo dispositivo es el siguiente: 
"declara al acusado Rafael Hosellillo Estrella culpable del 
crimen de robo ejecutado de noche, en casa habitada y 
haciendo uso de llaves falsas, en perjuicio del señor Eligio 
Jiménez Castro, y en consecuencia, lo condena a un (1) 
año de prisión correccional y al pago de las costas aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes"; Segundo: 
confirma en todas sus partes la sentencia apelada; Ter-
cero: condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que para confirmar la sentencia apela-
da, la Corte a qua estableció los siguientes hechos como 
resultado de la ponderación de las pruebas que fueron re-
gularmente sometidas al debate: Primero: que a pesar de 
que el acusado retractó en el plenario su confesión de que 

ra el verdadero autor del robo, la Corte a qua comprobó 
'

mo cierto que la noche en que fué cometido el robo, el 
usado salió de la casa en donde dormía a las 30 p.m. con 
a caja de fósforos que Ye prestó Bernardo de Oleo, re-
esando a -

dicha casa después de media noche; Segundo: ue 
se encontraron los 3t fectos robadcs en la casa donde 

bía vivido el acusado; y Tercero: que el robo lo realizó 
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de noche, abriendo los dos candados de una de las puer-
tas de dicha casa con un alambre preparado para ese fin; 

Considerando que en el presente caso las presuncio-
nes deducidas de los hechos y circunstancias de la causa, 
llevaron al ánimo de la Corte a qua que el acusado Rafael 
Rosellillo Estrella era el autor del crimen de robo ejecuta- 
do de noche, en casa habitada y haciendo uso de llaves; 
falsas, en perjuicio de Eligio Jiménez Castro; que, por tan- 
to, al declararlo culpable del referido crimen e imponer- 
le la pena de un ario de prisión correccional, acogiendo. 
circunstancias atenuantes, calificó correctamente el hecho 
e hizo asimismo una correcta aplicación de los artículos; 
379, 381, páryafo 3, 384, 386 y 463, inciso tercero, del Có- 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-. digo Penal; 

más aspectos no presenta ningún vicio que justifique su 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-casación; 

sación interpuesto por Rafael Hosellillo Estrella, contr 

sentencia criminal dictada por la Corte de Apelación 
d 

San Juan de la Maguana, en fecha seis de noviembre 
d 

mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se en-
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun 

ent.: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera 	
i.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Erne 

to Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia ,pública del día, mes y ario en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 

que certifico. (fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del 
D. J. 

de La Altagracia, de fecha 26 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Cestero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
'Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. -Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente, Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., Manuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-mingo, hoy día once del mes de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y cuatro, ario 1119 de la Independencia, 919 
de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente 
entencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
estero, dominicano, mayor de edad, soltero, ferrocarri/e-
o, domiciliado y residente en la ciudad de La Romana, 
rtador de la cédula personal de identidad número 12614, 
rie 26, sello número 172702, para el ario 1953, contra 
sentencia dictada por e/' Juzgado de Primera Instancia 

el Distrito Judicial de La Altagracia en fecha veinte y 
is de noviembre de mi,1 novecientos cincuenta y tres, cu-
dispositivo se transcribe más adelante; 

• 
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de noche, abriendo los dos candados de una de las puer-
tas de dicha casa con un alambre preparado para ese fin; 

Considerando que en el presente caso las presuncio-
nes deducidas de los hechos y circunstancias de la causa,, 
llevaron al ánimo de la Corte a qua que el acusado Rafael 
Rosellillo Estrella era el autor del crimen de robo ejecuta-
do de noche, en casa habitada y haciendo uso de llaves; 
falsas, en perjuicio de Eligio Jinaénez Castro; que, por tan-
to, al declararlo culpable del referido crimen e imponer-
le la pena de un ario de prisión correccional, acogiendo. 
circunstancias atenuantes, calificó correctamente el hecho 
e hizo asimismo una correcta aplicación de los artículos: 
379, 381, párrafo 3, 384, 386 y 463, inciso tercero, del Có- 

Considerando que exarr;nada la sentencia en sus de-. digo Penal; 

más aspectos no presenta ningún vicio que justifique su 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-casación; 

sación interpuesto por Rafael Hosellillo Estrella, contra_ 
sentencia criminal dictada por la Corte de A-pelación de 
San Juan de la Maguana, en fecha seis de noviembre de-
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se en-
cuentra copiado en otro lugar del presente 'fallo; y Segun-
do: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.-- J. Tomás 1VIejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
A.. 

Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Ernes-

to Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia lAblica del día, mes y ario en él expresados, 

y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: 
Juzgado de Primera Instancia del 

D. J. de La Altagracia, de fecha 26 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Cestero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte 
de •Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-

dos H. Jlerrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Pri-mer 

Sustituto de Presidente, Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., Manuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 

Do-mingo, 
hoy día once del mes de marzo de mil novecien-

tos cincuenta y cuatro, ario 1119 de la Independencia, 919 
de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta 

en 
sentencia: 
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Cestero, dominicano, mayor de edad, soltero, ferrocarrile-
ro, domiciliado y residente en la ciudad de La Romana, 
portador de la cédula personal de identidad número 12614, 
serie 26, sello número 172702, para el ario 1953, contra 
la sentencia dictada por er Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia en fecha veinte 

y seis de noviembre de in;,/ novecientos cincuenta y tres, 
cu-yo 

dispositivo se transcribe más adelante; 

( 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Vista el acta del recurso de casación redactada en la de la República; 

secretaría del juzgado a quo, en fecha treinta de noviem-

bre del ario mil novecientos cincuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-
formado por la Ley 2526 de 1950, vigente en el momento 
del hecho; 19 65 de la Ley 3726, de 1953, sobre Procedi-

miento de Casación; Considerando que en la sentencia contra la cual se 
recurre consta: 1) que en fecha treinta y uno de octubre, 
del ario mil novecientos cincuenta y tres, por ante el Se-
gundo Teniente de la Policía Nacional de la ciudad de 

La ROMalla, 
en funciones de Oficial del Día, compareció 

el raso Alejandro Mercedes Colomé custodiando' al nom-
brado Rafael Cestero, quien fué sorprendido por dicho ra-
so en el momento en que varias personas le pagaban a 
dicho Rafael Cestero en las inmediaciones de la 'Oficina 
del Central Romana sumas de dinero por concepto de una 
rifa de aguante que éste celebraba; 2) que al detenido 
Rafael Cestero le fueron ocupadas tlos listas contentivas 
del nombre de las personas y del número respectivo ad- 
quirido por esas personas en la rifa de aguante que efec- 
tuaba; 3) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz de 
la común de La Romana dictó sentencia en lek.Na cinco de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, por la cual 
declaró al nombrado Rafael Cestero, culpable del hecho 
de celebrar rifas de aguante, y lo condenó a un ario de 
prisión cofteccional, al pago de, una multa de RD$1,000.00 
(Mil Pesos Oro), y al pago de las costas; 4) que por ape- 
lación interpuesta por el acusado, en forma legal y tiempo 
hábil, el Juzgado de Primera In1•bancia del Distrito Judi, 
cial de La Altagracia dictó la sentenci „que es motivo de. 
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este recurso y cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Pri-mero: Que debe Declarar, como en efecto Declara, bueno 

v válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Rafael Cestero, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia dictada por el Juzga-
do de Paz de esta común de La Romana, en fecha cinco 
'(5) del mes de noviembre de mil novecientos eiricuenta 

y 
tres (1953), que lo condenó a sufrir la pena de Un (1) año 
de prisión correccional y al pago de una multa de Mil Pe-
sos Oro (RD$1,000.00), por celebrar rifas de aguante; Se-
gundO: Que en cuanto al fondo, y obrando por propia au-
toridad, debe confirmar, como al efecto Confirma, en to-
das sus partes la indicada sentencia; Tercero: Que debe 
Condenar, como en efecto condena, a dicho prevenido al 
pago de las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción el recurrente declaró "que el presente recurso lo in-
terpone por no haber cometido el hecho por el cual se le 
ha condenado, y que sus motivos serán expuestos por ante 
la Corte de Casación en su momento oportuno"; pero, no 
ha enviado, a la Suprema Corte memorial alguno; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que en la audiencia en que tuvo efecto la vista de la cau-
sa se comprobó mediante las pruebas legalmente aporta-
das al debate, que el prevenido Rafael Cestero se dedica-
ba a celebrar rifas de las denominadas de aguante, y que 
fué sorprendido por un agente de la Policía Nacional en 
el momento en que dicho prevenido era portador de una 
lista contentiva de los nombres de las personas participan-
tes en la rifa, momento también en el cual varias perso-
nas, en las inmediaciones &e la oficina del Central Roma-
na Corporation, le pagaban a dicho prevenido por el con-
cepto de la rifa ya exprpsada; 

Considerando que los jueces del fondo están investi-
os de un poder oberano para apreciar la materialidad fs 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Vista el acta del recurso de casación redactada en la de la República; 

secretaría del juzgado a quo, en fecha treinta de noviem-

bre del ario mil novecientos cincuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, re-
formado por la Ley 2526 de 1950, vigente en el momento 
del hecho; 19.5T 65 de la Ley 3726, de 1953, sobre Procedi-

miento de Casación; Considerando que en la sentencia contra la cual se 
recurre consta: 1) que en feclaa treinta y uno de octubre 
del ario mil novecientos cincuenta y tres, por ante el Se- 
gundo Teniente de la Policía Nacional de la ciudad de 
La Romana, en funciones de Oficial del Día, compareció 
el raso Alejandro Mercedes Colomé custodiando' al nom-
brado Rafael Cestero, quien fué sorprendido por dicho ra-
so en el momento en que varias personas le pagaban a 
dicho Rafael Cestero en las inmedia_ciones de la 'Oficina 
del Central Romana sumas de dinero' por concepto de una 
rifa de aguante que éste celebraba; 2) que al detenido 
Rafael Cestero le fueron ocupadas Ads listas contentivas 
del nombre de las personas y del número respectivo ad-
quirido por esas personas en la rifa de aguante que efec-
tuaba; 3) que apoderado del hecho el Juzgado de Paz de 
la común de La Romana dictó sentencia en fet.Z-aa cinco de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, por la cual 
declaró al nombrado Rafael Cestero, culpable del hecho 
de celebrar rifas de aguante, y lo condenó a un ario de 
prisión cofteccional, al pago de una multa de RD$1,000.00 
°Vía Pesos Oro), y al pago de las costas; 4) que por ape-
lación interpuesta por el acusado, en forma legal y tiempo 
hábil, el Juzgado de Primera Inlyancia del Distrito Judi- 
cial de La Altagracia dictó la sentenci . que es motivo de \  
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este recurso y cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Que debe Declarar, como en efecto Declara, bijeno 
v válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
.,ión interpuesto por el nombrado Rafael Cestero, de ge-
nerales anotadas, con.tra sentencia dictada por el Juzga-
do de Paz de esta común de La Romana, en fecha cinco 
(5) del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
tres (1953), que lo condenó a sufrir la pena de Un (1) atio 
de prisión correccional y al pago de una multa de Mil Pe-
sos Oro (RD$1,000.00), por celebrar rifas de aguante; Se-
gundd: Que en cuanto al fondo, y obrando por propia au-
toridad, debe confirmar, como al efecto Confirma, en to-
das sus partes la indicada sentencia; Tercero: Que debe 
Condenar, como en efecto condena, a dicho prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción el recurrente declaró "que el presente recurso lo in-
terpone por no haber cometido el hecho por el cual se le 
ha condenado, y que sus motivos serán expuestos por ante 
la Corte de Casación en su momento oportuno"; pero, no 
ha enviado, a la Suprema Corte memorial alguno; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que en la audiencia en que tuvo efecto la vista de la cau-
sa se comprobó mediante las pruebas legalmente aport,a-
das al debate, que el prevenido Rafael Cestero se dedica-
ba a celebrar rifas de las denominadas de aguante, y que 
fué sorprendido por un agente de la Policía Nacional en 
el momento en que dicho prevenido era portador de una 
lista contentiva de los nombres de las personas participan-
tes en la rifa, momento también en el cual vIrias perso-nas, en las inmediaciones de la oficina del Central Roma-na 

Corporation, le pagaban a dicho prevenido por el con-
cepto de la rifa ya exprpsada; 

Considerando que los jueces del fondo están investi-
dos de un poder oberano para apreciar la materialidad ros 
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de 
los hechos que constituyen la infracción, así como para 

ponderar el resultado de las pruebas regularmente product-

das 
en la instrucción de la causa; que, en consecuencia, 

el 
hecho establecido en la sentencia impugnada y que 

constituye el delito de celebrar rifa de las denominadas 

de 
"aguante", previsto y sancionado por el artículo 

410, 

reformado, 
del 'Código Penal, debe ser tenido como cons- 

Considerando que, en tales condiciones, al condenar 
el tante; 

Juzgado a quo al nombrado Rafael Cestero por el referido 

delito 
a las penas ya expresadas, hizo una correcta apli-

cación de la ley; 
Considet ando que examinada la sentencia impugna-

da en todos 
sus demás aspectos, se evidencia que en la 

misma no se ha cometido ninguna violación de forma o 

de f--ndo que justifique su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Rafael Cestero contra psentencia 

del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

La 
Altagracia, de fecha veintiséis de noviembre de mil 

no-

vecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo está copiado 

en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados); H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo R,omán.— Raf. Castro Riv/éra.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 

A. 
Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-

riel hijo, Secretario General, • 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y ario en él expresados, 

y fué firmada, leída y publicada por mí ,Secretario Gene-

ral, que certifico.— (Firmado): Funesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
24 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Julio Agramonte y José Delfín Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrcra Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingot 
hoy día once del mes de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Res-
tair-ación y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia.: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
Agramonte, mayor de edad, soltero, chófer, dominicano, 
portador de la cédula personal de identidad No. 5248, se-
rie 10, sello No. 169320 para el año 1952, doaliciliado en 
San Francisco de Macorís', y José Delfín Fernández, ma-
yor de edad, soltero ,chófer, dominicano, portador de la 
cedula personal de iderilidad No. 15558, serie 2da. sello No. 
25779 para el ario 1952, domiciliado en Ciudad Trujillo, 
contra senteneide la Corte de Apelación de Santiago de 
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de 
los hechos que constituyen la infracción, así como para 

ponderar el resultado de las pruebas regularmente product-

das 
en la instrucción de la causa; que, en 

consecuencia, 

el 
hecho establecido en la sentencia impugnada 

y que 

constituye el delito de celebrar rifa de las denominadas 

de "aguante", 
previsto y sancionado por el 

artículo 410, 

reformado, del 'Código Penal, debe ser tenido como cons- 

Considerando que, en tales condiciones, al condenar 
el tante; 

Juzgado a 
quo al nombrado Rafael Cestero por 

el referidd 

delito a las penas ya expresadas, hizo una correcta 
apli-

cación de la ley; 
Considelando que examinada la sentencia impugna-

da 
en todos sus demás aspectos, se evidencia que en la 

misma no se ha cometido ninguna violación de forma o 

de f wydo 
que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Cestero contra /sentencia 
del Juzgado de Primera InstanCia del Distrito Judicial de 
La Altagracia, de fecha veintiséis de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo está copiado 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rira.— Juan 
A. 

Morel.— 
A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 

A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-

riel hijo, Secretario deneral. 

La 
presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y ario en él expresados, 

y 
fué firmada, leída y publicada por mí Secretario 

Gene-

ral, 
que certifico.— (Firmado): Ywnesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
24 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Julio Agramonte y José Delfín Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrcra Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingot 
hoy día once del mes de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Res-
tauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio 
Agramonte, mayor de edad, soltero, chdfer, dominicano, 
portador de la cédula personal de identidad No. 5248, se-
rie 10, sello No. 169320 para el ario 1952, dolniciliaclo en 
San Francisco de Macorís', y José Delfín Fernández, ma-
yor de edad, soltero ,chófer, dominicano, portador de la 
cedula personal de ider4idad No. 15558, serie 2da. sello No. 
25779 para el ario 1952, domiciliado en Ciudad Trujillo, 
contra sentemide la Corte de Apelación de Santiago de 



calderón, los envía ante la jurisdicciór de lo criminal, :pa—

ra que se les juzgue con arreglo a lá/ ley; c) que p--,-2-10 
cumplimiento de las formalidades legalse, el Juzgado cle 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
así apoderado del caso, lo decidió por sentencia de feclut 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tre% 
por virtud de la cual varió la calificación dada al hacho 
por el Juez de Instrucción, por el de crimen de robe cc-
metido de noche, y por más de dos personas, y, en cwnle-
cuencia, condenó a dichos acusados a sufrir dos z›.i:ns 
de prisión correccional, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; 

Considerando que contra esta sentencia interpusierUn 
en tiempo hábil recurso de apelación los acusados, y la 
Corte de Apelación de Santiago apoderada de esos r-cur-
sos, los decidió por la sentencia ahora impugnada, la cual 
contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación; Segundo: Confirma en todas sus parte..s 
la sentencia apelada la cual ha sido dictada en fecha vein-
ticinco de junio del afio en curso (1953), por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Pla-
ta, cuyo dispositivo ice: 'Primero: que debe variar y va-
ría la calificación en. 1 presente caso, de crimen de robo 
de noche, en camino público y por más de dos persona.s, 
que se les imputa a los nombrados Rafael Blanco Andú-
jar (a) Papito el Peje, Julio Agramonte (a) Julito ei Ti-
gre y Delfín o José Delfín Fernández (a) El Bizco, de ge-
nerales anotadas, en perjuicio del señor Bartolo Calderón, 
por la de crimen de robo cometido de noche y por más de 
dos personas en perjuicios de dicho señor BantoIo Calde-
rón, y, en Consecuencia, log declara culpables de ese hecho, 
y, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, los con-
dena a sufrir la pena Gl..1.1 dos arios de prisión correcdonal. 
cada uno; y Segundo: que debe condenar y condena a Ra- 
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fecha veinticuatro de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Vista el acta de los recursos de casación le'vantada en de la República; 

la secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de los re-
currentes, en fecha treinta de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, en la cual no se invoca ningún me- 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-dio determinado de casación; 
	. 

liberado, y vistos los artículos 379, 386 y 463 inciso 3ro. 
del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley 3726 de 1953, sobre 

Considerando que consta en la sentencia impugnada y Procedimiento de Casación; 

en los documentos a que ella se refiere: a) que el Oficial 
Comandante de la 129 Compañía P. N. destacado en la 
Ciudad de Puerto Plata, sometió con las acttiaciones co-
rrespondientes a los nombrados Rafael Blanto Andújar (a) 
Papito el Pepe; Julio Agrarnonte (a) Julito el Tigre, y Jo-
sé Delfín Fernández (a) Bizco, por ante el Procurador 

.Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, corno presun-
tos autores de robo de gomas, en perjuicio de Bartolo Cal-
derón, y de una cantidad de manteca en perjuicio de 
Donaciano Vargas (a) Chano; b) que en vista de las cir- 
cunstancias que rodearon los hechos, el ya mencionado Ma- 
gistrado Procurador Fiscal requirió del Magistrado Juez 
de Instrucción del mismo Distrito Judicial iniCiara la su- 
maria correspondiente, la cual culminó con el auto de ca- 
lificación q...te después de declarar que existél cargos e 
indicios suficientes de culpabilidad para consi erar a los 
nombrados Rafael Blanco Andújar (a) Papito el Peje, Ju- 

lio Agramonte (a) Julito el Tigre,Dy Delfín Fernández (a) 
El Bizco, como coautores de robo de noche en carnino pú- 
blico y por más de dos personas en petVicio de Bartolo 

srt,~..w 
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fecha veinticuatro de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en de la República; 

la secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de los re-
currentes, en fecha treinta de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, en la cual no se invoca ningún me- 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-dio determinado de casación; 
	. 

liberado, y vistos los artículos 379, 386 y 463 inciso 3ro. 
del Códigó Penal; y 1 y 65 de la Ley 3726 de 1953, sobre 

Considerando que consta en la sentencia impugnada y Procedimiento de Casación; 

en los documentos a que ella se refiere: a) que el Oficial 
Comandante de la 129 Compañía P. N. destacado en la 
Ciudad de Puerto Plata, sometió con las actUaciones co-
rrespondientes a los nombrados Rafael Blanco Andújar (a) 
Papito el Pepe; Julio Agrarnonte (a) Julito el Tigre, y Jo-
sé Delfín Fernández (a) Bizco, por ante el Procurador 

Yiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata, como presun-
tos autores de robo de gomas, en perjuicio de Bartolo Cal-
derón, y de una cantidad de manteca en perjuicio de 
Donaciano Vargas (a) Chano; b) que en vista de las cir- 
cunstancias que rodearon los hechos, el ya mencionado Ma- 
gistrado Procurador Fiscal requirió del Magistrado Juez 
de Instrucción del mismo Distrito Judicial iniCiara la su- 
maria correspondiente, la cual culminó con el auto de c'_1- 

lificación q...ie después de declarar que exist% cargos e 
indicios suficientes de culpabilidad para considerar a los 
nombrados Rafael Blanco Andújar (a) Papito el Peje, Ju- 
lio Agramonte (a) Julito el Tigre,Ts Delfín Fernández (a) 
El Bizco, como coautores de robo de noche en camino pú- 
blico y por más de dos personas en petvicio de Bartolo 
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Calderón, los envía ante la jurisdicciór de lo criminal, pa-
ra que se les juzgue con arreglo a lá ley; c) que pr,,vio 
cumplimiento de las formalidades legalse, el Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto PZata, 
así apoderado del caso, lo decidió por sentencia de fc...clia 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y by_--s 
por virtud de la cual varié la calificación dada al ftn-ho 

 por el Juez de Instrucción, por el de crimen de robo co-
metido de noche, y por más de dos personas, y, en conse-
cuencia, condenó a dichos acusados a sufrir dos aílos 
de prisión correccional, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; 

Considerando que contra esta sentencia interpusierdn 
en tiempo hábil recurso de apelación los acusados, y la 
Corte de Apelación de Santiago apoderada de esos rscur-
sos, los decidió por la sentencia ahora impugnada, la cual 
contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de apelación; Segundo: Confirma en todas sus partes 
la sentencia apelada la cual ha sido dictada en fecha vein-
ticinco de junio del afio en curso (1953), por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Pla-
ta, cuyo dispositivo ce: 'Primero: que debe variar y va-
ría la calificación e 1 presente caso, de crimen de robo 
de noche, en camina público y por más de dos persona.s, 
que se les imputa a los nombrados Rafael Blanco Andú-
jar (a) Papito el Peje, Julio Agramonte (a) Julito ei Ti-
gre y Delfín o José Delfín Fernández (a) El Bizco, dz ge-
nerales anotadas, en perjuicio del señor Bartolo Calde.r&i, 
por la de crimen de robo cometido de noche y por más de 
dos personas en perjuicios de dicho señor Bar,toIo Calde-
rón, y, en Consecuencia, Ist) declara culpables de ese hecho, 
y, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, los con-
dena a sufrir la pena G1.1 dos arios de prisión correcdonal 
cada uno; y Segundo: que debe condenar y condena a Ea- 
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fael Blanco Andújar (a) Papito el Peje, Julio Agramonte 
(a) Julito el Tigre y Delfín o José Delfín Fernández (a) 
Bizco, al pago solidario de las costas'; Tercero: Condena 

a 

los acusados y apelantes Rafael Blanco Andújar (a) Papito 
el Peje, Julio Agramonte (a) Julito el Tigre y Delfín o Jó. 
sé Delfín Fernández (a) El Bizco, al pago solidario de las 

costas de esta alzada"; Considerando que para fallar como anteriormente se 

indica, la Corte a qua, ha dado por comprobados los si-
guientes hechos: "a) que la noche del 21 de enero del pre-
sente ario (1953), le sustrajeron al señor Bartolo Calde-
rón, de su guagua marca "Ford" placa No. 5533, mientras 
estaba estacionada en la carretera Monte Llano-Sosúa, don-
de tenía varios días a consecuencia de un choque, tres (3) 
gomas con sus aros, marca "General", 7:50 x 17, de 8 lo- 
nas; b) que al otro día de la comisión del rielitrido hecho 
de robo, o sea, el día 22 de enero de este ario, se presen- 
taron muy temprano a la casa de la señora Flora Díaz viu- 
da Castillo, en la sección de Cabía, jurisdicción.de Puerto 
Plata, los nombrados Rafael Blanco Andújar (a) El Peje, 
Julio Agramonte (a) El Tigre, y José Delfín Fernández la) 
El Bizco, y en dicha casa, donde el primero tiene confian-
za por ser concubino de una hija de dicha señora, bajaron 
tres gomas de un carro manejado por el referido Andú-. 
jar, y en el patio les quitaron sus correspondientes aros, 
los cuales dejaron guardados en casa de Caridad Castillo, 
de la misma sección de Cabía, o sea, donde la concubina 
de Andújar, y ocupados más tarde allí por las autoridades 
competentes mediante allanamiento; c) lee dichas gomas 

illeTOD. 
ofrecidas en venta en San Francisco de Macorís a 

los pocos &las del citado robo, por los acusados Julio Agra-
monte y Rafael Blanco Andújar; d) que la noche del su-
ceso, mientras el señor Otto Wohlmuth transitaba por la 
carretera que conduce a Sosúa, a)mo a la una y treinta 
de la madrugada le detuvo un chófer de un carro públi- 

\‘ ,  

.co que andaba acompañado por do:. hombres más, y le pi-
dió prestada una llave de desmontar gomas, diciéndole 
que no la iba a utilizar ahí, sino en Monte Llano, a lo cual 
accedió recomendándole que se la devolviera al otro día 
con Félix Koch, y la recibió; e) que luego de ser interro-
gado el señor Wohlmuth por el Juez Instructor, al serle 
presentados los acusados para ver si identificaba al chó-
ler a quien prestó. la  referida llave, señaló a Rafael Blan-
co Andújar, diciendo que se parecía a ése, reconocimiento 
que ratificó en la audiencia del Tribunal a quo, agregando 
qne también el acusado Fernández (a) El Bizco, se le pare-
cía a otro de los que andaban con el chófer Andújar la ci-
tada noche"; 

Considerando que los jueces del fondo pueden formar 
su convicción por todos los medios de prueba establecidos 
por la ley que en el presente caso y tal y como fueron 
establecidos regularmente los hechos antes especificados, 
la Corte a qua ha inferido de dichos hechos y circunstan-
cias que los acusados son los autores del robo puesto a su 
cargo; 

Considerando que la calificación dada por el Juzgado 
* de Primera Instancia del ya indicado Distrito Judicial de 

robo cometido de noche y por más de dos personas y con-
firmada por la Corte a qua, es correcta, y del mismo mo-
do lo ha sido la aplicación del artículo 386 del Código 
Penal, que sanciona con la pena de tres a diez arios de 
trabajos públicos a los culpables del crimen de que se 
trata, pena que puede ser reducida hasta un año de prisión 
correccional conforme el inciso tercero del artículo 463 de 
dicho Código; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, no presentá vicio alguno que pueda conducir 
a su casación; 

Por tales motivai, Primero: Rechaza los recursos de 
'casación interpuestos por Julio Agramonte y José Delfín 

1 
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fael Blanco Andújar (a) Papito el Peje, Julio Agramonte 
(a) Julito el Tigre y Delfín o José Delfín Fernández (a) 
Bizco, al pago solidario de las costas'; Tercero: Condena a 
los acusados y apelantes Rafael Blanco Andújar (a) Papito 
el Peje, Julio Agramonte (a) Julito el Tigre y Delfín o Jo-
sé Delfín Fernández (a) El Bizco, al pago solidario de las 

costas de esta alzada"; Considerando que para fallar como anteriormente se 

indica, la Corte a qua, ha dado por comprobados los si- 
guientes hechos: "a) que la noche del 21 de enero del pre- 
sente ario (1953), le sustrajeron al señor Bartolo Calde- 
rón, de su guagua marca "Ford" placa No. 5533, mientras 
estaba estacionada en la carretera Monte Llano-Sosúa, don- 
de tenía varios días a consecuencia de un choque, tres (3) 
gomas con sus aros, marca "General", 7:50 x 17, de 8 lo- 
nas; b) que al otro día de la comisión del rzeizrido hecho 
de robo, o sea, el día 22 de enero de este ario, se presen- 
taron muy temprano a la casa de la señora Flora Díaz viu- 
da Castillo, en la sección de Cabía, jurisdicción,de Puerto 

. 	
Plata, los nombrados Rafael Blanco Andújar (a) El Peje, 
Julio Agramonte (a) El Tigre, y José Delfín Fernández (a) 
El Bizco, y en dicha casa, donde el primero tiene confian-
za por ser concubino de una hija de dicha señora, bajaron 
tres gomas de un carro manejado por el referido Andú-. 
jar, y en el patio les quitaron sus correspondientes aros, 
los cuales dejaron guardados en casa de Caridad Castillo, 2. 
de la misma sección de Cabía, o sea, donde la concubina 
de Andújar, y ocupados más tarde allí por las autoridades 
competentes mediante allanamiento; c)4kue dichas gomas 
fueron ofrecidas en venta en San Francisco de Macorís a 
los pocos ctas del citado robo, por Tos acusados Julio Agra-
monte y Rafael Blanco Andújar; d) que la noche del su-
ceso, mientras el señor Otto Wohlrnuth transitaba por la 
carretera que conduce a Sosúa, 1.)mo a la una y treinta 
de la madrugada le detuvo un chófer de un carro públi- 

\‘ 

.co que andaba acompañado por do: hombres más, y le pi-
dió prestada una llave de desmontar gomas, diciéndole 
que no la iba a utilizar ahí, sino en Monte Llano, a lo cual 
accedió recomendándole que se la devolviera al otro día 
con Félix Koch, y la recibió; e) que luego de ser interro-
gado el señor Wohlmuth por el Juez Instructor, al serle 
presentados los acusados para ver si identificaba al chó-
ler a quien prestó la referida llave, señaló a Rafael Blan-
co Andújar, diciendo que se parecía a ése, reconocimiento 
que ratificó en la audiencia del Tribunal a quo, agregando 
que también el acusado Fernández (a) El Bizco, se le pare-
cía a otro de los que andaban con el chófer Andújar la ci-
tada noche"; 

Considerando que los jueces del fondo pueden formar 
su convicción por todos los medios de prueba establecidos 
por la ley que en el presente caso y tal y como fueron 
establecidos regularmente los hechos antes especificados, 
la Corte a qua ha inferido de dichos hechos y circunstan-
cias que los acusados son los autores del robo puesto a su 
cargo; 

Considerando que la calificación dada por el Juzgado 
de Primera Instancia del ya indicado Distrito Judicial de 
robo cometido de noche y por más de dos personas y con-
firmada por la Corte a qua, es correcta, y del mismo mo-
do lo ha sido la aplicación del artículo 386 del Código 
Penal, que sanciona con la pena de tres a diez arios de 
trabajos públicos a los culpables del crimen de que se 
trata, pena que puede ser reducida hasta un ario de prisión 
correccional conforme el inciso tercero del artículo 463 de 
dicho Código; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, no presentá vicio alguno que pueda conducir 
a su casación; 

Por tales motivol, Primero: Rechaza los recursos de 
'casación interpuestos por Julio Agramonte y José Delfín 
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Fernández, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de 

Santiago de fecha veinticuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a los recu, 

rrentes al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernestr; r:uriel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 

4. 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha 24 de Noviembre de 1953. 

itenurrentes: Federico Polanco Fortuna y Darío Tejeda. 

Materia: Penal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia ,regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
.undo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
tleral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del 
mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
/51-1os 1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 
249 de la Era de Trujillo, dicta' en audiencia pública, co-
2,,o corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto Dor Federi-
co Polanco Fortuna ,dominicano, de veinte arios de edad, 
snilitar, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, portador de la cédula persoml 
de identidad No. 60771, serie lra., exonerada del sello de 
renovación para el ario 1953, y por Darío 7ejeda, domi-
nicano, mayor de edad, Igente de la Policía Nacional, do-
miciliado y residente vil la ciudad de San Pedro de Ma-
corís, portador de la''cédula personal de identidad No. 
38736, serie lra. exonerada de sello de renovación, con- 

,/ 
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Fernández, contra sentencia de la Corte de Apelación dcl 
Santiago de fecha veinticuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a los recu. 

rrentes al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejia.– - 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernest) 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

e.  

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

-,Ientencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha 24 de Noviembre de 1953. 

Recurrentes: Federico Polanco Fortuna y Darío Tejeda: 

Materia: Penal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia ,regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se- 

t, cundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del 
'mes de xnarzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
años 1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 
249 de la Era de Trujillo, dicta' en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto Dor Federi-
co Polanco Fortuna ,dominicano, de veinte arios de edad, - 
militar, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, portador de la cédula person¿l 
de identidad No. 60771, serie lra., exonerada del sello de 
renovación para el ario 1953, y por Darío 7ejeda, domi-
nicano, mayor de edad, *Igente de la Policía Nacional, do-
miciliado y residente yn la ciudad de San Pedro de Ma-
corís, portador de la'7cédula personal de identidad No. 
38736, serie lr . exonerada de sello de renovación, con- / 
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tra sentencia correccional de la Corte de Apelación de , 
San Pedro de Macorís de fecha veinte y cuatro de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 

se indica más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso leVilittada 

la secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de los re-

currentes, el mismo día del fallo; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 309, primera parte, y 463 pá-
rrafo 6to. del Código Penal; 180, 189, 190, 194, 195 y 211 
del Código de Procedimiento Criminal; 1 y 65 de la Ley 
3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que con motivo de unos sometimientos 
de los nombrados Darío Tejeda, Federico Polanco, Natha-
niel Thomas, Abelardo Custodia y Thelma Pacheco, a la 
acción represiva, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó ekatribucio-
nes correccionales, en fecha diez de Junio del ario mil no-
vecientos cincuenta y tres, la sentencia cuyo dispositivo 
dice así: Falla: Primero: Que debe condenar y condena, a 
los' nombrados Darío Tejeda y Federico Polanco, de gene-
rales anotadas, a sufrir la pena de dos meses de prisíón 

• correccional y a pagar cincuenta pesos oro (RD$50.00) de 
multa, por el delito de golpes voluntarios en perjuicio del k señor Susano Peguero, acogiendo en su f or circunstan-
cias atenuantes; Segundo: Que debe cond ar y condena. 

al  nombrado` Nathaniel Thomas, a sufrir la llena de 50 chas 
de prisión correccional y a pagar veinte y cinco pesos oro 
(RD$25.00) de multa, por el delitat de golpes voluntarios 
en perjuicio del señor Susano Pegull'o, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: ue debe desear- \  

gar y descarga, a los nombrados Abelardo Custodia y Thel-
/Tia Pacheco, de generales anotadas, inculpados del delito de 
golpes voluntarios, en perjuicio del señor Susano Peguero, 
por no haberlo cometido, declarando a este respecto las cos-
tas de oficio; Cuarto: Que debe condenar y condena, a los 
nombrados Darío Tejeda, Federico Polanco y Nathaniel 
Thomas, al pago de las costas del proceso puesto a su car-
go,'; B), que José Peguero hijo y los nombrados Darío Te-
jeda y Federico Polanco así como el Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís apelaron con-
tra este fallo, y la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, después de dos aplazamientos, conoció contradic. 
toriamente del caso, en audiencia de fecha veinticuatro de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, en la que 
el Ministerio Público pidió, en su dictamen oral, lo si-
guiente: "19 Que se declaren regulares y válidos los pre-
sentes recursos de apelación. 29 En cuanto a Federico Po-
lanco, se condene a RD$50.00 de multa por haber inferido 
un pescozón a Susano Peguero; 3o. En cuanto a Darío Te-
jeda se confirme la sentencia apelada. 49 En cuanto a Na-
taniel Thomas, se confirme también la sentencia apelada. 
59 Que se descarguen a los inculpados Abelardo Custodia 
y Thelma Pacheco del hecho que se les imp por no 
'haberlo cometido. 69 Que se condene a los culpados 
Federico Polanco, Darío Tejeda y Nataniel Tho s, al pa-
go de las costas. 79 En cuanto a los inculpados Abelardo 
Custodia y Thelma Pacheco, se declaren las costas de ofi-
cio"; 

Considerando que el mismo veinte y cuatro de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y tres, la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís pronunció, en audien-
cia pública, la senténcie, ahora impugnada, "ton este dis-
positivo: "Falla: Primero: Declara inadmisible, por falta 
de calidad, el recursoile apelación interpuesto por el se-
nor José Peguero hijo*, padre del agraviado Susano Pegue- 
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tra sentencia correccional de la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís de fecha veinte y cuatro de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo 
se indica más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General. 

de la República; 
Vista el acta de declaración del recurso levitithtada eu 

la secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de los r 
currentes, el mismo día del fallo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309, primera parte, y 463 pá-
rrafo 6to. del Código Penal; 180, 189, 190, 194, 195 y 211 
del Código de Procedimiento Criminal; 1 y 65 de la Ley 
3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A), "que con motivo de unos sometimientos 
de los nombrados Darío Tejeda, Federico Polanco, Natha-
niel Thomas, Abelardo Custodia y Thelma Pacheco, a la 
acción represiva, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó ekatribucio-
nes correccionales, en fecha diez de Junio del ario mil no-
vecientos cincuenta y tres, la sentencia cuyo dispositivo 
dice así: Falla: Primero: Que debe condenar y condena, a 
los' nombrados Darío Tejeda y Federico Polanco, de gene-
rales anotadas, a sufrir la pena de dos meses de prisión 

• correccional y a pagar cincuenta pesos oro (RD$50.00) de 

multa, por el delito de golpes voluntarios en perjuicio del 
Irn señor Susano Peguero, acogiendo en su f or circunstan-

cias atenuantes; Segundo: Que debe cond ar y condena. 
al  nombrado' Nathaniel Thomas, a sufrir la lena de 50 d'as 

de prisión correccional y a pagar veinte y cinco pesos oro 

(RD$25.00) de multa, por el delito. de golpes voluntarios 
en perjuicio del señor Susano Pegu&o, acogiendo en su fa-

vor circunstancias atenuantes; Tercero: pe debe desear- \  

BOLETÍN JUDICIAL 

gar y descarga, a los nombrados Abelardo Custodia y Thel-
nia Pacheco, de generales anotadas, inculpados del delito de 
golpes voluntarios, en perjuicio del señor Susano Peguero, 
por no haberlo cometido, declarando a este respecto las cos-
tas de oficio; Cuarto: Que debe condenar y condena, a los 
nombrados Darío Tejeda, Federico Polanco y Nathaniel 
Thomas, al pago de las costas del proceso puesto a su car-
go"; B), que José Peguero hijo y los nombrados Darío Te-
jeda y Federico Polanco así como el Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís apelaron con-
tra este fallo, y la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, después de dos aplazamientos, conoció contradic. 
toriamente del caso, en audiencia de fecha veinticuatro de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, en la que 
el Ministerio Público pidió, en su dictamen oral, lo si-
guiente: "19 Que se declaren regulares y válidos los pre-
sentes recursos de apelación. 29 En cuanto a Federico Po-
lanco, se condene a RD$50.00 de multa por haber inferido 
un pescozón a Susano Peguero; 3o. En cuanto a Darío Te-. 
jeda se confirme la sentencia apelada. 49 En cuanto a Na-
taniel Thomas, se confirme también la sentencia apelada. 
59 Que se descarguen a los inculpados Abelardo Custodia 
y Thelma Pacheco del hecho que se les imp por no 
laberlo cometido. 69 Que se condene a los culpados 
Federico Polanco, Darío Tejeda y Nataniel Tho s, al pa-
go de las costas. 79 En cuanto a los inculpados Abelardo 
Custodia y Thelma Pacheco, se declaren las costas de ofi-
cio"; 

Considerando que el mismo veinte y cuatro de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y tres, la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís pronunció, en audien-
cia pública, la sentencie, ahora impugn.ada, ton este dis-
positivo: "Falla: Primero: Declara inadmisible, por falta 
de calidad, el recursofle apelación interpuesto por el se-
ñor José Peguero hijo', padre del agraviado Susano Pegue- 
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re; Segundo: Declara regulares y válidos, en cuanto a la 
ofzroa, los recursos de apelación interpuestos, respectiva-
rnen.te, por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Jnil-icial de San Pedro de Macorís y los inculpados Darío 
T:-jr-da y Federico Polanco, contra sentencia dictada, en 
atramciónes correccionales, por el Juzgado de este mismo 

11-7-«:!-':rito Judicial, de fecha diez del mes de junio del ario 
ci,-; curso (1953), cuyo dispositivo dice así Prime- 
re: Que debe condenar y condena, a los nombrados Da- 

• Tejeda y Federico Polanco, de generales anotadas, a 
st,..'r.r la pena de dos meses de prisión correccional y a pa- 

Jíncuenta pesos oro (RD$50.00) de multa, por el delito 

• jolpes voluntarios en perjuicio del señor Susano Pe- 
, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 

Se.gundo: Que debe condenar y condena, al nombrado 
N'ethaniel .Thomas, a sufrila pena de 50 días de prisión 
cen:eccional y a pagar veifte y cinco pesos oro (RD$25.00) 
de' multa, por el delito de golpes voluntarios en perjuicio 

señor Susano Peguero, acogiendo en su favor circuns-
ti:z.:eias atenuantes; Tercero: Que debe descargar y desear- 

a los nombrados Abelardo Custodia y Thelma Pache-
c.5, de generales anotadas, inculpados del delito «de golpes 
voluntarios, en perjuicio del señor Susano Peguero, por no 
haberlo cometido, declarando a este respecto las costas de 
of tdo., Cuarto: Que debe condenar y condena, a los nombra-
(3!..-, Darío Tejeda, Federico Polanco y Nataniel Thomas, al 
i«.::;o de las costas del proceso puesto a su cargo'; Terce-
v Confirma la sentencia apelada, declarando que los gol- 

sufridos por el agraviado curaron después de veinte 
(-1,-s; y Cuarto: Condena a los inculpados Darío Tejeda, 
rtJaerico Polanco y Nathaniel Thomas, al pago de las cos-
t;;-,.'; 

Considerando que los recurrentes no presentan moti-
vos' determinados para apoyar su rk:n.irso, por lo cual tiene 
éste un carácter general y un alcance total; 
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Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
presan los motivos de hecho y de derecho de la misma, 
en lo que concierne a los actuales recurrentes, en los tér-
minos siguientes: "que aún cuando los inculpados Natha-
niel Thomas, Darío Tejeda y Federico Polanco han negado 
que le dieran golpes a Susano Peguero, es innegable que 
dichos tres inculpados. a quienes identificó Susano Pegue-
ro cuando se los presentaron en el Hospital San Anto-
nio. como sus asaltantes, son los autores de los golpes que 
agresivamente fueron dados a Susano Peguero, en las cir-
cunstancias relatadas por los inculpados Nathaniel Tho-
mas y Abelardo Custodia( Papote) así como por la afirma-
ción hecha de manera clara y precisa por la testigo María 
Vales; que no obstante consignar los Certificados expedi-
dos por el Médico Director del Hospital San Antonio en 
fecha Cuatro de Mayo y veinte de Noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres, que en el examen que se le hi-
co a Susano Peguero el día que llegó al Hospital, el predi-
cho Susano Peguero no presentaba ninguna serial de gol-
pes o contusiones, se hace necesario advertir que frente a 
la evidencia de que Susano Peguero fué' golpeado en la 
madrugada del nueve de Marzo de mil novecientos cin-
cuenta y tres, bien podía ya el once de dicho mes, el pro-
pio Susano Peguero no tener signos visibles de dichos gol-
pes o contusiones, y sí solo presentar como lo comprobó 

• el Médico Director del Hospital San Antonio, "un vientre 
agudo"; que a falta de explicación de parte . del médico, 
de las causas de esa anormalidad del vientre, no hay que 
atribuírsela sino a los golpes ya referidos, que hicieron 
necesario la intervención quirúrgica de la que fué objeto 
Susano Peguero, y que lo retuvieron recluido ,en el Hospi-
tal desde el once de Mai'zo hasta el veinticinco de Junio 
de mil novecientos cincuenta y tres (3 meses y 14 días); que 
en esas circunstanciaslos nombrados Darío Tejeda, Fede-
rico Polanco y Nathaniel Thomas se han hecho posibles de 
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rt; Segundo: Declara regulares y válidos, en cuanto a la 
drma, los recursos de apelación interpuestos, respectiva- 
rriezte, por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 

de San Pedro de Macorís y los inculpados Darío 
Trif-da y Federico Polanco, contra sentencia dictada, en 
afribuciones correccionales, por el Juzgado de este mismo 
.T3-1.-ito Judicial, de fecha diez del mes de junio del ario 
or: curso (1953), cuyo dispositivo dice asíiTalla: Prime-
r1-: Que debe condenar y condena, a los nombrados Da- 

Tejeda y Federico Polanco, de generales anotadas, a 
1:::°r'r la pena de dos meses de prisió-n correccional y a pa-
g. - Hricuenta pesos oro (RD$50.00) de multa, por el delito 

olpes voluntarios en perjuicio del señor Susano Pe-
, , acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 

S , ■--;,,indo: Que debe condenar y condena, al nombrado 
haniel .Thomas, a sufrIfla pena de 50 días de prisión 

c‘,.:(:eccional y a pagar veitte y cinco pesos oro (RD$25.00) 
de :nulta, por el delito de golpes voluntarios en perjuicio 

señor Susano Peguero, acogiendo en su favor circuns-
t:: atenuantes; Tercero: Que debe descargar y desear-
g:.f, á los nombrados Abelardo Custodia y Thelma Pache-
co, de generales anotadas, inculpados del delito -de golpes 

k,(>'.,Lintarios, en perjuicio del señor Susano Peguero, por no 
I-1:i'eerlo cometido, declarando a este respecto las costas de 
ofIllo; Cuarto: Que debe condenar y condena, a los nombra- 

Darío Tejeda, Federico Polanco y Nataniel Thornas, al 
de las costas del proceso puesto a su cargo'; Terce-

v o Confirma la sentencia apelada, declarando que los gol-
p: sufridos por el agraviado curaron después de veinte 
di.-s; y Cuarto: Condena a los inculpados Darío Tejeda, 
1.,':.:aerico Polanco y Nathaniel Thomas, al pago de las cos- 

- 

t 	; 
Considerando que los recurrentes no presentan moti-

vos determinados para apoyar su rkmrso, por lo cual tiene 
éste un carácter general y un alcance total;  

BOLETÍN JUDICIAL 	 461 

Considerando que en la sentencia impugnada se,ex-
presan los motivos de hecho y de derecho de la misma, 
en in que concierne a los actuales recurrentes, en los tér-
minos siguientes: "que aún cuando los inculpados Natha-
niel Thomas, Darío Tejeda y Federico Polanco han negado 
que le dieran golpes a Susano Peguero, es innegable que 
dichos tres inculpados, a quienes identificó Susano Pegue-
ro cuando se los presentaron en el Hospital San Anto-
(no. como sus asaltantes, son los autores de los golpes que 
agresivamente fueron dados a Susano Peguero, en las cir-
cunstancias relatadas por los inculpados Nathaniel Tho-
rnas y Abelardo Custodia( Papote) así como por la afirma-
ción hecha de manera clara y precisa por la testigo María 
Vales; que no obstante consignar los Certificados expedi-
dos por el Médico Director del Hospital San Antonio en 
fecha cuatro de Mayo y veinte de Noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y tres, que en el examen que se le hi-
co a Susano Peguero el día que llegó al Hospital, el predi-
cho Susano Peguero no presentaba ninguna serial de gol-
pes o contusiones, se hace necesario advertir que frente a 
la evidencia de que Susano Peguero fué golpeado en la 
madrugada del nueve de Marzo de mil novecientos cin-
cuenta y tres, bien podía ya el once de dicho mes, el pro-• 
pio Susano Peguero no tener signos visibles de dichos gol-
pes o contusiones, y sí solo presentar como lo comprobó 
ei Médico Director del Hospital San Antonio, "un vientre 
agudo"; que a falta de explicación de parte . del médico, 
de las causas de esa anormalidad del vientre, no hay que 
atribuírsela sino a los golpes ya referidos, que hicieron 
necesario la intervención quirúrgica de la que fué objeto 
Susano Peguero, y que lo retuvieron recluido ,en el Hospi-
tal desde el once de Mai'zo hasta el veinticinco de Junio 
de mil novecientos cincuenta y tres (3 meses y 14 días); que 
en esas circunstanciaslos nombrados Darío Tejeda, Fede-
rico Polanco y Nathaniel Thomas se han hecho pasibles de 
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las penas que impone el Art. 309 lra. parte del Código Pe-
nal, los dos primeros en condiciones de merecer mayor .san-

ción que el último de dichos inculpados"; 
Considerando que los jueces del fondo gozan de un po, 

der soberano para el; establecimiento de los hechos, me-

diante la ponderación de los medios de prit
, ba sometidos 

al debate, y de tal poder hizo uso la Corte. de Apelación 
de San Pedro de Macorís en lo que se acaba de copiar, en 
lo cual, además, se ha aplicado bien el derecho; que ni en 
lo dicho, ni en aspecto alguno del fallo se revelan vicios 
de forma o de fondo que pudieran conducir a la anulación 

de dicho fallo; Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto, por Federico Polanco Fortuna y Darío Tejeda, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís del veinte y cuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se encuentra co-
piado en otro lugar del presente fallo, y condena a dichos 

recurrentes al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo. Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
A. 

Morel.-- A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretan 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo General. 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 1 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 
fué firmada ,leída y publicada por mí, Secretario Genera 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
El Seibo, de fecha 11 de noviembre de 1953. 

MaIeria: Penal. 

securrente: José Eugenio Beras.— Abogado: Dr. J. Mieses Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, 1VIanuel A. Amiama y Dr. 
Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Gene-
al. en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 

Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del 
es de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, años 

119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 

e casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Eu-
enio Beras, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
ro, domiciliado y residente en El Seybo, portador de la 

'dula personal de identidad No. 11867, serie 25, renova-
a con sello No. 372, contra sentencia del Juzgado de Pri-
era Instancia del Distri Judicial del Seybo de fecha 

nce de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres. 
yo dispositivo se copid en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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las penas que impone el Art. 309 lra. parte del 
Código Pe-

nal, los dos primeros en condiciones de merecer mayo, san-

ción que el último de dichos inculpados"; 
Considerando que los jueces del fondo gozan de un po.. 

der soberano para el establecimiento de los hechos, me-
diante la ponderación de los medios de pr4ba sometidos 
al debate, y de tal poder hizo uso la Cort,.. de Apelación 
de San Pedro de Macorís en lo que se acaba de copiar, en 
lo cual, además, se ha aplicado bien el derecho; que ni en 
lo dicho, ni en aspecto alguno del fallo se revelan vicios 
de forma o de fondo que pudieran conducir a la anulación 

de dicho fallo; Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto, por Federico Polanco Fortuna y Darío Tejeda, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís del veinte y cuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se encuentra co-
piado en otro lugar del presente fallo, y condena a dichos 

recurrentes al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo. Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por. los, General. 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 

y 

fué firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
El Seibo, de fecha 11 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Eugenio Beras.— Abogado: Dr. J. Mieses Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 

orel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama y Dr. 
Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Gene-
al, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
rujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del 
es de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, años 

119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 

e casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Eu-
enio Beras, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
ero, domiciliado y residente en El Seybo, portador de la 
édula personal de identidad No. 11867, serie 25, renova-
a con sello No. 372, contra sentencia del Juzgado de Pri- • 
era Instancia del Distri:ó Judicial del Seybó de fecha 

rice de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres. 
uyo dispositivo se copid en otro lugar del presente fallo: 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Dr, J. Mieses Reyes, portador de la cédula 
personal de identidad No. 14880, serie 47, con sello de re-

novación para el ario 1954, No. 10783, abogado del recu-

rrente, en la lectura dé sus conclusiones; 
Oído' el dictamen del Magistrado Procurador General 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
de la República; 

diez de febrero de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
y 

suscrito por el Dr. J. Mieses Reyes; 
Vista el acta de casación levantada en la secretan 

del Juzgado a quo, en fecha once de noviemb're de mil no-

vecientos cincuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y 19 y 20 de la Ley 3726, de 1953, sobre Pro-

cedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en 
fecha 

18 de agosto de 1953,-fué sometido a la acción de la justi-
cia José Eugenio Beras, inculpado de violación al artículo 
76 de la Ley de Policía por tener cerdos vagando, en la 
sección de Las Cuchillas, de la común del Seibo, que oca-
sionaron daños a las siembras de 'Wenceslao de Castro; b) 
que apoderado del caso el Juzgado de Paz de dicha común. 
dictó una sentencia en fecha diecinueve de octubre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: que debe condenar y condena al nombra-
do José Eugenio de Beras, de generales conocidas, inculpa- 
do de violación al art. 76 de la Ley de Policía a pagar 
una multa de RD$3.00, oro, compensables con prisión ca 1 
caso de insolvencia a razón de un día por cada peso e-, l' 

jado de pagar; Segundo: que debe declarar y declara b 1 
no y válido en cuanto a la for..a. la constitución hecha 
en aUdiencia por el nombrado Wenceslao Castro; Tercero: 

\ 	
11 
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que debe rechazar y rechaza en cuanto al fondo la cons-
titución en parte civil por improcedente y mal fundada; 
Cuarto: que debe condenarlo y lo condena además al pa-
go de 1.:_, costas"; c) que contra este fallo interpusieron 
recurso de apelación, en tiempo oportuno, tanto el incul-
pado como la parte civil constituída; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-
:ro: Que debe declarar como en efecto declara bueno y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
y agraviado, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
'Paz, de esta común del Seibo, de fecha 19 del mes de oc-
Iubre del presente ario 1953, que condenó al nombrado Jo-
sé Eugenio Beras, a pagar una multa de tres pesos dro, 
por violación al artículo 76 de la Ley de Policía y recha-
zo la constitución en parte civil constituida por el señor 
Wenceslao de Castro; Segundo: Que debe declarar como 
n efecto declara bueno y válido la constitución en parte 

civil interpuesta por Wenceslao de Castro, contra el incul-
pado; Tercero: Que debe confirmar como en efecto confir-
ma en el aspecto Penal, la sentencia dada en el Juzgado 
de Paz; Cuarto: Que debe reformar como en efecto refor-
ma la sentencia ya referida, esta vez, en el aspecto civil 
en cuanto condena a José Eugenio Beras,, a pagar una in-
demnización a título de daños y perjuicic en provecho del 
perjudicado ascendente a cien pesos oro; Quinto: Que de-
be condenar como en efecto condena al nombrado José Eu-
genio Beras, de generales anotadas, al pago de las costas 
penales y civiles de ambas instancias, distraídas estas úl-
timas en provecho del Abogado de la Parte Civil, Dr. Jor-
ge Martínez Lavandier, quien afirma haberlas ayanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente alega en su memo-
rial de casación los mecks que a continuación se expre-
san: 19— Violación del artículo 76 de la Ley de Policía:: 



soLtrfx JUD/CIAL 
	

465 
BOLETÍN JUDICIAL 

Oído el Dr, J. Mieses Reyes, portador de la cédula 

personal de identidad "No. 14880, serie 47, con sello de re-
novación para el ario 1954, No. 10783, abogado del recu-

rrente, en la lectura dé sus conclusiones; 
Oído. el dictamen del Magistrado Procurador General 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
de la República; 

diez de febrero de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
y 

suscrito por el Dr. J. Mieses Reyes; 
Vista el acta de casación levantada en la secretaría 

del Juzgado a quo, en fecha once de noviembre de mil no 

vecientos cincuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedij 
miento Civil, y 19 y 20 de la Ley 3726, de 1953, sobre Pro-

cedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en 
fecha 

18 de agosto de 1953,-fué sometido a la acción de la justi- 
cia José Eugenio Beras, inculpado de violación al artículo 

76 
de la Ley de Policía por tener cerdos vagando, en la 

sección de Las Cuchillas, de la común del Seibo, que oca 
sionaron daños a las siembras de Wenceslao de Castro; 131 
que apoderado del caso el Juzgado de Paz de dicha común 
dictó una sentencia en fecha diecinueve de octubre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice 

asa 

"Falla: Primero: que debe condenar y condena al nombra- 
do José Eugenio de Beras, de generales conocidas, inculpa- 
do de violación al art. 76 de la Ley de Policía a pagar 
una multa de RD$3.00, oro, compensables cori prisión 

cn 

1 	
caso de insolvencia a razón de un día por cada peso 
jado de pagar; Segundo: que debe declarar y declara bue- 
no y válido en cuanto a la forFLa la constitución 

hecha 

en audiencia por el nombrado Wenceslao Castro; Tercci-,) 

464 que debe rechazar y rechaza en cuanto al fondo la cons-
titución en parte civil por improcedente y mal fundada; 
cuarto: que debe condenarlo y lo condena además al pa-
go de costas"; c) que contra este fallo interpusieron 
recurso de apelación, en tiempo oportuno, tanto el incul-
pado como la parte civil constituida; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
eaqación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-
ro: Que debe declarar como en efecto declara bueno y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
y agraviado, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz, de esta común del Seibo, de fecha 19 del mes de oc-
tubre del presente ario 1953, que condenó al nombrado Jo-
sé Eugenio Beras, a pagar una multa de tres pesos (in), 
or violación al artículo 76 de la Ley de Policía y recha-
o la constitución en parte civil constituida por el señor 

Wenceslao de Castro; Segundo: Que debe declarar como 
en efecto declara bueno y válido la constitución en parte 
civil interpuesta por Wenceslao de Castro, contra el incul-
pado; Tercero: Que debe confirmar como en efecto confir-
ma en el aspecto Penal, la sentencia dada en el Juzgado 
de Paz; Cuarto: Que debe reformar como en efecto refor-
ma la sentencia ya referida, esta vez, en el aspecto civil 
en cuanto condena a José Eugenio Beras,, a pagar una in-
demnización a título de daños y perjuicic en provecho del 
perjudicado ascendente a cien pesos oro; Quinto: Que de-
be condenar como en efecto condena al nombrado José Eu-
genio Beras, de generales anotadas, al pago de las costas 
penales y civiles de ambas instancias, distraídas estas úl-
timas en provecho del Abogado de la Parte Civil, Dr. Jor-
ge Martínez Lavandier, quien afirma haberlas ayanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente alega en su memo-
rial de casación los medos que a continuación se expre-
san: 19-- Violación del artículo 76 de la Ley de Policia:-. 
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29— Violación del artículo 141 del Código de Procedi.. 
miento Civil; y 39 Violación del Art. 1382 del Código ci., 
vil; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que en el 
desarrollo de este medio se tiende a demostrar que la sen.. 
tencia impugnada no contiene una exposición sumaria de 
los puntos de hecho y de derecho que le permitan a la 
Suprema Corte de Justicia ejercer su poder de verifica-
ción sobre la aplicación de la ley; 

Considerando que, en la especie el juez a quo ha dado 
por establecido que la Tomás de Beras, C. por A., era la 
dueña de los cerdos que vagaban en la sección de Las 
Cuchillas y que hicieron el daño en las siembras de Wen-
ceslao de Castro, y sobre el fundamento de que el preve-
nido José Eugenio Beras fuera citado como socio "principal 
de la referida entidad agrícola" lo condenó penal y civil-
mente sin haber dado motivos suficientes acerca de la 
participación personal que él tuvo en ese hecho, que era 
lo que procedía determinar en el caso; que, por consiguien-
te, la sentencia impugnada no está legalmente justificada, 
y debe, por ello, ser casada en todos sus aspectos, sin ne-
cesidad de examinar los demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, 
de fecha once de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia; y Segundo: Decla-
ra las costas de oficio. 

(Firmrdos): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mej la.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernes Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sído dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

4 de diciembre de 1953. 

Materia: Penal, 

Recurrente: Angel Ma. Rodriguez y Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo,„Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del 
mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, afícb 
1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cortt 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel Ma-
ría Rodríguez Rodríguez ,dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, natural de Licey al Medio, Santiago, domiciliado y 
residente en la sección de Sabana Rey, común de La Vega, 
portador de la cédula personal de identidad No. 26723, se-
rie 54, cuyo,sello de renovación no figura en el expediente. 
contra sentencia dictada por la 'C.'orte de Apelación de La 

Vega, en fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cin 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se\copia en otro lugar del 

presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

la Secretaría de la Corte a qua a requerimiento del recu-

de lavRisetpaúebiliaccata; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar. 

de declaración del recurso levantada en 

rrente, en fecha catorce de diciembre de mil novecientos 
cincunta y tres, y en la cual no se alega en apoyo del re-
curso ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia. después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 309 y 321 del Código Penal; 
277 y 282 del Código de Procedimiento Criminal; 1 y 65 de 
la Ley 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada constan. 
los siguientes hechos: a) que el Magistrado Juez de Ins-
trucción del Distrito Judicial de La Vega dictó providen-
cia calificativa en fecha once de junio de mil novecien-
tos cincuenta y dos, declarando que existen cargos para 
inculpar a Angel María Rodríguez del criznen de heridas 
que ocasionaron la muerte al nombrado Ramón Antonio, 
Gil, y lo envió al "Tribunal Criminal" para ser juzgado. 
con arreglo a la ley; b) que la Cámara Penal del Juzga—
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
después de varios reenvíos dictó sentencia en fecha dos de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, que dis-
pone esencialmente: "lro. declara a Angel María Rodríguez 
y Rodríguez culpable del crimen de herida que produjo la. 
muerte al nombrado Ramón Antonio Gil, y en consecuen—
cia lo condena a doce (12) arios de trabajos públicos; 2c 
condena al acusado Angel María Rodríguez y Rodríguez al 
pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenick9Angel María Rodríguez, la Corte 
de Apelación de La Vega dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dilsitivo se copia enseguida: "Falla: Prime,- 

'"--""* "7.04001~ 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

4 de diciembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Angel Ma. Rodríguez y Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prl 
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo,,Distrito de Santo Domingo, hoy día quince del 
mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, ario, 
1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cort,,, 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel Ma-
ría Rodríguez Rodríguez ,dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, natural de Licey al Medio, Santiago, domiciliado y 
residente en la sección de Sabana Rey, común de La Vega. 
portador de la cédula personal de identidad No. 26723, se 

rie 54, cuyotsello de renovación no figura en el expediente 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de L,1 
Vega, en fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cin 
cuenta y tres, cuyo dispositivo sáeopia en otro lugar dtH 

presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar. 

de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua a requerimiento del recu.- 
rrente, en fecha catorce de diciembre de rail novecientos 
cincunta y tres, y en la cual no se alega en apoyo del re-
curso ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 309 y 321 del Código Penal; 
277 y 282 del Código de Procedimiento Criminal; 1 y 65 de 
la Ley 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: a) que el Magistrado Juez de Ins-
trucción del Distrito Judicial de La Vega dictó providen-
cia calificativa en fecha once de junio de mil novecien-
tos cincuenta y dos, declarando que existen cargos para 
inculpar a Angel María Rodríguez del crimen de heridas 
que ocasionaron la 'muerte al nombrado Ramón Antonio, 
Gil, y lo envió al "Tribunal Criminal" para ser juzgado- 
con arreglo a la ley; b) que la Cámara Penal del Juzga—

. do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega,. 
después de varios reenvíos dictó sentencia en fecha dos de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y tres, que dis-
pone esencialmente: "lro. declara a Angel María Rodríguez. 
y Rodríguez culpable del crimen de herida que produjo la. 
muerte al nombrado Ramón Antonio Gil, y en consecuen—
cia lo condena a doce (12) arios de trabajos públicos; 2c 
condena al acusado Angel María Rodríguez y Rodríguez a/ 
pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter- 
puesto por el prevenic0Angel María Rodríguez, la Corte 
de Apelación de La Vega dictó la sentencia ahora impug- 

;: nada, cuyo dilsitivo se copia enseguida: "Falla: Prime._- 
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ro: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
zente recurso de apelación; Segundo: Rechaza el medio pro-
puesto por el acusado Angel María Rodríguez, —de gene-
rales conocidas—, de que se acoja en su favor la excusa 

de la provocación de que fuera objeto por parte de la víc-
tima; Tercero: Modifica la sentencia dictada por la Cámara 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Vega, el dos de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, que condenó -..1 procesado y apelante 

Angel María Rodríguez, a sufrir la 9ena de doce arios de 
trabajos públicos, por el crimen de herida que produjo 

la muerte al que respondía al nombre de Ramón Antonio 

Gil: en el sentido de condenar a dicho Angel María Rodrí-
guez, a sufrir la pena de siete arios de trabajos públicos, 

por el crimen antes citado del cual se le reconoce autor 
-responsable; y Cuarto: Condena, además, al preindicado 
Angel María Rodríguez, al pago de las costas de esta ins-

tancia"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente aportadas a los debates ,que dos meses antes de 

•ocurrir el suceso de sangre, el homicida Angel María Ro-

dríguez R., se quejó ante el Alcalde Pedáneo de Sabana 
'Rey de que la víctima Ramón Antonio Gil, le sustrajo de 
su conuco batatas de las que tenía sembradas lo que ori-

ginó que la aludida autoridad pedánea le llamara la aten-

ción a Gil, y que "el veintiuno de abril de mil novecien-

tos cincuenta y tres en la sección de Sabana Rey de la co-
mún de La Vega, mientras Ramón Antonio Gil cortaba pos-

tes en propiedad de José Cosine, propiedad que colinda 

-con la de Rafael Franco Ramos donde trabajaba a título 

de colono el acusado Rodríguez ■ quien había salido a 

inspeccionar sus labores, ambos sujetos, víctima y victi-

mario se encontraron, resultando del e'.c,uentro Ramón 

BOLETIN JUDICIAL 	 471 

Antonio Gil, con una herida incisa penetrante que le sec-
cionó el ángulo derecho del colon (arco del cólon) y el lú-
bulo derecho del hígado, herida que le infirió con un co-
llins, Angel María Rodríguez, y que le ocasionó la muerte 
veinticuatro horas después"; 

Considerando que para descartar la excusa legal de 
la provocación invocada por el acusado la Corte a qua ex-
presa, "que de las declaraciones de los testigos así como 
de los hechos y circunstancias de la causa, no surge prue-
ba alguna de la declaración interesada del repetido acusado 
de que recibió de parte de la víctima antes de herirle dos 
planazos, hecho que no manifestó él ni hizo comprobar 
cuando se entregó a las autoridades de Moca, y que des-
miente además la circunstancia de que el machete de la 
víctima fué encontrado en el lugar del suceso recostada en 
los alambres de la cerca donde aquella cortaba los pos-
tes", y con lo cual sólo hizo una soberana apreciación de 
testimonios, hechos e indicios, que le condujeron a negar 
la existencia de la prueba de aquella circunstancia; que 
al declarar que en 'los hechos comprobados está caracteri-
zado el crimen de heridas voluntarias que ocasionaron la 
muerte a Ramón Antonio Gil e imponer al acusado Angel 
María Rodríguez R., la pena de siete arios de trabajos, hi-
zo una correcta aplicación del artículo 309 del Código Pe-
nal; 

la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca- 
• 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por At9gel María Rodríguez y Rodríguez, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de La 
-Vega, en fechatatro de diciembre de.mil  novecientos cin- 
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ro: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: Rechaza el medio pro-

puesto por el acusado Angel María Rodríguez, —de gene-
rales conocidas—, de que se acoja en su favor la excusa 
de la provocación de que fuera objeto por parte de la víc-
tima; Tercero: Modifica la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

dicial de La Vega, el dos de septiembre de mil novecien-

tos cincuenta y tres, que condenó :I procesado y apelante 

Angel María Rodríguez, a sufrir la 9ena de doce arios de 

trabajos públicos, por el crimen de herida que produjo 

la muerte al que respondía al nombre de Ramón Antonio 

Gil: en el sentido de condenar a dicho Angel María Rodrí-

guez, a sufrir la pena de siete arios de trabajos públicos, 

por el crimen antes citado del cual se le reconoce autor 

-responsable; y Cuarto: Condena, además, al preindicado 

Angel María Rodríguez, al pago de las costas de esta ins-

tancia"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 

mediante la ponderación de las pruela.ás que fueron regu-
larmente aportadas a los debates ,que dos meses antes de 
,ocurrir el suceso de sangre, el homicida Angel María Ro-

dríguez R., se quejó ante el Alcalde Pedáneo de Sabana 

'Rey de que la víctima Ramón Antonio Gil, le sustrajo de 
su conuco batatas de las que tenía sembradas lo que ori-

ginó que la aludida autoridad pedánea le llamara la aten-

ción a Gil, y que "el veintiuno de abril de mil novecien-

tos cincuenta y tres en la sección de Sabana Rey de la co-

tním de La Vega, mientras Ramón Antonio Gil cortaba pos-

tes en propiedad de José Cosine, propiedad que colinda 

-con la de Rafael Franco Ramos donde trabajaba a título 

de colono el acusado Rodríguez ., quien había salido a 

inspeccionar sus labores, ambos sujetos, víctima y victi-

mario se encontraron, resultando del \cuentro Ramón 
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Antonio Gil, con una herida incisa penetrante que le sec-
cionó el ángulo derecho del colon (arco del colon) y el lú-
bulo derecho del hígado, herida que le infirió con un co-
llins, Angel María Rodríguez, y que le ocasionó la muerte 
veinticuatro horas después"; 

Considerando que para descartar la excusa legal de 
la provocación invocada por el acusado la Corte a qua ex-
presa, "que de las declaraciones de los testigos así como 
de los hechos y circunstancias de la causa, no surge prue-
ba alguna de la declaración interesada del repetido acusado 
de que recibió de parte de la víctima antes de herirle dos 
planazos, hecho que no manifestó él ni hizo comprobar 
cuando se entregó a las autoridades de Moca, y que des-
miente además la circunstancia de que el machete de la 
víctima fué encontrado en el lugar del suceso recostada en 
los alambres de la cerca donde aquella cortaba los pos-
tes", y con lo cual sólo hizo una soberana apreciación de 
testimonios, hechos e indicios, que le condujeron a negar 
la existencia de la, prueba de aquella circunstancia; que 
al declarar que en los hechos comprobados está caracteri-
zado el crimen de heridas voluntarias que ocasionaron la 
muerte a Ramón Antonio Gil e imponer al acusado Angel 
María Rodríguez R., la pena de siete arios de trabajos, hi-
zo una correcta aplicación del artículo 309 del Código Pe-
nal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

3 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Al9gel María Rodríguez y Rodríguez, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de La 
-Vega, en fecha/la-ti.° de diciembre de.mil  novecientos cin- 

ria) 

‘,41. 
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cuenta y tres, cuyo dispositivo figura en. otra parte del pre- 
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— costas. 

Miguel Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los General 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri- 

mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 4 
de diciembre de 1.953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Avelino Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amia-
ma y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala' donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día quince 
del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Avelino 
Paulino, dominicano, comerciante, de 50 arios de edad, ca-
sado, natural de Sabana Grande de Palenque, Provincil 
Trujillo, domiciliado en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 7971, serié lra. ,sello 
No. 49031, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Segunda,ámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en 
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cuenta y tres, cuyo dispositivo figura en otra parte del 
pre- 

sente 
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— costas. 

Miguel Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los General 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
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audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1954. 

sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 4 

de diciembre de 1.953. 

Materia: Penal. 

Recur'rente: Avelino Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amia-
ma y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario 
General, en la Sala? donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día quince 
del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Avelino 
Paulino, dominicano, comerciante, de 50 arios de edad, ca-
sado, natural de Sabana Grande de Palenque, Provincia,. 
Trujillo, domiciliado en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 7971, seril lra. ,sello 
No. 49031, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Segunda:pámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en 
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fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo está copiado en °ti lugar del pre-

sente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación redactada en la 

secretaría del Juzgado a quo ,en fecha cuatro de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, en la cual el re-
currente declaró que "interpone recurso de casación por 
no encontrarse conforme con dicha sentencia"; 

La Suprema ^orte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos 11.s artículos 410, párrafos 1 y 2 del Có-
digo Penal, reformado por la Ley No. 2526, de 1950, vi-
gente en el momento del hecho; y 1 y 65 de la Ley No. 
3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) "que en fecha 
tres de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, el 
Comandante de Puesto Fortaleza Ozama, E. N., dirigió al 
Oficial Fiscalizador del Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción de este Distrito Judicial el oficio No. 3188, 
cuyo tenor es el siguiente: "Someto por ante ese DespaclAo 
Judicial, para los fines de ley correspondientes al nom-
brado Avelino Paulino, Cédula No. 7971 primera por ha-
ber sido sorprendido mientras realizaba rifas de las deno-
minadas de aguante. Hecho ocurrido en la calle Vicente 
Noble. Actuó en el caso el Raso Rafael Valdez Mateo. Co. 
Ctel. Gral. del Ejército Nacional. 2.— Se le envía un sobre 
donde se encuentran los efectos propiedad de este señor 
y que figuran como cuerpo del delito"; 2) que apoderado 
legalmente del caso el Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Judicial 6 Santo Domingo, éste 
dictó sentencia en fecha once de noviembre de mil nove- 

cientos cincuenta y tres, y por el dispositivo de la misma; 
condenó a los nombrados Avelino Paulino y Manuel Za-
pata a sufrir un ario de prisión, a pagar mil pesos oro 
de multa, cada uno, que en caso de insolvencia compensa-
rán con un día de prisión por cada peso dejado de Pagar 
y al pago de las costas, por el delito de celebrar rifa de_ 
/guante; y finalmente, ordenó la confiscación de RD$9_27 
4n efectivo y tres centésimos de billetes de la Lotería' 
cional; 3) que en forma legal y tiempo hábil los preveni-
dos interpusieron recurso de apelación, 

Considerando que con motivo de dicha recurso. el Juz—
gado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero': Que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido en cuanto a 
la forma, los recursos de apelación interpuestos por lm 
nombrados Avelino Paulino y Manuel Zapata contra serm-
tencia dictada x..Jr el Juzgado de Paz de la Tercera Cir-t-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
fecha once de noviembre del año en curso, que los con-
denó a sufrir la pena de un ario de prisión correccional, 
cada uno, y al 'pago de una multa de mil pesos 
oro (RD$1,000.00) por el delito de celebrar rifas de 
las denominadas de aguante; Seg,undo: Que debe rechazar,, 
y rechaza, las conclusiones formuladas en audiencia por los 
abogados del recurrente Avelino Paulino, especialmente la 
relativa a que se ordene la verificación de la escritura 
contenida en la lista que figura en el expediente, en ra-
zón de que la aceptación o negativa de Avelino Paulino, 
como autor material.de dicha escritura, en nada influye en 
la infracción puesta a su cargo, pues lo que importa es 
que dicha lista estaba en posesión suya cuándo fué sor-
prendido en la comisión del delito de que se trata; Ter-

cero: Que debe confin/iar, y confirma, en todas sus par-
tes la sentencia recurrida por considerar que el Juez a quo 
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fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo está copiado en ott lugar del pre-
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
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Vista el acta del recurso de casación redactada en la 
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digo Penal, reformado por la Ley No. 2526, de 1950, vi-
gente en el momento del hecho; y 1 y 65 de la Ley No. 
3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) "que en fecha 
tres de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, el 
Comandante de Puesto Fortaleza Ozama, E. N., dirigió al 
Oficial Fiscalizador del Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción de este Distrito Judicial el oficio No. 3188, 
cuyo tenor es el siguiente: "Someto por ante ese Despacho 
Judicial, para los fines de ley correspondientes al nom-
brado Avelino Paulino, Cédula No. 7971 primera por ha-
ber sido sorprendido mientras realizaba rifas de las deno-
minadas de aguante. Hecho ocurrido en la calle Vicente 
Noble. Actuó en el caso el Raso Rafael Valdez Mateo. Co. 
Ctel. Gral. del Ejército Nacional. 2.— Se le envía un sobre 
donde se encuentran los efectos propiedad de este señor 
y que figuran como cuerpo del delito"; 2) que apoderado 
legalmente del caso el Juzgado de Paz de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Judicial d Santo Domingo, éste 

dictó sentencia en fecha once de noviembre de mil nove- 

cientos cincuenta y tres, y por el díspositivo dé la misma; 
condenó a los nombrados Avelino Paulino y Manuel Za-
pata a sufrir un ario de prisión, a pagar mil pesos oro 
de multa, cada uno, que en caso de insolvencia compensa-
rán con un día de prisión por cada peso dejado de pagar 
v al pago de las costas, por el delito de celebrar rifa de, 
3guante; y finalmente, ordenó la confiscación de RD$9.27: 
en efectivo y tres centésimos de billetes de la Lotería' Ma-- 
cional; 3) que en forma legal y tiempo hábil los preveni—
dos interpusieron recurso de apelacióni 

Considerando que con motivo de diclia)recurso 	-- 
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positivo es el siguiente: "Falla: Primero': Que debe decla-
rar, como al efecto declara, regular y válido en cuanto a 
la forma, los recursos de apelación interpuestos por lm 
nombrados Avelino Paulino y Manuel Zapata contra sert-2- 
tencia dictada x..Jr el Juzgado de Paz de la Tercera Ciiw-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, de 
fecha once de noviembre del año en curso, que los con-
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cada uno, y al 'pago de una multa de mil pesos 
oro (RD$1,000.00) por el delito de celebrar rifas de 
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y rechaza, las conclusiones formuladas en audiencia por los 
abogados del recurrente Avelino Paulino, especialmente la 
relativa a que se ordene la verificación de la escritura 

contenida en la lista que figura en el expediente, en ra-
zón de que la aceptación o negativa de Avelino Paulino, 
como autor material.de dicha escritura, en nada influye en 
la infracción puesta a su cargo, pues lo que importa es 
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-- en el presente cas
' o hizo una correcta aplicación de la ley; 

' 'Cuarto: Que debe condenar y condena, a los preindicados 
A.velino Paulino y Manuel Zapata al pago solidario de las 

Considerando que los jueces del fondo dieron por es-' costas de alzada"; 

tablecido que el prevenido A.velino Paulino fué sorpren-
' dido por el raso Rafael Valdez Mateo, E. N., en la calle 

Vicente Noble, mientras vendía números de una rifa, de 
- las denonainadas de aguante y que en su poder le fueron 
ccupados una lista con algunos números y RD$2.00 en efec- 

Considerando que los jueces del fondo están investi-. _tivo; 
'dos de un poder soberano para apreciar la materialidad 
cae los hechos que constituyen la infracción, así como para 
ponderar el resultado de las pruebas regularmente pro-
ducidas en la instrucción de la causa; que, é*".-x. consecuencia, 
el hecho establecido en la sentencia impugnada y que 
constituye el delito de celebrar rifa de las denominadas 
fele "aguante", previsto y sancionado por el artículo 410, 
- reformado, del Código Penal, debe ser tenido corno cons- 

Considerando que, en tales condiciones, al confirmar 

el Tribunal a quo 
la sentencia apelada, que condenó al' 

'tante; 

- nombrado Avelino Paulino por el referido delito a las pe-
nas de un año de prisión correccional .N. mil pesos de mul-
ta, hizo una correcta aplicación del cilicio artículo 410, re- 

Considerando que examinada la sentencia impugnada formado, del Código Penal; 

en los demás aspectos que conciernen al iréerés del recu-
rrente, no contiene ninguna violación de la ley que justi- 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-fique su casación; 

sación interpuesto por A.velino Paulino contra sentencia 
de la Segunda Cámara Penal del .T.Tzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha 

cuatro de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miuel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
1Viorel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, Y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

e 
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-- enel presente caso hizo una correcta aplicación de la ley; 
' 'Cuarto: Que debe condenar y condena, a los preindicados 

Avelino Paulino y Manuel Zapata al pago solidario de las 

Considerando que los jueces del fondo dieron por es-• costas de alzada"; 

tablecido que el prevenido Avelino Paulino fué sorpren-
dido por el raso Rafael Valdez Mateo, E. N., en la calle 
Vicente Noble, raientras vendía números de una rifa, de 
las denominadas de aguante y que en su poder le fueron 
,ocupados una lista con alg-unos números y RD$2.00 en efec- 

'Considerando que los jueces del fondo están investi-.tivo; 
riios de un poder soberano para apreciar la materialidad 
de los hechos que constituyen la infracción, así como para 
ponderar el resultado de las pruebas regularmente pro-
ducidas en la instrucción de la causa; que, ál consecuencia, 
el hecho establecido en la sentencia impugnada y que 
constituye el delito de celebrar rifa de las denominadas 
"de "aguante", previsto y sancionado por el artículo 410, 
- reformado, del Código Penal, debe ser tenido como cons- 

Considerando que, en tales condiciones, al confirmar ' tante; 

el Tribunal a quo 
la sentencia apelada, que condenó al 

-nombrado Avelino Paulino por el referido delito a las pe-
nas de un ario de prisión correccional, mil pesos de mul-
ta, hizo una correcta aplicación del cittdo artículo 410, re- 

formado, del Código Penal; Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que conciernen al hyterés del recu-
rrente, no contiene ninguna violación de la ley que justi-

fique su casación; .,. Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Avelino Paulino contra sentencia 
de la Segunda Cámara Penal del ..T-lzgado de Primera Ins-

tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha 

cuatro de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miuel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Manuel A. Amiama.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

ipeneral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Materia: Civil. 

Recurrentes: Feo. A. Guridy y Altagracia M. Guridy Vda. Brenes.— 
Abogados: Licdos. Vetilio Matos, Marino E. Cáceres y Fer- 

nando A. Chalas V. 

Intimado: Leoncia Solano.— Abogado: Lic. Julián Suardí. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En 
Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Juan 
Tomás Mejía, Primer Sustituto de Presidente en 

funciones 
de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 

Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama 
y 

Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del 
mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, afios 
1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 

de casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis- 

co A. Guridy, mayor de edad, dominicano, negociante, do-
miciliado en Ciudad Trujillo, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 26015, serie lra., sello No. 131 para 

el ario 1953, y 
Altagracia María Gul. idy Vda. Brenes, mayor 

- de edad, dominicana, viuda, de quehaceres domésticos, do- 
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inieiliada en Ciudad Trujillo ,portadora de la cédula per-
sonal de identidad No. 7878, serie lra., sello No. 559 para 
el afío 1953, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
san Pedro de Macorís dictada en sus atribuciones civiles 
en fecha trece de abril de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Vetilio A. Matos, portador de la cédula. 
personal de identidad No. 3972, serie lra., sello No. 5023 
para el ario 1953, abogado del recurrente Francisco A. Gu-- 
ridy, por sí y por los Licdos. Marino E. Cáceres, portador 
de la cédula personal de identidad No. 500, serie lra., se-
llo No. 378 para el ario 1953, y Fernando A. Chalas V., 
portador de la cédula personal de identidad No. 7395, se-
rie lra., sello No. 21028 para el ario 1953, abogados de la 
recurrente Altagracia María Guridy Vda. Brenes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Julián Suardí, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 5300, serie lra., sello No. 331 para 
el ario 1953, abogado de la parte recurrida, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
trece de octubre de mil novecientos cincuenta y tres en 
nombre de los recurrentes por los Licdos. Vetilio A. Ma-
tos, Marino E. Cáceres y Fernando A. Chalas V., en t,1 cual 
se alegan contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en n-rnbre 
de la recurrida por el Lic. Julián Suardí, en fecha dieci-
nueve de noviembre de mil novecientos cincuehta v ,res; 

Visto el escrito de ampliación depositado por los abo-
gados de los recurrento:.) en fecha doce de enero de mil 
ovecientos cincuenta y cuatro; 

- ) 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de San Pedro de Ma-

corís, de fecha 13 de abril de 1951. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Fco. A. Guridy y Altagracia M. Guridy Vda. Brenes.— 
Abogados: Licdos. Vetilio Matos, Marino E. Cáceres y Fer- 

nando A. Chalas V. 

Intimado: 
Leoncia Solano.— Abogado: Lic. Julián Suardí. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente .5onstituída por los Jueces licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto de Presidente .en 
funciones de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Manuel A. Amiama y 
Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretaro Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día diecisiete del 
mes de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, arios 
1119 de la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de 
la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 

de casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-

co A. Guridx, mayor de edad, dominicano, negociante, do-
miciliado en Ciudad Trujillo, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 26015, serie lra., sello No. 131 para 

el ario 1953, y Altagracia María GuYidy Vda. Brenes, 
n-layor 

de edad, dominicana, viuda, de quehaceres domésticos, do- 

14‘ 

BOLETÍN JÚDICIAL 	 479 

iniciliada en Ciudad Trujillo ,portadora de la cédula per-
sonal de identidad No. 7878, serie Ira., sello No. 559 para 
el ario 1953, contra sentencia de la Corte de 1.pelación de 
san Pedro de Macorís dictada en sus atribuciones civiles 
en fecha trece de abril de mil novecientos cincuenta y 
uno, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Vetilio A. Matos, portador de la cédula. 
personal de identidad No. 3972, serie 1ra., sello No. 5023 
para el ario 1953, abogado del recurrente Francisco A. Gu—
ridy, por sí y por los Licdos. Marino E. Cáceres, portador 
de la cédula personal de identidad No. 500, serie lra., se-
llo No. 378 para el ario 1953, y Fernando A. Chalas V., 
portador de la cédula personal de identidad No. 7395, se-
rie lra., sello No. 21028 para el ario 1953, abogados de la 
recurrente Altagracia María Guridy Vda. Brenes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Julián Suardí, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 5300, serie lra., sello No. 331 para 
el ario 1953, abogado de la parte recurrida, en la lectura 
pie sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
trece de octubre de mil novecientos cincuenta y tre.s en 
nombre de los recurrentes por los Licdos. Vetilio A. Ma-
tos, Marino E. Cáceres y Fernando A. Chalas V., en (,1 cual 
se alegan contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa depositado en rwmbre 
de la recurrida por el Lic. Julián Suardí, en fecha dieci-
nueve de noviembre de mil novecientos cincuehta y ,res; 

9 

Visto el escrito de ampliación depositado por 	abo- 
gados de los recurrentEx? en fecha doce de enero de mil 
novecientos cincuenta y cuatro; 
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Visto el escrito de ampliación depositado por el abo-
gado de la recurrida en fecha veintisiete de enero de mil 

novecientos cincuenta y cuatro; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado, y vistos los artículos 42 de la Constitución de la 
República; 1316 y 1341 del Código Civil; 141, 253 y 254 
del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 

3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta: 
que en fecha doce de septiembre de mil novecientos cua- 

renta y seis de la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do- 
mingo dictó una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"Falla: lro. Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por 
improcedente y mal fundada, la demanda en declaración 
de paternida .1 de que se trata, intentada por Leo:icia So- 
lano, actuando en su calidad de tutora de su hijo menor 
de edad Jacinto Solano, por acto de fecha diez del mes 
de junio del presente año mil novecientos cuarentiséis, 
knstrumentado y notificado por el ministerial Narciso Alon-
zo hijo, Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Jus-
ticia, contra Francisco A. Guridy, ,Iltagracia María Guri-
dy de Brenes y Arsenio Guridy Tejeda; 2do. Que debe con-
denar, como al efecto condena, a Leoncia Solano, en su 
dicha calidad, parte demandante que sucumbe, al pago de 
todas las costas causadas y por causarse en la presente 
instancia; y 3ro. Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
que esas costas sean distraídas en provecho de los licen-
ciados Vetilio A. Matos, Fernando A. Chalas V., y Wences-
lao Troncoso Sánchez, quienes afirman liaberlas avanzado"; 

Considevando que en fecha veinte de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y seis, Leoncka Solano, en su ca-
lidad de tutora legal de su hijo kcinto Solano interpuso 
recurso de apelación contra esa sentencia y en fecha veinti- 
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nueve de abril de mil novecientos cuarentiséis la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo decidió el caso por sen-
tencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Que 
debe suspender, como al efecto suspende, su decisión sobre 
el fondo, hasta cuando se realice la medida de instrucción 
que se ordena por esta sentencia o no haya lugar legalmen-
te a la verificación de la misma; Segundo: Que debe or-
denar, como al efecto ordena, que la apelante Leoncia So-
lano pruebe por testigos los hechos siguientes: a) que el 
acto de nacimiento del veinte de agosto de mil novecien-
tos cuarentiuno, instrurnentado por el oficial del estado ci-
vil de la segunda circunscripción del Distrito de Santo 
Domingo, Enrique Gautier Aristizábal, contiene un error 
relativo a la fecha del nacimiento del niño Jacinto So-
lano; b) que el acta de reconocimiento del niño Jacinto 
Solano de fecha cuatro de octubre de mil novecientos 
cuarenta y tres, instrumentada por el antes mencionado ofi-
cial del estado civil, también contiene el mismo error; c) 
que el niño Jacinto Solano nació el día cuatro de julio 
de mil novecientos tuarentiuno, y no el cuatro de junio de 
mil novecientos cuarenta; d) que el niño Jacinto Solano 
es hijo de Abelardo Guridy, quien por un espacio de tiem-
po mayor de doce arios vivió maritalmente con su madre 
Leoncia Solano; e) que los intimados en el presente recur-
so trataron de imponerle a Jacinto Solano una transacción, 
procurando que renunciara a todos sus derechos, y f) que 
fueron los mismos intimados quienes gestionaron cerca del 
entonces Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, Lic. José A. Turull Ricart, el nombramiento de 
los tres abogados que debían opinar sobre IR proyectada 
transacción; Tercero: Qil'e debe reservar, como al efecto 
reserva, a los demandacl,sis Francisco A. Guridy, Altagracia 
:11áría Guridy de Brenés y Arsenio Guridy, la prueba con-
trairia de los hechos anteriormente articulados, prueba que 
podrá admir karse también por testigos; Cuarto: Que 

•) 
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Visto el escrito de ampliación depositado por el abo-
gado de la recurrida en fecha veintisiete de enero de mil 

novecientos cincuenta y cuatro; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado, y vistos los artículos 42 de la Constitución de la 
República; 1316 y 1341 del Código Civil; 141, 253 y 254 
del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 

3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada consta: 
que en fecha doce de septiembre de mil novecientos cua- 
renta y seis de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo dictó una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"Falla: lro. Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por 
improcedente y mal fundada, la demanda en declaración 
de paternida .I de que se trata, intentada por Leo:icia So-
lano, actuando en su calidad de tutora de su hijo menor 
de edad Jacinto Solano, por acto de fecha diez del mes 
de junio del presente ario mil novecientos cuarentiséis, 
tnstrumentado y notificado por el ministerial Narciso Alon-
zo hijo, Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Jus-
ticia, contra Francisco A. Guridy, Mtagracia María Guri-. 
dy de Brenes y Arsenio Guridy Tejeda; 2do. Que debe con-
denar, como al efecto condena, a Leoncia Solano, en su 
dicha calidad, parte demandante que sucumbe, al pago de 
todas las costas causadas y por causarse en la presente 
instancia; y 3ro. Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
que esas costas sean distraídas en provecho de los licen-
ciados Vetilio A. Matos, Fernando A. Chalas V., y Wences-
lao Troncoso Sánchez, quienes afirman liaberlas avanzado";. 

Considevando que en fecha veinte de noviembre de 
mil novecientos cuarenta y seis, Leoncka Solano, en su ca- 
lidad de tutora legal de su hijo JrIcinto Solano interpuso ‘‘, 
recurso de apelación contra esa sentencia y en fecha veinti- 
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nueve de abril de mil novecientos cuarentiséis la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo decidió el caso por sen-
tencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Que 
debe suspender, como al efecto suspende, su decisión sobre 
el fondo, hasta cuando se realice la medida de instrucción 
que se ordena por esta sentencia o no haya lugar legalmen-
te a la verificación de la misma; Segundo: Que debe or-
denar, como al efecto ordena, que la apelante Leoncia So-
lano pruebe por testigos los hechos siguientes: a) que el 
acto de nacimiento del veinte de agosto de mil novecien-
tos cuarentiuno, instrurnentado por el oficial del estado ci-
vil de la segunda circunscripción del Distrito de Santo 
Domingo, Enrique Gautier Aristizábal, contiene un error 
relativo a la fecha del nacimiento del niño Jacinto So-
lano; b) que el acta de reconocimiento del niño Jacinto 
Solano de fecha cuatro de octubre de mil novecientos 
cuarenta y tres, instrumentada por el antes mencionado ofi-
cial del estado civil, también contiene el mismo error; c) 
que el niño Jacinto Solano nació el día cuatro de julio 
de mil novecientos tuarentiuno, y no el cuatro de junio de 
mil novecientos cuarenta; d) que el niño Jacinto Solano 
es hijo de Abelardo Guridy, quien por un espacio de tiem-
po mayor de doce arios vivió maritalmente con su madre 
Leoncia Solano; e) que los intimados en el presente recur-
so trataron de imponerle a Jacinto Solano una transacción, 
procurando que renunciara a todos sus derechos, y f) que 
fueron los mismos intimados quienes gestionaron cerca del 
entonces Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, Lic. José A. Turull Ricart, el nombramiento de 
los tres abogados que debían opinar sobre la proyectada 
transacción; Tercero: Qi2e debe reservar, como al efecto 
reserva, a los demandacir Francisco A. Guridy, Altagracia 
:garía Guridy de Brenés y Arsenio Guridy, la prueba con- \ 
traria de los hechos anteriormente articulados, prueba que 
podrá admiri-' l-arse también por testigos; Cuarto: Que 
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debe 
comisionar, como al efecto comisiona, al Magistra-

do Lic. Manuel de Js. Rodríguez Volta, Juez de esta 
Cor-

te 
de Apelación para que proceda, previo cumplimiento de 

las formalidades legales, a la audición de los testigos del 
informativo y contra-informativo que las partes se pro-
pangan hacer oír; Quinto: Que debe reservar, como al efec-
to reserva, su decisión sobre las costas, para decidir res-

pecto de ellas conjuntamente con el fondo"; 
Considerando que contra la anterior sentencia ecu-

rrieron en casación Francisco A. Guridy, Altagracia María 
Brenes y su esposo el Lic. Rafael Andrés Brenes P. y con 

tal 
motivo la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 

veinticinco de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho 
una sentencia del tenor siguiente en su dispositivo: "Pri-
mero: Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en fecha veintinueve de abril de mil 
novecientos cuarenta y siete, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar del presente fallo; envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Condena a la parte intimada al pago tle las costas, distra-
yéndólas en favor de los Licenciados Vetilio A. Matos, 
Wenceslao Troncoso Sánchez y Fernando A. Chalas V., 

quienes afirman haberlas avanzado"; 
Considerando que con motivo del envío indicado la 

Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha, veintinueve 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve dictó una. 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; Segundo: Declara que la aplicación de la Ley 
No. 985 del 31 de agosto del ario 1945 a los hijos naturales 
nacidos y no reconocidos antes de su promulgación, no es 
contraria a la regla constitucional de la no retroactividad 

de las leyes; Tercero: Rechaza, pcfq; improcedente, el infor-

mativo solicitado por la intimante, señora Leoncia Sola-
no; Cuarto': Declara inadmisible, por tardíNla demanda en 

declaración de paternidad intentada en fecha diez (10) de 
junio del ario mil novecientos cuarenta y seis (1946) por 
la señora Leoncia Solano, actuando como tutora de su hi-
jo menor Jacinto Solano, contra los herederos del finado 
Abelardo Guridy, y, en consecuencia, confirma, por los 
motivos expuestos, la sentencia contra la cual se af ela, 
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
'lado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en fecha doce (12) de septiembre del ario mil 
novecientos cuarenta y seis (1946); y Quinto: Condena a 
Leoncia Solano, parte intimante que sucumbe, al pago 
de las costas del presente recurso, distrayéndolas en pro-
vecho de los Licenciados Vetilio A. Matos, Marino E. Cá-
ceres y Fernando A. Chalas V., por afirmar haberlas avan-
zado"; 

Considerando que con motivo del recurso de casación 
contra esa sentencia, intentado por Leoncia Solano, la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha treinta de agosto de mil 
novecientos cincuenta, dictó una sentenciac on el siguien-
te dispositivo: "Prii'nero: Casa la sentencia de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal de fecha veintitrés de mayo 
de mil novecientos cuarentinueve, cuyo dispositivo ha sido 
copiado ya, y envía el asunto a la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, y Segundo: Condena a los intima-
dos al pago de las costas, con distracción en favor del Lic. 
Julián Suardí, abogado de la intimante, que afirma ha-
berlas avanzado"; 

Considerando que con motivo de ese envío, la Corte 
de Apelación de San. Pedro de Macorís, digtó en fecha 
trece de abril de mil novocientos cincuenta y uno una sen-
tencia, que es la ahora impugnada, con el dispositivo 'si-
guiente: "Falla: Primei'l Revoca, por improcedente e in-
fundada, la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil 
y Comercial d 1 Juzgado de Primera Instancia del Dis- 

> 
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debe comisionar, como al efecto comisiona, al Magistra-
do Lic. Manuel de Js. Rodríguez Volta, Juez de esta Cor-
te de Apelación para que proceda, previo cumplimiento de 
las formalidades legales, a la audición de los testigos del 
informativo y contra-informativo que las partes se pro-
pangan hacer oír; Quinto: Que debe reservar, como al efec-
to reserva, su decisión sobre las costas, para decidir res-

pecto de ellas conjuntamente con el fondo"; 
Considerando que contra la anterior sentencia recu- 

rrieron en casación Francisco A. Guridy, Altagracia María 
Brenes y su esposo el Lic. Rafael Andrés Brenes P. y con 
tal motivo la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 
veinticinco de octubre de mil novecientos cuarenta y ocho 
una sentencia del tenor siguiente en su dispositivo: "Pri-
mero: Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en fecha veintinueve de abril de mil 
novecientos cuarenta y siete, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar del presente fallo; envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Condena a la parte intimada al pago ele las costas, distra-
yénalas en favor de los Licenciados Vetilio A. Matos, 
Wenceslao Troncoso Sánchez y Fernando A. Chalas V., 

quienes afirman haberlas avanzado"; 
Considerando q'ue con motivo del envío indicado la 

Corte de Apelación de San Cristóbal, en fech‘veintinuev? 
de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve dictó uni 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular, en cuanto a la forma, el presente recurso 
de apelación; Segundo: Declara que la aplicación de la Ley 
No. 985 del 31 de agosto del ario 1945 a los hijos naturales 
nacidos y no reconocidos antes de su promulgación, no es 
contraria a la regla constitucional de la no retroactividad 
dc las leyes; Tercero: Rechaza, pcfi'' improcedente, el infor-
mativo solicitado por la intimante, señora Leoncia Sola-
ne; Cuarto': Declara inadrnisible, por tardía‘la demanda en 

declaración de paternidad intentada en fecha diez (10) de 
junio del ario mil novecientos cuarenta y seis (1946) por 
la señora Leoncia Solano, actuando como tutora de su hi-
jo menor Jacinto Solano, contra los herederos del finado 
•Abelardo Guridy, y, en consecuencia, confirma, por los 
motivos expuestos, la sentencia contra la cual se af ela, 
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en fecha doce (12) de septiembre del ario mil 
novecientos cuarenta y seis (1946); y Quinto: Condena a 
Leoncia Solano, parte intimante que sucumbe, al pago 
de las costas del presente recurso, distrayéndolas en pro-
vecho de los Licenciados Vetilio A. Matos, Marino E. Cá-
ceres y Fernando A. Chalas V., por afirmar haberlas avan-
zado"; 

Considerando que con motivo del recurso de casación 
contra esa sentencia, intentado por Leoncia Solano, la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha treinta de agosto de mil 
novecientos cincuenta, dictó una sentenciac on el siguien-
te dispositivo: "Prdnero: Casa la sentencia de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal de fecha veintitrés de mayo 
de mil novecientos cuarentinueve, cuyo dispositivo ha sido 
copiado ya, y envía el asunto a la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís, y Segundo: Condena a los intima-
dos al pago de las costas, con distracción en favor del Lic. 
Julián Suardí, abogado de la intimante, que afirma ha-
berlas avanzado"; 

Considerando que con motivo de ese envío, la Corte 
de Apelación de San. Pedro de Macorís, digtó en fecha 
trece de abril de mil novocientos cincuenta y uno una sen-
tencia, que es la ahora impugnada, con el dispositivo 'si-
guiente: "Falla: Primeij: Revoca, por improcedente e in-
fundada, la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil 
Y Comercial d Juzgado de Primera Instancia del Dis- 

> 
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trito Judicial de Santo Domingo, de fecha doce 
de sep-

tiembre del ario mil novecientos cuarenta y seis, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otra parte de este fallo; Se-
gundo: Declara que la aplicación de la Ley No. 985 del 
treintiuno de agosto del ario mil novecientos cuarenticinco, 
a los hijos naturales nacidos y no reconocidos ani-Ps de 
su promulgación, no es contraria la regla constitucional 
de la no retroactividad de las leyes; Tercero: Aplaza la de-
cisión sobre el fondo, hasta cuando se realice la medida 
de instrucción que se ordena por esta sentencia, o las que 
pueden ordenarse en el curso de la litis, o la que se re-

fiere a la caducidad propuesta por los intimados
-, respecto 

de la acción en declaración de paternidad del menor Ja- 
cinto Solano; Cuarto: Ordena que la intimante, señora 
Leoncia Solano pruebe por medio de un informativo tes- 
timonial los hechos siguientes: a) que los demandados, 
Sucesores legítimos de Abelardo Guridy, trataron de im- 
poner a la tutora del menor Jacinto Solano, unatrarr.sac- 
ción que tenía como único propósito obtener una declara- 
ción de que dicho menor carecía de dellechos contra la Su- 
cesión de Abelardo Guridy; b) que para obtener esa de- 
claración dirigieron habilidosamente la formación de un 
consejo de familia ante la Alcaldía de la Primera Circuns; 

cripción de Ciudad Trujillo, le nombraron un abogado 
a 

Leoncia Solano, al Lic. Manuel A. Salazar, que ellos pÉ - 
garon; que a ese Consejo de Familia llevaron preparada una 
minuta y en ella hacían ronstar la edad de cada uno de los 

5 hijos de Leoncia Solano en la que figuraba Jacinto Sola- 
no con siete arios de edad; que de esto protestó Leoncia 
Solano, alegando que Jacinto sóiio tenía cuatro arios, dan- 

do ello lugar a que los dirigentes Guridy prefirieran que 

no se hiciera constar la edad de Ite niño; que fueron los 
intimados Guridy los que diligenciaron por ante el Fiscal 
Turull Ricart el nombramiento de tres abyados que ellos 

pagaron, para que asesoraran ese Consejo de Familia a fi-
nes de transacción; que fué con motivo de las protestas de 
Leoncia Solano contra la presión ejercida por los Guridy 
en ese acto, por lo que no se realizó la transacción propues- 
a por los Guridy; a) que el niño Jacinto Solano nació el 

cuatro de Julio del ario mil novecientos cuarentiuno, y no 
en la fecha señalada por error en el ,acta de nacimiento 
inscrita en los registros del Estado Civil correspondiente, 
mencionada también en el acto de recoziocimiento del cua-
tro de octubre de mil novecientos cuarentitrés,‘ como da-
to que no puede excluir la posibilidad de un error; Quin-
to: Reserva a los intimados señores Francisco A. Guridy 
y Altagracia María Guridy Viuda Brenes, la prueba con-
traria de los hechos precedentemente articulados, prueba 
que podrá administrarse también por testigos; Sexto: Co-
misiona al Magistrado Juez de esta Corte de Apelación, 
Dr. Ramón Díaz Ordóñez, para que proceda, previo cum-
plimiento de las formalidades legales, a la audición de los 
testigos del informativo y contra-informativo que las par-
tes se propongan hacer oír; Séptimo: Da constancia a la 
intimante Leoncia olano de la reserva de esta Corte, res-
pecto de la facultad de ordenar la prueba, por testigos de 
que el menor Jacinto Solano es hijo de Abelardo Guridy, 
para el caso de que los hechos antes articulados en el 
ordinal cuarto del presente fallo, sean previamente esta-
blecidos; y Octavo: Reserva las costas"; 

Considerando que contra la citada sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, los recurren-
tes, representados por sus abogados ya citados antes, ale-
gan los siguientes medios: "lro. Violación del artículo 42, 
de la Constitución de la República; 2do. Falta de base legal 
y de motivos; 3ro. ViolaCión y mala aplicación de los ar-
tículos 1316 y 1341 del -pódigo Civil y 253 del Código de 
Procedimiento Civil; Falta de motivos de hecho; 4to. Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 

t 
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trito Judicial de Santo Domingo, de fecha doce de sep-
tiembre del ario mil noNi-ecientos cuarenta y seis, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otra parte de este fallo; Se-
gundo: Declara que la aplicación de la Ley No. 985 del 
treintiuno de agosto del ario mil novecientos cuarenticinco, 
a los hijos naturales nacidos y no reconocidos antes de 
su promulgación, no es contraria la regla constitucional 
de la no retroactividad de las leyes; Tercero: Aplaza la de-
cisión sobre el fondo, hasta cuando se realice la medida 
de instrucción que se ordena por esta sentencia, o las que 
pueden ordenarse en el curso cle la litis, o la que se re-

fiere a la caducidad propuesta por los intimados
-, respecto 

de la acción en declaración de paternidad del menor Ja-
cinto Solano; Cuarto: Ordena que la intimante, señora . 
Leoncia Solano pruebe por medio de un informativo tes-
timonial los hechos siguientes: a) que los demandados, 
Sucesores legítimos de Abelardo Guridy, trataron de im-
poner a la tutora del menor Jacinto Solano, una'strawac-
ción que tenía como único propósito obtener una declara-
ción de que dicho menor carecía de dePechos contra la Su- 
cesión de Abelardo Guridy; b) que para obtener esa de- 
claración dirigieron habilidosamente la formación de un 
consejo de familia ante la Alcaldía de la Primera Circuns 
cripción de Ciudad Trujillo, le nombraron un abogado a 
Leoncia Solano, al Lic. Manuel A. Salazar, que ellos pE - 
garon; que a ese Consejo de Familia llevaron preparada una 
minuta y en ella hacían ronstar la edad de cada uno de los 

1 hijos de Leoncia Solano en la que figuraba Jacinto Sola- 
no con siete años de edad; que de esto protestó Leoncia 
Solano, alegando que Jacinto sóito tenía cuatro arios, dan- 

do ello lugar a que los dirigentes Guridy prefirieran que 

no se hiciera constar la edad de hte niño; que fueron los 

intimados Guridy los que diligenciaron por ante el Fiscal 
Turull Ricart el nombramiento de tres abilados que ellos 

pagaron, para que asesoraran ese Consejo de Familia a fi-
nes de transacción; que fué con motivo de las protestas de 
Leoncia Solano contra la presión ejercida por los Guridy 
en ese acto, por lo que no se realizó la transacción propues-
ta por los Guridy; a) que el niño Jacinto Solano nació el 
cuatro de Julio del año mil novecientos cuarentiuno, y no 
en la fecha señalada por error en el .acta de nacimiento 
inscrita en los registros del Estado Civil correspondiente, 
mencionada también en el acto de recoriocimiento del cua- 
tro de octubre de mil novecientos cuarentitrés,\ como da- 
to que no puede excluir la posibilidad de un error; Quin-
to: Reserva a los intimados señores Francisco A. Guridy 
y Altagracia María Guridy Viuda Brenes, la prueba con-
traria de los hechos precedentemente articulados, prueba 
que podrá administrarse también por testigos; Sexto: Co-
misiona al Magistrado Juez de esta Corte de Apelación, 
Dr. Ramón Díaz Ordóñez, para que proceda, previo cum-
plimiento de las formalidades legales, a la audición de los 
testigos del informá„tivo y contra-informativo que las par-
tes se propongan hacer oír; Séptimo: Da constancia a la 
intimante Leoncia •zil.ano de la reserva de esta Corte, res-
pecto de la facultad de ordenar la prueba, por testigos de 
que el menor Jacinto Solano es hijo de Abelardo Guridy, 
para el caso de que los hechos antes articulados en el 
ordinal cuarto del presente fallo, sean previamente esta-
blecidos; y Octavo: Reserva las costas"; 

Considerando que contra la citada sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, los recurren-
tes, representados por sus abogados ya citados antes, ale-
gan los siguientes medios: "lro. Violación del artículo 42. 
de la Constitución de la República; 2do. Falta &e base legal 
y de motivos; 3ro. ViolaCión y mala aplicación de los ar-
tículos 1316 y 1341 del -Vódigo Civil y 253 del Código de 
Procedimiento Civil; Falta de motivos de hecho; 4to. Vio-

ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
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• y 5to. Desnaturalización de los hechos y violación del de- 
recho de defensa; Violación de las reglas de la prueba"; 

Considerando que por el primer medio, se alega que, 
al declarar aplicable en el caso sometido a su decisión por 

• la recurrida, la Ley No. 985 del treintiuno de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cinco, sobré Filiación Natural, la 
Corte a qua violó el artículo 42 de la Constitución de la 
República que establece la irretroactividad de las leyes, 
toda vez que el menor Jacinto Solano, en favor de cuyo 
reconocimiento judicial fué intentada la demanda que dió 
.origen a este caso, nació antes de la promulgación de la 
referida Ley, por lo cual las normas de ésta no pueden fa-
vorecerlo sin que con ello se viole el ya dicho principio de 

irretroactiN:idad; 
Considerando, empero, que lo que trató de obtener de 

la justicia la recurrida fué la regularización, de acuerdo 
con la indicada Ley, de un status natural que, aunque 
iniciado antes de la vigencia de esa Ley, continuó exis-
tiendo después de la misma, y que por tanto, lejos de cons-
tituir la aplicación de la Ley- en estos tcasos un efecto re-
troactivo, constituye una aplicación instantánea a una si-
tuación que respecto de ella, cronológicamente, representa-
ba una situación posterior; que es de principio en la in-
terprE.s.tación de la aplicación de las leyes en el tiempo 
que, salvo prohibiciones o reservas expresas que no exis-
ten en esta especie, las leyes nuevas se aplican inmediata-
mente y rigen aún las situaciones establecidas o las rela-
ciones jurídicas formadas desde antes de su promulgación, 
pero que subsiguen a ésta; que la única excepción a ese 
:principio de aplicación en el tiempo de las leyes nuevas 
-sólo ocurre 'cuando el intento de aplicación tropieza con 
<el obstáculo de derechos adquiridos; que en los casos de 
bijos nacidos antes de la promul4: ción de la Ley No. 985 
no existe ese obstáculo, pues ni el padre ni los herederos 
pueden tener en estos casos un derecho adquirido ()poni- 

\  

ble al hijo natural cuyo reconocimiento se procure en jus- 
ticia, ya que, en el caso del padre, no puede ser un dere- 
cho adquirido para este la no declarabilidad de su pater-
nidad en favor del hijo natural si se prueba la realidad 
del vínculo de sangre correspondiente; y en el caso de los 
herederos su situación respecto al de cujus tampoco pue-
de constituir un derecho adquirido, puesto que su víncu-
lo es, en su fundamento natural, de la misma fuerza que 
el del hijo natural, dependiendo la igual eficacia jurídica 
del vínculo únicamente del reconocimiento, como lo entien-
de el propio legislador al permitir las demandas de reco-
nocimiento contra los herederos, fallecido el padre; que 
calificar una situación tal como un derecho, adquirido 
constítuye una confusión acerca de ló que es realmeme 
éste, que no puede ser otro que aquel que reúna los atri-
butos de una prerrogativa concreta, definida y absoluta 
conferida por la ley; que el examen de los documentos críe 
acompañaron el sometimiento al Congreso Nacional del 
proyecto que dió lugar a la Ley No. 985 demuestra que 
la intención de quienes lo concibieron fué la de que se 
aplicara, con prudehte plazo de prescripción, a los hijos 
nacidos antes de su promulgación, intención que no tenía 
que 'reducirse por un texto en la Ley, como habría sido de 
rigor en el caso de que la intención hubiera sido la opues-
ta; que ha sido siempre de principio, indiscutido en nuestra 
jurisprudencia y doctrina, que el reconocimiento de la pa-
ternidad voluntario, por ser un acto declarativo y no atri-
butivo, opera desde el momento del nacimiento del hijo o 
hijos de que se trate, sea cual sea el momento en que el 
reconocimiento voluntario se produce, constituyendo un 
efecto peculiar e inevitable resultante de la naturaleza 
de los vínculos que deterihinan el estado de las personas; 
que tal efecto es inevitaye tanto en los casos de reconoci-
miento paterno voluntario como en el judicial, puesto que 
ambos tienen como punto de apoyo en la realidad un hecho 
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y 5to. Desnaturalización de los hechos y violación del de- 
recho de defensa; Violación de las reglas de la prueba"; 

Considerando que por el primer medio, se alega que, 
al declarar aplicable en el caso sometido a su decisión por 
la recurrida, la Ley No. 985 del treintiuno de agosto de mil 
novecientos cuarenta y cinco, sobre Filiación Natural, la 
Corte a qua violó el artículo 42 de la Constitución de la 
República que establece la irretroactividad de las leyes, 
toda vez que el menor Jacinto Solano, en favor de cuyo 
reconocimiento judicial fué intentada la demanda que dió 
,origen a este caso, nació antes de la promulgación de la 
referida Ley, por lo cual las normas de ésta no pueden fa- 
vorecerlo sin que con ello se viole el ya dicho principio de 

irretroactividad; 
Considerando, empero, que lo que trató de obtener de 

la justicia la recurrida fué la regularización, de acuerdo 
con la indicada Ley, de un status natural que, aunque 
iniciado antes de la vigencia de esa Ley, continuó exis-
tiendo después de la misma, y que por tanto, lejos de cons-
tituir la aplicación de la Ley en estos tcasos un efecto re-
troactivo, constituye una aplicación instantánea a una si-
tuación que respecto de ella, cronológicamente, representa-
ba una situación posterior; que es de principio en la in-
terpre.tación de la aplicación de las leyes en el tiempo 
que, salvo prohibiciones o reservas expresas que no exis-
ten eo esta especie, las leyes nuevas se aplican inmediata-
iner te y rigen aún las situaciones establecidas o las rela-
ciones jurídicas formadas desde antes de su promulgación, 
pero que subsiguen a ésta; que la única excepción a ese 
prinripio de aplicación en el tiempo de las leyes nuevas 
sólo ocurre 'cuando el intento de aplicación tropieza con 
el obstáculo de derechos adquiridos; que en los casos de 
hijos nacidos antes de la promulá: ción de la Ley No. 985 
no existe ese obstáculo, pues ni el padre ni los herederos 
pueden tener en estos casos un derecho adquirido oponi- 

‘  
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ble al hijo natural cuyo reconocimiento se procure en jus-
ticia, ya que, en el caso del padre, no puede ser un dere-
cho adquirido para este la no declarabilidad de su pater-
nidad en favor del hijo natural si se prueba la realidad 
del vínculo de sangre correspondiente; y en el caso de los 
herederos su situación respecto al de cujus tampoco pue-
de constituir un derecho adquirido, puesto que su víncu-
lo es, en su fundamento natural, de la misma fuerza que 
el del hijo natural, dependiendo la igual eficacia jurídica 
del vínculo únicamente del reconocimiento, como lo entien-
de el propio legislador al permitir las demandas de reco-
nocimiento contra los herederos, fallecido el padre; que 
calificar una situación tal como un derecho, adquirido 
constituye una confusión acerca de lo que es realmeme 
éste, que no puede ser otro que aquel que reúna los atri-
butos de una prerrogativa concreta, definida y absoluta 
conferida por la ley; que el examen de los documentos que 
acompañaron el sometimiento al Congreso Nacional del 
proyecto que dió lugar a la Ley No. 985 demuestra que 
la intención de quienes lo concibieron fué la de que se 
aplicara, con prudehte plazo de prescripción, a los hijos 
nacidos antes de su promulgación, intención que no tenía 
que traducirse por un texto en la Ley, como habría sido de 
rigor en el caso de que la intención hubiera sido la opues-
ta; que ha sido siempre de principio, indiscutido en nuestra 
jurisprudencia y doctrina, que el reconocimiento de la pa-
ternidad voluntario, por ser un acto declarativo y no atri-
butivo, opera desde el momento del nacimiento del hijo o 
hijos de que se trate, sea cual sea el momento en que el 
reconocimiento voluntario se produce, constituyendo un 
efecto peculiar e inevitable resultante de la naturaleza 
de los vínculos que deteribinan el estado de las personas; 
que tal efecto es inevitalye tanto en los casos de reconoci-
miento paterno voluntario como en el judicial, puesto que 
ambos tienen como punto de apoyo en la realidad un hecho 
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natural de la misma índole; que estando dentro del mis-
mo orden de propósitos del legislador, en la Ley No. 985, 
el reconocimiento paterno voluntario y el judicial, y no 
pudiéndose, sin caer en el absurdo, sostener que el prime-
ro sólo puede hacerse por los padres respecto de los hijos 
nacidos después de la promulgación de la Ley (situando 
la cuestión en la hipótesis de que antes de la Ley No. 985 
no hubiera existido la institución del reconocimiento), tam-
poco puede sostenerse que el reconocimiento judicial de 
la paternidad sólo puede intentarse en provecho de los hi-
jos que estén en esa misma situación, esto es, nacidos des-

pués de la promulgación de la Ley; que el hecho mismo 
de haber establecido un plazo de cinco arios para el ejer-
cicio de la acción en reconocimiento judicial indica que el 
\legislador entendió que dicho procedimiento podía aprove-
char a los hijos nacidos antes de la promulgación de la Ley 
y entendiéndolo así quiso cortar, con el establecimiento de 
ese plazo, demandas fundadas en nacimientos ocurridos a 
excesiva distancia de tiempo con anterioridad a la promul- 
gación de la Ley; que, en lo concerniente a la parte final 
de los alegatos de los recurrente5 en `su primer medio, o 
sea el de que, de aplicarse la Ley No. 985 a los hijos na- 
cidos antes de su promulgación en materia de reconoci- 
miento judicial, se emplearía un medio de prueba de la 
paternidad que no estaba permitido por las leyes antes de 
la promulgación de la Ley 985, contrariándose así los prin- 
cipios que rigen en esta materia de pruebas, dicho alegato 
carece de valor y se funda en una tergiversación de con- 
ceptos, ya que si es cierto que el titular de un derecho 
no puede ser privado, por una ley posterior, de los me- 
dios de prucla que le permitía la ley vigente en el mo- 
mento de la constitución o adqtasición del derecho, en el 

caso resuelto por la Corte a qua cp se trata de la prueba 

de un derecho del cual fueran titulares Abelardo Guridy 
o los herederos de éste, ni Jacinto Solano, sino de la prue- 

sk, 

ba de un hecho que, de comprobarse, determinaría una 
ssituación de derecho que no lesionaría derechos adquiri-
dos que no existen, según ya se ha expuesto, si en favor del 
padre ni de los herederos; que por todo lo dicho la aplica-
ción de la Ley No. 985 en estos casos no puede calificarse 
de retroactiva en su efecto declarativo de derecho; que 
todas las consideraciones anteriores conservan su fuerza 
ta.nto cuando la regla de la irretroactividad es formulada 
por una ley ordinaria tal como- el artículo 2 d'el Código 
Civil, como cuando lo es por un tex.ó de superior rango 
como lo es el artículo 42 de la Constitución de la Repú-
blic,.; y que por tanto este texto no • ha sido violado por 
la sentencia que se impugna, por lo cual el primer medio 
de los recurrentes debe ser desestimado' en todas sus par-
tes; 

Considerando, que por el segundo medio se alega con-
tra la sentencia impugnada falta de base legal y de moti-
vos, arguyéndose que ordena un informativo que prejuz-
ga la cuestión en disputa porque uno de los medios de 
ina.dmisión acogidos por el Juez de Primera Instancia es-
triba en que el mgnor Jacinto Solano tenía más de seis 
arios cumplidos a la fecha de la demanda en reconocimien-
to de paternidad y que tal demanda era improcedente por 
tardía, en vista de que la Ley No. 985 solo concede un pla-
zo de cinco arios a partir del nacimiento para poder inter-
poner la demanda; 

• Considerando, empero, que, si en ciertos casos las sen-
tencias de informativo no prejuzgan el fondo, nada se opo-
ne a que lo prejuzguen y que es por esta circunstancia por 
la que las sentencias que los disponen con ese carácter se 
califican de interlocutorias y quedan abiertll a recursos 
impugnatorios inmediatol; que en el presente caso, si la 
Corte a qua estimó, con4o lo hizo, que el primer medio de 
inadmisión propuesto por los ahora recurrentes era inacep-
table, puesto que decidió que la Ley No. 985 es aplicable, 
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natural de la misma índole; que estando dentro del mis-
mo orden de propósitos del legislador, en la Ley No. 985, 
el reconocimiento paterno voluntario y el judicial, y no 
pudiéndose, sin caer en el absurdo, sostener que el prime-
ro sólo puede hacerse por los padres respecto de loS hijos 
nacidos después de la promulgación de la Ley (situando 
la cuestión en la hipótesis de que antes de la Ley No. 985 
no hubiera existido la institución del reconocimiento), tam-
poco puede sostenerse que el reconocimiento judicial de 
la paternidad sólo puede intentarse en provecho de los hi-
jos que estén en esa misma situación, esto es, nacidos des-
pués de la promulgación de la Ley; que el hecho miSmo 
de haber establecido un plazo de cinco arios para el ejer-
cicio de la acción en reconocimiento judicial indica que el 
legislador entendió que dicho procedimiento podía aprove-
char a los hijos nacidos antes de la promulgación de la Ley 
y entendiéndolo así quiso cortar, con el establecimiento de 
ese plazo, demandas fundadas en nacimientos ocurridos a 
excesiva distancia de tiempo con anterioridad a la promul- 
gación de la Ley; que, en lo concerniente a la parte final 
de los alegatos de los recurrentes en 'su primer medio, o 
sea el de que, de aplicarse la Ley No. 985 a los hijos na- 
cidos antes de su promulgación en materia de reconoci- 
miento judicial, se emplearía un medio de prueba de la 
paternidad que no estaba permitido por las leyes antes de 
la promulgación de la Ley 985, contrariándose así los prin- 
cipios que rigen en esta materia de pruebas, dicho alegato 
carece de valor y se funda en una tergiversación de con- 
ceptos, ya que si es cierto que el titular de un derecha 
no puede ser privado, por una ley posterior, de los me- 
dios de prutla que le permitía la ley vigente en el mo- 
mento de la constitución o adqiiisición del derecho, en el 
caso resuelto por la Corte a qua c,o se trata de la prueba 
de un derecho del cual fueran titulares Abelardo Guridy 
o los herederos de éste, ni Jacinto Solano, sino de la prue- 

rt4' 

' 

ba de un hecho que, de comprobarse, determinaría una 
ssituación de derecho que no lesionaría derechos adquiri-
dos que no existen, según ya se ha expuesto, si en favor del 
padre ni de los herederos; que por todo lo dicho la aplica-
ción de la Ley No. 985 en estos casos no puede calificarse 
de retroactiva en su efecto declarativo de derecho; que 
todas las consideraciones anteriores conservan su fuerza 
anto cuando la regla de la irretroactividad es formulada 
'or una ley ordinaria tal como el artículo 2 d'el Código 

corrío cuando lo es por un textd de superior rango 
20/110 lo es el artículo 42 de la Constitución de la Repú-
lica; y que por tanto este texto no ha sido violado por 
- sentencia que se impugna, por lo cual el primer medio 

de los recurrentes debe ser desestimado' en todas sus par-
tes; 

Considerando, que por el segundo medio se alega con-
tra la sentencia impugnada falta de base legal y de moti-
vos, arguyéndose que ordena un informativo que prejuz-
ga la cuestión en disputa porque uno de los medios de 
inadmisión acogidos por el Juez de Primera Instancia es-
triba en que el mgnor Jacinto Solano tenía más de seis 
arios cumplidos a la fecha de la demanda en reconocimien-
to de paternidad y que tal demanda era improcedente por 
tardía, en vista de que la Ley No. 985 solo concede un pla-
zo de cinco arios a partir del nacimiento para poder inter-
poner la demanda; 

Considerando, empero, que, si en ciertos casos las sen-
tencias de informativo no prejuzgan el fondo, nada se opo-
ne a que lo prejuzguen y que es por esta circunstancia por 
la que las sentencias que los disponen con ese carácter se 
califican de interlocutorias y quedan abiertlb a recursos 
impugnatorios inmediatol; que en el presente caso, si la 
Corte a qua estimó-, cor-4o lo hizo, que el primer medio de 
inadmisión propuesto por los ahora recurrentes era inacep-
table, puesto que decidió que la Ley No. 985 es aplicable, 
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sin caer en el vicio de irretroactividad, al caso del menor 
Jacinto Solano, y por tanto al tener que examinar el fondo 
del litigio para resolver el caso en su oportunidad, estaba 
en su pleno derecho al disponer el informativo propuesto 
por la parte ahora recurrida, aún cuando al disponerlo así 
prejuzgara el fondo, pues en algún' momento tenía que co-
menzar a tocarlo dado que fué puesto a su cargo la solu-
ción del litigio; que el propósito del informativo es, por la 

naturaleza de este caso, que la Corte a qua pueda apreciar, 

.en vista del mismo, el valor de las pruebas de los hechos 
que determinarán si la demanda es tardía o ha sido in-
tentada en tiempo hábil, dentro de la Ley No. 985; que 
por tanto, en este aspecto de la decisión de la Corte a qua 
es irresprochable; que en la sentencia impugnada se expli-
can de un modo satisfactorio las circunstancias que justi-
fican el informativo y se dan los motivos legales en que 

se fundó la Corte a qua para disponerlo, declarando, co-

rrectamente, que puede intentarse la prueba testimonial 
contra las menciones de los actos auténticos que sean 

el 

resultado de las declaraciones de las partes y no emanen 
de la propia autoridad autenticadora de los oficiales que 
tienen fe pública; y que por tanto, el segundo medio de-

be ser también desestimado; 
Considerando, que por el tercer medio se alega que 

la sentencia impugnada ha violadoAr mal aplicado los ar,- 
tículos 1316 y 1341 del Código C'yil y el 253 del Código 
de Procedimiento Civil, y le faltan motivos de hecho, al 

autorizar la Corte a qua un informativo para probar h 

chos que no son relevantes para el esclarecimiento del ca-
so. tales como algunos posteriores al acto dé declaración: 
del nacimieVito del menor Jacivto Solano imputados por 

la parte ahora re.currida á los recurrentes; 
Considerando, empero, que (n el caso contemplado 

por los artículos 1316 y 1341 del Código Civil en la parte 
e

que se refiere a la no pertinencia de la 	
t stimo- 

erueba 
< 

nial contra las actas debe entenderse, como siempre se ha 
juzgado, que la no pertinencia se limita a las menciones. 
que emanen de la propia autoridad de los oficiales que tie-
nen fe pública; que a seguidas del artículo 253 del Códi-
go de Procedimiento Civil que parece limitar los casos en 
que puede disponerse la prueba testimonial cuando la ley 
no la prohibe, se encuentra el artículo 254 que confiere a 
los jueces del fondo el poder de ordenar de oficio dicha 
prueba cuando la ley no la prohibe, si se refiere a hechos 
que les parezcan concluyentes, por lo cual gozan en este 
aspecto de una amplia facultad discrecional; que la senten-
cia de la Corte a qua no puede estar viciada porque la ar-
ticulación del informativo.incluye hechos extraños al act& 
de nacimiento, del menor Jacinto Solano, porque tales he-
chos, a pesar de esa circunstancia, en cambio no son ex: 
traños al fondo del litigio, puesto que de su establecimien-
to o no establecimiento los jueces del fondo pueden extraer 
elementos de convicción coadyuvantes de las otras pruebas 
testimoniales sobre los cuales apoyarse para la decisión 
del caso, en su sentido o en otro; que por otra parte, los 
presuntos hechos ocalificados como impertinentes por los 
recurrentes no lo son en verdad, puesto que, si es cierto 
que jurídicamente no pueden influir en un hecho anterior 
a ellos como la declaración del nacimiento, en cambio co-
brarían pertinencia absoluta para los fines del reconoci-
miento judicial que constituye el propósito esencial de la 
demanda, si la prueba de la verdadera fecha del nacimien-
to del menor Jacinto Solano descarta la fecha estampada 
en el acta de la declaración cuya mención relativa a este: 
dato la recurrida estima como contraria a la verdad; que 
no se advierte en la parte de la sentencia qi,je pudiera re-
lacionarse con este mecl'-o la falta de motivos de hecho que 
alegan los recurrentes.,. pues por la índole de este aspecto 
el caso los motivos Je hecho no necesitan amplios des-

arrollos por parte de los jueces del fondo; 
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sin caer en el vicio de irretroactividad, al caso del menor 
Jacinto Solano, y por tanto al tener que examinar el fondo 
del litigio para resolver el caso en su oportunidad, estaba 
en su pleno derecho al disponer el informativo propuesto 
por la parte ahora recurrida, aún cuando al disponerlo así 
prejuzgara el fondo, pues en algún' momento tenía que co-
menzar a tocarlo dado que fué puesto a su cargo la solu-
ción del litigio; que el propósito del informativo es, por la 
naturaleza de este caso, que la Corte a qua pueda apreciar, 
.en vista del mismo, el valor de las pruebas de los hechos 
que determinarán si la demanda es tardía o ha sido in-
tentada en tiempo hábil, dentro de la Ley No. 985; que 
por tanto, en este aspecto de la decisión de la Corte a qua 
es irresprochable; que en la sentencia impugnada se expli-
can de un modo satisfactorio las circunstancias que justi-
fican el informativo y se dan los motivos legales en que 
se fundó la Corte a qua para disponerlo, declarando, co-
rrectamente, que puede intentarse la prueba testimonial 
contra las menciones de los actos auténticos que sean el 
resultado de las declaraciones de las partes y no emanen 
de la propia autoridad autenticadora de los oficiales que 
tienen fe pública; y que por tanto, el segundo medio de- 

be ser también desestimado; 
Considerando, que por el tercer medio se alega que 

la sentencia impugnada ha violado/Y mal aplicado los ar- 
tículos 1316 y 1341 del Código (7'41 y el 253 del Código 
de Procedimiento Civil, y le faltan motivos de hecho, al 
autorizar la Corte a qua un informativo para probar he- 
chos que no son relevantes para el esclarecimiento del ca- 
so. tales como algunos posteriores al acto dé declaración 
del nacimie'nto del menor Jacinto Solano imputados por 

la parte ahora rt.-.-currida a los recurrentes; 
Considerando, empero, que (..n el caso contemplado 

por los artículos 1316 y 1341 del Código Civil en la parte 
que se refiere a la no pertinencia de la «prueba testimo-

< 

nial contra las actas debe entenderse, como siempre se ha 
juzgado, que la no pertinencia se limita a las menciones. 
que emanen de la propia autoridad de los oficiales que tie-
nen fe pública; que a seguidas del artículo 253 del Códi-
go de Procedimiento Civil que parece limitar los casos en 
que puede disponerse la prueba testimonial cuando la ley 
no la prohibe, se encuentra el artículo 254 que confiere a 
los jueces del fondo el poder de ordenar de oficio dicha 
prueba cuando la ley no la prohibe, si se refiere a hechos 
que les parezcan concluyentes, por lo cual gozan en este 
.aspecto de una amplia facultad discrecional; que la senten-
cia de la Corte a qua no puede estar viciada porque la ar-
ticulación del informativo.incluye hechos extraños al acta 
de nacimiento, del menor Jacinto Solano, porque tales he-
chos, a pesar de esa circunstancia, en cambio no son ex: 
traños al fondo del litigio, puesto que de su establecimien-
to o no establecimiento los jueces del fondo pueden extraer 
elementos de convicción coadyuvantes de las otras pruebas 
testimoniales sobre los cuales apoyarse para la decisión 
del caso, en su sentido o en otro; que por otra parte, los 
presuntos hechos ocalificados como impertinentes por los 
recurrentes no lo son en verdad, puesto que, si es cierto 
que jurídicamente no pueden influir en un hecho anterior 
a ellos como la declaración del nacimiento, en cambio co-
brarían pertinencia absoluta para los fines del reconoci-
miento judicial que constituye el propósito esencial de la 
demanda, si la prueba de la verdadera fecha del nacimien-
to del menor Jacinto Solano descarta la fecha estampada 
en el acta de la declaración cuya mención relativa a este: 
dato la recurrida estima como contraria a la verdad; que 
no se advierte en la parte de la sentencia qve pudiera re-
lacionarse con este med'-o la falta de motivos de hecho que 
alegan los recurrentes..,. pues por la índole de este aspecto 
del caso los motivos Cie hecho no necesitan amplios des-
arrollos por parte de los jueces del fondo; 
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Considerando, que por el cuarto medio se alega que 
la sentencia impugnada ha violado el artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, al no haber dado la Corte 
a qua motivos que justifiquen el rechazamiento del fin de 
inadmisión que propusieron los recurrentes ante dicha Cor-

te respecto del inform7tivo pedido por la apelante; 
Considerando, sin embargo, que los informativos son 

medidas de instrucción que pueden ordenar siempre los 
jueces del fondo sin tener que examinar los alegatos 
de las partes fundados en la oportunidad o inoportunidad 
de dichas medidas, a menos que se invoque fundadamente, 
lo que no podía ocurrir en este caso, que se trata de un as-

pecto judicial en que la ley no permite la prueba testimo-
nial; que aunque brevemente, pero de acuerdo con la con-
sideración anterior, la sentencia impugnada justifica la 
ordenación del informativo, lo que constituye al mismo 
tiempo la justificación del rechazo del pedimento en con-
trario; que por tanto el cuarto medio debe ser también 

Considerando, que por el quinto y último medio se ale-desestimado; 
ga contra la sentencia impugnada desntituralización de los 
hechos y violación del derecho de defensa y de las reglas 
de la prueba, al haber dispuesto en acogimiento de las con-
clusiones de la parte ahora recurrida, que se incluya en-
tre los hechos a probar por el informativo ciertas actua-
ciones imputadas por la recurrida a los recurrentes, como 
los que aparecen en las letras a y b de la articulación del 
informativo que figura en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada y copiado antes, que constituyen una desnatura-
lización de la demanda y son capaces de colocar a los re-
currentes en, una situación de imposibilidad absoluta de 

Considerando ,sin embargo, que la articulación del defenderse; 

informativo se corresponde con pedimentos formales que 
hizo la parte recurrida ante la Corte a qua; que conforme 

los artículos 253 y 254 ya citados del Código de Procedi- 
.• 

miento Civil, dentro de las cuestiones para cuyo esclareci-
miento la ley permite la prueba testimonial, los jueces del 
fondo son soberanos para apreciar cuáles son pertinentes 
o no pertinentes para los fines de un informativo; que los 
recurrentes no pueden en este aspecto alegar razonable-

Anente reducción alguna de sus posibilidades de defensa, 
'puesto que en informativo acordado el suministro de las 
pruebas constituirá una carga de la recurrida conforme a 
los principios legales y que el interés de los recurrentes 

"quedaría a cubierto en el informativo con la sola circuns-
tancia de que la recurrida no pueda probar testimonial-
reente y a satisfacción de los jueces del fondo las afirma-
,ciones para demos1xar las cuales solicitó el informativo; 
que la negativa de la Corte a qua a conceder el debate tes-
timonial probatorio pedido por la recurrida hubiera podido 
ser considerada también por ésta y con buena razón coMo 
una reducción o aniquilación de su posibilidad lícita de pro-

. bar en justicia el fundamento de su demanda; que, para 
mayor abundamiento, la Corte a qua ha reservado expre-
samente a los recuPrentes la prueba contraria, no siendo 
cuestión de los jueces anticiparse a las dificultades de prue-
bas que puedan surgir para los litigantes; que por tanto, el 
quinto y último medio carece también de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motiVos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco A. Guridy y Altagracia 
María Guridy Vda. Brenes, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís del trece de abril de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: C4ndena a los 
recurrentes al pago de costas del recurso de casación, 
y se ordena su distraceyn en provecho del Lic. Julián 
Suardí, abogado de la parte recurrida, quien afirma ha-
berlas avanzado. 
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Considerando, que por el cuarto medio se alega que 
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los artículos 253 y 254 ya citados del Código de Procedi-
lento Civil, dentro de las cuestiones para cuyo esclareci-

miento la ley permite la prueba testimonial, los jueces del 
fondo son soberanos para apreciar cuáles son pertinentes 
0 no pertinentes para los fines de un informativo; que los 
recurrentes no pueden en este aspecto alegar razonable-
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puesto que en ;ki informativo acordado el suministro de las 
pruebas constituirá una carga de la recurrida conforme a 
los principios legales y que el interés de los recurrentes 
quedaría a cubierto en el informativo con la sola circuns-
tancia de que la recurrida no pueda probar testimonial-
'rente y a satisfacción de los jueces del fondo las afirma-
,ciones para demostrar las cuales solicitó el informativo; 
que la negativa de la Corte a qua a conceder el debate tes-
timonial probatorio pedido por la recurrida hubiera podido 
ser considerada también por ésta y con buena razón coMo 
una reducción o aniquilación de su posibilidad lícita de pro-
bar en justicia el fundamento de su demanda; que, para 
mayor abundamiento, la Corte a qua ha reservado expre-
samente a los recurtentes la prueba contraria, no siendo 
cuestión de los jueces anticiparse a las dificultades de prue-
bas que puedan surgir para los litigantes; que por tanto, el 
quinto y último medio carece también de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco A. Guridy y Altagracia 
María Guridy Vda. Brenes, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís del trece de abril de 
mil novecientos cincuenta y uno, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: C.mdena a los 
recurrentes al pago de costas del recurso de casación, 
y se ordena su distraccym en provecho del Lic. Julián 
Suardí, abogado de la parte recurrida, quien afirma ha-
berles avanzado. 
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(Firmados): J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo Ro-

mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sán-

chez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SnNTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DE 1954. 

Sentencias impugnadas: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fechas 10. 

y 11 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lacinio A. Pichardo Fernández.— Abogado: Dr. Ra-

món Pina Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel 
A Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día diecisiete del mes de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Res-
tauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por La-
cinio Agustín Pichardo Fernández, dominicano, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en la 
ciudad de Santiago de los Caballeros, de la Provincia de 
Santiago. República Dorlinicana, portador de la cédula 
personal de identidad Vimero 27222, serie 31, renovada 
para el ario 1953 con el sello de Rentas Internas número 
1283, contra sentencias de la Primera Cámara Penal del 
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(Firmados): J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo Ro_ 

mán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez 
Aybar.— Manuel A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sán-

chez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 

y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel 
A Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día diecisiete del mes de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Res-
tauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por La-
cinio 

Agustín Pichardo Fernández, dominicano, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en la 
ciudad de Santiago de los Caballeros, de la Provincia de 
Santiago, República Doniinicana, portador de la cédula 
personal de identidad Iaúmero 27222, serie 31, renovada 
para el ario 1953 con el sello de Rentas Internas número 
283, contra sentencias de la Primera Cámara Penal del 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo dictadas, en grado de apelación, los días diez 
y once de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, 

cuyos dispositivos se indican luego; 

gado del recurrente que presentó un memorial contentivo 
de medios del recurso, en la lectura de sus conclusiones; 

Oída la lectura del rol por el alguacil de turno; 

Oído el doctor Ramón Pina Acevedo y Martínez, abo- 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la Repútlica; 
Vistas cuatro actas de declaración de los recursos ya 

mencionadks, levantadas en la Secretaría de la Cámara 
a qua el diez de novienibre de mil novecientos cincuenta y 
tres, a requerimiento del recurrente, y dos actas de igual 
género levantadas en la misma Secretaría el once de no-
viembre del indicado ario, a requerimiento del doctor Ra-
món Pina Acevedo y Martínez, portador de la Cédula per-
sonal de identidad número 83139, serie lra., renovada para 
el ario 1953 con el sello No. 20266, abogado del recurrente; 

Visto el memorial contentivo de varios medios de los 
recursos dichos, presentado el primero de febrero de mil 
novecientos cincuenta y cuatro por el abogado del recu- 

rrente arriba mencionado; 
Visto el memorial de ampliación presentado por ,e1 

repetido abogado el cuatro de febrero de Mil novecien- 

tos cincuenta y cuatro; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado, y' visti s los Irtículos 20, 180, 189, 190, 194, 195, 200, 
210 y 211 del Código de Procedimiento Criminal; 141 y 169 
del Código de Procedimiento Civiy 4 de la Ley No. 1014 del 
ario 1935; 1, 2, 3 y 10 de la Ley No. 1197, del ario 1936, 
sobre represión del contrabando; y 167 a 177; 200 y 201, 
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de la Ley No. 3489, del año 1953, para el Régimen de las 
Aduanas; 19 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

\Considerando que en la sentencia del once de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, impugnada en ca-
sación y contentiva de todos los fallos también impugna-
dos, unida a las actas de las audiencias correspondientes, 
consta lo que sigue: A) "que por las piezas que obran en el 
expediente, así como por las declaraciones de los testigos 
y del propio prevenido, se ha podido comprobar que Laci-
nio Agustín Pichardo Fernández, desde el ario 1951, por los 
Puertos de Ciudad Trujillo y de Puerto Plata, introducía 
clandestinamente mercancías (326 cadenas de oro, 2 cade-
nas de plata, 2 cadenas de metal dorado, 1 paquetico con-
teniendo 50 pedacitos de cadenas de oro, 134 medallitas de 
metal plateado, 130 medallas de oro de diferentes tama-
ños), de procedencia extranjera, al territorio de la Repú-
blica sin pagar los impuestos y derechos correspondientes, 
mediante un sin número de combinaciones tendentes a 
este fin"; B) "que los derechos e impuestos dejados de pa- , 

gar por el prevenido aScienden a la suma de RD$5,465.77 
según oficio No. 6532 de fecha 19 de marzo de 1953 dirigi-
do por el Lic. Julio E. de la Rocha Báez, Director General 
de Aduanas, al Representante del Ministerio Público ante 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo; que el prevenido en sus 
medios de defensa alega que los objetos o partes de ellos 
fueron comprados en esta plaza, sin que presentara prue7 
bas no obstante el tiempo transcurrido desde la primera 
condenación a la fecha"; C), que sometido in caso a la 
justicia, el Juzgado de Pa'z de la 1ra. Circunscripción del 
Distrito de Santo DominálD dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Rechazar, el pedimento de 
reenvío por el prevenido Lacinio Agustín Pichardo Fernán- 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo dictadas, en grado de apelación, los días diez 
y once de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, 

cuyos dispositivos se indican luego; 

Oída la lectura del rol por el alguacil de turno; 

Oído el doctor Ramón Pina Acevedo y Martínez, abo-
gado del recurrente que presentó un memorial contentivo 
de medios del recurso, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la RepúlMica; 
Vistas cuatro actas de declaración de los recursos ya 

mencionadls, levantadas en la Secretaría de la Cámara 
a qua el diez de novierribre de mil novecientos cincuenta y 
tres, a requerimiento del recurrente, y dos actas de igual 
género levantadas en la misma Secretaría el once de no-
viembre del indicado ario, a requerimiento del doctor Ra-
món Pina Acevedo y Martínez, portador de la Cédula per-
sonal de identidad número 83139, serie lra., renovada para 
el ario 1953 con el sello No. 20266, abogado del recurrente; 

Visto el memorial contentivo de varios medios de los 
recursos dichos, presentado el primero de febrero de mil 
novecientos cincuenta y cuatro por el abogado del recu- 

rrente arriba mencionado; 
Visto el memorial de ampliación presentado por ,e1 

repetido abogado el cuatro de febrero de mil novecien- 

tos cincuenta y cuatro; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado, y' vist( s los Artículos 20, 180, 189, 190, 194, 195, 200, 
210 y 211 del Código de Procedimiento Criminal; 141 y 169 
del Código de Procedimiento Civiy 4 de la Ley No. 1014 del 
ario 1935; 1, 2, 3 y 10 de la Ley No. 1197, del ario 1936, 
sobre represión del contrabando; y 167 a 177; 200 y 201, 

de la Ley No. 3489, del ario 1953, para el Régimen de las 
Aduanas; 19 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

\Considerando que en la sentencia del once de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres, impugnada en ca-
sación y contentiva de todos los fallos también impugna-
dos, unida a las actas de las audiencias correspondientes, 
consta lo que sigue: A) "que por las piezas que obran en el 
expediente, así como por las declaraciones de los testigos 
y del propio prevenido, se ha podido comprobar que Laci-
nio Agustín Pichardo Fernández, desde el ario 1951, por los 
Puertos de Ciudad Trujillo y de Puerto Plata, introducía 
clandestinamente mercancías (326 cadenas de oro, 2 cade-
nas de plata, 2 cadenas de metal dorado, 1 paquetico con-
teniendo 50 pedacitos de cadenas de oro, 134 medallitas de 
metal plateado, 130 medallas de oro de diferentes tama-
ños), de procedencia extranjera, al territorio de la Repú-
blica sin pagar los impuestos y derechos correspondientes, 
mediante un sin número de combinaciones tendentes a 
este fin"; B) "que los derechos e impuestos dejados de pa-
gar por el prevenido ácienden a la suma de RD$5,465.77 
según oficio No. 6532 de fecha 19 de marzo de 1953 dirigi-
do por el Lic. Julio E. de la Rocha Báez, Director General 
de Aduanas, al Representante del Ministerio Público ante 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo; que el prevenidó en sus› 
medios de defensa alega que los objetos o partes de ellos 
fueron comprados en esta plaza, sin que presentara prue7 
bas no obstante el tiempo transcurrido desde la primera 
condenación a la fecha"; C), que sometido 01 caso a la 
justicia, el Juzgado de Pa'z de la lra. Circunscripción del 
Distrito de Santo Dominátl dictó una sentencia cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Rechazar, el pedimento de 
reenvío por el prevenido Lacinio Agustín Pichardo Fernán- 
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dez, tendente a ordenar un experticio, peritaje y otras 
medidas de instrucción; Segundo: Declarar, al nombrado 
Lacinio A. Pichardo Fernández, de generales anotadas, cul-
pable del delito de introducción clandestina de objetos, 
productos, géneros o mercaderías, (326) trescientas veinti-
séis cadenas de oro; (2) dos cadenas de plata; (2) dos ca-
denas de metal dorado; (un) paquetito conteniendo (59) cin-
cuenta y nueve pedacitos de cadenas de oro; (134) ciento 
treinta y cuatro medallitas de metal plateado; (130) cien-
to treinta medallas de oro de diferentes tamaños de pro-
cedencia extranjera en el territorio de la República, con 
el propósito de eludir el pago de los impuestos y derechos 
correspondientes; hecho previsto y sancionado por la Ley 
No. 1197, sobre la represión del contrabando, vigente en la 
fecha de la comisión del indicado delito; y, en consecuencia, 
acogiendo a su favor circunstancias atenuantes lo condena 
al pago de una multa de RDS10,931.54 (diez mil novecien-
tos treinta y un pesos con cincuenta y cuatro centavos oro) 
duplo de los derechos e impuestos dejados de pagar por las 
mercancías introducidás ilegalmente que en caso de insol-
vencia compensa,a con prisión a razón de un día por cada 
peso o fracción de peso dejado de pagar; Tercero: Orde-
na, el comiso de los objetos, productos, géneros o merca-
derías clandestinamente introducidas; Cuarto: Condena al 
inculpado al pago de las costas"; D), que Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández interpuso recurso de alzada contra el 
fallo que acaba de ser indicado, y la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 'Judicial 
de Santo Domingo fijó la audiencia del tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y tres para conocer del caso; y 
en dicha fecha, la mencionada Cámara dictó una decisión 
con este dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar y 
declara bueno y válido en la for. ‘.a el presente recurso de 
_apelación; Segundo: Que debe reenviar y reenvía, el co-
nocimiento de la presente causa, para la audiencia de las 

9 de la mañana del día lunes 13 de julio del ario 1953; 
Tercero: Que debe ordenar y ordena, la presentación de 
los libros de contabilidad del prevenido, los cuales se en-
cuentran en la oficina de la Dirección General del Impues-
to sobre Beneficios; Cuarto: Que debe ordenar y ordena, 
la citación del testigo Hermes Quezada; Quinto: que debe 
reservar y reserva, la decisión acerca de las demás medidas 
.de instrucción, para cuando el Tribunal lo juzgue indispen-
sable; Sexto: Que debe reservar y reserva las costas; Sép-
timo: Que debe declarar y declara, que la presente fijación 
de audiencia vale citación para el prevenido"; E) que el pre-
venido recurrió en casación contra esta última sentencia, 

- pero dicho recurso fué rechazado en fecha trece de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres por la Suprema Corte 
de Justicia; F), que, depositado de nuevo el expediente en 
la Secretaría de la Primera Cámara—Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
dicha Cámara inició el conocimiento del asunto.en audien-
cia de fecha diez de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la que el abogado del apelante concluyó 
así: "Primero: que ddenéis la declinatoria del conocimien-
to y fallo del presente expediente contra el señor Laci-
nio Agustín Pichardo Fernández, por ante sus jueces natu-
rales, es decir los correspondientes a su domicilio, decla-
rando en consecuencia la incompetencia rationae-personae 
-vel loci, de este tribunal y del tribunal a quo para cono-
cer del presente asunto, por cuanto el señor Lacinio Agus-
tín Pichardo Fernández no tiene su domicilio en el Distri-
to de Santo Domingo sino en la casa número 156 de la ca-
lle "Dieciséis de Agosto" de la ciudad de Santiago, provin-
cia y Distrito Judicial de Santiago, donde ful y ha sido 
siempre legalmente citado 'en el transcurso de este proce-
so según figura en la clición del 20 de Octubre del año 
1953 instrumentada por el ministerial Ismael Carlo Díaz, 
Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de Santia- 
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Pichardo Fernández interpuso recurso de alzada contra el 
fallo que acaba de ser indicado, y la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito .Judicial 
dé Santo Domingo fijó la audiencia del tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y tres para conocer del caso; y 
en dicha fecha, la mencionada Cámara dictó una decisión 
con este dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar y 
declara bueno y válido en la foru.a el presente recurso de 
apelación; Segundo: Que debe reenviar y reenvía, el co-
nocimiento de la presente causa, para la audiencia de las 
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de audiencia vale citación para el prevenido"; E) que el pre-
venido recurrió en casación contra esta última sentencia, 
pero dicho recurso fué rechazado en fecha trece de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres por la Suprema Corte 
de Justicia; F), que, depositado de nuevo el expediente en 
la Secretaría de la Primera Cámara—Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
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to y fallo del presente expediente contra el señor Laci-
nio Agustín Pichardo Fernández, por ante sus jueces natu-
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rando en consecuencia la incompetencia rationae-personae 
-vel loci, de este tribunal y del tribunal a quo para cono-
cer del presente asunto, por cuanto el señor Lacinio Agus-
tín Pichardo Fernández no tiene su domicilio en el Distri-
to de Santo Domingo sino en la casa número 156 de la ca-
lle "Dieciséis de Agosto" de la ciudad de Santiago, provin-
cia y Distrito Judicial de Santiago, donde y ha sido 
siempre legalmente citado'en el transcurso de este proce-
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go; que habiéndose presentado la excepción de incompe-
tencia de este juzgado de paz a quo, este, sin consignar 
tal conclusión se limitó a considerar en el fallo ahora im-
pugnado en apelación, lo siguiente: 'considerando, que la 
competencia de este Juzgado de Paz no puede ser discuti-
da porque "rationae lo:;i" es a esta jurisdicción a que co- 
rresponde juzgar al inculpado Lacinio A. Pichardo Fer- • 
nández porque en sus límites fué donde se cometieron los 
hechos antijurídicos, que se le imputan al susodicho pre-
venido, ya que de conformidad con el derecho positivo vi- 
gente el tribunal competente para conocer de un delito 
es lro. el del lugar en el cual se cometió; 2do. el de la 
residencia del prevenido y 3ro. aquel en cuya jurisdicción 
fué aprehendido el delincuente; que en el presente caso 
la persecución fué incoada como consecuencia de las di- 
ligencias hechas en esta jurisdicción por las autoridades 
aduanales cuyo Director apoderó de las mismas al Procu- 
rador General de la República y este alto. funcionario pú- 
blico apoderó a su vez al representante del Mnisterio Pú- 
blico ante el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de este Distrito de Santo Domingo, qdien encausó las per- 
secuciones ante esta jurisdicción; "lo que consttuye 
lamentable error en el fallo impugnado por cuanto en 
primer término y como consta en el expediente la supues- 
ta infracción puesta a cargo de Lacinio Agustín Pichardo 
Fernández no fué cometida en su totalidad en el Distrito 
de Santo Domingo sino exclusivamente inVestigada por 
las autoridades aduanales de este Distrito; en segundo tér- 
mino es un error por cuanto el señor Lacinio Agustín Pi- 
chardo Fernández no fué aprehendido en el Distrito de 
Santo Domligo, según consta en autos sino por el contrario 
en su domicilio real, del Distrito Judicial de Santiago 

y 

en tercer lugar que tal y como indica el fallo impugnado 
el señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández tiene su do- 
micilio real en el Distrito Judicial de Santiago; por estas 

Y 

tres circunstancias es preciso admitir que procede la decli- 
natoria del presente expediente por ante los jueces natu- 
rales del señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández o sean 
los jueces del Distrito Judicial de Santiago; razón por la 
cual el señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández os su- 
plica por nuestro medio revocar la sentencia impugnada 
en todas sus partes por causa de incompetencia, ordenando. 
en consecuencia la declinatoria correspondiente por ante 
los tribunales que fuesen de derecho; Segundo: que decla- 
r::s en consecuencia, de oficio las costas de la presente 
instancia"; G), que "el Representante del Ministerio Pú- 
blico" presentó, in-voce, estas conclusiones: "Que se recha- 
ce el pedimento de la defensa por ser este tribunal compe-
tente para conocer del caso de la especie, y además si el 
Juez lo juzga pertinente que ordene la continuación de la 
vista de la causa, reservando el fallo para darlo conjunta-
mente con el fondo de la causa"; H), que el Magistrada 
Juez Presidente dispuso lo que sigue: "Se ordena la con-
tinuación della causa, se dictará la sentencia del incidente 
con el fondo de la causa"; I), que el prevenido solicitó qua 
"se le permitiera présentar un recurso de casación sobre-
la decisión del Juez respecto a que dictará sentencia con 
el fondo de la causa respecto al pedimento hecho por el 
abogado de la defensa Doctor Romón Pina Acevedo y Mar-tínez"; y el "Magistrado Juez Presidente concedió permi-
so al prevenido para que pretsentara su recurso de casa.- 
cien por ante la Secretaría, ordenándole presentarse inme-
diatamente para continuar el conocimiento de la causa"1. 
J), que luego se oyó: "al Dr. Ramón Pina Acevedo y M_ar-
tínez, en sus conclusiones in-voce, pidiendo: Que se sobre-- 
sea el conocimiento de la causa hasta tanto ?a Suprema: 
Corte de Justicia falle derrecurso de casación interpuestre 
contra la sentencia que a‘laba de intervenir hasta que di-
cha Corte determine si el fallo debió de darse seguida o 
si se debió apelar para darlo con el fondo de la causa"t, 
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yr el 
Ministerio Público dictaminó acerca de ello, lo siguien- 

te: "que se_ rechace el pedimento de la defensa y se orde- 

ne la 
continuación de la causa"; K), que el Magistrado Juez 

Presidente manifestó que se dictaría sentencia, respecto 

del 
incidente, conjuntamente con el fondo, y ordenó la con- 

tileJaeción de la vista de la causa, e inmediatamente el abo- 
gado del prevenido, se expresó en estos términos: "Nos re- 
servamos el derecho de presentar recurso de casación en 
'el tiempo que consideremos prudente y así mismo hace- 
r:~ saber que no aceptamos el debate a fondo ni estamos 
eaatorrne con dicho fallo"; L), que luego fué oído el Dr. 

. llamen 
Pina A.cevedo y Martínez abogado defensor del 

prevenido en sus conclusiones escritas, las que copiadas 
parcialmente dicen así: Primero: que ordenéis un exper-
lirio, peritaje o juicio pericial de uno o tres expertos, en 

la 
especie, Contadores Públicos A.utorizados para que de 

eardormidad con su ley Orgánica, la No. 633 de 1944, exa-
nrine-n el expediente y rindan un juicio y un informe so-

bre las 
operaciones aduanales y comerciales Phalizadas por 

al. acusado Pichardo Fernández, y establezcan un balance 
sobre dichas operaciones y los impuestos correspondientes 

alas 
mismas, para que así pueda determinarse si en reali- 

dad éste ha defraudado 
al fisco, en el caso, la aduana del 

Estado, y en 
cuyo supuesto, el monto de tal defraudación 

-a fin de 
que pueda aplicarse en tal supuesto la pena para 

,e1 caso 
impuesto por la ley que sanciona el contrabando, 

'todo 
lo que traería como consecuencia el beneficio a la 

cansa 
porque de lo contrario el Juez estaría fallando por 

simples 
pesquisas desprovistas de la investigación contable 

.correspondiente y de la capacidad técnica necesaria ya or- 
werózada p`or la ley mencionada ,otorgándole así al expo-

i mente la 
oportunidad de probar' su inocencia; todo de con-

Tormidad con la ley orgánica &e los Contadores Públicos 
Autorizados y sus ulteriores modificaciones y adiciones 
~i.in las cuales en tales casos procede la actuación de 
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la investigación de tales profesionales; y pedimento que 
fué hecho y rechazado sin motivos por el Juzgado a quo; 
Segundo: que reservéis las costas para ser falladas con- 
juntamente con el fondo del asunto"; Ll), que el Ministe- 
rio Público expuso, en dictamen oral, lo que sigue: "que 
debe instruirse la causa para posteriormente decidir si 
es necesaria la medida solicitada por el abogado de la de- 
fensa"; y el Juez Presidente manifestó que se dictaría 
sentencia sobre el incidente después que fuera oído 
el prevenido, y ordenó la continuación de la cau- 
sa; M) que el abogado del prevenido se expresó en 
seguida de este modo: "No estamos conforme con los 
debates a fondo y hacemos reservas de interponer de acuer-
do con la ley en el momento oportuno el correspondiente 
recurso de casación contra esta decisión"; N), que, a con-
tinuación fué oído: "el testigo Hermes H. Quezada T., de 
31 arios de edad, soltero, empleado público, natural de La 
Romana, domiciliado y residente en esta ciudad, quien pre-
vio juramento de decir toda la verdad y nada más que la 
verdad declaró: 'En el mes de Enero la Dirección de Adua-
na ordenó una inveltigación sobre las importaciones he-
chas por el acusado. Con esta investigación pudimos com-
probar que por mediación de un hermano del acusado 
que reside en Nueva York hacía importaciones irregula-
res. De acuerdo con documentos que existen en el expe-
diente el acusado hacía importaciones a nombre de una 
casa ficticia. Continuando las investigaciones pudimos com-
probar que con maniobras ilícitas importaban efectos que 
consistían en cadenas y medallas burlando así los impues-
tos al fisco. Estas maniobras las hacía por msdiación de 
personas que iban a Nuev York y escondidas en unas 
muestras que le enviaba su hermano. Además se valía de 
unas maletas de doble foil() a lo que ellos llamaban ma-
letas mágicas' , a lo que después agregó lo que en seguida 

copia: 'Nosotros nos dimos cuenta de todo esto por la 
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~ada Vor la ley mencionada ,otorgándole así al expo- 
nente la oportunidad de probar' su inocencia; todo de con- 
formidad con la ley orgánica cle los Contadores Públicos 
Autorizados y sus ulteriores modificaciones y adiciones 
-egi.lin las cuales en tales casos procede la actuación de 
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la investigación de tales profesionales; y pedimento que 
fué hecho y rechazado sin motivos por el Juzgado a quo; 
Segundo: que reservéis las costas para ser falladas con-

juntamente con el fondo del asunto"; L1), que el Ministe-
rio Público expuso, en dictamen oral, lo que sigue: "que 
debe instruirse la causa para posteriormente decidir si 
es necesaria la medida solicitada por el abogado de la de-
fensa"; y el Juez Presidente manifestó que se dictaría 
sentencia sobre el incidente después que fuera oído 
el prevenido, y ordenó la continuación de la cau-
sa; M) que el abogado del prevenido se expresó en 
seguida de este modo: "No estamos conforme con los 
debates a fondo y hacemos reservas de interponer de acuer-
do con la ley en el momento oportuno el correspondiente • 
recurso de casación contra esta decisión"; N), que, a con-
tinuación fué oído: "el testigo Hermes H. Quezada T., de 
31 arios de edad, soltero, empleado público, natural de La 
Romana, domiciliado y residente en esta ciudad, quien pre-
vio juramento de decir toda la verdad y nada más que la 
verdad declaró: 'En el mes de Enero la Dirección de Adua-
na ordenó una inveltigación sobre las importaciones he-
chas por el acusado. Con esta investigación pudimos com-
probar que por mediación de un hermano del acusado 
que reside en Nueva York hacía importaciones irregula-
res. De acuerdo con documentos que existen en el expe-
diente el acusado hacía importaciones a nombre de una 
casa ficticia. Continuando las investigaciones pudimos com-
probar que con maniobras ilícitas importaban efectos que 
consistían en cadenas y medallas burlando así los impues-
tos al fisco. Estas maniobras las hacía por msdiación de 
personas que iban a Nuev. York y escondidas en unas 

_muestras que le enviaba su hermano. Además se valía de 
unas maletas de doble forido a lo que ellos llamaban ma-
letas mágicas' , a lo que después agregó lo que en seguida 

copia: 'Nosotros nos dimos cuenta de todo esto por la 
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correspondencia que había entre el acusado y su herma-
no y que nosotros ocupamos. Además el acusado no esta-
ba provisto de las facturas de compras de todos los efectos 
que le ocuparnos. Nunca el acusado fué sorprendido infra-
gante metiendo objetos de contrabando. Por la aduana de 
esta ciudad y por la de Puerto Plata fué que se introdujo 
el contrabando. Todas las mercancías fueron ocupadas en 
la ciudad de Santiago. Yo fuí el inspector encargado de ha-
cer las investigaciones. El acusado se valía para cometer 
el hecho de muestras de cartones, de embreados entre un 
cartón y otro, en viajes de personas amigas de ellos y con. 
maleta de doble fondo. Nosotros en consideración al nú- 
mero de objetos que tenía el acusado y la cantidad, de fac- 
tura y como no estaban liquidadas nos dimos cuenta del 
monto que tenía que pagar el acusado por los impuestos 
dejados de pagar. Yo no supe en que momento fué dete- 
nido el acusado. En la casa del prevenido ocupamos cade- 
nas y medallas. Las cadenas y las medallas que ocupamos 
fué en la casa de familia del prevenido. Los allanamientos 
se hicieron en la ciudad de Santiago. La denuncia la re- 
cibimos de la Secretaría de Estado elel Tesoro. La Secre- 
taría del Tesoro recibió una denuncia de que el acusado 
estaba introduciendo ynercancías burlando los impuestos 
aduanales y pusieron el caso en nuestras manos. El herma- 
no del acusado se encargaba de comprar las mercancías 
y se las enviaba a nombre de una supuesta casa comer- 
cial. Según documentos que obran en el expediente el her- 
mano del acusado se llama Julio. En el.expediente hay do- 
cumentos que comprueban que la casa comercial que el 
acusado hIcía figurar como la casa a que compraba es fic- 
ticia"; Ñ), que luego, nuevamente fué oído el abogado del 
prevenido en la lectura de "sus conclusiones escritas, las 
que copiadas parcialmente dicIn así: Primero: "que or- 
denéis el interrogatorio del señor Julio Antonio Pichardo 
Fernández, residente en 536 W. 136 St. apt. 62 New York,. 
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31, N. Y., U.S.A., otorgado para ello comisión rogatorio al 
señor Cónsul General de la República en dicha ciudad, en 
torno al presente asunto por cuanto se esgrimen como prue-
bas e índice de culpabilidad contra el señor Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández, los siguientes documentos suscritos 
por el mencionado señor Julio Antonio Fernández Pichar-
do: a) mensaje sin fecha (hoja 29 del expediente); b) carta 
de Marzo 21 de 1950 (hoja 30 del expediente); c) carta del 
lro de Abril de 1950 (hoja 31 del expediente); carta del 13 
de Abril de 1950 (hoja 33 del expediente); carta del 23 de 
Abril de 1950 (hoja 35 del expediente); carta del 19 de 

. Mayo de 1951 (Hoja 40 del expediente); todo a fin de que 
dicho señor reconozca dichos mensajes y declare y expli- 
que ante la autorídad correspondiente sobre el contenido de 
dichos documentos, lo que interesa a la defensa del preve- 
nido y a una sana y recta administración de justicia. Se- 
gundo: que reservéis en consecuencia las costas para ser fa- 
lladas conjuntamente con el fondo del asunto"; O), que so- 
bre lo copiado dictaminó el Ministerio Público así: "Que 
se rechace el pedimento de la defensa y que sea reservado 
el fallo para darlo cemjuntamente con el fondo de la causa 
para que si es necesario se tomen dichas medidas"; el Juez 
expresó que sobre ello se dictaría sentencia junto con la del 
fondo de la causa; y respecto de lo dicho, el abogado de 
Pichardo Fernández hizo constar las mismas reservas for-

• muladas anteriormente; P), que después de ampliar sus an-
teriores declaraciones el testigo Hermes Quezada, el abo-
gado del recurrente pidió se ordenaran "la anexión al ex-
pediente de una copia de la investigación realizada" por 
la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios "así 
como la devolución al expediente de los libPos que fue-
ron entregados" en dicha Zficina; el Ministerio Público so-
licitó la suspensión del cZnocimiento de la causa hasta el 

, día siguiente, con el objeto de realizar ciertas investigacio-
nes; el abogado de la defensa manifestó que, si se disponía 
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correspondencia que había entre el acusado y su herma-
no y que nosotros ocupamos. Además el acusado no esta-
ba provisto de las facturas de compras de todos los efectos 
que le ocupamos. Nunca el acusado fué sorprendido infra-
gante metiendo objetos de contrabando. Por la aduana de 
esta ciudad y por la de Puerto Plata fué que se introdujo 
el contrabando. Todas las mercancías fueron ocupadas en 
la ciudad de Santiago. Yo fuí el inspector encargado de ha-
cer las investigaciones. El acusado se valía para cometer 
el hecho de muestras de cartones, de embreados entre un 
cartón y otro, en viajes de personas amigas de ellos y con 
maleta de doble fondo. Nosotros en consideración al nú- 
mero de objetos que tenía el acusado y la cantidad de fac- 
tura y como no estaban liquidadas nos dimos cuenta del 
monto que tenía que pagar el acusado por los impuestos 
dejados de pagar. Yo no supe en que momento fué dete- 
nido el acusado. En la casa del prevenido ocupamos cade- 
nas y medallas. Las cadenas y las medallas que ocupamos 
fué en la casa de familia del prevenido. Los allanamientos 
se hicieron en la ciudad de Santiago. La denuncia la re- 
cibimos de la Secretaría de Estado elel Tesoro. La Secre- 
taría del Tesoro recibió una denuncia de que el acusado 
estaba introduciendo ,mercancías burlando los impuestos 
aduanales y pusieron el caso en nuestras manos. El herma- 
no del acusado se encargaba de comprar las mercancías 
y se las enviaba a nombre de una supuesta casa comer- 
cial. Según documentos que obran en el expediente el her- 
mano del acusado se llama Julio. En el.expediente hay do- 
cumentos que comprueban que la casa comercial que eI 
acusado hIcía figurar como la casa a que compraba es fic- 

ticia"; Ñ), que luego, nuevamente fué oído el abogado 
deI 

prevenido en la lectura de "sus conclusiones escritas, 
las 

que copiadas parcialmente dicén así: Primero: "que or- 
denéis el interrogatorio del señor Julio Antonio Pichardo 
Fernández, residente en 536 W. 136 St. apt. 62 New York? 

BOLETÍN JUDICIAL 	
505 

31, N. Y., U.S.A., otorgado para ello comisión rogatorio al 
señor Cónsul General de la República en dicha ciudad, en 
torno al presente asunto por cuanto se esgrimen como prue-
bas e índice de culpabilidad contra el señor Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández, los siguientes documentos suscritos 
por el mencionado señor Julio Antonio Fernández Pichar-
do: a) mensaje sin fecha (hoja 29 del expediente); b) carta 
de Marzo 21 de 1950 (hoja 30 del expediente); c) carta del 
lro de Abril de 1950 (hoja 31 del expediente); carta del 13 
de Abril de 1950 (hoja 33 del expediente); carta del 23 de 
Abril de 1950 (hoja 35 del expediente); carta del 19 de 
Mayo de 1951 (Hoja 40 del expediente); todo a fin de que 
dicho señor reconozca dichos mensajes y declare y expli-
que ante la autorídad correspondiente sobre el contenido de 
dichos documentos, lo que interesa a la defensa del preve-
nido y a una sana y recta administración de justicia. Se-
gundo: que reservéis en consecuencia las costas para ser. fa-
lladas conjuntamente con el fondo del asunto"; O), que so-
bre lo copiado dictaminó el Ministerio Público así: "Que 

, se rechace el pedimento de la defensa y que sea reservado 
el fallo para darlo cemjuntamente con el fondo de la causa 
para que si es necesario se tomen dichas medidas"; el Juez 
expresó que sobre ello se dictaría sentencia junto con la del 
fondo de la causa; y respecto de lo dicho, el abogado de 
Pichardo Fernández hizo constar las mismas reservas for-

• muladas anteriormente; P), que después de ampliar sus an-
teriores declaraciones el testigo Hermes Quezada, el abo-
gado del recurrente pidió se ordenaran "la anexión al ex-
pediente de una copia de la investigación realizada" por 
la Dirección General del Impuesto sob're Beneficios "así 
como la devolución al expediente de los libilos que fue-
ron entregados" en dicha Zficina; el Ministerio Público so-
licitó la suspensión del cZnocimiento de la causa hasta el 
día siguiente, con el objeto de realizar ciertas investigacio-
nes; el abogado de la defensa manifestó que, si se disponía 
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el aplazamiento, tenía interés en que se citara al "inspec-
tor Vidal, quien trabaja en la oficina de Impuesto sobre 
Beneficios" y el Juez ordenó el aplazamiento pedido; Q), 
que en audiencia del día once de no vierabre de mil nove-
cientos cincuenta y tres se reanudó la vista de la causa; 
y en tal audiencia, el Ministerio Público expuso lo que si-
gue: "depositamos por Secretaría los libros de contabilidad 
y el inforrne rendido al Director General de Impuesto so-
bre Beneficios solicitado por el Dr. Ramón Pina Acevedo 
y Martínez abogado defensor del prevenido y pedimos que 
se oiga al testigo Vidal por virtud de la Ley No. 1014"; 
el defensor del prevenido solicitó un nuevo aplazamiento 
hasta cuando la Suprema Corte estatuyera "sobre los re- 
cursos de casación interpuestos"; el Ministerio Público pi- 
dió que se rechazara tal pedimento y se dictan. "senten- 
cia de este incidente conjuntamente con" la del "fondo 
de la causa" y el Juez acogió tal dictamen y ordenó la con- 
tinuación de la audiencia; R), que después de escucharse 
varias nuevas declaraciones testimoniales de Hermes Que- 
zada y de Enrique Vidal y Vidal, así como declaraciones 
del prevenido en que eran negados los hechos de la causa, 
el abogado de dicho prevenido dió lectura a conclusiones 
en que se pedía lo siguiente: "Primero: "que declaréis bue- 
no y válido por regular en la forma y justo en el fondo el 
recurso de apelación interpuesto en la misma fecha de 
la sentencia recurrida por acta levantada en la Secreta 
ría del Tribunal a quo, contra la sentencia dictada en atri- 
buciones correccionales y en fecha veinticuatro (24) del 
mes de Abril de mil novecientos cincuenta y tres (1953) 
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, y que declaró culpa- 
ble al señor Lacirlio Agustín Pichardo Fernández del delito 
de contrabando en perjuicio del Estado Dominicano (Adua- 
na de Ciudad Trujillo y Puerto Plata), condenándolo a pa- 
gar una multa de Diez Mil novecientos treintiún pesos oro 
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con Lincuenta y cuatro centavos (RDS10,931.54), orde- nand&N 
además el comiso de los objetos y mercancías clandestina- - 
mente introducidas al país y condenándolo al pago. de las 
costas y demás disposiciones acesorias; Segunda:. que le 
déis acta al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández de 
lo siguiente: a) de que ratifica en todas sus partes las conclu-
siones que in-limini-litis presentó a este tribunal solicitando., 
la declinatoria del expediente por causa de incompetenciwy 
conclusiones que se encuentran escritas en, el expediente y; 
rezan como siguen: "Primero: que ordenéis la declinatoria 
del conocimiento y fallo del presente expediente contra el 
señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández, por- ante sus ; 
jueces naturales, es decir los correspondientes a su domi-
cilio, declarando en consecuencia la incompetencia rationae 
-personae-vel-loci, de este tribunal y del tribunal a quo 
ra conocer del presente asunto, por cuanto el señor:. Ea, 
cinio Agustín Pichardo Fernández no tiene su 
en el Distrito de Santo Domingo sino en la casa número, 
156 de la calle "Dieciséis de Agosto" de la ciudad de San-
tiago, donde fué y„ha sido siempre legalmente. citado en. 
el transcurso de este proceso según figura en la citaciáne 
del 20'de octubre del ario 1953 instriunentada por- el minis-
terial Ismael Carlo Díai, Alguacil de Estrados de. la Corte 
de Apelación de Santiago; que habiéndose presentado la 
excepción de incompetencia por ante el Juzgado de Paz 
a quo, éste sin consignar tal conclusión se limitó a consi-
derar en el fallo ahora impugnado en apelación. lo siguien-
te: "considerando que la competencia de este Juzgado de 
Paz no puede ser discutída porque "ratione loci" es a esta" 
jurisdicción a que corresponde juzgar el incukpado Lacinio 
A. Pichardo Fernández parque en sus límites fué donde se 
cometieron los hechos aytijurídicos que se le imputan al 
susodicho prevenido, ya que de conformidad con el derecho 
positivo vigente el tribunal competente para conocer de un 
delito es lro. el del lugar en el cual se cometió; 2do. el 
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el aplazamiento, tenía interés en que se citara al "inspec-
tor Vidal, quien trabaja en la oficina de Impuesto sobre 
Beneficios" y el Juez ordenó el aplazamiento pedido; Q), 
que en audiencia del día once de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres se reanudó la vista de la causa; 
y en tal audiencia, el Ministerio Público expuso lo que si-
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el defensor del prevenido solicitó un nuevo aplazamiento 
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dió que se rechazara tal pedimento y se dictará "senten- 
cia de este incidente conjuntamente con" Ja del "fondo 
de la causa" y el Juez acogió tal dictamen y ordenó la con- 
tinuación de la audiencia; R), que después de escucharse 
varias nuevas declaraciones testimoniales de Hermes Que- 
zada y de Enrique Vidal y Vidal, así como declaraciones 
del prevenido en que eran negados los hechos de la causa, 
el abogado de dicho prevenido dió lectura a conclusiones 
en que se pedía lo siguiente: "Primero: "que declaréis bue- 
no y válido por regular en la forma y justo en el fondo el 
recurso de apelación interpuesto en la misma fecha de 
la sentencia recurrida por acta levantada en la Secreta 
ría del Tribunal a quo, contra la sentencia dictada en atri- 
buciones correccionales y en fecha veinticuatro (24) del 
mes de Abril de mil novecientos cincuenta y tres (1953) 
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, y que declaró culpa- 
ble al señor Lacirdo Agustín Pichardo Fernández del delito 
de contrabando en perjuicio del Estado Dominicano (Adua- 
na de Ciudad Trujillo y Puerto Plata), condenándolo a pa- 
gar una multa de Diez Mil novecientos treintiún pesos oro 
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con tincuenta y cuatro centavos (RD$10,931.54), ordenandIrN 
además el comiso de los objetos y mercancías clandestina-
mente introducidas al país y condenándolo al pago de las 
costas y demás disposiciones acesorias; Segundo:. que le 
déis acta al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández de 
lo siguiente: a) de que ratifica en todas sus partes las conclu-
siones que in-limini-litis presentó a este tribunal solicitandch. 
la  declinatoria del expediente por causa de incompetenciay 
conclusiones que se encuentran escritas en el expediente y; 
rezan como siguen: "Primero: que ordenéis la declinatorio . 
del conocimiento y fallo del presente expediente contra el 
señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández, por ante sus ; 
jueces naturales, es decir los correspondientes a su doma, 
cilio, declarando en consecuencia la incompetencia rationae 
-personae-vel-loci, de este tribunal y del tribunal a quo paz,- 
ra conocer del presente asunto, por cuanto el señorl 
cinio Agustín Pichardo Fernández no tiene su.. domiCilio2, 
en el Distrito de Santo Domingo sino en la casa número 
156 de la calle "Dieciséis de Agosto" de la ciudad de San-
tiago, donde fué y,lia sido siempre legalmente citado en 
el transcurso de este proceso según figura en la citaehire 
del 20.de octubre del ario 1953 instriunentada por. e/ minis-
terial Ismael Carlo Díai, Alguacil de Estrados de. la Corte 
de Apelación de Santiago; que habiéndose presentado la 
excepción de incompetencia por ante el Juzgado de Paz 
a quo, éste sin consignar tal conclusión se limitó a ccmsi-
derar en el fallo ahora impugnado en apelación. lo siguien-
te: "considerando que la competencia de este Juzgado de 
Paz no puede ser discutida porque "ratione loci" es a esta` 
jurisdicción a que corresponde juzgar el incukpado Lacinio 
A. Pichardo Fernández porque en sus límites fué donde se 
cometieron los hechos aytijurídicos que se le imputan al 
susodicho prevenido, ya que de conformidad con el derecho 
positivo vigente el tribunal competente para conocer de urt 
delito es lro. el del lugar en el cual se cometió; 2do. el 
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_de la 
_residencia del prevenido y 3ro. aquel en cuya juris- 

•
1 dicción, fué incoada como consecuencia de las diligencias 
bechas en esta jurisdicción por las autoridades aduanales 

•
cuyo director apoderó de las mismas al Procurador General 
de la República y este alto funcionario público apoderó a su 
vez al representante del Ministerio Público ante el Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción de este Distrito de 

. Santo DOrnillgQ, 
quien encausó las persecuciones ante esta 

, jurisdicción'; lo que constituye un lamentable error en el fa-
:.110 impugnado por cuanto en primer término y como cons-ta 
ken el expediente la supuesta infracción puesta a cargo 

•
de Lacinio Agustín Pichardo Fernández no fué cometi- 
da en su totalidad en el Distrito de Santo Domingo sino 
lexclusivarnente investigada por las autoridades aduanales 
ale este Distrito; en seg-undo término es un error por cuanto 
el señor Lacinio Agrustín Pichardo Fernández no fué apre- 
hendido en el Distrito de Santo Domingo, según consta en 
auto sino por el contrario en su domicilio real, del Dis- 
trito Judicial de Santiago y en tercer lugar que tal y co- 
mo indica el fallo impugnado el señor Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández tiene su domicilió real en el Distrito 
Judicial de Santiago; que por estas tres circunstancias es 
preciso admitir que procede la declinatoria del presente 
expediente por ante los jueces naturales del señor Lacinío 
Agustín Pichardo Fernández o sean los jueces del Distri-

1cto Judicial de 
Santiago; razón por la cual el señor La-

cinio Agustín Pichardo Fernández os suplica por nuestro 
medio revocar la sentencia impugnada en todas sus partes 
por causa de incompetencia, ordenando en consecuencia la 
declinatoria correspondiente por ante los tribunales que 
fuesen de derecho; Segundo: que declaréis en consecuencia, 
de oficio las costas de la presente instancia; b) que 
al proponer dicha excepción Sr sin que el ministerio 
público dictaminara sobre la misma sino limitándose 
-a pedir que la excepción fuese juzgada conjuntamente 
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con el fondo, el acusado Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez interpuso recurso de casación contra la decisión de este 
tribunal que declaró que fallaría la excppción conjunta-
mente con el fondo solicitando in-voce que se sobreseyera 
el conocimiento del presente expediente hasta tanto la Su-
prema Corte de Justicia como Corte de Casación conocie-
la y fallara el mencionado recurso de casación, a lo cual 
dispuso este tribunal que también resolvería el asunto con-

' juntamente con el fondo, todo sin dictamen sobre el caso, 
del Ministerio Público quien a la fecha no lo ha dado 
sobre nada; todo con las consiguientes reservas del acu-
sado Pichardo Fernández; c) que se le dé acta asimismo 
al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández de que tal 
y como consta diversas veces en el acta de audiencia no ha 
aceptado el debate a fondo en lo absoluto y ha hecho re-
servas en tal aspecto por considerar que la forma en que 
se han llevado los procedimientos y se ha instruído la 
causa constituye una violación a todas las reglas de pro-
cedimiento en materia correccional; Tercero: que asimis-
mo le déis acta al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez de que antes de toda defensa al fondo y posteriormen-
te a haber resuelto en la forma indicada este tribunal la 
excepción de incompetencia y siempre sin aceptar el de-
bate al fondo por las circunstancias apuntadas, concluyó 
solicitando una medida de instrucción en la siguiente for-
ma (por escrito): "Primero: que ordenéis un experticio, pe-
ritaje o juicio pericial de uno o tres expertos, en la es-
pecie, Contadores Públicos Autorizados para que de confor-
midad con su Ley Orgánica, la No. 633 del 1944 publicada 
en la Gaceta Oficial No. 6095 del mes de julio de 1944, 
examinen el expediente y rindan un juicio y is?n informe ,so-
bre las operaciones aduahales y comerciales realizadas por 
'el acusado Pichardo Fernández, y establezcan un balan-
ce sobre dichas operaciones y los impuestos correspondien-
tes a las mismas, para que así pueda determinarse si en 
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_de la 
_residencia del prevenido y 3ro. aquel en cuya juris-

dicción, fué incoada como consecuencia de las diligencias 
hechas en esta jurisdicción por las autoridades aduanales 

con el fondo, el acusado Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez interpuso recurso de casación contra la decisión de este 
tribunal que declaró que fallaría la excypción conjunta-
mente con el fondo solicitando in-voce que se sobreseyera 
el conocimiento del presente expediente hasta tanto la Su-
prema Corte de Justicia como Corte de Casación conocie-
ka y fallara el mencionado recurso de casación, a lo cual 
dispuso este tribunal que también resolvería el asunto con-
juntamente con el fondo, todo sin dictamen sobre el caso, 
del Ministerio Público quien a la fecha no lo ha dado 
sobre nada; todo con las consiguientes reservas del acu-
sado Pichardo Fernández; c) que se le dé acta asimismo 
al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández de que tal 
y como consta diversas veces en el acta de audiencia no ha 
aceptado el debate a fondo en lo absoluto y ha hecho re-
servas en tal aspecto por considerar que la forma en que 
se han llevado los procedimientos y se ha instruído la 
causa constituye una violación a todas las reglas de pro-
cedimiento en materia correccional; Tercero: que asimis-
mo le déis acta al señor Lacinio Agustín Picnardo Fernán-
dez de que antes de toda defensa al fondo y posteriormen-
te a haber resuelto en la forma indicada este tribunal la 
excepción de incompetencia y siempre sin aceptar el de-
bate al fondo por las circunstancias apuntadas, concluyó 
solicitando una medida de instrucción en la siguiente for-
ma (por escrito): "Primero: que ordenéis un experticio, pe-
ritaje o juicio pericial de uno o tres expertos, en la es-
pecie, Contadores Públicos Autorizados para que de confor-
midad con su Ley Orgánica, la No. 633 del 1944 publicada 
en la Gaceta Oficial No. 6095 del mes de julio de 1944, 
examinen el expediente y rindan un juicio y Wn informe .so-
bre las operaciones aduahales y comerciales realizadas por 
el acusado Pichardo Fernández, y establezcan un balan-
ce sobre dichas operaciones y los impuestos correspondien-
tes a las mismas, para que así pueda determin,arse si en 

•
cuyo director apoderó de las mismas al Procurador General 
de la República y este alto funcionario público apoderó a su 
vez al representante del Ministerio Público ante el Juzgado 

•
de Paz de la Primera Circunscripción de este Distrito de 

- Santo Domingo., quien encausó las persecuciones ante esta 
jurisdicción'; lo que constituye un lamentable error en el fa-

.110 impugnado por cuanto en primer término y como conta 
ken el expediente la supuesta infracción puesta a cargo 

Lacinio Agustín Pichardo Fernández no fué cometi-
da en su totalidad en el Distrito de Santo Domingo sino 
oexclusivamente investigada por las autoridades aduanales 
,.de este Distrito; en segundo término es un error por cuanto 
el señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández no fué apre-
hendido en el Distrito de Santo Domingo, según consta en 
auto sino por el contrario en su domicilio real, del Dis-
trito Judicial de Santiago y en tercer lugar que tal y co-
rno indica el fallo impugnado el señor Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández tiene su domicilió real en el Distrito 
Judicial de Santiago; que por estas tres circunstancias es 
preciso admitir que procede la declinatoria del presente 
expediente por ante los jueces naturales del señor Lacinio 
Agustín Pichardo Fernández o sean los jueces del Distri-
Ioto Judicial de Santiago; razón por la cual el señor La-
cinio Agustín Pichardo Fernández os suplica por nuestro 
'medio revocar la sentencia impugnada en todas sus partes 
por causa de incompetencia, ordenando en consecuencia lá 
declinatoria correspondiente por ante los tribunales que 
fuesen de derecho; Segundo: que declaréis en consecuencia, 
de oficio las costas de la presente instancia; b) que 
al proponer dicha excepción Y sin que el ministerio 
público dictaminara sobre la misma sino limitándose 

pedir que la exceptión fuese juzgada conjuntamente 

a 
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realidad estas han defraudado al fisco en el caso, la adua-
na del Estado, y en cuyo supuesto, el monto de tal defrau-
dación a fin de que pueda aplicarse en tal supuesto la pena 
para el caso porque de lo contrario el juez estaría fallando 
por simples pesquisas desprovistas de la investigación con-
table correspondientes y de la capacidad técnica necesaria 
ya organizada por la ley mencionada, otorgándole así el ex-
ponente la oportunidad de probar su inocencia; todo de. 
conformidad con la ley orgánica de los Contadores Públi-
cos Autorizados y sus ulteriores modificaciones y adiciones 
según las cuales en tales casos procede la actuatión de in-
vestigación de tales profesionales; y pedimento que fué-
hecho y rechazando sin motivos por el Juzgado a quo; Se-
gundo: que reservéis las costas para ser falladas conjunta-
mente con el fondo de la causa"; Cuarto: que le déis 
acta al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández de 
que solicitó y ratifica dicho pedimento, después de 
haber sido resuelto el anterior por este tribunal en 
el sentido de que sería fallado conjuntamente con el 
fondo del asunto, una medida de instrucción en el siguien-
te sentido: "Primero: que ordenéis el interrogatorio del se-
ñor Julio Antonio Pichardo Fernández, residente en 536 
W.. 136 St. apt. 62 New York, 31, N. Y., U.S.A., otorgan-
do para ello comisión rogatoria al señor Cónsul General 
de la República Dominicana en dicha Ciudad, en torno al 
presente asunto por cuanto se esgrimen como pruebas e 
índice de culpabilidad contra el señor Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández, los siguientes documentos suscritos 
por el mencionado señor Julio Antonio Pichardo Fernán- 
dez; a) mensaje sin fecha, hoja 29 del expediente; b) carta 
de marzo 21 'de 1950, hoja 30 del expediente; c) carta del 
19 de Abril de 1950, hoja 31 del expediente; d) carta del 
13 de abril de 1950, hoja 33 del exPediente; e) carta del 23 
de abril de 1950, hoja 35 del expediente; f) carta del lro. 
de mayo del 1951, hoja 38 del expediente y g) carta del 
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4 de mayo de 1951, hoja No. 40 del expediente; todo a fin 
de qt-e dicho señor reconozca dichos mensajes y declare y 
explique ante la autoridad correspondiente sobre el con-
tenido de dichos documentos, lo que interesa a la defensa 
del prevenido y a una sana y recta administración de la 
justicia; Segundo: que reservéis en consecuencia las cos-
tas' para fallarlas conjuntamente con el fondo del asunto; 
Quinto: que después de haber resuelto en la misma forma 
este tribunal que el anterior pedimento sería fallado con-
juntamente con el fondo del asunto, y a propósito de otros 
aspectos de pruebas en el expediente el señor Lacinio Agus-
tín Pichardo Fernández solicitó, y ratifica dicho pedimen-
to, lo siguiente: "que en razón de que por oficio del 16 de 
junio de 1953 No. 1473 del Director General del Impues-
to sobre Beneficios, que consta en el expediente, fueron 
solicitados los libros de . contabilidad del señor Lacinio 
Agustín Pichardo Fernández, a las autoridades judiciales, a 
fin de efectuar determinadas investigaciones respecto de 
las rentas, beneficios obtenidos por dicho señor en los años 
1949 a 1952, y los cuales en efecto fueron entregados a di-
rección en manos den Inspector Enrique Vidal según recibo 
del 17 de junio de 1953 que consta en el expediente (V. 
páginas 165 a 168) y en razón de que la investigación rea-
lizada sobre tales libros puede conducir al establecimien-
to de la verdad en torno al presente asunto y muy espe-
cialmente en cuanto al monto de la infracción, si es que la 
hubo, a cargo del señor Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez y para determinar con certidumbre el grado de la multa 
a aplicar; se ordene la anexión al expediente de una copia 
de la investigación realizada por dicho despacho así como la 
devolución al expediente de los libros que fulron entrega-
dos al dicho impuesto sogre beneficios; todo para que sir-
va como instrumentos de) convicción en interés de la defen-
sa; Segundo: que reservéis las costas para ser falladas con-
juntamente con el fondo del asu to; Sexto. r' con- 
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realidad estas han defraudado al fisco en el caso, la adua-
na del Estado, y en cuyo supuesto, el monto de tal defrau-
dación a fin de que pueda aplicarse en tal supuesto la pena 
para el caso porque de lo contrario el juez estaría fallando 
por simples pesquisas desprovistas de la investigación con-
table correspondientes y de la capacidad técnica necesaria 
ya organizada por la ley mencionada, otorgándole así el ex-
ponente la oportunidad de probar su inocencia; todo de. 
conformidad con la ley orgánica de los Contadores Públi-
cos Autorizados y sus ulteriores modificaciones y adiciones 
según las cuales en tales casos procede la actuatión de in-
vestigación de tales profesionales; y pedimento que fué. 
hecho y rechazando sin motivos por el Juzgado a quo; Se-
gundo: que reservéis las costas para ser falladas conjunta-
mente con el fondo de la causa"; Cuarto: que le déis 
acta al señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández de 
que solicitó y ratifica dicho pedimento, después de 
haber sido resuelto el anterior por este tribunal en 
el sentido de que sería fallado conjuntamente con el 
fondo del asunto, una medida de instrucción en el siguien-
te sentido: "Primero: que ordenéis el interrogatorio del se-
ñor Julio Antonio Pichardo Fernández, residente en 536 
W., 136 St. apt. 62 New York, 31, N. Y., U.S.A., otorgan-
do para ello comisión rogatoria al señor Cónsul General 
de la República Dominicana en dicha Ciudad, en torno al 
presente asunto por cuanto se esgrimen como pruebas e 
índice de culpabilidad contra el señor Lacinio Agustín 
Pichardo Fernández, los siguientes documentos suscritos 
por el mencionado señor Julio Antonio Pichardo Fernán- 
dez; a) mensaje sin fecha, hoja 29 del expediente; b) carta 
de marzo 21 'de 1950, hoja 30 del expediente; c) carta del 
19 de Abril de 1950, hoja 31 del expediente; d) carta del 
13 de abril de 1950, hoja 33 del expediente; e) carta del 23 
de abril de 1950, hoja 35 del expediente; f) carta del lro. 
de mayo del 1951, hoja 38 del expediente y g) carta del 

4 de mayo de 1951, hoja No. 40 del expediente; todo a fin 
de qt-e dicho señor reconozca dichos mensajes y declare y 
explique ante la autoridad correspondiente sobre el con-
tenido de dichos documentos, lo que interesa a la defensa 
del prevenido y a una sana y recta administración de la 
justicia; Segundo: que reservéis en consecuencia las cos-
tas' para fallarlas conjuntamente con el fondo del asunto; 
Quinto: que después de haber resuelto en la misma forma 
este tribunal que el anterior pedimento sería fallado con-
juntamente con el fondo del asunto, y a propósito de otros 
aspectos de pruebas en el expediente el señor Lacinio Agus-
tín Pichardo Fernández solicitó, y ratifica dicho pedimen-
to, lo siguiente: "que en razón de que por oficio del 16 de 
junio de 1953 No. 1473 del Director General del Impues-
to sobre Beneficios, que consta en el expediente, fueron 
solicitados los libros de. contabilidad del señor Lacinio 
Agustín Pichardo Fernández, a las autoridades judiciales, a 
fin de efectuar determinadas investigaciones respecto de 
las rentas, beneficios obtenidos por dicho señor en los años 
1949 a 1952, y los cuales en efecto fueron entregados a di-
rección en manos ddl Inspector Enrique Vidal según recibo 
del 17 de junio de 1953 que consta en el expediente (V. 
páginas 165 a 168) y en razón de que la investigación rea-
lizada sobre tales libros puede conducir al establecimien-
to de la verdad en torno al presente asunto y muy espe-
cialmente en cuanto al monto de la infracción, si es que la 
hubo, a cargo del señor Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez y para determinar con certidumbre el grado de la multa 
a aplicar; se ordene la anexión al expediente de una copia 
de la investigación realizada por dicho despacho así como la 
devolución al expediente de los libros que fulron entrega-
dos al dicho impuesto solre beneficios; todo para que sir-
va como instrumentos de' convicción en interés de la defen-
sa; Segundo: que reservéis las costas para ser falladas con-
juntamente con el fondo del ast) to; Sexto. r' con- 

a. 
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tra todas las decisiones de este tribunal que resol-
vió fallar conjuntamente con el fondo todos los pedi-
mentos anteriores propuestos interpuso formal recurso 
de casación el señorLacinio Agustín Pichardo Fernández, 
solicitando, lo que ratifica ahora que el presente expedien-
te fuese sobreseído para ser conocido y fallado después 
que la Honorable Suprema Corte de Justicia como Co.rte 
de Casación conociera y fallara sobre todos los recursos 
de casación propuestos, lo que también resolvió este tri-
bunal fallar conjuntamente con el fondo ocasionando el con-
siguiente recurso de casación contra esta última decisión 
y las consiguientes reservas de derecho en tal sentido; 
Séptimo: qt:. se le dé acta al selbr Lacinio Agustín, 
Pichardo Fernández igualmente de que no ha aceptado en 
ningún momento el debate al fondo, por considerar prime-
ro que la causa se ha instruído y se ha estado instruyen-
do en violación de las reglas de procedimiento en materia 
correccional y por considerarse inhábil para el ejercicio de 
sus derechos de defensa por cuanto no se le ha dado opor-
tunidad de presencar las pruebas que considera pertinente 
al ejercicio de su legítimo derecho de c:efensa, que en con-
secuencia el acusado Pichardo Fernández considera no ha-
berse podido defender en el presente proceso con la liber-
tad y prerrogativas que el caso requiere; Octavo: que 
en consecuencia y como pura formalidad procesal el 
señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández, tras rati-
ficar en todas sus partes los demás pedimentos hechos 
en el transcurso de esta causa y los cuales han sido enume-
rados taxativamente, y ratificando todas las reservas for-
muladas, concluye sobre el fondo solicitando muy respetuo-
samente su descargo por insuficiencia de pruebas o por no 
haber cometido el hecho que 'se le imputa; Noveno: 
que para el caso de acoger lz. excepción de incom-
petencia, o descargar al acusado, declaréis de oficio las 
costas del procedimiento y para el caso de ordenar alguna 

medida de instrucción las reservéis para fallarlas conjun-
tamente con el fondo del asunto; Décimo: Además 
ratificamos nuestras conclusiones in-voce de que se nos dé acta de la denuncia que en audiencia hemos pre-
sentado por perjurio contra el testigo Hermes Que-
lada"; S), que después de lo dicho, expuso, el Mi-
nisterio Público, en su dictamen oral, lo que a continua-
ción se expresa: "que se declare bueno y válido el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido; que se con-
firme en todas sus partes la sentencia recurrida y se con-
dene al pago de las costas"; 

Considerando que, en la ya indicada fecha de once de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo pronunció la sentencia 
ahora impugnada, con el dispositivo que en seguida se 
transcribe: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara, 
regular y válido en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el nombrado Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez por haberlo intentado en tiempo hábil y en forma le-
gal; Segundo: Redhaza, el pedimento in-limine-litis de de-
clinatoria por incompetencia ratione personae vel locis por 
improcedente y mal fundado; Tercero: el pedimento de 
sobreseimiento formulado por el prevenido por improce-
dente y fal fundado; Cuarto: Rechaza, el pedimento sobre 
ordenar un experticio, peritaje, o juicio pericial de uno 
o tres expertos por improcedente y mal fundado; Quin-
to: Rechaza, el pedimento de interrogatorio del señor Julio 
Antonio Pichardo Fernández por improcedente y mal fun-
dado; Sexto: Se ordena, la anexión al expediente de una 
copia de la investigación realizada por la cilrección Gene-
ral de Impuesto sobre beneficio y la devolución al expe,- 
diente de los libros de tontabilidad que fueron entregados 
a dicha dirección propiedad del prevenido; "Séptimo: 
Rechaza, el pedimento de sobreseimiento del presen- 
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tra todas las decisiones de este tribunal que resol-
vió fallar conjuntamente con el fondo todos los pedi-
mentos anteriores propuestos interpuso formal recurso 
de casación el señorLacinio Agustín Pichardo Fernández, 
solicitando, lo que ratifica ahora que el presente expedien-
te fuese sobreseído para ser conocido y fallado después 
que la Honorable Suprema Corte de Justicia como Co.rte 
de Casación conociera y fallara sobre todos los recursos 
de casación propuestos, lo que también resolvió este tri-
bunal fallar conjuntamente con el fondo ocasionando el con-
siguiente recurso de casación contra esta última decisión 
y las consiguientes reservas de derecho en tal sentido; 
Séptimo: que se le dé acta al sefibr Lacinio Agustín, 
Pichardo Fernández igualmente de que no ha aceptado en 
ningún momento el debate al fondo, por considerar prime-
ro que la causa se ha instruído y se ha estado instruyen-
do en violación de las reglas de procedimiento en materia 
correccional y por considerarse inhábil para el ejercicio de 
sus derechos de defensa por cuanto no se le ha dado opor-
tunidad de presentar las pruebas que considera pertinente 
al ejercicio de su legítimo derecho de ¿efensa, que en con-
secuencia el acusado Pichardo Fernández considera no ha-
berse podido defender en el presenü proceso con la liber-
tad y prerrogativas que el caso requiere; Octavo: que 
en consecuencia y como pura formalidad procesal el 
señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández, tras rati-
ficar en todas sus partes los demás pedimentos hechos 
en el transcurso de esta causa y los cuales han sido enume- 
rados taxativamente, y ratificando todas las reservas for- 
muladas, concluye sobre el fondo solicitando muy respetuo- 
samente su descargo por insuficiencia de pruebas o por no 
haber cometido el hecho que 'se le imputa; Noveno: 
que para el caso de acoger 	excepción de incom- 

petencia, o descargar al acusado, declaréis de oficio las 
costas del procedimiento y para el caso de ordenar alguna 
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medida de instrucción las reservéis para fallarlas conjun-
tamente con el fondo del asunto; Décimo: Además 
ratifica/nos nuestras conclusiones in-voce de que se nos 
dé acta de la denuncia que en audiencia hemos pre-
sentado por perjurio contra el testigo Hermes Que-
zada"; S), que después de lo dicho, expuso, el Mi-
nisterio Público, en su dictamen oral, lo que a continua-
ción se expresa: "que se declare bueno y válido el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido; que se con-
firme en todas sus partes la sentencia recurrida y se con-
dene al pago de las costas"; 

Considerando que, en la ya indicada fecha de once de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo pronunció la sentencia 
ahora impugnada, con el dispositivo que en seguida se 
transcribe: "Falla: Primero: Que debe declarar y declara, 
regular y válido en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el nombrado Lacinio Agustín Pichardo Fernán-
dez por haberlo intentado en tiempo hábil y en forma le-
gal; Segundo: Redhaza, el pedimento in-limine-litis de de-
clinatoria por incompetencia ratione personae vel locis por 
improcedente y mal fundado; Tercero: el pedimento de 
sobreseimiento formulado por el prevenido por improce-
dente y fal fundado; Cuarto: Rechaza, el pedimento sobre 
ordenar un experticio, peritaje, o juicio pericial de uno 
o tres expertos por improcedente y mal fundado; Quin-
to: Rechaza, el pedimento de interrogatorio del señor Julio 
Antonio Pichardo Fernández por improcedente y mal fun-
dado; Sexto: Se ordena, la anexión al expediente de una 
copia de la investigación realizada por la dirección Gene-
ral de Impuesto sobre beneficio y la devolución al expe-
diente de los libros de tontabilidad que fueron entregados 
a dicha dirección propiedad del prevenido; "Séptimo: 
Rechaza, el pedimento de sobreseimiento del presen- 
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te expediente para ser conocido después que la Ho-
norable Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casa-
ción conociese y fallase sobre todos los recursos de casa-
ción propuestos, por improcedente y fal mu.ndado; Oc-
tavo: Se da acta al doctor Rarnón Pina Acevedo y 
Martínez, de denunciar y perseguir al testigo Hermes Que-
zada por el delito de perjurio; Noveno: Rechaza, el 
pedimento de dar acta al prevenido de no aceptar 
en ningún momento el debate a fondo por estarse 
instruyendo en violación a la regla de procedimien-
to en materia correccional y por considerarse inhábil 
para el ejercicio de sus derechos de defensa, por improce-
dente y mal fundado; Décimo: Que debe confirmar y confir-
ma, la sentencia dictada en fecha 24 del mes de Abril del 
ario 1953, cuyo dispositivo dice así: Primero: Rechaza el pe-
dimento de reenvío solicitado por el prevenido Lacinio 
Agustín Pichardo Fernández, tendente a ordenar un exper-
ticio, peritaje y otras medidas de instrucción; Segundo: 
Declara al nombrado Lacinio A. Pichardo Fernández, de 
generales que constan culpable del delito de introduc-
ción clandestina de objetos, producto-4 géneros o mer-
caderías, (326) trescientas veinte y seis Icadenas de 
oro; (dos) dos cadenas de plata; (2) dos cadenas de 
metal dorado; (un) paquetito conteniendo (59) cincuen-
ta y nueve pedacitos de cadenas de oro; (134) cien-
to treinta y cuatro medallitas de metal plateado; (130) 
ciento treinta medallas de oro de diferentes tamaños; de 
procedencia extranjera en el territorio de la República, 
con el propósito de eludir el pago de los impuestos y de- 

rechos correspondientes; hecho previsto y sancionado por la 
Ley No. 1197, sobre la represión del contrabando, vigente 
en la fecha de la comisión del ind:cado delito; y en conse- 
cuencia, acogiendo en su favor cirmnstancias• atenuantes, 
lo condena al pago de una multa de RD$10,931.54 (diez mil 
novecientos treinta y un pesos oro con cincuenta y cuatro 

centavos) duplo de los derechos e impuestos dejados.de pa-
gar por las mercancías introducidas ilegalmente, que en 
caso de insolvencia compensará con prisión a razón de un 
día por cada peso o fracción de peso dejado de pagar; Ter-
cero: Ordena el comiso de los objetos, productos. géneros 
o mercaderías clandestinamente introducidos; Cuarto: Con-
dena al inculpado al pago de las costas"; Undécimo: 
Que debe condenar, como al efecto condena a dicho 
prevenido al pago de las costas"; 

Consíderando que en el acta de la última declaración 
de los recursos, hecha el once de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres por el abogado del recurrente, 
declaración que ratifica y resume todos los anteriores del 
mismo declarante o de su representado, el repetido decla-
rp~ite expuso: "qué a nombre y representación del señor 

ácinio Agustín Pichardo Fernández, de las generales que 
constan en el expediente correspondiente, venía a interpo-
ner y al efecto interpone por la presente acta, formal re-
curso de casación contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales en esta misma fecha por este Tribunal, 
y sentencia cuyo dipositivo dice textualmente así: 'Falla: 
Primero: Que debe declarar y declara regular y válido en la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el nombrado 
Lacinio A. Pichardo Fernández, por haberlo intentado en 
tiempo hábil y forma legal; Segundo: Rechaza el pedimen-
to en limine litis de declinatoria por incompetencia ratione 
personae vel-lo-ci, por improcedente y mal fundado; Ter-
cero: rechaza el pedimento al sobreseimiento formulado por 
el prevenido, por improcedente y mal fundado; Cuarto: 
Rechaza el pedimento sobre ordenar im experticio, peritaje 
o juicio pericial de uno o tres expertos por ,jmprocedente 
y mal fundado; Quinto: iRechaza el pedimento de interro-
gatorio del señor Julio ,Antonio Pichardo Fernández, por 
improcedente y mal fundado; Sexto: Se ordena la anexión 
al expediente de una copia de la investigación realizada 
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te expediente para ser conocido después que la Ho-
norable Suprema Corte de Justicia, como Corte de Casa-
ción conociese y fallase sobre todos los recursos de casa-
ción propuestos, por improcedente y fal mundado; Oc-
tavo: Se da acta al doctor Ramón Pina Acevedo y 
Martínez, de denunciar y perseguir al testigo Hermes Que-
zada por el delito de perjurio; Noveno: Rechaza, el 
pedimento de dar acta al prevenido de no aceptar 
en ningún momento el debate a fondo por estarse 
instruyendo en violación a la regla de procedimien-
to en materia correccional y por considerarse inhábil 
para el ejercicio de sus derechos de defensa, por improce-
dente y mal fundado; Décimo: Que debe confirmar y confir-
ma, la sentencia dictada en fecha 24 del mes de Abril del 
año 1953, cuyo dispositivo dice así: Primero: Rechaza el pe-
dimento de reenvío solicitado por el prevenido Lacinio 
Agustín Pichardo Fernández, tendente a ordenar un exper-
ticio, peritaje y otras medidas de instrucción; Segundo: 
Declara al nombrado Lacinio A. Pichardo Fernández, de 
generales que constan culpable del delito de introduc-
ción clandestina de objetos, productol, géneros o mer-
caderías, (326) trescientos veinte y seis Icadenas de 
oro; (dos) dos cadenas de plata; (2) dos cadenas de 
metal dorado; (un) paquetito conteniendo (59) cincuen-
ta y nueve pedacitos de cadenas de oro; (134) cien-
to treinta y cuatro medallitas de metal plateado; (130) 
ciento treinta medallas de oro de diferentes tamaños; de 
procedencia extranjera en el territorio de la Repúbl;ca, 
con el propósito de eludir el pago de los impuestos y de-

rechos correspondientes; hecho previsto y sancionado por la 
Ley No. 1197, sobre la represión del contrabando, vigente 
en la fecha de la comisión del indicado delito; y en conse- 
cuencia, acogiendo en su favor cinunstancias• atenuantes, 
lo condena al pago de una multa de RD$10,931.54 (diez mil 
novecientos treinta y un pesos oro con cincuenta y cuatro 
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centavos) duplo de los derechos e impuestos dejados.de pa-
gar por las mercancías introducidas ilegalmente, que en 
caso de insolvencia compensará con prisión a razón de un 
día por cada peso o fracción de peso dejado de pagar; Ter-
cero: Ordena el comiso de los objetos, productos, géneros 
o mercaderías clandestinamente introducidos; Cuarto: Con-
dena al inculpado al pago de las costas"; Undécimo: 
Que debe condenar, como al efecto condena a dicho 
prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que en el acta de la última declaración 
de los recursos, hecha el once de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres por el abogado del recurrente, 
declaración que ratifica y resume todos los anteriores del 
mismo declarante o de su representado, el repetido decla-
ra.4te expuso: "qué a nombre y representación del señor 

ácinio Agustín Pichardo Fernández, de las generales que 
constan en el expediente correspondiente, venía a interpo-
ner y al efecto interpone por la presente acta, formal re-
curso de casación contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales en esta misma fecha por este Tribunal, 
y sentencia cuyo dilpositivo dice textualmente así: 'Falla: 
Primero: Que debe declarar y declara regular y válido en la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el nombrado 
Lacinio A. Pichardo Fernández, por haberlo intentado en 
tiempo hábil y forma legal; Segundo: Rechaza el pedimen-
to en limine litis de declinatoria por incompetencia ratione 
personae vel-lo-ci, por improcedente y mal fundado; Ter-
cero: rechaza el pedimento al sobreseimiento formulado por 
el prevenido, por improcedente y mal fundado; Cuarto: 
Rechaza el pedimento sobre ordenar im experticio, peritaje 
o juicio pericial de uno o tres expertos por ‘improcedente 
y mal fundado; Quinto: Rechaza el pedimento de interro-
gatorio del señor Julio Antonio Pichardo Fernández, por 
improcedente y mal fundado; Sexto: Se ordena la anexión 
al expediente de una copia de la investigación realizada 
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int(); y en consecuencia, acogiendo a su favor circunstan-
cias atenuantes, lo condena al pago de una multa de RDS-
10,931.54 (diez mil novecientos treinta y tmo pesos oro 
con cincuenta y cuatro centavos) duplo de los derechos 
de impuestos dejados de pagar por las mercaderías intro-
ducidas ilegalmente, que en caso de insolvencia compen-
sará con prisión a razón de un día por cada peso dejado 
de pagar; Tercero: Ordena, el comiso de los óbjetos, pro-
ductos, géneros o mercaderías clandestinamente introduci-
dos; Cuarto: Condenar como al efecto condena, al mencio-
nado prevenido al pago de las costas. "Undécimo: Que de-
be condenar, como al efecto condena a dicho prevenido al 
pago de las costas causadas en el presente proceso". Me ex-
puso el compareciente, que el presente recurso de casación 
lo interpone el señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández 
por su conducto, en razón de no estar conforme con ninguno 
de los términos de la mencionada sentencia, muy especial-
mente por considerar que se han violado en el caso todas 
las reglas de procedimiento en materia correccional por lo 
cual no ha podido ejercer sus derechos de defensa, y que 
los medios fundaméntales en los cuales basa su recurso,. 
los expondrá por memorial que por conducto de abogado, 
elevará a la Honorable Suprema Corte de Justicia, directa- . 
mente. Me expuso el compareciente además que para los 
fines del presente recurso de casación el señor Lacinio 
Agustín Pichardo Frnández, hace formal elección de donai-
cilio en su estudio abierto donde ya se ha dicho"; y en el 
memorial presentado el primero de febrero por el indica-- 
do abogado, se alega que en la decisión atacada se incu-
rrió en los vicios mencionados en los medioi siguientes: 
"I.— Violación y falsa alineación de las disposiciones det 
artículo 20 del Código de Procedimiento Criminal, refor-
mado por la Ley No. 50Ó5 del 28 de junio de 1911; 
Violación por desconocimiento, de las disposiciones del ar-
tículo 169 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al_ 
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por la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios, y 
la devolución al expediente de los libros de contabilidad 
que fueron entregados a dicha Dirección propiedad del pre-
venido; Séptimo: Rechaza el pedimento de sobreseimien-
to del presente expediente para ser conoCido después que 
la Honorable Suprema Corte de Justicia como Corte de Ca-
sación conociese y fallase 3obre todos los recursos de casa-
ción propuestos, por improcedentes y mal fundadas; Octa-
vo:Se da acta al Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, de 
denunciar y perseguir al testigo Hermes Quezada por el 
delito de perjurio; Noveno: Rechaza el pedimento de dar 
acta al prevenido de no aceptar en ningún momento el de-
bate al fondo por estarse instruyendo en violación de las 
reglas de procedimiento en materia correccional y por con-
siderarse inhábil para el ejercicio de sus derechos de de-
fensa, Dor improcedente y mal fundado'; Décimo: Que debe 
confirmar, como al efecto confirma, la sentencia dictada 
en fecha 24 del mes de abril del ario 1953, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Rechaza el pedimento de reenvío 
solicita,do por el prevenido Lacinio Agustín Pichardo Fer-
nández, tendente a ordenar un experticia peritaje y otras 
medidas de instrucción; Segundo: Declara al nombrado La-
cinio A. Pichardo Fernández, de generales que constan, 
culpable del delito de contrabando, introducción clandesti-
na de objetos, productos, géneros o mercaderías. (326) tres-
cientos veintiséis cadenas de oro; (2) dos cadenas de pla-
ta; (2) dos cadenas de metal dorado; (un) paquetito conte-
niendo (59) cincuenta y nueve pedacitos de cadenas de oro; 

(134) ciento treinta 	cuatro medallitas de metal platea- 

do, (130) ciento treinta medallas de oro de diferentes ta- 
maños; de p...•ocedencia extranjera en el territorio de la 
República, con el propósito de eludir el 'pago de los im- 
puestos y derechos correspondient2s; hecho previsto y san- 
cionado por la ley No. 1197 sobre la represión del contra- 
bando vigente en la fecha de la colnisión del indicado de- 
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por la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios, y 
la devolución al expediente de los libros de contabilidad 
que fueron entregados a dicha Dirección propiedad del pre-
venido; Séptimo: Rechaza el pedimento de sobreseimien-
to del presente expediente para ser conodido después que 
la Honorable Suprema Corte de Justicia como Corte de Ca-
sación conociese y fallase 3obre todos los recursos de casa-
ción propuestos, por improcedentes y mal fundadas; Octa-
vo:Se da acta al Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, de 
denunciar y perseguir al testigo Hermes Quezada por el 
delito de perjurio; Noveno: Rechaza el pedimento de dar 
acta al prevenido de no aceptar en ningún momento el de-
bate al fondo por estarse instruyendo en violación de las 
reglas de procedimiento en materia correccional y por con-
siderarse inhábil para el ejercicio de sus derechos de de-
fensa, Dor improcedente y mal fundado'; Décimo: Que debe 
confirmar, como al efecto confirma, la sentencia dictada 
en fecha 24 del mes de abril del ario 1953, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Rechaza el pedimento de reenvío 
solicita,do por el prevenido Lacinio Agustín Pichardo Fer-
nández, tendente a ordenar un experticia peritaje y otras 
medidas de instrucción; Segundo: Declara al nombrado La-
cinio A. Pichardo Fernández, de generales que constan, 
culpable del delito de contrabando, introducción clandesti-
na de objetos, productos, géneros o mercaderías. (326) tres-
cientos veintiséis cadenas de oro; (2) dos cadenas de pla-
ta; (2) dos cadenas de metal dorado; (un) paquetito conte-
niendo (59) cincuenta y nueve pedacitos de cadenas de oro; 
(134) ciento treinta y cuatro medallitas de metal platea- 
do, (130) ciento treinta medallas de oro de diferentes ta- 
maños; de p...Dcedencia extranjera en el territorio de la 
República, con el propósito de efudir el 'pago de los im- 
puestos y derechos correspondient2s; hecho previsto y san- 
cionado por la ley No. 1197 sobre la represión del contra- 
bando vigente en la fecha de la colnisión del indicado de- 

lit(); y en consecuencia, acogiendo a su favor circunstan-
cias atenuantes, lo condena al pago de una multa de RDT,- 
10,931.54 (diez mil novecientos treinta y uno pesos oro 
con cincuenta y cuatro centavos) duplo de los derechos 
de impuestos dejados de pagar por las mercaderías intro-
ducidas ilegalmente, que en caso de insolvencia compen-
sará con prisión a razón de un día por cada peso dejado 
de pagar; Tercero: Ordena, el comiso de los óbjetos, pro-
ductos, géneros o mercaderías clandestinamente introduci-
dos; Cuarto: Condenar como al efecto condena, al mencio-
nado prevenido al pago de las costas. "Undécimo: Que de-
be condenar, como al efecto condena a dicho prevenido al 
pago de las costas causadas en el presente proceso", Me ex-
puso el compareciente, que el presente recurso de casación 
lo interpone el señor Lacinio Agustín Pichardo Fernández 
por su conducto, en razón de no estar conforme con ninguno 
de los términos de la mencionada sentencia, muy especial-
mente por considerar que se han violado en el caso todas 
las reglas de procedimiento en materia correccional por lo 
cual no ha podido ejercer sus derechos de defensa, y que 
los medios fundaméntales en los cuales basa su recurso.. • 
los expondrá por memorial que por conducto de abogado, 
elevará a la Honorable Suprema Corte de Justicia, directa- , 
mente. Me expuso el compareciente además que para los 
fines del presente recurso de casación el señor Lacinio 
Agustín Pichardo Frnández, hace formal elección de domi-
cilio en su estudio abierto donde ya se ha dicho"; y en el 
memorial presentado el primero de febrero por el indica-- 
do abogado, se alega que en la decisión atacada se inca-
rrió en los vicios mencionados en los medioi siguientes: 
"I.— Violación y falsa alineación de las disposiciones da 
artículo 20 del Código de Procedimiento Criminal, refor-
mado por la Ley No. 50(55 del 28 de junio de 1911; II.— 
Violación por desconocimiento, de las disposiciones del ar-
tículo 169 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al_ 

h 
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procedimiento en materia correccional; III.— Violación por' 
desconocimiento- e Inaplicación de las disposiciones del ar-
tículo 4 de la Ley No. 1014 del 11 de octubre de 1935 so-
bre el procedimiento en materia correccional y criminal; 
IV.— Violación por errónea aplicación, de las disposicio-
nes de los artículos 1 2, y 3 de la Ley No. 1197 sobre 
la represión del contrabando, vigentes en el momento del 
inicio del proceso y reproducidos actualmente por la Ley 
No. 3489 del 10 del mes de febrero de 1953, sobre el Ré-
girnen de Aduanas, en sus artículos del 167 al 177 y 200 
a 201; desnaturalización de los hechos y falta de base le-
gal; V.— Contradicción de fallos, motivos y en el dispositi-

. vo de la decisión intervenida sobre el fondo del asunto; 
VI.— Violación de las reglas sobre la prueba en materia 
penal. (Artículo 4 de la Ley No. 1014 citada); 

Considerando, en cuanto al primer medio: que el ar- 
tículo 20 del Código de Procedimiento Criminal, reforma- 
.d por la Ley del 28 de junio de 1911, publicada en la Ga- 
ceta Oficial No. 2208, dispone lo siguiente: "Son ignalmen- 
te competentes para llenar las funciones designadas por el 
artículo precedente"( el cual expresa 'que "los fiscales es- 
tán encargados de investigar y perseguir todos los deli-

.tos, cuyo conocimiento corresponda a los tribunales correc- 
cionales o criminales"); el Procurador Fiscal del lugar 

-donde se cometió el delito, el de la residencia del inculpa- 
-do y el del lugar en que éste pueda ser encontrado"; y de 
-acuerdo con el Art. 2 de la Ley No. 1197, del ario 1936 y 
el Art. 169 de la Ley 3489, del ario 1953, para el Régimen 
de las Aduanas, cuyas prescripciones sobre competencia son 
Yde aplicaciór inmediata, los Juzgados de Paz son compe- 
tentes para conocer de todos los casos de contrabando y 
-de aplicar las sanciones correspondientes, salvo los casos 
especiales a que se refiere la segunda parte del segundo 
de. dichos canon legales que no corresponden al presente 
,waso; que el recurrente alega que como Lacinio Agustín 

Pichardo Fernández "tiene su domicilio y residencia en 
la ciudad de Santiago" y fué encontrado y preso en la mis-
ma ciudad. _v como, según dicho recurrente, "los hechoR 
que se atribuyen a Lacinio Agustín Pichardo Fernández, 
fundamento de la sentencia. impugnada, se supone o se se-
ñalan com ocometidos en la ciudad de Puerto Plata", el ca-
so "escapa a la jurisdicción de los tribunales que conocie-
ron en primero y segundo grado del presente expediente", 
como lo adujo el prevenido en su apelación; pero, 

Considerando que contrariamente a lo que arriba se 
pretende, la sentencia ahora impugnada expresa, en su se-
gundo considerando, lo que a continuación se copia: "que 
el hecho cometido por el prevenido es un delito y por tan-
to sus jueces naturales pueden ser el del lugar donde 53 

cometió el delito, aquel de su residencia y el del lugar don-
de ha sido aprehendido ;que es de doctrina y jurispruden-
cia que el juez del lugar donde el delito se cometió es e? 
preferido, siendo precisamente lo primero que enumera el 
artículo 20 deformado del Código de Procedimiento Cri-
minal; Que en la especie el prevenido cometió su delito 
tanto en Ciudad Trtijillo como en Puerto Plata, por lo que 
da competencia a ambas jurisdicciones, siendo preferida 
la primera que se apodere según la jurisprudencia de ori-
gen de nuestro derecho; que por lo tanto siendo apode-
rada la jurisdicción de Santo Domingo por denuncia que 
hiciera el Director General de Aduanas al Procurador Ge-
neral de la República y éste a su vez apoderó al Repre-
sentante del Ministerio Público ante el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción de este Distrito Judicial de 
Santo Domingo, quien encausó las persecuciones, el pedi- 

j 
mento in-limine-litis de declinatoria del expediente por 
causa de incompetencia rationae-personae-vel-loci, y que 
se revoque la sentencia Anpugnada en todas sus partes por 
causas de incompetencia, ordenando la declinatoria corres-
pondiente por ante los tribunales que fueren de derecho, 
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Pichardo Fernández "tiene su domicilio y residencia en 
la ciudad de Santiago" y fué encontrado y preso en la mis-
ma ciudad. y como, según dicho recurrente, "los hechos 
que se atribuyen a Lacinio Agustín Pichardo Fernández, 
fundamento de la sentenciá impugnada, se supone o se se-
ñalan com ocometidos en la ciudad de Puerto Plata", el ca-
so "escapa a la jurisdicción de los tribunales que conocie-
ron en primero y segundo grado del presente expediente", 
como lo adujo el prevenido en su apelación; pero, 

Considerando que contrariamente a lo que arriba se 
pretende, la sentencia ahora impugnada expresa, en su se-
gundo considerando, lo que a continuación se copia: "que 
el hecho cometido por el prevenido es un delito y por tan-
to sus jueces naturales pueden ser el del lugar donde S3 

cometió el delito, aquel de su residencia y el del lugar don-
de ha sido aprehendido ;que es de doctrina y jurispruden-
cia que el juez del lugar donde el delito se cometió es e? 
preferido, siendo precisamente lo primero que enumera el 
artículo 20 deformado del Código de Procedimiento Cri-
minal; Que en la especie el prevenido cometió su delito 
tanto en Ciudad Trtijillo como en Puerto Plata, por lo que 
da competencia a ambas jurisdicciones, siendo preferida 
la primera que se apodere según la jurisprudencia de ori-
gen de nuestro derecho; que por lo tanto siendo apode-
rada la jurisdicción de Santo Domingo por denuncia que 
hiciera el Director General de Aduanas al Procurador Ge-
neral de la República y éste a su vez apoderó al Repre-
sentante del Ministerio Público ante el Juzgado de Paz de 
la Primera Circunscripción de este Distrito Judicial de 
Santo Domingo, quien encausó las persecuciones, el pedi-
mento in-limine-litis de declinatoria del expediente por • 
causa de incompetencia rationae-personae-vel-loci, y que 
se revoque la sentencia Anpugnada en todas sus partes por 
causas de incompetencia, ordenando la declinatoria corres-
pondiente por ante los tribunales que fueren de derecho, 
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procedimiento en materia correccional; III.— Violación por* 
desconocimiento..e ,inaplicación de las disposiciones del ar-
tículo 4 de la Ley No. 1014 del 11 de octubre de 1935 so-
bre el procedimiento en materia correccional y criminal; 
IV.—* Violación por errónea aplicación, de las disposicio-
nes de los artículos 1 2, y 3 de la Ley No. 1197 sobre 
la represión del contrabando, vigentes en el momento del 
inicio del proceso y reproducidos actualmente por la Ley 
No. 3489 del 10 del mes de febrero de 1953, sobre el Ré-
girnen de Aduanas, en sus artículos del 167 al 177 y 200 

201; desnaturalización de los hechos y falta de base le-
. gal; V.— Contradicción de fallos, motivos y en el dispositi-
vo de la decisión intervenida sobre el fondo del asunto; 
VI.— Violación de las reglas sobre la prueba en materia 

penal. (Artículo 4 de la Ley No. 1014 citada); 
Considerando, en cuanto al primer medio: que el ar- 

•
tículo 20 del Código de Procedimiento Criminal, reforma-
d por la Ley del 28 de junio de 1911, publicada en la Ga-
ceta Oficial No. 2208, dispone lo siguiente: "Son ignalmen-
te competentes para llenar las funciones designadas por el 
artículo precedente"( el cual expresa eque "los fiscales es-
tán encargados de investigar y perseguir todos los deli-

.tos, cuyo conocimiento corresponda a los tribunales correc-
cionales o criminales"); el Procurador Fiscal del lugar 

'donde se cometió el delito, el de la residencia del inculpa-
salo y el del lugar en que éste pueda ser encontrado"; y de 
azicuerdo con el Art. 2 de la Ley No. 1197, del ario 1936 y 
el Art. 169 de la Ley 3489, del ario 1953, para el Régimen 
de las Aduanas, cuyas prescripciones sobre competencia son 
Ade aplicaciór inmediata, los Juzgados de Paz son compe-
tentes para conocer de todos los casos de contrabando y 
'de aplicar las sanciones correspondientes, salvo los casos 
especiales a que se refiere la segunda parte del segundo 
de. dichos canon legales que no corresponden al presente 
maso; que el recurrente alega que como Lacinio Agustín 
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debe ser rechazado por improcedente y mal fundado"; que 
el establecer cuál fué el lugar donde se cometió un delito, 
entra, en principio, como cuestión de hecho, en el poder 
soberano de los jueces del fondo, y de tal poder hizo uso 

la Cámara a qua, 
mediante la ponderación, realizada con-

tradictoriamente con el prevenido, de los elementos 
de 

prueba que fueron sometidos a aquella; que la comproba-. 
ción, realizada por los jueces del fondo, de lo ligado que 
estaban entre sí los hechos delictuosos cometidos en Puer-
to Plata con los de Ciudad Trujillo, facultaba a la Cárna-

ra Penal a qua 
a considerar, como consideró, competentes 

el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis- 
trito de Santo Domingo, en el primer grado de jurisdic- 
ción, y la indicada Cámara, en grado de apelación, para 
conocer del asunto; que por lo tanto, el primer medio ca- 

rece de fundamento; 
Considerando, respecto del segundo medio: que en és- 

te se expresa lo que sigue: "En una de sus decisiones, que 
al mismo tiempo afecta la decisión intervenida sobre el 

fondo, el Juez a quo, al ser puesta por la excepción presen-

tada in-limine-litis por el exponente, su competencia en 
el fondo. Interpuesto recurso de casación contra esta me-
tela de juicio, resolvió fallar el asunto conjuntamente con 
dida, el Juez a quo, ordenó la prosecución de la causa, ne-
gándose en consecuencia a sobreseer el conocimiento y fa-
llo de la misma hasta tanto él o los recursos de casaCión 
interpuestos fuesen definitivamente resueltos. Lo que im-
plica una flagrante y violenta violación de las reglas de 
competencia y procedimiento en materia criminal, que es-
tá regida en este aspecto por las disposiciones del art. 

169 

del Código cie Procedimiento Civil, por cuanto en este as-
pecto la ley de enjuiciamiento penal nuestra no dispone 

nada"; 
Considerando, sin embargo, que en sentido contrario 

al de las pretensiones del recurrente, lo dispuesto en el 

artículo 169 del Código de Procedimiento Civil, invocado 
en el medio que se examina, es que "esta excepción" (la 
de incompetencia) "debe formularse previamente a cual-
quiera otra excepción y defensa", y nada revela que la 
Cámara a qua hubiese impedido al recurrente presentar su 
excepción en el momento en que lo hizo; que si el recu-
rrente se refiere a lo dispuesto en el artículo 172 del Có-
digo citado, como parece indicarlo el desarrollo de este 
medio, la circunstancia de que la Cámara a qua, después 
de rechazar en el primer ordinal del dispositivo el pedi-
mento sobre declinatoria, hubiese resuelto, en los ordina-
les siguientes, lo relativo a los demás pedimentos que le 
fueron presentados y lo concerniente al fondo de la causa, 
en nada significa la aciimulación del juicio sobre declina-
toria con el de los que se refieran a los subsiguientes as-
pectos del caso, pues el señalado primer ordinal constituía 
un primer fallo, independente de los que le siguieron; que 
las disposiciones de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, relativas a que se suspenda la ejecución de uná sen-
tencia penal mientr§s no se haya fallado sobre el recurso 
de que haya sido objeto, no era aplicable al caso sobre la 
pretensión de aplazamiento sustentada por el prevenido, 
pues lo que intervino sobre ello, en el sentido de que se 
'continuara la instrucción de la causa y de que se reserva-
ba el fallar el asunto para hacerlo cuando se fuera a fa-
llar sobre el fondo, fué una decisión puramente prepara-
toria, contra la cual no se podía recurrir en casación sino 
atacando conjuntaMente la sentencia sobre el fondo, por 
lo cual el recurso intentado cuando todavía no se había fa-
llado sobre el fondo, era prematuro y por eIN no suspen-
día Ia ejecución de la sentencia entonces impugnada; que 
por todo lo expuesto, el fegundo medio debe ser desesti-
mado; 

Considerando, acerca del tercer medio, en el que se 
alega la violación del artículo 4 de la Ley No. 1014, del 
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artículo 169 del Código de Procedimiento Civil, invocado 
en el medio que se examina, es que "esta excepción" (la 
de incompetencia) "debe formularse previamente a cual-
quiera otra excepción y defensa", y nada revela que la 
Cámara a qua hubiese impedido al recurrente presentar su 
excepción en el momento en que lo hizo; que si el recu-
rrente se refiere a lo dispuesto en el artículo 172 del Có-
digo citado, como parece indicarlo el desarrollo de este 
medio, la circunstancia de que la Cámara a qua, después 
de rechazar en el primer ordinal del dispositivo el pedi-
mento sobre declinatoria, hubiese resuelto, en los ordina-
les siguientes, lo relativo a los demás pedimentos que le 
fueron presentados y lo concerniente al fondo de la causa, 
en nada significa la acümulación del juicio sobre declina-
toria con el de los que se refieran a los subsiguientes as-
pectos del caso, pues el señalado primer ordinal constituía 
un primer fallo, independente de los que le siguieron; que 
las disposiciones de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, relativas a que se suspenda la ejecución de uná sen-
tencia penal mientr§s no se haya fallado sobre el recurso 
de que haya sido objeto, no era aplicable al caso sobre la 
pretensión de aplazamiento sustentada por el prevenido, 
pues lo que intervino sobre ello, en el sentido de que se 
continuara la instrucción de la causa y de que se reserva-
ba el fallar el asunto para hacerlo cuando se fuera a fa-
llar sobre el fondo, fué una decisión puramente prepara-
toria, contra la cual no se podía recurrir en casación sino 
atacando conjuntaMente la sentencia sobre el fondo, por 
lo cual el recurso intentado cuando todavía no se había fa-
llado sobre el fondo, era prematuro y por elIN no suspen-
día Ia ejecución de la sentencia entonces impugnada; que 
por todo lo expuesto, el fegundo medio debe ser desesti-
mado; 

Considerando, acerca del tercer medio, en el que se 
alega la violación del artículo 4 de la Ley No. 1014, del 
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debe ser rechazado por improcedente y mal fundado"; que 
el establecer cuál fué el lugar donde se cometió un delito, 
entra, en principio, como cuestión de hecho, en el poder 
soberano de los jueces del fondo, y de tal poder hizo uso 

la Cámara a qua, 
mediante la ponderación, realizada con-

tradictoriamente con el prevenido, de los elementos 
de 

prueba que fueron sometidos a aquella; que la comproba-. 
ción, realizada por los jueces del fondo, de lo ligado que 
estaban entre sí los hechos delictuosos cometidos en Puer-
to Plata con los de Ciudad Trujillo, facultaba a la Cáma-
ra Penal a qua a considerar, como consideró, competentes 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Dis-
trito de Santo Domingo, en el primer grado de jurisdic-
ción, y la indicada Cámara, en grado de apelación, para 
conocer del asunto; que por lo tanto, el primer medio ca- 

rece de fundamento; 
Considerando, respecto del segundo medio: que en és- 

te se expresa lo que sigue: "En una de sus decisiones, que 
al mismo tiempo afecta la decisión intervenida sobre el 

fondo, el Juez a quo, al ser puesta por la excepción presen-

tada in-limine-litis por el exponente, su cornpetencia en 
el fondo. Interpuesto recurso de casación contra esta me-
tela de juicio, resolvió fallar el asunto conjuntamente con 
dida, el Juez a quo, ordenó la prosecución de la causa, ne-
gándose en consecuencia a sobreseer el conocimiento y fa-
llo de la misma hasta tanto él o los recursos de casación 
interpuestos fuesen definitivamente resueltos. Lo que im-
plica una flagrante y violenta violación de las reglas de 
competencia y procedimiento en materia criminal, que es-
tá regida en este aspecto por las disposiciones del art. 

169 

del Código de Procedimiento Civil, por cuanto en este as-
pecto la ley de enjuiciamiento penal nuestra no dispone 

nada"; 
Considerando, sin embargo, que en sentido contrario 

al de las pretensiones del recurrente, lo dispuesto en el 
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les de las mismas en el expediente, y sin que se Ilevé 
efecto como lo solicitó el exponente, la comprobación de • 
la veracidad de dichas cartas por medio del interrogatorio 
de la persona que se dice las suscribía a través del Cónsul 
General de la República Dominicana en New York",. proce,- 
de establecer lo siguiente: que al haber sido ocupados en 
poder del prevenido las cartas a las que éste se refiere: . 
al estar varias de dichas cartas, que figuran en el expedien-- • 
te, con la firma Julio Antonio, nombre del hermano del 
recurrente con quien éste se revela que hacía sus: corra—
binaciones para las importaciones procedentes-, de New - 
York que realizaba, y otras con las iniciales de dicho her-
mano y al haber podido el Juez de la Cámara Penal a qua, 
para tener por verídicas dichas cartas, compararlas con las : 
demás piezas del expediente para formar su convicció",, 
en una materia en que le hubiera, bastado basar. stx 
en presunciones graves, precisas y concordantes, deduc.b-- 
das de los hechos establecidos, el repetido Juez, que expre2- 
só en el considerando noveno de su fallo, que lo que en 
realidad ha hecho el prevenido no es más que presentar 
una serie de pedinientos con el deliberado propósito de di-
latar el curso normal de este expediente", no estaba obliga-
do a dictar nuevas medidas de instrucción que considerase-
innecesarias; que, como consecuencia de cuanto queda ex-
presado, el tercer medio se encuentra tan desprovisto de_ 
razones en qué fundarse como los anteriores; 

Considerando, en lo concerniente al cuarto medio, so-
bre la alegada violación por errónea aplicación de Ias dis-
posiciones de los artículos 1, 2 y 3 de la Ley No. 1197 so-
bre la represión del contrabando, vigentes y el momento 

del inicio del proceso y. reproducidas actualmente por la 
Ley No. 3489, del 10 del mes de febrero de 1953 so-bre eI 
Régimen de Aduanas en) sus artículos del 167 al 177 y 200 
a 201; desnaturalización de los hechos y falta de base legal: 
que según se pretende en este medio, "el Juez de Paz y- 
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ario 1935: que en sentido opuesto al de las pretensiones 
que en este medio se presentan, la sentencia impugnada, al_ 
disponer, en el ordinal sexto de su dispositivo, "la anexión 
al expediente de una copia de la investigación realizada 
por la Dirección General de Impuesto sobre Beneficios y 
la devolución al expediente de los libros de contabilidad 
que fueron entregados a dicha Dirección, propiedad dél pre-
venido", sólo estaba aceptando un pedimento del preveni-
do, pero no expresando que el Juez estimase que la causa 
no estuviera "bien sustanciada" ni que por ésto no estu- 
viese dicho Juez en condiciones de fallar sobre el fondo 

del asunto; riue la inclusión' en- el -1
_..,__q---.------!clie---i_té, de determi- 

nadas piezasasí como el dar acta, a un abogado, de haber 
hecho algún pedimento, pueden tener por objeto poner al 
inculpado en condiciones de utilizar todo ello en futuros 

recursos, 1).m.,m_________------"estruir

o y de dere- 

cho que 'u.'
se manifiesten en la sentencia corno fundamen-

tos de ésta; que el reenvío del conocimiento de una causa 
para otra audiencia entra en las facultades soberanas que 
tienen los jueces del fondo, para los casos en que aún no 
se consideren bien edificados en las especies de que se tra-
te, y el no uso de esa facultad no puede, sin adicionales 
razones atendibles y decisivas, dar lugar a la casación de 
un fallo; que contra lo que aduce el recurrente, el examen 
de la decisión impugnada y el de las actas de audiencia co- 
rrespondientes evidencian que los fundamentos de dicha 
- decisión fueron múltiples y coordinados, entre ellos las de- 
claraciones del testigo Enrique Vidal y Vidal, perito-con- 
tador, en lugar de reducirse a lo declarado simplemente 
por el testig5 Hermes Quezada; que respecto del alegato, 
contenido en el desarrollo de est2. medio, de que "en pre- 
sencia de varias cartas suscritas ,por el hermano del acu- 
sado J. Antonio Pichardo Fernández, residente en New 
York, son estas utilizadas como instrumentos de convicción 
no obstante negarlos el exponente y no constar los origina- 
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ario 1935: que en sentido opuesto al de las pretensiones 
que en este medio se presentan, la sentencia impugnada, al 
disponer, en el ordinal sexto de su dispositivo, "la anexión 
al expediente de una copia de la investigación realizada 

por la Dirección General de Impuesto sobre Beneficios y 
la devolución al expediente de los libros de contabilidad 
que fueron entregados a dicha Dirección, propiedad dél pre-
venido", sólo estaba aceptando un pedimento del preveni-
do, pero no expresando que el Juez estimase que la causa 
no estuviera "bien sustanciada" ni que por ésto no estu- 
viese dicho Juez en condiciones de fallar sobre el fondo 

del asunto; ..4 —..------ue la inclusi"' en- el el
_____qc,,..---Uette, de determi-

nadas piezar— —
, así como el dar acta, a un abogado, de haber 

hecho algún pedimento, pueden tener por objeto poner al 
inculpado en condiciones de utilizar todo ello en futuros 

recursos

echo y de dere-

cho que se manifiesten en la sentencia corno fundamen-
tos de ésta; que el reenvío del conocimiento de una causa 
para otra audiencia entra en las facultades soberanas que 
tienen los jueces del fondo, para los casos en que aún no 
se consideren bien edificados en las especies de que se tra-
te, y el no uso de esa facultad no puede, sin adicionales 
razones atendibles y decisivas, dar lugar a la casación de 
un fallo; que contra lo que aduce el recurrente, el examen 
de la decisión impugnada y el de las aetas de audiencia co-
rrespondientes evidencian que los fundamentos de dicha 

- decisión fueron múltiples y coordinados, entre ellos las de-
claraciones del testigo Enrique Vidal y Vidal, perito-con-
tador, en lugar de reducirse a lo declarado simplemente 
por el testig5 Hermes Quezada; que respecto del alegato, 
contenido en el desarrollo de esté medio, de que "en pre- 
sencia de varias cartas suscritas ,por el hermano del acu- 
sado J. Antonio Pichardo Fernández, residente en New 
York, son estas utilizadas como instrumentos de convicción 
no obstante negarlos el exponente y no constar los origina- 

les de las mismas en el expediente, y sin que se lleve 
efecto como lo solicitó el exponente, la comprobación de 
la veracidad de dichas cartas por medio del interrogatorio 

•de la persona que se dice las suscribía a través del Cónsul 
General de la República Dominicana en New York",.proce-
de establecer lo siguiente: que al haber sido ocupados en 
poder del prevenido las cartas a las que éste se refiere: 
al estar varias de dichas cartas, que figuran en el expedien-
te, con la firma Julio Antonio, nombre del hermano del 
recurrente con quien éste se revela que hacía sus: cona-. 

binaciones para las importaciones procedentesAe New - 
York que realizaba, y otras con las iniciales de dicho her-
mano y al haber podido el Juez de la Cámara Penal a qua, 
para tener por verídicas dichas cartas, compararlas con las ; 
demás piezas del expediente para formar su convicciárb.., 
en una materia en que le hubiera, bastado basar. su falo" 
en presunciones graves, precisas y concordantes, deducl-- 
das de los hechos establecidos, el repetido Juez, que expre,- 
só en. el considerando noveno de su fallo, que lo que en 
realidad ha hecho el prevenido no es más que presentar 
una serie de pediméntos con el deliberado propósíto de di-
latar el curso normal de este expediente", no estaba obliga-
do a dictar nuevas medidas de instrucción que considerase-
innecesarias; que, como consecuencia de cuanto queda ex-
presado, el tercer medio se encuentra tan desprovisto de_. 
razones en qué fundarse como los anteriores; 

Considerando, en lo concerniente al cuarto medio, so-
bre la alegada violación por errónea aplicación de Ias dis-
posiciones de los artículos 1, 2 y 3 de la Ley No. 1197 so-
bre la represián del contrabando, vigentes Re el momento 

del inicio del proceso y. reproducidas actualmente por la 
Ley No. 3489, del 10 del mes de febrero de 1953 so-bre el 
Régimen de Aduanas en) sus artículos del 167 al 177 y 200 
a 201; desnaturalización de los hechos y falta de base legal: 
que según se pretende en este medio, "el Juez de Paz y- 
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instrucción el Juez se ha considerado suficientemente edi-
ficado y por tanto ordenar un experticio, peritaje o jui-
cio pericial de uno o tres expertos, en la especie Conta-
dores Públicos, lo que haría sería dilatar innecesariamen-
te la solución de este expediente, por lo que procede re-
chazar dicho pedimento"; que la nota de los efectos y la 
correspondencia ocupados por el Juez de Paz de la Ter-
cera Circunscripción de la común de Santiago en poder del' 
prevenido, así como la relación de "los derechos e im-
puestos cuyo cobre está a cargo dé las aduanas, dejados 
de pagar por el señor Lacinio A. Pichardo F.", se encuen-
tran en el expediente que estuvo sometido el debate y sir-
vieron a la Cámara a qua para formar su convicción; que 
dicha Cámara no estaba obligada a expresar todos los por-
menores sobre el caso, que alega el prevenido, y que podía 
verificar éste, o su abogado, comparando todo lo dicho con 
los textos legales que fueron aplicados; que en parte algu-
na dél fallo se encuentran las violaciones de la Ley sobre 
la represión del contrabando que, sin demostrarlo, alega el 
recurrente, que ningún hecho se revela como desnaturali-
zado, y que en la §entencia atacada se encuentran todos 
los elementos de hecho necesarios para que la Suprema 
Corte de Justicia esté en condiciones de ejercer sus pode-
res de examen y pueda establecer la falta de fundamnto 
de los alegatos del recurrente, cuyo cuarto medio debe, 
por todo ello, ser desestimado; 

Considerando, sobre el quinto medio del recurso, en 
el cual se alega que en la sentencia de que se trata hay 
"contradicción de fallos y de motivos ' y de éstos con el 
dispositivo de la decisión intervenida sobre el fondo del 
asunto': que en este medio vuelve a aducir el recurrente 
que al ordenar la Cámará a qua que se anexaran al expe-
diente determinadas pielas, y al haberse dado acta, al re-
petido recurrente, de que había expresado su propósito 3e 
perseguir por perjurio a un testigo, con todo ello se sentaba 
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. 	Jueí a quo, han impuesto al señor Lacinio Agustín Pi- 
, -chardo Fernández la multa que establece dicha ley, sin de-

terminar de una manera cierta, y al mismo tiempo correc- 
. ta. e irrefragable, el monto de los impuestos que debió 

pagar el exponente y que no fueron pagados", ni "cuáles 
mercancías, cuántas ni qué tipo de impuestos debió pagar 
cada una de ellas, para determinar el monto de los im-

, puestos que debió pagar el exponente y no fueron paga-
dos"; y a ésto agrega el prevenido que "en el expedien-
te consta que el exponente Pichardo Fernández suplicó 
par conclusiones formales para la determinación e inves-
ligación de este aspecto del asunto, una medida de instruc-
,cián tendiente a que por medio del juicio de expertos (en 
ta. especie Contadores Públicos Autorizados) se realizara 
un peritaje en los archivos aduanales y sobre la contabili-
dad del exponente a fin de que se determinara si en rea-
lidad habían sido dejados de pagar derechos sobre mer-
cancías consignadas en las documentaciones de ambas par-
tes, y en tal caso el monto de tales derechos dejados de 
pagar", y que "tanto el primer juez como el juez a quo 
negaron o rechazaron tal pedimento hoy recurrente, 
con lo que cerraron al exponente al mismo tiempo su dere-

, cho a probar su inocencia y al mismo tiempo su derecho 
a demostrar en tal caso el monto de los derechos dejados 
-de pagar para en tal caso ser condenado sobre bases sóli- 

das. y sobre hechos ciertos"; 
Considerando que la sentencia impugnada se conpleta, 

para la cabal comprensión de la misma, con lo consignado 
en las dos actas de audiencia que fueron levantadas el diez 
3r el once de roviembre de 1953, y con el contenido de los 
documentos áel expediente a que todo ello se refiere; que 
respecto de los pedimentos mendonados en este medio, la 
Cámara a qua, haciendo uso de fos poderes de que están 
-investidos los jueces del fondo, expresa, en el cuarto con-
.siderando de su decisión, "que después de verificada la 
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instrucción el Juez se ha considerado suficientemente edi-
ficado y por tanto ordenar un experticio, peritaje o jui-
cio pericial de uno o tres expertos, en la especie Conta-
dores Públicos, lo que haría sería dilatar innecesariamen-
te la solución de este expediente, por lo que procede re-
chazar dicho pedimento"; que la nota de los efectos y la 
correspondencia ocupados por el Juez de Paz de la Ter-
cera Circunscripción de la común de Santiago en poder del. 
prevenido, así como la relación de "los derechos e im-
puestos cuyo cobre está a cargo dé las aduanas, dejados 
de pagar por el señor Lacinio A. Pichardo F.", se encuen-
tran en el expediente que estuvo sometido el debate y sir-
vieron a la Cámara a qua para formar su convicción; que 
dicha Cámara no estaba obligada a expresar todos los por-
menores sobre el caso, que alega el prevenido, y que podía 
verificar éste, o su abogado, comparando todo lo dicho con 
los textos legales que fueron aplicados; que en parte algu-
na dél fallo se encuentran las violaciones de la Ley sobre 
la represión del contrabando que, sin demostrarlo, alega el 
recurrente, que ningún hecho se revela como desnaturali-
zado, y que en la lentencia atacada se encuentran todos 
los elementos de hecho necesarios para que la Suprema 
Corte de Justicia esté en condiciones de ejercer sus pode-
res de examen y pueda establecer la falta de fundamnto 
de los alegatos del recurrente, cuyo cuarto medio debe, 
por todo ello, ser desestimado; 

Considerando, sobre el quinto medio del recurso, en 
el cual se alega que en la sentencia de que se trata hay 
"contradicción de fallos y de motivos ' y de éstos con el 
dispositivo de la decisión intervenida sobre el fondo del 
asunto': que en este medio vuelve a aducir el recurrente 
que al ordenar la Cámarl a qua que se anexaran al exp;. ..,- 
diente determinadas pielas, y al haberse dado acta, al re-
petido recurrente, de que había expresado su propósito de 
perseguir por perjurio a un testigo, con todo ello se sentaba 
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Jueí a quo, han impuesto al señor Lacinio Agustín Pi- 
, -chardo Fernández la multa que establece dicha ley, sin de-

terminar de una manera cierta, y al mismo tiempo correc- 
. ta e irrefragable, el monto de los impuestos que debió 

pagar el exponente y que no fueron pagados", ni "cuáles 
mercancías, cuántas ni qué tipo de impuestos debió pagar 
cada una de ellas, para determinar el monto de los im-
puestos que debió pagar el exponente y no fueron paga-
dos"; y a ésto agrega el prevenido que "en el expedien-
te consta que el exponente FIchardo Fernández suplicó 
por conclusiones formales para la determinación e inves-
ligación de este aspecto del asunto, una medida de instruc-
.ción tendiente a que por medio del juicio de expertos (en 

especie Contadores Públicos Autorizados) se realizara 
un peritaje en los archivos aduanales y sobre la contabili-
dad del exponente a fin de que se determinara si en rea-
lidad habían sido dejados de pagar derechos sobre mer-
-cancías consignadas en las documentaciones de ambas par-
tes, y en tal caso el monto de tales derechos dejados de 
pagar", y que "tanto el primer juez como el juez a quo 

negaron o rechazaron tal pedimento lel hoy recurrente, 
con lo que cerraron al exponente al mismo tiempo su dere-

, cho a probar su inocencia y al mismo tiempo su derecho 

a. demostrar en tal caso el monto de los derechos dejados 
-de pagar para en tal caso ser condenado sobre bases sóli- 

das. y sobre hechos ciertos"; 
Considerando que la sentencia impugnada se conpleta, 

para la cabal comprensión de la misma, con lo consignado 
en las dos actas de audiencia que fueron levantadas el diez 
y el once de roviembre de 1953, y con el contenido de los 
documentos áel expediente a que todo ello se refiere; que 
respecto de los pedimentos mencionados en este medio, la 
'Cámara a qua, haciendo uso de icó s poderes de que están 
investidos los jueces del fondo, expresa, en el cuarto con-
.siderando de su decisión, "que después de verificada la 
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que la causa no estaba bien sustanciada; y que no obstan-
te lo dicho, el Juez consideró luego bien sustanciada la men-
cionada causa, puesto que falló sobre el fondo de ella, con 
lo cual se incurrió en los vicios anunciados en el medio de 

que ahora se trata; y 
Considerando que al haberse establecido, en el examen 

y la ponderación del tercer medio, la falta de fundamento 
de las acerciones que se pretende sirvan de apoyo a lo que 
ahora se alega, no es necesario repetir lo que ya se ha ex-
presado sobre dicho tercer medio, y el quinto, del cual aho-

ra se trata, debe ser-desestimado; 
Considerando, en lo relativo al sexto y último medio,. 

según el cual en la sentencia atacada se incurrió en la 
"violación de las reglas sobre la prueba en materia penal"; 
que lo establecido en el examen de los cinco medios que 
le preceden hasta para poner de manifiesto que, en la es-
pecie, no se ha incurrido en la violación alegada, respecto 
de la cual el exponente se limita a repetir, con otras pa-
labras, sus alegatos ya desechados; que por ello, tampoco 
este último medio debe ser acogido; 

Considerando que lo expuesto en el acta de la última 
declaración del recurso, de fecha once de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, en apoyo de tal recurso, 
está refutado y rechazado en cuanto arriba se ha expresado, 
en el examen de los seis medios presentados en el memorial 
de casación; 

Considerando que ni, en lo que queda desarrollado ni 
en algún otro aspecto, de forma o de fondo, se encuentran 
vicios que pudiera'n conducir a la anulación del fallo ata-
cado, que ha:)ido solicitada; 

Por tales motivos, rechaza los recursos de casación in-
terpuestos, por Lacinio Agustín yichardo Fernández, con-
tra todas las decisiones contenidas en el fallo de la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo de fecha once de no- 
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cincuenta y tres, cuyo dispo- 
en otro lugar de la presente 
recurrente al pago de las cos- 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. — 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 

A• Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu- 
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

J 

viembre de mil novecientos 
sitivo se encuentra copiado 
sentencia, y condena a dicho 
tas• 
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que la causa no estaba bien sustanciada; y que no obstan-
te lo dicho, el Juez consideró luego bien sustanciada la men-
cionada causa, puesto que falló sobre el fondo de ella, con 
lo cual se incurrió en los vicios anunciados en el medio de 

que ahora se trata; y 
Considerando que al haberse establecido, en el examen 

y la ponderación del tercer medio, la falta de fundamento 
de las acerciones que se pretende sirvan de apoyo a lo que 
ahora se alega, no es necesario repetir lo que ya se ha ex-
presado sobre dicho tercer medio, y el quinto, del cual aho-

ra se trata, debe ser desestimado; 
Considerando, en lo relativo al sexto y último medio, 

según el cual en la sentencia atacada se incurrió en la 
"violación de las reglas sobre la prueba en materia penal"; 
que lo establecido en el examen de los cinco medios que 
le preceden hasta para poner de manifiesto que, en la es-
pecie, no se ha incurrido en la violación alegada, respecto 
de la cual el exponente se limita a repetir, con otras pa-
labras, sus alegatos ya desechados; que por ello, tampoco 
este último medio debe ser acogido; 

Considerando que lo expuesto en -el acta de la última 
declaración del recurso, de fecha once de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y tres, en apoyo de tal recurso, 
está refutado y rechazado en cuanto arriba se ha expresado, 
en el examen de los seis medios presentados en el memorial 
de casación; 

Considerando que ni, en lo que queda desarrollado ni 
en algún otro aspecto, de forma o de fondo, se encuentran 
vicios que pudierac-n conducir a la anulación del fallo ata-
cado, que ha:)ido solicitada; 

Por tales motivos, rechaza los recursos de casación in-
terpuestos, por Lacinio Agustín fichardo Fernández, con-
tra todas las decisiones contenidas en el fallo de la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo de fecha once de no- 
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viembre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se encuentra copiado en otro lugar de la presente 

tas. 
sentencia, y condena a dicho recurrente al pago de las cos-- 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. — 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



528 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

24 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nadín Herrera Khoury.— Abogado: Lic. Héctor Sán-

chez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celéora sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restau-
ración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nadín 
Herrera Khoury, dominicano, mayor de edad, casado, ne-
gociante. domiciliado y residente en La Vega, portador de 
la cédula perspal de identidad No. 6093, serie 48, sello 
No. 1643564, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
La Vega de fecha veinticuatro de 'noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo disPositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el Licenciado Héctor Sánchez Morcelo portador 
de la cédula personal de identidad No. 20224, serie lra., 
sello No. 16281, abogado del recurrente en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso d ecasación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de noviem-
bre de mil novecientos cincue,nta y tres; 

Visto el memorial de casación de fecha diecinueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta y cuatro suscrito por 
el abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que se copian más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 63, del Código de Procedi-
miento Criminal; 1250 del Código Civil; y 1 y 65 de la 
Ley 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
tres de julio de mi? novecientos cincuenta y tres, el Jura-
do de Oposición del Distrito Judicial de La Vega dictó 
un veredicto por medio del cual dispone: "Primero: Admi-
tir como al efecto admite, en cuanto a la forma, el recur-
so de oposición interpuesto por el nombrado Nadín Herre-
ra Khoury, de generales anotadas, contra la Providencia 
Calificativa No. 97 de fecha 22 de Mayo de 1953, dictada 
por el Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de La 
Vega, que lo envía por ante el tribunal-triminal, para que 
sea juzgado por el crimen de Abuso de COR4fianza siendo 
asalariado, en perjuicio de la Cervecería Nacional Domi-
nicana, C. por A.; Seguildo: Rechazar como al ..efecto re-
chaza, en cuanto al fondó, el referido recurso de oposlción, • 
por improcedente y mal fundado, confirmando en todas 
sus partes la Providencia Calificativa ya mencionada con- 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

24 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nadín Herrera Khoury.— Abogado: Lic. Héctor Sán-

chez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restau-
ración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nadín 
Herrera Khoury, dominicano, mayor de edad, casado, ne-
gociante. domiciliad.) y residente en La Vega, portador de 
la cédula perspaal de identidad No. 6093, serie 48, sello 
No. 1643564, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
La Vega de fecha veinticuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo disPositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el Licenciado Héctor Sánchez Morcelo portador 
de la cédula personal de identidad No. 20224, serie lra., 
sello No. 16281, abogado del recurrente en la lectura de sus 
concolusiídooneeis d; 

ictamen del Magistrado Procurador General 
de lavRisetpaúebilicaac;t 

a del recurso d ecasación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y tres; 

Visto el memorial de casación de fecha diecinueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta y cuatro suscrito por 
el abogado del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que se copian más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 63, del Código de Procedi-
miento Criminal; 1250 del Código Civil; y 1 y 65 de la 
Ley 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
tres de julio de mi? novecientos cincuenta y tres, el Jura-
do de Oposición del Distrito Judicial de La Vega dictó 
un veredicto por medio del cual dispone: "Primero: Admi-
tir como al efecto admite, en cuanto a la forma, el recur-
so de oposición interpuesto por el nombrado Nadín Herre-
ra Khoury, de generales anotadas, contra la Providencia 
Calificativa No. 97 de fecha 22 de Mayo de 1953, dictada 
por el Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de La 
Vega, que lo envía por ante el tribunal 'Criminal, para que 
sea juzgado por el crimen de Abuso de CONfianza siendo 
asalariado, en perjuicio de la Cervecería Nácional Domi-
nicana, C. por A.; Seguldo: Rechazar como al...efecto re-
chaza, en cuanto al fondl, el referido recurso de oposlción, • 
por improcedente y mal fundado, confirmando en todas 
sus partes la Providencia Calificativa ya mencionada con- 
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tra la cual recurre el nombrado Nadín Herrera Khoury, 
y en consecuencia enviar a éste por ante el Tribunal Cri-
minal para que allí sea juzgado de acuerdo con la Ley, 
por el referido crimen de Abuso de Confianza siendo asala-
riado, cometido en perjuicio de la Cervecería Nacional Do-
minicana, C. por A."; b) que apoderada del caso la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del mencionado 
Distrito Judicial, el abogado del acusado solicitó por con-
clusiones incidentales que se declarara nula la querella de 
la Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., por carecer 
dicha corporación de calidad y no haber experimentado 
perjuicio; c) que en la misma fecha de ese pedimento, esto 
es, el cinco de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, 
dicha Cámara Penal dictó una sentencia por medio de la 
cual rechazó las referidas conclusiones y ordenó la conti-
nuación de la causa; d) que el mismo día del pronunciamien-
to de este fallo, el acusado interpuso recurso de apelación; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia en seguida: 
"Falla: Primero: Declara regular y válldo, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Confir-
ma la sentencia dictada por la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judiclal de La Vega, el 
cinco de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo copiado textualmente, dice así: 'Primero: El 
Tribunal rechaza las conclusiones presentadas por Nadín 
Herrera K., en ;11 sentido de declarar nula la querella pre-
sentada por la Cervecería Nacional Dominicana, C. por 
A., por improcedente, ordenando la continuación' de la cau-
sa.— Segurd4o": Se reservan las costas'; Tercero: Reserva 
las costas de esta instancia, part,. qu esigan la suerte de 
lo principal"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: "lro. Violación del Art. 
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63 del Código de Procedimiento Criminal; 2do. Violación 
del Art. 1250 del Código Civil"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio se 
alega que "en el expediente del caso obra depositada por 
la Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., carta del 
señor C. M. Bonetti B., a los Señores Dargán y Co., en 
fecha 4 de noviembre de 1952 donde se evidencia confe-
soriamente que dicha entidad está protegida contra toda 
pérdida debida a hechos de negligencia, falta o culpa de sus 
empleados por una Póliza de Seguro expedida r•or la Fide-
lity Deposit Company", y que "en tal virtud dicha com-
pañía Aseguradora ha reembolsado porque esa es su obli-
gación la suma que se dice disipó el señor Nadim Herrera 
K., a su asegurada y ésta por tanto no puede alegar per-
juicio alguno al respecto"; pero, 

Considerando que cuando el querellante no se consti-
tuye en parte civil ante las autoridades encargadas de la 
persecución, dicha querella no vale sino como simple de-
nuncia del crimen o delito señalado; que lo que distingue 
esencialmente la quprella de la denuncia es que, mientras 
en la primera la persona que se queja es la víctima de la 
infracción, en la segunda el denunciante no ha sufrido un 
perjuicio personal; que la querella y la denuncia tienen 
la misma finalidad, que es asegurar la represión contra los 
que violan la ley penal; y 

Considerando que en el presente caso el Magistrado 
Procurador Fiscal de La Vega, en virtud de la querella 
presentada por la Cervecería Nacional 'Dominicana, C. por 
A., contra su empleado Nadin Herrera Khowy, por el he-
cho de abuso de confianza en su perjuicio, pliso en movi-
miento la acción pública! 

Considerando que ld alegado por el recurrente, acer-
ca de que dicha compañía no tiene calidad ni interés para 
presentar la querella de que se trata, porque la misma _es- 
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tra la cual recurre el nombrado Nadín Herrera Khoury, 
y en consecuencia enviar a éste por ante el Tribunal Cri-
minal para que allí sea juzgado de acuerdo con la Ley, 
por el referido crimen de Abuso de Confianza siendo asala-
riado, cometido en perjuicio de la Cervecería Nacional Do-
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dicha corporación de calidad y no haber experimentado 
perjuicio; c) que en la misma fecha de ese pedimento, esto 
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Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
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lo principal"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 

de casación los siguientes medios: "lro. Violación del Art. 
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63 del Código de Procedimiento Criminal; 2do. Violación 
.del Art. 1250 del Código Civil"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio se 
alega que "en el expediente del caso obra depositada por 
la Cervecería Nacional Dominicana, C. por A., carta del 
señor C. M. Bonetti B., a los Señores Dargán y Co., en 
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lity Deposit Company", y que "en tal virtud dicha com-
pañía Aseguradora ha reembolsado porque esa es su obli-
gación la suma que se dice disipó el señor Nadim Herrera 
K., a su asegurada y ésta por tanto no puede alegar per-
juicio alguno al respecto"; pero, 

Considerando que cuando el querellante no se consti-
tuye en parte civil ante las autoridades encargadas de la 
persecución, dicha querella no vale sino como simple de-
nuncia del crimen o delito señalado; que lo que distingue 
esencialmente la quprella de la denuncia es que, mientras 
en la primera la persona que se queja es la víctima de la 
infracción, en la segunda el denunciante no ha sufrido un 
perjuicio personal; que la querella y la denuncia tienen 
la misma finalidad, que es asegurar la represión contra los 
que violan la ley penal; y 

Considerando que en el presente caso el Magistrado 
Procurador Fiscal de La Vega, en virtud de la querella 
presentada por la Cervecería Nacional 'Dominicana, C. por 
A., contra su empleado Nadin Herrera Khowy, por el he-
cho de abuso de confianza en su perjuicio, Aso en movi-
miento la acción pública! 

Considerando que ld alegado por el recurrente, acer-
ca de que dicha compañía no tiene calidad ni interés para 
presentar la querella de que se trata, porque la misma _es- 
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tá asegurada contra toda pérdida que provenga de negli-
gencia, falta o culpa de sus empleados, carece de todo fun-
damento, puesto que la existencia de tal contrato de se-
guro no podría privar a la persona que se cree víctima de 
la infracción, de su derecho de querellarse, para los fi-

nes de la represión; 

Considerando que aunque la Corte a qua no ha dado 

exactamente los mismos motivos para rechazar las conclu-
siones del actual recurrente, los motivos de puro derecho 
que han sido expuestos en el presente fallo y que suplen 
en parte los de la sentencia impugnada, la dejan legal-
mente justificada; que, por tanto, el primer medio del re: 
curso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo y último medio se 
alega que la Corte a qua ha violado el Art. 1250 del Có-
digo Civil porque "todo seguro entraña la subrogación con-
vencional del asegurador en todos los derechos, accion s, 
privilegios e hipotecas contra el deudor", y que compe¿e 
exclusivamente a la compañía de seguros elevar contra 
Herrera Khoury la querella presentaCía por la Cervecería 
Nacional Dominicana, C. por A.; pero, 

Considerando que los argumentos expuestos preceden-
teinente para contestar el primer medio sirven también 
para destruir lo argüido por el recurrente en este segundo 
medio; que, en efecto, la subrogación convencional del ase-
gurador en los derechos del asegurado no puede aniquilar 
nunca el derecho Que éste tiene de querellarse; 

rPor 	 P imero: Rechaza el recurso de casa- 
tale/ 

ción interpuesto por Nadín Herrera Khoury contra senten- 
cia de la Corte de Apelación de la Vega de fecha veinti-
cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presento fallo: , 
y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

t_  
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu- 
riel hijo, Secretario General. 

Lapresente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmado, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

3 
3 
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tá asegurada contra toda pérdida que provenga de negli-
gencia, falta o culpa de sus empleados, carece de todo fun-
damento, puesto que la existencia de tal contrato de se-
guro no podría privar a la persona que se cree víctima de 
la infracción, de su derecho de querellarse, para los fi-

nes de la represión; 

Considerando que aunque la Corte a qua no ha dado 

exactamente los mismos motivos para rechazar las conclu-
siones del actual recurrente, los motivos de puro derecho 
que han sido expuestos en el presente fallo y que suplen 
en parte los de la sentencia impugnada, la dejan legal-
mente justifieada; que, por tanto, el primer medio del re: 
curso debe ser desestimado; " 

Considerando que por el segundo y último medio se 
alega que la Corte a qua ha violado el Art. 1250 del Có-
digo Civil porque "todo seguro entraña la subrogación cm-
vencional del asegurador en todos los derechos, accion s, 
privilegios e hipotecas contra el deudor", y que compe 
exclusivamente a la compañía de seguros elevar contra 
Herrera Khoury la querella presentaáa por la Cervecería 
Nacional Dominicana, C. por A.; pero, 

Considerando que los argumentos expuestos preceden-
teMente para contestar el primer medio sirven también 
para destruir lo argüido por el recurrente en este segundo 
medio; que, en efecto, la subrogación convencional del ase-
gurador en los derechos del asegurado no puede aniquilar 
nunca el derecho Que éste tiene de querellarse; 

Por talecimotivos, Primero: Rechaza el recurso de casa- / 
ción interpuesto por Nadín Herrera Khoury contra sentcn-
cia de la Corte de Apelación de la Vega de fecha veinti-
cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo 
y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

hál 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

Lapresente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmado, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 5 de octubre de 1953. 

'Materia: Penal. 

Itecurrente: Benjamín Reyes. 

República Dominicana. 

Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la Repúbliea, la Suprema Corte de Jus-
ricia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, PriMer Sus-
tituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez y Dr. Carlos 
.Skichez y, Sánchez, asistido: del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de 
marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, arios 1119 de 
la Independencia, 919 de la Restanración y 249 de la Era de 

Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ben-. 
jamín Reyes, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliados y resirlente en esta ciudad, provisto de la 
cédula personal sie identidad número 9493 serie 23, con se-
llo número 11.5,187, y Amalio Ramos, dominicano, mayor de 
edad, casado, chófer, domiciliado y esidente en esta ciudad, 
provisto de la cédula personal de :dentidad número 4577, - 
serie primera, con sello de renovación 5128 contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha  

cinco de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectrua del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación, levantadas 
en la secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y nueve 
de octubre de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 letra b), párrafo II, de la 
Ley número 2022, del ario 1949; 1382 del Código Civil; 1 
y 65 de la Ley 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

" Considerando que en la sentencia impug-nada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y tres 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que de-
be declarar, come, al efecto declara, a Amalio Ramos y a 
Benjamín Reyes, de generales anotadas, culpables de haber 
violado la Ley 2022 en perjuicio del Raso de la P. N. Re-
né Muñoz Peña, causándole a éste lesiones que curaron 
después de diez días y antes de veinte, y en consecuencia se 
les condena a cada uno de los inculpados, a sufrir cuarenti-
cinco días de prisión correccional y a pagar una multa de 
RD$25.00 (veinticinco pesos), compensable con prisión en 
caso de insolvencia a razón de un día 'Por cada peso dejado 
de pagar, reconociendo falta de la víctinNs Segundo: que 
debe declarar, como al, efecto declara, buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por René Muñoz Peña, 
contra Amalio Ramos y Apolinar Pichardo, éste último 
en su calidad de comitente de Benjamín Reyes, y en con-
secuencia condena a Amalio Ramos y Apolinar Pichardo, 

■ 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 5 de octubre de 1953. 

!Materia: Pen4 

Recurrente: Benjamín Reyes. 

República Dominícana. 

Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
He_rrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prinier Sus-
tituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez y Dr. Carlos 
Sánchez y- Sánchez, asistido.d del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes de 
marzo de mil novecientos cincuenta y- cuatro, arios 1119 de 
la Independencia, 919 de la Restauración y 249 de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ben-

jamín Rey-es, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliados y residente en esta ciudad, provisto de la 
cédula personalide identidad número 9493 serie 23, con se-
llo número 1117-,187, y Amalio Ramos, dominicano, mayor de 
edad, casado, chófer, domiciliado y .,..esidente en esta ciudad, 
provisto de la cédula personal de :dentidad número 4577, - 
serie primera, con sello de renovación 5128 contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha  

cinco de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectrua del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos de casación, levantadas 

en la secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y nueve 
de octubre de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 letra b), párrafo II, de la 
Ley número 2022, del ario 1949; 1382 del Código Civil; 1 
y 65 de la Ley 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y tres 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que de-
be declarar, como' al efecto declara, a Amalio Ramos y a 
Benjamín Reyes, de generales anotadas, culpables de haber 
violado la Ley 2022 en perjuicio del Raso de la P. N. Re-
né Muñoz Peña, causándole a éste lesiones que curaron 
después de diez días y antes de veinte, y en consecuencia se 
les condena a cada uno de los inculpados, a sufrir cuarenti-
cinco días de prisión correccional y a pagar una multa de 
RD$25.00 (veinticinco pesos), compensable con prisión en 
caso de insolvencia a razón de un día Por cada peso dejado 
de pagar, reconociendo falta de la víctinN Segundo: que 
debe declarar, como al efecto declara, buena y válida la 

P. constitución en parte civil hecha por René Muñoz Peña, 
contra Amalio Ramosy Apolinar Pichardo, éste último 
en su calidad de comitente de Benjamín Reyes, y en con-
secuencia condena a Amalio Ramos y Apolinar Pichardo, 
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al pago de una indemnización de RD$200.00 oro, a favor 
de René Muñoz Peña, por los daños y perjuicios sufridos. 

por éste; Tercero: que debe condenar, como al efecto con-
dena, a Amalio Ramos y a Apolinar Pichardo, al pago de 
las costas civiles, ordenándose la distracción de ellas a fa-
vor de los abogados León y Julio César Castaños, quienes 
afirman haberlas avanzado"; b) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación los prevenidos Benja-
mín Reyes y Amalio Ramos, en tiempo útil; c) que, en su 
oportunidad interpuso recurso de oposición la persona civil-
mente responsable puesta en causa, Apolinar Pichardo, 
siendo confirmada en lo que a él respecta la sentencia ob- 

jeto del recurso; 
Considerando que la sentencia ahora impugnada en 

casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime- 
ro: Declara regular y válido en la forma, los presentes re- 
cursos dé apelación, deducidos por los prevenidos Benja- 
mín Reyes y Amalio Ramos; Segundo: Confirma en todas 
sus partes la sentencia contra la cual se apela, dictada por 
la I?jimera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 

cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha vein- 
ticuatro (24) de abril de mil novecientos cincuenta y tres, 
y cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que de-
be declarar, coino al efecto declara, a Amalio Ramos y a 
Benjamín Reyes, de generales anotadas, culpables de haber 
violado la Ley 2022 en perjuicio del Raso de la P.N. René 
Muñoz Peña, causándole a éste lesiones que curaron des-
pués de diez días y pites de veinte, y en consecuencia se 
les condena a cada uno de los inculpados, a sufrir cuarenti-
cinco días de correccional y al pago de una multa 
de RD$25.00 (veinticinco pesos) ceppensables con prisión. 
en caso de insolvencia a razón de ual día por cada peso de: 
jado de pagar, reconocimiento (sic) falta de la víctima; 
Segundo:Que debe declarar, como al efecto declara buena 
y válida, la constitución en parte civil hecha por René Mu- 
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ñoz Peña, contra Amalio Ramos y Apolinar Pichardo,.éste 
último en su calidad de comitente de Benjamín 'Reyes, y 
en consec~cia, condena a Amalio Ramos y Apolinar 
chardo, al pago solidario de una indemnización de RD$200.- 
00 oro, a favor de René Muñoz Peña, por los daños y per-
¡uicios sufridos por éste; Tercero: que debe condenar, co. 
me al efecto condena, a Amalio Ramos y Benjamín Reyes, 
al pago de las costas penales; Cuarto: Que debe condenar 
como al efecto condena, a Amalio Ramos -y Apolinar Pi-
chardo al pago de las costas civiles, ordenándose la dis-
tracción de ellas a favor de los abogados León y Julio Cé-, 
sar Castaños, quienes afirman haberlas avanzado"; Tercero: 
Condena a los prevenidos Benjamín Reyes y Amalio Ra-
mos, al pago de las costas penales de su apelación; Cuarto: 
Condena al prevenido Amalio Ramos y a la persona civil-
mente responsable puesta en causa señor Apolinar Pichar-
do, al pago de las costas civiles de apelación, distrayén-
dolas en favor de los Dres. León de Js. Caslaños y Julio 
César Castaños E."; 

Considerando ,en cuanto a la acción penal, que los jue-
ces del fondo han establecido soberanamente mediante la 
ponderación de fos elementos de prueba sometidos al 'de 
bate: "a) que siendo. aproximadamente las 11 de la maña-
na del día 5 de Enero de 1953, en el cruce de las calles "Isa-
bel la Católica" y "Vicente Celestino Duarte", de esta ciu-
dad, ocurrió un choque entre la guagua placa No. 4918 
conducida por el prevenido Benjamín Reyes y de la propie-
dad del señor Apolina,r Pichardo, y el carro placa No. 11527 
manejado por su propietario, el pre,:enido Amalio Ramos; 
b) que. la guagua viajaba en dirección lur-Norte, por la 
calle "Isabel la Católica", y el carro en di?ección Este-Oes-
te, por la calle "Vicente CelestIno Duarte"; e) que. a conse-
cuencia del referido lhoque resultó con leslones que cura-
ron después de diez días y antes de veinte el Raso de la 
P.N. René Muñoz Peña, quien en el instante del choque 
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al pago de una indemnización de RD$200.00 oro, a favor 
de René Muñoz Peña, por los daños y perjuicios sufridos. 

por éste; Tercero: que debe condenar, como al efecto con-
dena, a Amalio Ramos y a Apolinar Pichardo, al pago de 
las costas civiles, ordenándose la distracción de ellas a fa-
vor de los abogados León y Julio César Castaños, quienes 
afirman haberlas avanzado"; b) que contra esta sentencia 
interpusieron recurso de apelación los prevenidos Benja-
mín Reyes y Amalio Ramos, en tiempo útil; c) que, en su 
oportunidad interpuso recurso de oposición la persona civil-
mente responsable puesta en causa, Apolinar Pichardo, 
siendo confirmada en lo que a él respecta la sentencia ob- 

jeto del recurso; 
Considerando que la sentencia ahora impugnada en 

casación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime- 
ro: Declara regular y válido en la forma, los presentes re- 
cursos dé apelación, deducidos por los prevenidos Benja-
mín Reyes y Amalio Ramos; Segundo: Confirma en todas 
sus partes la sentencia contra la cual se apela, dictada por 
la Ilrimera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha vein-
ticuatro (24) de abril de mil novecientos cincuenta y tres, 
y cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que de-
be declarar, coíno al efecto declara, a Amalio Ramos y a 
Benjamín Reyes, de generales anotadas, culpables de haber 
violado la Ley 2022 en perjuicio del Raso de la P.N. René 
Muñoz Peña, causándole a éste lesiones que curaron des-
pués de diez días y pites de veinte, y en consecuencia se 
les condena a cada uno de los inculpados, a sufrir cuarenti-

cinco días de y r
.‘isión correccional y al pago de una multa 

de RD$25.00 (veinticinco pesos) ceppensables con prisión, 
en caso de insolvencia a razón de ual día por cada peso de; 
jado de pagar, reconocimiento (sic) falta de la víctima; 
Segundo:Que debe declarar, como al efecto declara buena 
y válida, la constitución en parte civil hecha por René Mu- 
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hoz Peña, contra Amalio Ramos y Apolinar Pichardo,.éste 
.último en su calidad de comitente de Benjamín 'Reyes, y 
en consecutmcia, condena a Amalio Ramos y Apolinar Pi. 
chardo, al pago solidario de una indernnización de RD$200.- 
00 oro, a favor de René Muñoz Peña, por los daños y per-
¡uicios sufridos por éste; Tercero: que debe condenar, co 
mo al efecto condena, a Amalio Ramos y Benjamín Reyes, 
al pago de las costas penales; Cuarto: Que debe condenar 
como al efecto condena, a Amalio Ramos -y Apolinar Pi-
chardo al pago de las costas civiles, ordenándose la dis-
trac.'ción de ellas a favor de los abogados León y Julio Cé-
sar Castaños, quienes afirman haberlas avanzado"; Tercero: 
Condena a los prevenidos Benjamín Reyes y Amalio Ra-
mos, al pago de las costas penales de su apelación; Cuarto: 
Condena al prevenido Amalio Ramos y a la persona civil-
mente responsable puesta en causa señor Apolinar Pichar-
do, al pago de las costas civiles de apelación, distrayén-
dolas en favor de los Dres. León de Js. Caslaños y Julio 
César Castaños E."; 

Considerando ,en cuanto a la acción penal, Que los jue-
ces del fondo 111-...,n establecido soberanamente mediante la 
ponderaclón de los elementos de prueba sometidos arde-
bate: "a) que siende aproximadamente las 11 de la maña-
na del día 5 de Enero de 1953, en el cruce de las calles "Isa-
bel la Católica" y "Vicente Celestino Duarte", de esta ciu-
dad, ocurrió un choque éntre la guagua placa No. 4918 
conducida por el prevenido Benjamín Reyes y de la propie-
dad del señor Apolinar Pichardo, y el carro placa No. 11527 
manejado por su propietario, el pre,,:enido Amalio Ramos; 
b) que la guagua viajaba en dirección ,Zur-Norte, por la 
calle "Isabel la Católica", y el carro en di?ección Este-Oes-
te, por la calle "Vicente Celestno Duarte"; c) que. a conse-
cuencia del referido toque resultó con lesiones que cura-
ron después de diez días y antes de veinte el Raso de la 
P.N. René Muñoz Peña, quien en el instante del choque 

mak, 
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iba parado‘en la escalerilla de la guagua; d) que el cl-Toque 
se produjo por la imprudencia combinada de ambos chó-
feres; e) que el chófer del carro no tocó bocina al llegar a 
la esquina "Isabel la Católica", y vino a detener el camión 
cuando ya tenía una parte del camión dentro de la. calle 
"Isabel la Católica"; f) que el chófer de la guagua no iba 
guiando con las precauciones de lugar ya que iba a una 
velocidad excesiva, lo cual no le permitió ver el camión 
que sáía a la calle "Isabel la Católica" ni hizo nada oara 
evitar el choque, amén de que permitió que el raso fuera 

de pie en la escalerilla de la guagua'; 

Considerando, que la Corte a qua le ha dado a los he-

chos así comprobados su verdadera calificación legal, al 
considerar culpables a los prevenidos del delito de golpes 
por imprudencia ocasionados con el manejo de un vehículo 
de motor, previsto y sancionado por la Ley No. 2022, que 
curaron después de diez días y antes de veinte, en perjui-
cio de René Muñoz Peña; que, asimismo, en el fallo im-
pugnado se ha hecho una correcta aplicación de la referida 
ley, al imponerle a dichos prevenidos la (..nitad de la pena 
de prisión y de multa, señalada para el delito, a causa de 
la incidencia de la falta de la víctima en la realicación 

del accidente; 
Considerando, en cuanto a la acción civil, que como' 

consecuencia de ese delito los jueces del fondo establecie-
ron que la víctima del accidente, René Muñoz Peña, parte 
civil constituída contr,a el prevenido Amalio Ramos, sufrió 
daños y perjuicios cuyo monto fijaron soberanamente; 

Considerando que no habiendo recurrido en casación 

Apolinar Pichardo, puesto en causa ctmo persona civilmen- 
, 

te responsable del delito cometido por Amalio Ramos, la 
sentencia impugnada no puede ser examinada en cuanto a 

lo que a él concierne;  
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Considerando que examinada la sentencia en los de-
más aspectos que conciernen al interés del recurrente, no> 
contiene ningún vicio que la haga anulable. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de-
casación interpuestos por Benjamín Reyes y Amalio Ramos, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, de fecha cinco de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia en otra parte del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía, 
Miguel Ricardo Rornán.— Rafael Castro Rivera.— Juan, 
A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Car-
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario/ 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General). 
que certifico. (Fdo.),, Ernesto Curiel hijo. 
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iba parado'en la escalerilla de la guagua; d) que el cl-Toque: 
se produjo por la imprudencia combinada de ambos chó-
feres; e) que el chófer del carro no tocó bocina al llegar a 
la esquina "Isabel la Católica", y vino a detener el camión 
cuando ya tenía una parte del camión dentro de la calle 
"Isabel la Católica"; f) que el chófer de la guagua no Iba 
guiando con las precauciones de lugar ya que iba a una 
velocidad excesiva, lo cual no le permitió ver el camión 
que salía a la calle "Isabel la Católica" ni hizo nada oara 
evitar el choque, amén de que permitió que el raso fuera 

de pie en la escalerilla de la guagua'; 

Considerando que la Corte a qua le ha dado a los he-

chos así comprobados su verdadera calificación legal, al 
considerar culpables a los prevenidos del delito de golpes 
por imprudencia ocasionados con el manejo de un vehículo 
de motor, previsto y sancionado por la Ley No. 2022, que 
curaron después de diez días y antes de veinte, en perjui-
cio de René Muñoz Peña; que, asimismo, en el fallo im-
pugnado se ha hecho una correcta aplicación de la referida 
ley, al imponerle a dichos prevenidos la (..-nitad de la pena 
de prisión y de multa, señalada para el delito, a causa de 
la incidencia de la falta de la víctima en la realicación 

del accidente; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que como 
consecuencia de ese delito los jueces del fondo establecie-
ron que la víctima del accidente, René Muñoz Peña, parte 
civil constituída contra el prevenido Amalio Ramos, sufrió 
daños y perjuicios cuyo monto fijaron soberanamente; 

ConsideranáO que no habiendo recurrido en casación 

Apolinar Pichardo, puesto en causa étmo persona civilmen- 
, 

te responsable del delito cometido por Amalio Ramos, la 
sentencia impugnada no puede ser examinada en cuanto a 

lo que a él concierne; 
L  
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Considerando que examinada la sentencia en los de-- 
más aspectos que conciernen al interés del recurrente, nal. 
contiene ningún vicio que la haga anulable. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de-
casación interpuestos por Benjamín Reyes y Amalio Ramos 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, de fecha cinco de octubre de mil novecientos cincuen.-- 
ta y tres, cuyo disposiiivo se copia en otra parte del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
clo de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía, 
Miguel Ricardo Román.— Rafael Castro Rivera, Juana 
A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Car-- 
los Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario, 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,. 
que certifico. (Fdo.lErnesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1954 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 11 de diciembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Ma. Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
nepublica Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, rrimer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y doctor 
Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho del mes 
de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, arios 1119 
de la IndependenCia, 919 de la Restauración y 249 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Ma-
ría Peña, dominicano, de 37 arios de edad, soltero, agricul-
tor, natural de Moca, domiciliado y residente en Las Guá-
zumas, jurisdicciórlde Moca, portador de la cédula de iden-
tidad persone'No. 3265, serie 54, sello No. 483436, contra 
sentencia pronunciada en materia de Habeas Corpus, y en 
grado de apelación por la Corte d5 Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en fecha once dé diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo será copiado en 
otro lugar del presente fallo; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

, 

Vista el acta del recurso de ,casación redactada en la 
secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha dieciséis de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, en la cual declaró "que ha pagado 
la pensión y continuará pagándola hasta que se resuelva 
este asunto en Casación, con las reservas de derecho con-
siguiente y sin que dicha ejecución implique asentimiento 
a la sentencia contra la cual recurre, ya que lo hace for-
zado por obtener el disfrute de su libertad. Que presen-
tará un memorial firmado por su ahogado, oportunamen-
te con los razo-namientos jurídicos del caso"; memorial que 
no ha sido presentado ante esta Corte; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y visto la Ley 2402, de 1950; y los artículos 13 y 
29 del Decreto-Ley de Habeas Corpus, de 1914, y 19 de la 
Ley No. 3726, de 1953, sobre procedimiento de Casación; 

ConsiFlerando qtte en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 19) 
que en fecha primero de diciembre de 1953, el nombrado 
Ramón María Peña, recluído en la Cárcel Pública de la 
*Fortaleza Duarte, por instancia suscrita por su abogado 
constituido, Lic. José Francisco Tapia, solicitó su excarce- 
lamiento mediante recurso de habeas corpus; 2) que apode- 
rado del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte', después de cum- 
plidos los requisitos de ley, dictó sentencia (^fecha cuatro 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, ordenan- 

; do que se mantuviera e prisión al detenido y declaró el 
procedimiento libre de stas de conformidad con la ley; 
3) que disconforme con el referido fallo recurrió en ape-
lación el Lic. José Francisco Tapia B., en nombre y repre- 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de .casación redactada en la 
secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha dieciséis de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, en la cual declaró "que ha pagado 
la pensión y continuará pagándola hasta que se resuelva 
este asunto en Casación, con las reservas de derecho con-
siguiente y sin que dicha ejecución implique asentimiento 
a la sentencia contra la cual recurre, ya que lo hace for-
zado por obtener el disfrute de su libertad. Que presen-
tará un memorial firmado por su abogado, oportunamen-
te con los razonamientos jurídicos del caso"; memorial que 
no ha sido presentado ante esta Corte; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y visto la Ley 2402, de 1950; y los artículos 13 y 
29 del Decreto-Ley de Habeas Corpus, de 1914, y 1 y de la 
Ley No. 3726, de 1953, sobre procedimiento de Casación; 

Considerando qtle en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 19) 
que en fecha primero de diciembre de 1953, el nombrado 
Ramón María Peña, recluido en la Cárcel Pública de la 
'Fortaleza Duarte, por instancia suscrita por su abogado 
constituido, Lic. José Francisco Tapia, solicitó su excarce- 
lamiento mediante recurso de habeas corpus; 2) que apode- 
rado del caso la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte; después de cum- 
plidos los requisitos de ley, dictó sentencia ^fecha cuatro 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y ires, ordenan- 

; do que se mantuviera e prisión al detenido y declaró el 
procedimiento libre de stas de conformidad con la ley; 
3) que disconforme con el referido fallo recurrió en ape-
lación el Lic. José Francisco Tapia B., en nombre y repre- 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DE 1954 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 11 de diciembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Ma. Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
nepublica Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, rrimer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y doctor 
Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Secretario Gene-
ral. en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, hoy clih dieciocho del mes 
de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro, arios 111'? 
de la IndependenCia, 919 de la Restauración y 249 de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte 
de Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Ma-
ría Peña, dominicano, de 37 arios de edad, soltero, agricul-
tor, natural de Moca, domiciliado y residente en Las Guá-
zumas, jurisdicciódde Moca, portador de la cédula de iden-
tido.d personkl:KWo. 3265, serie 54, sello No. 483436, contra 
sentencia pronunciada en materia de Habeas Corpus, y en 
grado de apelación por la Corte clá Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en fecha once dé diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo será copiado en 
otro lugar del presente fallo; 



nombrado Ran-ión María Peña, se negó a pagar alegando 
que él tenía a la menor en su poder desde hacía un mes; 
d) que actuando en ejecución de la aludida sentencia y de 
conformidad con lo dispuesto por la ley de la materia, el 
Procurador Fiscal lo redujo a prisión mediante orden No. 
54333 por violación a la ley No. 2402; e) que para obte-
ner su libertad el detenido ha recurrido al procedimiento de 
habeas corpus, fundando su petición en que él no ha viola-
do la -referida ley porque tiene a la menor en su poder 

atendiendo a sus necesidades"; 
Considerando que para ordenar que se mantuviera la 

prisión, se fundó la Corte a qua en que el detenido no ob-
tuvo la guarda de la menor por sentencia de ningún tribu-
nal, ni por la voluntad expresa de la madre, y sí pOrque el 
recurrente había sustraído a la menor y la tenía en su po-
der, no obstante los requerimientos de la madre de dicha 
menor para que le fuera entregada; que tal actuación del 
detenido al tenor de la sentencia impugnada, el contraria 
al principio de que nadie puede hacerse justicia por sí mis-
mo y tiende a burlar la fuerza ejecutoria de la sentencia 
que lo había condenad') a la pena de dos años de prisión 
correccional y fijado una pensión mensual en provecho de 

su hija menor; 
Considerando que todo lo anteriormente expuesto po-

ne de manifiesto que la Corte al denegar el pedimento de 
libertad del detenido hizo en la especie una exacta inter-
pretación de la Ley número 2402 y una correcta aplica-
ción del artículo 13 de la Ley de Habeas Corpus, y en tal 
virtud, el presente recurso, carece de fundalnente. 

Por tales motivos, Primero': Rechaza el reN. so  de ca- 

ni sación interpuesto por Ra 'n María Peña contra senten-
cia de la Corte de Apelació de San Francisco de Macorís 
de fecha once de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo está copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio. 
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sentación del detenido Ramón María Peña, el mismo día 

en que fué pronunciada la sentencia ya expresada; 

Considerando que con motivo de ese recurso, la Corte 

de Apelación de San Francisco cle Macorís, dictó la sen-
tencia ahora impugnada en casación y cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla: Primero: Admite en la forma el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: Confirma la senten-
cia dictada por la Cárnara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en atribuciones 
de Habeas Corpus el día 4 de diciembre de 1953, de la,cual 

es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe re-
chazar y rechaza la instancia de Habeas Corpus, elevada 
por Ramón María Peña, solicitando su libertad por impro-
cedente y mal fundada; Segundo: que debe ordenar y or-
dena que se mantenga en prisión al impetrante; Tercero: 
Que debe declarar y declara el procedimiento libre de cos- 

tas de acuerdo con. la  ley"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecidos 

mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucáón de la causa los 

hechos siguientes: a) "que el nombrado Ramón María Pe-
ña, fué condenado por sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte en fe-
cha 14 de diciembre de 1951 por violación a la ley No. 2402 
en perjuicio de la menor Carmen procreada con la señora 
Carmen de los Santos, a sufrir la pena de dos arios de pri-
sión correccional y pago de costas, y se le fijó una pensión 
de RD$5.00 mensúales y se ordenó la ejecuciérn provisio- 

nal de la 	
sentencia; b) que en fecha 23 de noviem- 

bre del ario en curso, 1953, ven0-niento de una mensuali- 
dad, el recurrente no pagó la pt`msión correspondiente a 
la madre querellante y ésta se dirigió al Procurador Fis- 
cal para que le requiera el pago de acuerdo con la re- 
ferida sentencia; c) que requerido por este funcionario, el 
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sentación del detenido Ramón María Peña, el mismo día 

en que fué pronunciada la sentencia ya expresada; 

Considerando que con motivo de ese recurso, la Corte 

de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó la sen-
tencia ahora impugnada en casación y cuyo dispositivo es 

el siguiente: "Falla: 
PrilTleTO: 

Admite en la forma el pre-

sente recurso de apelación; Segundo: Confirma la senten-
cia dictada por la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en atribuciones 
de Habeas Corpus el día 4 de diciembre de 1953, de la cual 
es el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe re- .- 
chazar y rechaza la instancia de Habeas Corpus, elevada 
por Ramón llaría Peña, solicitando su libertad por impro-
cedente y mal fundada; Segundo: que debe ordenar y or- 
dena que se mantenga en prisión al impetrante; Tercero: 
Que debe declarar y declara el procedimiento libre de cos- 

tas de acuerdo con la ley"; 
Considerando que la Corte a qua dió por establecidos 

mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucaón de la causa los 

hechos siguientes: a) "que el nombrado Ramón María Pe-
ña, fué condenado por sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte en fe-
cha 14 de diciembre de 1951 por violación a la ley No. 2402 
en perjuicio de la menor Carmen procreada con la señora 
Carmen de los Santos, a sufrir la pena de dos arios de pri-
sión correccional y pago de costas, y se le fijó una pensión 
de RD$5.00 mensúales y se ordenó la ejecución provisio-

nal de la miKiia sentencia; b) que en fecha 23 de noviem-

bre del ario en curso, 1953, ven0-niento de una mensuali-
dad, el recurrente no pagó la pt'snsión correspondiente a 
la madre querellante y ésta se dirigió al Procurador Fis- 
cal para qu.e le requiera el pago de acuerdo con la re- 
ferida sentencia; c) que requerido por este funcionario, el 

nombrado Ramón María Peña, se negó a pagar alegando 
que él tenía a la menor en su poder desde hacía un mes; 
d) que actuando en ejecución de la aludida sentencia y de 
conformidad con lo dispuesto por la ley de la materia, el 
Procurador Fiscal lo redujo a prisión mediante orden No. 
54333 por violación a la ley No. 2402; e) que para obte-
ner su libertad el detenido ha recurrido al procedimiento de 
habeas corpus, fundando su petición en que él no ha viola-
do la -referida ley porque tiene a la menor en su poder 

atendiendo a sus necesidades"; 
Considerando que para ordenar que se mantuviera la 

prisión, se fundó la Corte a qua en que el detenido no ob-
tuvo la guarda de la menor por sentencia de ningún tribu-
nal, ni por la voluntad expresa de la madre, y sí porque el 

' recurrente había sustraído a la menor y la tenía en su po-
dPr, no obstante los requerimientos de la madre de dicha 
menor para que le fuera entregada; que tal actuación del 
detenido al tenor de la sentencia impugnada, es contraria 

. al principio de que nadie puede hacerse justicia por sí mis-
mo y tiende a burlar la fuerza ejecutoria de la sentencia 
que lo había condenadh a la pena de dos. arios de prisión 
correccional y fijado una pensión mensual en provecho de 

su hija menor; 
Considerando que todo lo anteriormente expuesto po-

ne de manifiesto que la Corte al denegar el pedimento de 
. libertad del detenido hizo en la especie una exacta inter-
, pretación de la Ley número 2402 y una. correcta aplica-
ción del artículo 13 de la Ley de Habeas Corpus, y en tal 
virtud, el presente recurso, carece de fundarnente. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el reNrso de ca- 1 sación interpuesto por Ra 'n María Peña contra senten-

cia de la Corte de Apelació de San Francisco de Macorís 
de fecha once de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo está copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 	 SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1954. 
Miguel Ricardo Rontán.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

	

Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Carlos 
	sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de- 

	

Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 	 Puerto Plata, de fecha 30 des junio de 1953. 

neral. 

	

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 	Materia: Trabajo. 

señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

	

audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 
y 	

Recurrente: Gregorio Almonte.— Abogados: Licdos. Germán Or- 

	

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
	 nes y Carlos Grisolía Poloney. 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jas-
ticia, regularmente constituida per los Jueces liCenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvalez Aybar, Damián Báez B., Manuel 

. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del 
ecretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
as, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Doniingo, hoy 
la veintitrés del mes de marzo de mil novecientos cin-
uenta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la 
estauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audien-

cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuelo xor el señor-

Gregorio Almonte, dominicano, mayor de eX",d, soltero, 
empleado de comercio, 'dula personal de identidad ir 
número 5629, Serie 37, ello número 125115 para 
1953, contra sentencia ictada en fecha treinta del 
Mes ,:le junio del ario mil novecientos cincuenta y 
tres, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito. 
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Intimado: América Quezada. —Abogado: Dr. Pablo Juan Brugal M. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 545 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1954. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Puerto Plata, de fecha 30 de' junio de 1953. 

materia: Trabajo. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.-- 
Miguel Ricardo Rontán.— Raf. Castre, Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Carlos 
Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 
por los neral. 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 
y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente: Gregorio Almonte.— Abogados: Licdos. Geftnán Or• 
nes y Carlos Grisolía Poloney. 

Intimado: América Quezada. —Abogado: Dr. Pablo Juan Brugal M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jas-
ticia, regularmente constituída per los Jueces liéenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvalez Aybar, Damián Báez B., Manuel 
A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez Y Sánchez, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Doniingo, hoy 
día veintitrés del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuaIro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la 
Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:- 

Sobre el recurso de casación interpuelto ,por el señor: 
Gregorio Almonte, dominicano, mayor de ei:N, soltero, 
empleado de comercio, 'dula personal de identidad f 
número 5629, Serie 37, ello número 125115 para 
1953, contra sentencia ictada en fecha treinta del 
mes ',de junio del ario mil novecientos cincuenta y 
tres, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito, 
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Judicial de Puerto Plata, como Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado y cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 

presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al doctor Alberto Malagón, portador de la cédula 

personal de identidad número 12485, serie lra., con sello 
de renovación 9128 para el ario 1953, en representación 
del abogado de la parte recurrida, Doctor Pablo Juan Bru-
gal M., portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 14705, serie 37, renovada con el sello 11702 para el ario 

de 1953, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en Secreta- 

ría en Secha nueve del mes de noviembre del pasado ario 
de mil novecientos cincuenta y tres, por los abogados de 
la parte intimante, Licenciado Germán Ornes, cédula per-
sonal de identidad número 665, serie 37, sello número 
12432, y Licenciado Carlos Grisolía Poloney, cédula per-
sonal de identidad número 3564, serie 37, sello número 
18322, en el cual se invocan los medios que serán señala-

dos y examinados más adelante; 
Visto el memorial de defensa redactado en fecha trein-

ta del mes de noviembre del ario mil novecientos cincuen-
ta y tres, por el Dr. Pablo Juan Brugal, abogado de la par-
te recurrida, notificado a los abogados del Intimante, en 
la ciudad de Puerto Plata, ese mismo día, depositado en 

la Secretaría de esta Corte; 
La Suprerna Corte de Justicia, después de haber de- 

liberado, vistos los artículos 78, párrafo 13, y 81 del Có-
digo Trujillo de Trabajo 19 y 65, de la Ley N9 3726, de 

1953, sobre Procedimiento de ('asación; 
Considerando, que en la sentencia impugnada y en 1.)s 

documentNs a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) 
nue por carta de fecha veintiséis de Febrero de mil nove- 
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cientos cincuentitrés, la señora América Quezada comuni-
có al Inspector de Trabajo de esta localidad, que su em-
pleado Gregorio Almonte había hecho abandono de su tra-
bajo de dependiente del establecimiento comercial de ella, 
desde el día ocho de Enero, y que días después se reinte-
gró a su dicho trabajo, manifestándole dicha señora Que-
zada "que esto no podía seguir así porque yo le estoy pa-
gando su salario completo"; que dicho empleado iba a veces 
en la mañana al establecimiento comercial, permanecía allí 
media hora, salía y en la tarde estaba otro rato, y a veces 
no volvía'; "b) que por carta de fecha tres de Marzo de mil 
novecientos cincuentitrés, la misma señora América Que-
zada comunicó nuevamente al referido Inspector de Traba-
jo, que su empleado Gregorio Almonte "acostumbra a 
abandonar el trabajo, durante sus horas de servicio, sin 
dar aviso ni explicar los motivos que tiene para ausentar-
se, y por consiguiente considero terminado el contrato de 
trabajo conforme al párrafo 13 del Artículo 78 del Có-
digo Trujillo de Trabajo"; "c) que de todas esas circuns-, 
tancias, la señora América Quezada dió conocimiento al 
Departamento de Inspección del Distrito No. 11, en Puerto 
Plata, de la Caja Dominicana de Seguros Sociales"; d) que, a 

-•consecuencia de esa conducta, la señora América Queza- 
da despidió al intimante Gregorio Almonte, quien sostiene 
ganaba un sueldo de RD$9.00 semanales, por lo cual éste 
la demandó, en fecha dieciocho de Marzo del mismo año, 
por ante el Juzgado de Paz de la Común de Puerto Plata, 
en funciones de Tribunal de Trabajo, a fin de que se oye-
ra condenar al pago de RD$146.88 (ciento-tuarenta y seis 
pesos con ochenta y ocho centavos oro dominNnos), "por 
concepto de desahucio y auxilio de cesantía"; e) que el 

de mil novecientos cincuei a y tres, una sentencia cuyo 
1 Juzgado de Paz apoderado ctó, en fecha veintidós de abril 

dispositivo se transcribe en el de la sentencia de apelación 
que más abajo se copia; f) que contra esa sentencia de pri- 
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,que por carta de fecha veintiséis de Febrero de mil nove- 
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Judicial de Puerto Plata, como Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado y cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 

presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al doctor Alberto Malagón, portador de la cédula 

personal de identidad número 12485, serie lra., con sello 
de renovación 9128 para el ario 1953, en representación 
del abogado de la parte recurrida, Doctor Pablo Juan Bru-
gal M., portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 14705, serie 37, renovada con el sello 11702 para el año, 

de 1953, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado eri Secreta- 

ría en Secha nueve del mes de noviembre del pasado ario 
de mil novecientos cincuenta y tres, por los abogados de 
la parte intimante, Licenciado Germán Ornes, cédula per-
sonal de identidad número Z65, serie 37, sello número 
12432, y Licenciado Carlos Grisolía Poloney, cédula per-
sonal de identidad número 3564, serie 37, sello número 
18322, en el cual se invocan los medios que serán señala-

dos y examinados más adelante; 
Visto el memorial de defensa redactado en fecha trein-

ta del mes de noviembre del ario mil novecientos cincuen-
ta y tres, por el Dr. Pablo Juan Brugal, abogado de la par-
te recurrida, notificado a los abogados del intimanw, 
la ciudad de Puerto Plata, ese mismo día, depositado en 

la Secretaría de esta Corte; 
La Supreina Corte de Justicia, después de haber de• 

liberado, vistos los artículos 78, párrafo 13, y 81 del Có-
digo Trujillo de Trabajo 19 y 65, de la Ley I\19 3726, de 

1953, sobre Procedimiento de (.'asación; 
Considerando, que en la sentencia impugnada y en 1.-)s 

docurnentets a que ella se refiere consta lo siguiente: "a 
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cientos cincuentitrés, la señora América Quezada comuni-
có al Inspector de Trabajo de esta localidad, que su em-
pleado Gregorio Almonte había hecho abandono de su tra-
bajo de dependiente del establecimiento comercial de ella, 
desde el día ocho de Enero, y que días después se reinte-
gró a su dicho trabajo, manifestándole dicha señora Que-
zada "que esto no podía seguir así porque yo le estoy pa-
gando su salario completo"; que dicho empleado iba a veces 
en la mañana al establecimiento comercial, permanecía allí 
media hora, salía y en la tarde estaba otro rato, y a veces 
no volvía'; "b) que por carta de fecha tres de Marzo de mil 
novecientos. cincuentitrés, la misma señora América Que-
zada comunicó nuevamente al referido Inspector de Traba-
jo, que su empleado Gregorio Almonte "acostumbra a 
abandonar el trabajo, durante sus horas de servicio, sin 
dar aviso ni explicar los motivos que tiene para ausentar-
se, y por consiguiente considero terminado el contrato de 
trabajo conforme al párrafo 13 del Artículo 78 del Có-
digo Trujillo de Trabajo"; "c) que de todas esas circuns- , 
tancias, la señora América Quezada dió conocimiento al 
Departamento de Inspección del Distrito No. 11, en Puerto 
Plata, de la Caja Dominicana de Seguros Sociales"; d) que, a 
consecuencia de esa conducta, la señora América Queza-
da despidió al intimante Gregorio Almonte, quien sostiene 
ganaba un sueldo de RD$9.00 semanales, por lo cual éste 
la demandó, en fecha dieciocho de Marzo del mismo ario, 
por ante el Juzgado de Paz de la Común de Puerto Plata, 
en funciones de Tribunal de Trabajo, a fin de que se oye-
ra condenar al pago de RD$146.88 (ciento'buarenta y seis 
pesos con ochenta y ocho centavos oro dominNnos), "por 
concepto de desahucio y auxilio de cesantía"; e) que el I Juzgado de Paz apoderado ctó, en fecha veintidós de abril 
de mil novecientos cincuer a y tres, una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribe en el de la sentencia de apelación 
que más abajo se copia; f) que contra esa sentencia de pri- 
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mer grado, recurrió en apelación Gregorio Almonte, en 
fecha dieciocho del mes de mayo del mismo ario, por ante 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, para que éste conociera, corno tribunal de 
segundo grado en materia laboral, de sus agravios contra 

ritndo fallo. 
recurso de apelación del cual dicho tribunpi 

de alzada conoció en fecha °veintinueve de mayo de mil 
novecientos cincuenta y tres, y el cual falló el treinta de 
junio del mismo ario, por sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: que debe declarar y. declara bueno y 
válido, en cuanto a la forma, por haber sido intentado en 
tiempo hábil y con sujeción a las normas legales de pro-
cedimiento, el recurso de apelación intentado por el señor 
Gregorio Almonte contra sentencia del Juzgado de Paz de 
la Comúlí de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de 
Trabajo, de fecha veintidós de Abril del año mil nove-
cientos cincuenta y tres, rendida en provecho de la seño-
ra América Quezada; Segundo: en cuanto al fondo, recha-
za dicho recurso por falta de fundamento legal, y, en con-
secuencia, confirma la expresada sentencia cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: que delpe rechazar y rechaza 
por improcedente y mal fundada la presente demanda; Se-
gundo: que debe condenar y condena al señor Gregorio 
Almonte, parte que sucumbe en la presente litis al pago 
de las costas"; y, Tercero: que debe condenar y condena 
al intimante Gregorio Almonte al pago de las costas del 

presente recurso"; 
Considerando, que contra esa sentencia recurrió, co- 

mo se ha dicho, en casación, el referido Greorio Almonte. 
en cuyo m xmorial introductivo se alegan los siguientes me-
dios: "Primer Medio: a) Desnatgralización de los hechos, y,. 
corno consecuencia, falta de late legal de la sentencia re-, 
currida; Segundo Medio: Insuficiencia de motivos de la: 
misma; y Tercer Médio: c) Privación del derecho de de 

fensa"; 

Considerando, que el recurrente fundamenta su, Pri, 
mer Medio en que el juez a quo "estableció erradamente" 
que el recurrente "acostumbraba a abandonar el trabaja 
durante sus horas de servicio, sin dar aviso ni explicar los 
motivos que tenía para ausentarse del trabajo", y, por con-- 
siguiente consideró terminado el trabajo, conforme el pá-
rrafo 13 del artículo 78 del Código Trujillo de Trabaja, 
lo que considera el citado intimante como una desnatura-
lización de los hechos, ya que el juez hizo tal afirmación 
"sin dar ninguna explicación con respecto al alegato que 
hizo el recurrente, con el apoyo de una certificación del 
Doctor Juan Antonio Vásquez Paredes, médico auxiliar 
de la Policlínica clase "B" de la Caja de Seguros Socia- 

, 

les, en el sentido de que las salidas invocadas como faltas 
tuvieron su origen en la necesidad de asistir a la Policlíni-
ca mencionada a someterse a un tratamiento médico", y 
al desnaturalizar, de ese modo, los hechos, el Juez a quo "in-
currió en el vicio de falta de base legal, ya que los hechos 
no han sido especificados de un modo suficiente para que-
esta  Suprema Corte de Justicia pueda determinar si 
la ley ha sido bien ablicada o no, cosa para lo cual era ab-
solutamente necesario, como se ha dicho, que el tribunal 
a quo hubiese establecido, en virtud de la prueba presenta-
da; si las salidas del recurrente eran justificadas o no"; 
que el segundo medio, y también el tercero se basan en 
el mismo argumento de que la sentencia , impugnada no 
dijo nada sobre el "fundamental alegato del recurrente» 
deducido del referido certificado, el cual, al no ser tomado, 
en consideración, además de dejar a la Séntencia sin moti—
vos, privó "al recurrente de sus medios deNefensa", por-
lo cual procede examina conjuntamente, los tres medios. 
alegados, ya que reposa sobre un mismo supuesto agra- 
vie; 

Considerando, que sólo hay falta de base legal, cuan-
do los motivos dados por los jueces no permiten reconocer 
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mer grado, recurrió en apelación Gregorio Almonte, en. 
fecha dieciocho del mes de mayo del mismo ario, por ante 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, para que éste conociera, corno tribunal de 
segundo grado en materia laboral, de sus agravios contra 

£.1 rifarlo 
fallo. recurso de apelación del cual dicho tribunal 

de alzada conoció en fecha veintinueve de mayo de mil 
novecientos cincuenta y tres, y el cual falló el treinta de 
junio del mismo ario, por sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: que debe declarar y. declara bueno y 
válido, en cuanto a la forma, por haber sido intentado en 
tiempo hábil y con sujeción a las normas legales de pro-
cedimiento, el recurso de apelación intentado por el señor 
Gregorio Almonte contra sentencia del Juzgado de Paz de 
la Comúrí de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de 
Trabajo, de fecha veintidós de Abril del año mil nove- 
cientos cincuenta y tres, rendida en provecho de la sefi, - 
ra América Quezada; Segundo: en cuanto al fondo, recha- 
za dicho recurso por falta de fun.damento legal, y, en coi 
secuencia, confirma la expresada sentencia cuyo dispositi- 
vo dice así: "Falla: Primero: que deoe rechazar y rechaza 
por improcedente y mal fundada la presente demanda; Se- 
gundo: que debe condenar y condena al señor Gregorio 
Almonte, parte que sucumbe en la presente litis al pago 
de las costas"; y, Tercero: que debe condenar y condena 
al intimante Gregorio Almonte al pago de las costas del 

presente recurso"; 
Considerando, que contra esa sentencia recurrió, co- 

mo se ha dicho, en casación, el referido Greorio Almonte. 
en cuyo m vñorial introductivo se alegan los siguientes me-
dios: "Primer Medio: a) Desnaturalización de los hechos, y, 
corno consecuencia, falta de lple legal de la sentencia re-
currida; Segundo Medio: Insuficiencia de motivos de la 
misma; y Tercer Médio: c) Privación del derecho de de-

fensa"; 

Considerando, que el recurrente fundamenta su, Pria-
mer Medio en que el juez a quo "estableció erradamente" 
que el recurrente "acostumbraba a abandonar el trabaith 
durante sus horas de servicio, sin dar aviso ni explicar los 
motivos que tenía para ausentarse del trabajo", y, por con-- 
siguiente consideró terminado el trabajo, conforme el pá-
rrafo 13 del artículo 78 del Código Trujillo de Trabajo,. 
lo que considera el citado intimante como una desnatura-
lización de los hechos, ya que el juez hizo tal afirmación 
"sin dar ninguna explicación con respecto al alegato que 
hizo el recurrente, con el apoyo de una certificación dei 
Doctor Juan Antonio Vásquez Paredes, médico auxiliar 
de la Policlínica clase "B" de la Caja de Seguros Socia-
les, en el sentido de que las salidas invocadas como faltas 
tuvieron su origen en la necesidad de asistir a la Policlíni-
ca mencionada a someterse a un tratamiento médico", y 
al desnaturalizar, de ese modo, los hechos, el Juez a quo "in-
currió en el vicio de falta de base legal, ya que los hechos 
no han sido especificados de un modo suficiente para que 
esta  Suprema Corte de Justicia pueda determinar si 
la ley ha sido bien ablicada o no, cosa para lo cual era ab-
solutamente necesario, como se ha dicho, que el tribunal 
a quo hubiese establecido, en virtud de la prueba presenta-
da, si las salidas del recurrente eran justificadas o no"; 
que el segundo medio, y también el tercero se basan en 
el mismo argumento de que la sentencia , impugnada no 
dijo nada sobre el "fundamental alegato del recurrente" 
deducido del referido certificado, el cual, al no ser tomada. 
en consideración, además de dejar a la s'éntencia sin moti—
vos. privó "al recurrente de sus medios deNefensa", por-
lo cual procede examina conjuntamente, los tres medios. 
alegados, ya que reposa sobre un mismo supuesto agra- 
vie; 

Considerando, que sólo hay falta de base legal, cuan-
do los motivos dados por los jueces no permiten reconocer 
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-si los elementos de hecho, necesarios para justificar la apli-
cación de la ley, se hallan presentes en la sentencia, ya 

que este ;vicio no pude provenir sino de una exposición 
incompleta de un hecho decisivo, lo que no ha ocurrido 
en el 'caso de la especie, por cuanto el fallo atacado en 
casaCión da por establecido tanto por las comprobaciones 
dé funcionarios laborales, como por la info

-rmación testi-

-inonial, que el empleado Gregorio Almonte salía lurante 
las horas de trabajo sin permiso de su patrono, falta que 
justifica el despido, sin responsabilidad para dicho patro-
no, de acuerdo con lo establecido en el párrafo 13 del cita-
do artículo 78 del Código Trujillo de Trabajo; que el 
-Juzgado a quo, al pronánciarse en tal sentido, dió una só-
lida base legal a la decisión, que resulta del cotejo de 

luna situación contractual, regulada por un texto de ley, 
con el hecho comprobado, previsto en la disposición legal 
aplicada; que, por otra parte, la insuficiencia de motivos 

310 
basta, por sí sola, para anular una sentencia, sino cuan- 

do esa insuficiencia de motivos sea tal, que equivalga a 
Jaita de motivos, y que no se puede criticar un fallo sino 
cuando el juez haya sido puesto en mora de pronunciarse 
-sobre conclusiones explícitas y formales, en las cuales' se 

le haya formulado una pretensión precisa, no estando los 

jueces obliados a dar motivos particulares para cada uno 
de los títulos o hechos invocados por las partes, ni mucho 
Amenos para cada argumento de los litigantes; 

Considerando, además, que, en ningún momento el in-
timante Gregorio Almonte demostré, ni ofreció demostrar, 
nue hacía el ;;Jandono de sus labores y salía con permiso 
de su patrono; que todo ro que tia tratado de probar fué - 
el hecho de que se encontraba bajebtratamiento médico, pre-
sentando para ello como muy taerdía evidencia —después 
del cierre de los debates, en los cuales no usó del plazo 

nue para la réplica le fué concedido, y por primera vez en 
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apelación—, el certificado tantas veces por él mencionado 
lo que impidió que el tribunal a quo lo pudiera tomar en 
.cuenta como base de conclusiones que fueron presentadas 
mucho antes de existir en el expediente de la causa dicho 
certificado, el cual tampoco hubiera tenido carácter decisi-
vo de haber aparecido a tiempo y haber sido alegado como 
fundamento de esas conclusiones por la simple razón de 
que sólo se refiere al hecho de que el recurrente estaba 
recibiendo tratamiento médico, lo que no demuestra que 
él obtuvo, con antelación a sus salidas, el permiso previo 
de su patrona, necesario, de acuerdo con el texto de ley ci-
tado más arriba, aún encontrándose enfermo, para aban-
donar sus tareas en horas laborales; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gregorio Almonte, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, pronunciada como Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, en fecha treinta de Junio del ario mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se ha copiado en 
otro lugar del presente fallo, y Segundo: Condena a dicho 
intimante, al pago 'de las costas. 

Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— Mi-
guel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. 
Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario el 11 expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, SecNario General, 
que certifico. (Fdo.): E esto Curiel hijo. t 
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-si los elementos de hecho, necesarios para justificar la apli-
cación de la ley, se hallan presentes en la sentencia, ya 

que este ;vicio no pude provenir sino de una exposición 
incompleta de un hecho decisivo, lo que no ha ocurrido 
en el caso de la especie, por cuanto el fallo atacado en 

casaéión da por establecido tanto por las comprobaciones 
de funcionarios laborales, como por la info

-rmación testi-

-inonial, que el empleado Gregorio Almonte salía lurante 
las horas de trabajo sin permiso de su patrono, falta que 
justifica el despido, sin responsabilidad para dicho patro-
no, de acuerdo con lo establecido en el párrafo 13 del cita-
do artículo 78 del Código Trujillo de Trabajo; que el 
-juzgado a quo, al pronúnciarse en tal sentido, dió una só-
lida base legal a la decisión, que resulta del cotejo de 
una situación contractual, regulada por un texto de ley, 
con el hecho comprobado, previsto en la disposición legal 
aplicada; que, por otra parte, la insuficiencia de motivos 

-110 basta, por sí soltt, para anular una sentencia, sino cuan-
do esa insuficiencia de motivos sea tal, que equivalga a 
Jaita de motivos, y que no se puede criticar un fallo sino 
cuando el juez haya sido puesto en rnora de pronunciarse 
-sobre conclusiones explícitas y formales, en las cuales' se 

le haya formulado una pretensión precisa, no estando los 

jueces obliados a dar motivos particulares para cada uno 
de los títulos o hechos invocados por las partes, ni mucho 
imenos para cada argumento de los litigantes; 

Considerando, además, que, en ningún momento el in- 
tirnante Gregorio Almonte demostré, ni ofreció demostrar, 
nue hacía el ,;;Jandono de sus labores y salía con permiso 
de su patrono; que todo Io que tia tratado de probar fué 
el hecho de que se encontraba bajeltratamiento médico, pre-
sentando para ello como muy taldía evidencia —después 
del cierre de los debates, en los cuales no usó del plazo 
nue para la réplica le fué concedido, y por primera vez en  

apelación—, el certificado tantas veces por él mencionado 
lo que impidió que el tribunal a quo lo pudiera tomar en 
.cuenta como base de conclusiones que fueron presentadas 
mucho antes de existir en el expediente de la causa dicho 
certificado, el cual tampoco hubiera tenido carácter decisi-
vo de haber aparecido a tiempo y haber sido alegado como 
fundamento de esas conclusiones por la simple razón de 
que sólo se refiere al hecho de que el recurrente estaba 
recibiendo tratamiento médico, lo que no demuestra que 
él obtuvo, con antelación a sus salidas, el permiso previo 
de su patrona, necesario, de acuerdo con el texto de ley ci-
tado más arriba, aún encontrándose enfermo, para aban-
donar sus tareas en horas laborales; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gregorio Almonte, contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Puerto Plata, pronunciada como Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, en fecha treinta de Junio del ario mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se ha copiado en 
otro lugar del presente fallo, y Segundo: Condena a dicho 
intimante, al pago tle las costas. 

Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— Mi-
guel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Mo-
rel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel A. 
Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario eI 11 expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Seci,h.tario General, 
que certifico. (Fdo.): E. esto Curiel hijo. t 



BOLETÍN JUDICIAL 	 553 

Sentencia impugnada: Cámara CM y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 

25 de junio de 1953. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Guarin Arsenio Pérez.— Abogado: Dr. Jovino Herre-

ra Arnó. 

Intinuuto: Julia G. Madsen.— Abogado: Dr. Raf. de Moya Grullón. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricard Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 

en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinte y tres del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la 
Restauración y 249,-Kle la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, corpz corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guarín 
Arsenio Pérez, dominicano, mayor '4, edad, casado, emplea-
do, domiciliado y residente en Ciu',..gad Trujillo, Distrito de 
Santo Domin-go, portador de la cédula personal de identi- - 
dad número 12393, serie /2, renovada con el sello de R.I. 

No. 24993, contra sentencia dictada, como tribuna! de tra-
bajo de segundo grado por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judic:al 
de Santo Domingo en fecha veinticinco de junio de mil no-
vecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Jovino Herrera Arnó, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 8376, serie 12, renovada con 
el sello No. 20458, abogado de la parte intimante, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el doctor Rafael de Moya Grullón, portador de la 
cédula No. 1050, serie 56, renovada con el sello No. 8871, 
abogado de la intimada, Julia G. Madsen, danesa, mayor 
de edad, soltera, profesora, domiciliada y residente en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, portadora de la 
cédula personal No. 5580, serie Ira., renovada con el sello 
No. 4910, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Mendorial de Casación presentado, el seis de 
octubre de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
Jovino Herrera Arnó, abogado del recurrente, memorial en 
que se alegan las violaciones de la ley que después se men-
cionan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado, el cuatro de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, por el doc-
tor Rafael de Moyá Grullón, abogado de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, deupués de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, 80, 81, Ny 691 del Códi-
go Trujillo de Trabajo• 19, 20 y 65 de la Ley 3726, de 1953 

te sobre Procedimient* Casación; , 

Considerando qu n la sentencia impugnada, unida a 
la del primer grado de jurisdicción, consta lo que sigue: 
A), 1) "que entre el señor Guarín Arsenio Pérez y la se- 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Cámara Cáril y Comercial del Juzgado de 

Primera instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 

25 de junio de 1953. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Guarin Arsenio Pérez.— Abogado: Dr. Jovino Herre-

ra Amó. 

Intimado: Julia G. Madsen.— Abogado: Dr. Raf. de Moya Grullón. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricard ) Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veinte y tres del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, años 1119 de la Independencia, 919 de la 
Restauración y 249,-1de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, corpa corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guarin 
Arsenio Pérez, dominicano, mayor ,t?. edad, casado, emplea-
do, domiciliado y residente en Ciu!..gad Trujillo, Distrito de 
Santo Dominko, portador de la cédula personal de identi-
dad número 12393, serie 1'2, renovada con el sello de 
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No. 24993, contra sentencia dictada, como tribunal de tra-
bajo de segundo grado por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo en fecha veinticinco de junio de mil no-
vecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Jovino Herrera Arrió, portador de la cédu-
la personal de identidad No. 8376, serie 12, renovada con 
el sello No. 20458, abogado de la parte intimante, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el doctor Rafael de Moya Grullón, portador de la 
cédula No. 1050, serie 56, renovada con el sello No. 8871, 
abogado de la intimada, Julia G. Madsen, danesa, mayor 
de edad, soltera, profesora, domiciliada y residente en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, portadora de la 
cédula personal No. 5580, serie lra., renovada con el sello 
No. 4910, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de Casación presentado, el seis de 
octubre de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
Jovino Herrera Arnó, abogado del recurrente, memorial en 
que se alegan las violaciones de la ley que después se men-
cionan; 

Visto el Memorial de Defensa presentado, el cuatro de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, por el doc-
tor Rafael de Moya Grullón, abogado de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, de..)pués de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, 80, 81, Ny 691 del Códi-
go Trujillo de Trabajo• 19, 20 y 65 de la Ley 3726, de 1953 

te sobre Procedimient# Casación; 

Considerando qu n la sentencia impugnada, unida a 
la del primer grado de jurisdicción, consta lo que sigue: 
A). 1) "que entre el señor Guarín Arsenío Pérez y la se- 
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to Domingo, como tribunal de trabajo de segundo grado; 
que en la indicada audiencia, el abogado que representaba 
al apelante presentó estas conclusiones: "Primero: Decla-
rar regular y válido en la forma y en el fondo del presente 
recurso de apelación, ya que fué interpuesto en tiempo há-
bil. Segundo: Que obrando por vuestra propia autorídad y 
por contrario imperio. Revoquéis, la sentencia apelada, y . 
que fué dictada en fecha 13 (trece) del mes de septiembre 
del ario 1952, por el Juzgado de Paz de la Primera Circuías, 
cripcien de este Distrito Judicial de Santo Domingo, con 
motivo de la demanda en reclamación de desahucio, auxi-
lio de cesantía, sueldos dejados de pagar y otras indemni-
zaciones, incoada contra la señora Julia G. Madsen, propie-
taria del colegio "La Milagrosa" de esta ciudad.— Terce- - 
ro: Que por haberse comprobado, que a la fecha del des-
pido, el derecho generado a favor de la patrona, señora .1u-- 

lia G. Madsen, como efecto de la comisión de las presuntas.; 
faltas, si es, que existieron,para despedir al profesor Pérez:. 
Había caducado se declara el despido injustificado, por ca-
recer de una causa justa.— Cuarto: Consecuencialmente se 
declara rescinclido)el contrato de trabajo existente entre la. 
señora Julia G. Madsen y el profesor Guarin Arsenio Pé-
rez, por culpa de la Patrona.— Quinto: Condenar a la se-
ñora Julia G. Madsen a pagar al señor Guarín Arsenio Pé-
rez, la suma de RD$38.00 por concepto_de 24 días de sala-
rio como desahucio, de acuerdo con un salario de RD$48.013 
pesos mensuales.— Sexto: Condenar a la señora Julia G. 
Madsen a pagar al señor Guarín Arsenio Pérez la suma 
de RD$48.00 por concepto de un nies .le salario como au-
xilio de cesantía, de acuerdo co nel indiC2,0 salario men-
sual.— Séptimo: Condenar a la señora Julia G. Madsen 44 a pagar al señor G:0,---" n Arsenio Pérez la suma de RD$- 
144.00 pesos por cone . to de tres meses de salarios, como 
justa indemnización por el despido injustificado y de acuer-
do al salario mensual de referencia.— Octavo: Condenar. 
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ñora Julia G. Madsen existió un contrato de trabajo por 
tiempo indefinido mediante el cual el primero le prestaba 
sus servicios como profesor del Colegio "La Milagrosa" a 
la segunda; 2) que, dicho contrato de trabajo tuvo una du-
ración de un ario escolar activo y terminó el día 7 de julio 
del ario 1952; 3) que, cuando el contrato mencionado termi-
nó el señor Guarín Arsenio Pérez percibía como pago de 
su trabajo la suma de Cuarentiocho pesos oro, mensual-
mente; y 4) que, el tantas veces mencionado contrato la-
boral terminó por los hechos voluntarios o de omisión co-
metidos por el señor Guarín Arsenio Pérez"; B) "que en 
fecha trece del mes de noviembre del ario mil novecientos 
cincuenta y dos, a requerimiento del señor Guarín Arse-
nio Pérez, fué citada y emplazada la señora Julia C. Mad-
sen, para que el día tres de diciembre del mismo ario, 1952, 
a las nueve horas de la mañana, compareciera ante el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito de 
Santo Domingo, como tribunal de trabajo de primer gra-
do, para que se oyera condenar al pago de las prestaciones 
que el Código Trujillo de Trabajo le acuerda al trabajador 
despedido sin causa justificada"; C1 quiL en fecha trece de 
febrero de mil novecientos cincuenta y tres, el mencionado 
Juzgado de Paz dictó, sobre el caso, una sentencia con este 
dispositivo: "Primero: Rechaza, la demanda incoada por el 
señor Guarín Arsenio Pérez, de generales que constan, con-
tra la señora Julia G. Madsen, directora del Colegio "La 
Milagrosd", por improcedente e infundada, ya que el des-
pido fué justo, por las razones expuestas en los motic, 
de la presente serr:xncia. Segundo: Declara, las costas de 

oficio"; 
Considerando que Guarín Arsenio Pérez interpuso re-

curso de alzada contra esta sentent;a;ry de tal recurso co-
noció, en audiencia del doce de trhrzo de mil novecientos 
cincuenta y tres, la Cámara de lo Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San- 
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metidos por el señor Guarín Arsenio Pérez"; B) "que en 
fecha trece del mes de noviembre del ario mil novecientos 
cincuenta y dos, a requerimiento del señor Guarín Arse-
nio Pérez, fué citada y emplazada la señora Julia C. Mad-
sen, para que el día tres de diciembre del mismo ario, 1952, 
a las nueve horas de la mañana, compareciera ante el Juz-
gado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito de 
Santo Domingo, como tribunal de trabajo de primer gra-
do, para que se oyera condenar al pago de las prestaciones 
que el Código Trujillo de Trabajo le acuerda al trabajador 
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Juzgado de Paz dictó, sobre el caso, una sentencia con este 
dispositivo: "Primero: Rechaza, la demanda incoada por el 
señor Guarín Arsenio Pérez, de generales que constan, con-
tra la señora Julia G. Madsen, directora del Colegio "La 
Milagrosd", por improcedente e infundada, ya que el des-
pido fué justo, por las razones expuestas en los motis,c 

de la presente serr:bncia. Segundo: Declara, las costas de 

oficio"; 
Considerando que Guarín Arsenio Pérez interpuso re-
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to Domingo, como tribunal de trabajo de segundo grado; , 
que en la indicada audiencia, el abogado que representaba 
al apelante presentó estas conclusiones: "Primero: Decla-
rar regular y válido en la forma y en el fondo del presente 
recurso de apelación, ya que fué interpuesto en tiempo há.- 
bil. Segundo: Que obrando por vuestra propia autorídad y 
por contrario imperio. Revoquéis, la sentencia apelada, y ' 
que fué dictada en fecha 13 (trece) del mes de septiembre 
del ario 1952, por el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción de este Distrito Judicial de Santo Domingo, con 
motivo de la demanda en reclamación de desahucio, auxi-
lio de cesantía, sueldos dejados de pagar y otras indemni-
zaciones, incoada contra la señora Julia G. Madsen, propie- . 
taria del colegio "La Milagrosa" de esta ciudad.— Terce- - 
ro: Que por haberse comprobado, que a la fecha del des-
pido, el derecho generado a favor de la patrona, señora Jii-- 
ha G. Madsen, como efecto de la comisión de las presuntas.; 
faltas, si es, que existieron,para despedir al profesor Pérez: 
Había caducado se declara el despido injustificado, por ca-
recer de una causa justa.— Cuarto: Consecuencialmente se 
declara rescindidoJel contrato de trabajo exisiente entre la. 
señora Julia G. Madsen y el profesor Guarín Arsenio Pé-
rez, por culpa de la Patrona.— Quinto: Condenar a la se-
ñora Julia G. Madsen a pagar al señor Guarín Arsenio Pé-
rez, la suma de RD$38.00 por concepto de 24 días de sala-
rio como desahucio, de acuerdo con un salario de RD$48.00 
pesos mensuales.— Sexto: Condenar a la señora Julia G. 
Madsen a pagar al señor Guarín Arsenio Pérez la suma 
de RD$48.00 por concepto de un nies .:4e salario como au-
xilio de cesantía, de acuerdo co nel indiC:54o salario men-
sual.— Séptimo: Condenar a la señora JUlia G. Madsen 4 a pagar al señor G:40,--: n Arsenio Pérez la surna de RD$- 
144.00 pesos por cone . to de tres meses de salarios, como 
justa indemnización por el despido injustificado y de acuer-
do al salario mensual de referencia.— Octavo: Condenar. 
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-a la señora Julia G.Madsen a pagar al señor Guarín Arse-
nio Pérez, la suma de RD$79.00 pesos que le adeuda por 
concepto de salarios dejados de pagar durante el período de 
vacaciones, correspondiente a parte del mes de Julio, el 
.mes de Agosto y las dos primeras semanas del mes 
de Septiembre del ario de 1952.— y Noveno: Condenar a 
la señora Julia G. Madsen al pago de los costos de todo el 
procedimiento hasta su completa ejecución, distrayéndolos 
enfavor del abogado infrascrito, quien afirma haberlos 
-a.vanzado en su totalidad"; y el abogado que representaba 
a la parte contraria presentó, en sus conclusiones, estos pe-
.dimentos: "Primero: Que declaréis bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Guarín Arsenio 
P'erez, de generales que constan, contra sentencia dictada 
-por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santo Domingo en fecha 13 de febrero 
'de 1953, en favor de nuestra patrocinada, por haber sido 

Interpuesta de conformidad con la Ley.— Segundo: Que 
sea rechazado el recurso por infundado en cuanto al fondo, 
y, en consecuencia, confirmada en todas sus partes la sen-
lencia recurrida en alzada.— Tercer9: Que el señor Guarín 
Arsenio Pérez, sea condenado al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del abogado exponente"; 

Considerando que, en fecha veinticinco de junio de mil 

novecientos cincuenta y tres, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo pronunció en audiencia pública. 
como tribunal de trabajo de segundo grado, la sentencia 
ahora impugnada7con el dispositivo siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declan. regular y válido en la forma el Recurso de 

Apelaci§n interpuesto por Guarín.:Nrsenio Pérez contra la 

sentencia dictada por el Juzgado d,r- Paz de la Primera Cir-

cunscripcián de este Distrito de Santo Domingo, de fecha 
13 de Febrero de 1953, en favor de Julia G. Madsen; Segun- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 557 

do: Acoge, por ser justas y reposar en prueba legal, las con-
clusiones presentadas por la parte intimada, y en conse-
cuencia, Rechaza por improcedente el mencionado recurso 
de apelación y Confirma la referida sentencia declarando 
justificado el despido; Tercero: Condena a Guarín Arsenio 
Pérez, a una multa de Cinco Pesos (RD$5.00) oro domini-
canos, como corrección disciplinaria; Cuarto: Lo Condena, 
igualmente, al pago de tan sólo los costos, distrayéndolos 
en favor del Doctor Rafael de Moya Grullón"; 

Considerando que el recurrente alega, en apoyo de su 
recurso, que en la decisión impugnada se incurrió en los 
vicios indicados en los medios que a continuación se anun-
cian: "Primer Medio: Violación de los artículos 80 y 8•4 com-
binados del Col-ligo Trujillo de Trabajo"; "Segundo Medio: 
Violación de los artículos 81 y 82 del Código Trujillo del 

• Trabajo"; "Tercer Medio: Violación al artículo 1347 del Có-
digo Civil"; "Cuarto Medio:Violación al artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento civil.— Ausencia total de motivos"; 
"Quinto Medio: Violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, en un segundo aspecto.— Insuficiencia 
de motivos. —Desnaturalización de los hechos y documen-
tos de la causa, y Falta de Base legal"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 80 
del Código Trujillo de Trabajo, invocada en el primer me-
dio; que el referido texto legal establece que "el derecho 
del Patrono para despedir al trabajador por una de las cau-
sas enumeradas en el artículo 78, caduca a los quince días", 
y que "este plazo se cuenta a partir de lallfecha en que se 
ha generado ese derecho"; que, en consecurNa, para que 
se pueda comprobar si d. ha disposición legal ha sido co-
rrectamente aplicada, dispensable que los jueces del 
fondo determinen con ab, luta precisión y exactitud la fe-
cha en que se cometieron las faltas imputádales al trabaja-
dor que dieron lugar a su despido; 
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-a la señora Julia G.Madsen a pagar al señor Guarín Arse-
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enfavor del abogado infrascrito, quien afirma haberlos 
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curso de apelación interpuesto por el señor Guarín Arsenio 
Pérez, de generales que constan, contra sentencia dictada 
-por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santo Domingo en fecha 13 de febrero 
de 1953, en favor de nuestra patrocinada, por haber sido 
interpuesta de conformidad con la Ley.— Segundo: Que 
sea rechazado el recurso por infundado en cuanto al fondo, 
y, en consecuencia, confirmada en todas sus partes la sen-
Iencia recurilda en alzada.— Tercer9: Que el señor Guarín 
Arsenio Pérez, sea condenado al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del abogado exponente"; 

Considerando que, en fecha veinticinco de junio de mil 

novecientos cincuenta y tres, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo pronunció en audiencia pública. 
como tribunal de trabajo de segundo grado, la sentencia 
ahora impugnada, con el dispositivo siguiente: "Falla: Pri- 
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mero: Dedal% regular y válido en la forma el Recurso dp 
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sentencia dictada por el Juzgado d- Paz de la Primera Cir- 
,tx 

cunscripción de este Distrito de Santo Domingo, de fechn 
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do: Acoge, por ser justas y reposar en prueba legal, las con-
clu.siones presentadas por la parte intimada, y en conse-
cuencia, Rechaza por improcedente el mencionado recurso 
de apelación y Confirma la referida sentencia declarando 
justificado el despido; Tercero: Condena a Guarín Arsenio 
Pérez, a una multa de Cinco Pesos (RD$5.00) oro domini-
canos, como corrección disciplinaria; Cuarto: Lo Condena, 
igualmente, al pago de tan sólo los costos, distrayéndolos 
en favor del Doctor Rafael de Moya Grullón"; 

Considerando que el recurrente alega, en apoyo de su 
recurso, que en la decisión impugnada se incurrió en los 
vicios indicados en los medios que a continuación se anun-
cian: "Primer Medio: Violación de los artículos 80 y 8.4 com-
binados del Cólligo Trujillo de Trabajo"; "Segundo Medio: 
Violación de los artículos 81 y 82 del Cédigo Trujillo del 

. Trabajo"; "Tercer Medio: Violación al artículo 1347 del Có-
digo Civil"; "Cuarto Medio:Violación al artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento civil.— Ausencia total de motivos"; 
"Quinto Medio: Violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil, en un segundo aspecto.— Insuficiencia 
de motivos. —Desnaturalización de los hechos y documen-
tos de la causa, y Falta de Base legal"; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 80 
del Código Trujillo de Trabajo, invocada en el primer me-
dio, que el referido texto legal establece que "el derecho 
del Patrono para despedir al trabajador por una de las cau-
sas enumeradas en el artículo 78, caduca a los quince días", 
y que "este plazo se cuenta a partir de liPfecha en que se , 
ha generado ese derecho"; que, en consecuNa, para que 
se pueda comprobar si d' ha disposición legal ha sido co-
rrectamente aplipada, dispensable que los jueces del 
fondo determinen con ab, luta precisión y exactitud la fe-
cha en que se cometieron las faltas imputádales al trabaja-
dor que dieron lugar a su despido; 

o 
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Considerando que, en la especie, el Tribunal a quo no 
ha precisado la fecha en que ocurrieron los hechos que, se-
gún el patrono, fueron generadores del derecho de despe-
dir al trabajador; que, además, el fallo impugnado se ha 
limitado a exponer las faltas cometidas por el trabajádor, 
sin precisar si el despido tuvo lugar el quince de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, según lo alegó el 
demandante ante el Jefe de la SeccOn de Querellas y Con-
ciliación del Departamento de Trabajo, o si ocurrió real-
mente el siete de julio del referido ario, como lo había ad-
mitido el juez de primer grado; que, en tales condiciones, 
la sentencia impugnada carece de base legal; pues no con-
tiene una descripción de las circunstancias de la causa lo 
suficientemente precisa que le permitan a esta jurisdicción 
verificar si los artículos 80, 81 y 82 del Código Trujillo de 
Trabajo han sido correctamente aplicados; 

Considerando que de conformidad con el párrafo 3, 
del artículo 65 de la Ley No. 3726, de 1953, sobre Proce-
dimiento de Casación, las costas podrán ser compensadas, 
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal; 
que cuando las costas son compensadas, no hay lugar a 
ordenar su distracción; , 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
en funciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, en 
fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y-
tres, cuyo dispc-átivo se copia en otro lugar del presente fa-
llo. y envis4>el asunto ante el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Sal:\ Pedro de Macorís; y Se-
gundo: Compensa las costas. y?af3.' 

(Virmados)': H. Herrera 131511ini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
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hijo, Secretario General. 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y 'publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

o 
••■ 
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A, Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 
por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 

y fué firmada, leída y 'publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

o 
lta 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 25 de junio de 1953. 

Materia: Civil. 

Recurrente: 
María Susana Pantaleón.— Abogados: Doctores Jovi-

no Herrera Arnó e Hipólito Peguero Asencio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
[-I. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer ittii 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel 

, A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde Jelebra sus audiencias, 11/ 

en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintitrés del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 

y cuatro, arios 1110 de la Independencia, 919 de la Restau-
ración y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Susana Pantaleón, dominicana, mayor de edad, soltera, ocu-
pada en los q',11haceres del hogar, portadora de la cédula 
personal d4dentidad No. 37140, serie 1, con sello de reno- 
vación número 184984, domicingda y residente en esta ciu- 
dad, contra sentencia de la CePj3‘ le Apelación de Ciudad 
Trujillo de fecha veinticinco 1.1il junio de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 

presente fallo;  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Doctor Jovino Herrera Arnó, portador de la 

cédula personal de identidad No. 8376, serie 12, sello No. 
20458, por sí y en representación del Doctor Hipólito Pe- 
guero Asencio abogados de la parte recurrente en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha tre-
ce de noviembre de mil novecientos cincuenta y tres, y 
suscrito por los Doctores Hipólito Peguero Asencio y Jovi- 
no Herrera Arnó, abogados del recurrente en el cual se in-
vocan los medios que luego se indican; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha catorce de enero de mil novecientos cincuenta y cua tro, por virtud de la cual se consideró en defecto a la par- 
te intimada en este recurso por no haber constituido abo-
gado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 141 
del Código de Procedi'miento Civil; 19, 20 y 65 de la Ley 
No. 3726, de 1953, sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintisiete de agosto de mil novecientos cincuenta y dos, 
María Susana Pantaleón citó por ministerio de alguacil a 
Eligio Frías, por ante la Cámara Civil y Comercial del Juz-gado de Primera Instancia' del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en sus funciones de Juez de los rsINiiimientos, a 
fin de que: "Atendido: A que mi requerientes procrea- 

un hijo que lleva por mbre Roberto Antonio Panta- 
león, según se compruel:' 	el Certificado de declaración de nacimiento de fecha 16 	Julio del 1952, expedido por 
el Oficial Civil de la Segunda Circunscripción de este Dis- trito 

Judicial; Atendido: a que desde hace algún tiempo 
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el señor Eligio Frías mantiene indebidamente la guarda 
del menor Roberto Antonio Pantaleón; Atendido: a que 

mi requeriente, ha realizado todas las gestiones amigables 

a su 
alcance para que mi requerido entregue voluntaria- 

mente ei menor Roberto Antonio Pantaleón a la madre 
demandante, y que mi requerido se ha opuesto a ello, sin 
ninguna causa que lo justifique; Atendido: a que la madre 
está en la obligación de atender a sus hijos menores, a fal- 
ta de su padre, que en el presente caso, el padre del me- 
nor, fallecido, no solamente está mora.- y materialmente 
imposibilitado para la atención del indicado menor, por 
el hecho del fallecimiento, y sobre todo que el indicado 
padre natural, fallecido, jamás reconoció a su hijo, es sor- 
prendente que una persona extraña mantenga la guarda del 
referido menor, teniendo éste la madre viva y con posi- 
bilidades para hacer de éste niño un hombre útil a la so-- 
ciedad en que vive; Atendido: a que es de doctrina y juris- 
prudencia, que tratándose de la guarda de los hijos meno-. 
res. los padres que en mejores condiciones estén deben te- 

,. ner la guarda de los mismos; que en este caso nadie es 
más indicado para tener la guarda c11.1 menor Roberto 

An-

tonio 
Pantaleón, que la señora María Susana Pantaleón; 

Atendido: a que tratándose corno en el presente caso 
y 

dada ya circunstancia relacionada con un menor, el carác-
ter urgente es manifiesto, por tanto el Juez de los Referi-
mientos tiene competencia para conocer y tomar las Medi-
das de lugar; Atendido: a que toda parte que sucumbe 

en 

una instancia, será condenado al pago de las costas, y és-

tas pueden ryledistraídas en favor de los abogados, 
siem-

pre que és'.11 afirmen haberlas anzado en su totalidad; 

Atendido: a otras razones que,-e expondrán el día de la 
audiencia si fuere de lugar, C3i.;< irni re.querido, bajo las 
más expresas reservas de derelbo. Pedir a mi requerient 

y al Juez de los Referimientos fallar: Primero: Que se 
ordenado que la guarda del menor Roberto Antonio Pan 
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taleón, le sea atribuída a la madre demandante, señora 
María Susana Pantaleón; Segundo: que por la misma sen- 
tencia, se ordene que el señor Eligio Frías, entregue inme- 
diatamente a la señora María Susana Pantaleón, el menor 
Roberto Antonio Pantaleón; Tercero: se condena al señor 
Eligio Frías, al pago de las costas del procedimiento, dis- 
trayéndose éstas en favor de los abogados infrascritos, quie- 
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; b) que en 
la audiencia fijada para conocer de esa demanda no compa- 
recró la parte demandada, y previó pronunciamiento del de- 
fecto, dicho Juez, antes de decidir sobre el fondo de la de- 
manda, ordenó en fecha cinco de septiembre de mil nove- 
cientos cincuenta y dos, que las partes comparecieran en 
persona el diecinueve de ese mismo mes ante él para ser 
oídas en el caso de que se trata, medida que no se llevó 
a efecto por no haber comparecido ninguna de las partes; 
c) que fijada nueva fecha, la del doce de febrero de mil 
novecientos cincuenta y tres, para la realización de dicha 
medida de instrucción, se verificó en esa fecha con el re-
sultadó consignado en el acta levantada al efecto, y en esa 
audiencia ratificó las) conclusiones de la demanda el abo-
gado Herrera Arnó; d) que en fecha veintiséis de marzo 
ae mil novecientos cincuenta y tres, el ya dicho Juez de 
los Referimientos dictó una ordenanza, cuyo dispositivo di-
ce así: "Resolvemos: Primero: Ordenar que el demandado 
Eligio Frías entregue inmediatamente a la Guarda de la de-
mandante María Susana Pantaleón el menor de edad Ro-
berto Antonio Pantaleón, hijo natural de dicha demandan-
te; y Segundo: Condenar al dicho demanda Eligio Frías, 
parte que sucumbe, al pago de las costas, las ales debe-
rán ser distraídas en prov ho de los abogados Dres. Hipó-
ito Peguero Asencio Vit..' no Herrera Arnó, quienes afir-
an haberlas avanzad e u totalidad"• 

.Considerando que sobre el recurso de alzada contra esa 
enanza, interpuesto por Eligio Frías, la Corte de ape- 
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lación de Ciudad Trujillo, dispuso por la sentencia ahora 
impugnada lo que a continuación se copia: "Falla: Prime-
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: Revoca en cuanto ai 
fondo la sentencia apelada, dictada contradictoriamente en 
atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo en fecha 26 de Marzo del ario 1953, cuyo dis-
positivo es el siguiente: 'Resolvemos: Primero: Ordenar 
que el demandado Eligio Frías entregue inmediatamente 
a la Guarda de la demandante María Susana Pantaleón el 
menor de edad Roberto Antonio Pantaleón, hijo natural 
de dicha demandante; y Segundo: Condenar al dicho de-
mandado Eligio Frías, parte que sucumbe, al pago de las 
costas, las cuales deberán ser distraídas en provecho de 
los abogados Dres. Hipólito Peguero Asencio y Jovino He-
rrera Arnó, quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad'; y, obrando por contrario imperio, Rechaza las con-
clusiones de la intimada María Susana Pantaleó-n, tenden-
tes a que se le otorgue la guarda del menor Roberto el cual 
está actualmente bajo los cuidados del' su tío natural Eligio 
Frías, al no haber probado dicha intimada el presente su ca-
lidad de madre del referido menor; Tercero: Condena a la 
parte intimada que sucumbe, señora María Susana Panta-
león, al pago de las costas de ambas instancias, distrayén-
dolas en proveclao del Dr. Salvador Goico Morel, abogado 
del intimante, quien afirma haberlas avanzado"; 

Considerando que la recurrente alega, primero: "Vio-
lación del artAlo 1315 del Código Civil"; segundo: "Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
falta de base legal y desnaturacación de los hechos"; 

ta, 
En cuanto a los dos ntj;,.: reunidos: 

Considerando que la recurrente alega, que la Corte 
a qua se fundó para revocar la ordenanza apelada en que 

/BOLETÍN JUDICIAL 

la pretendida madre reclamante de la guarda del menor no 
estableció ni su verdadera identidad ni la del menor recla- 
mado, y consta claramente en el acta levantada con mo- 
tivo de la comparecencia personal de las partes, que esta . 
identidad no fué discutida; 

Considerando que la Corte a qua se fundó para retocar 
la ordenanza apelada, en que "es de toda certeza, que en 
los actos que prueban el nacimiento del menor de que se 
trata, en el primero de ellos y a que' se hace alusión en 
el acápite a) del tercer considerando de esta sentencia, fi-
gura un menor con el único nombre de Roberto y que la 
madre que se indica como de éste, responde al nombre de 
Susana Rosario; y que en el acápite c) del mismo conside-
rando a que se acaba de aludir, figura el menor reclamado 
con el nombre de Roberto Antonio Pantaleón, y la madre 
como María Susana Pantaleón, existiendo entre ambos re-
feridos documentos, además diferencias de fechas de na-
cimientos, la indicada por el padre del menor Roberto, que 
se llamó Agustín Gérmosén, cuando declaró a este, como . 
nacido en fecha 28 de noviembre de 1944, y la expresada 
en la declaración de, reconocimiento de parte de la preten-
dida madre, María Susana Pantaleón, como nacido en fecha 
29 de abril de 1944, sin haber presentado o aludido a algu- 
na acta de nacimientos correspondiente a dicho reconoci-
miento"; 

Considerando que tanto en lo referente a cuestiones 
relativas a la identidad de las personas, como en lo atinen-
te a la ponderación de las pruebas a este respecto, los jue-
ces del fondo tienen un poder soberanoNcero en ningún 
caso, estando en presencia de documentos iN demuestran 
ciertos hechos, y que r firman la prueba de lo alegado 
por las partes, debenv: 7 ir sin examinar el valor proba-
torio de tales docu 

Considerando que en la especie si bien es cierto que 
se 'produjeron dudas respecto a la identidad de las perso- 
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na acta de nacimientos correspondiente a dicho reconoci- 
miento"; 

Considerbndo que tanto en lo referente a cuestiones 
relativas a la identidad de las personas, como en lo atinen-
te a la ponderación de las pruebas a este respecto, los jue-
ces del fondo tienen un poder soberanorhkero en ningún 
caso, estando en presencia de documentos N demuestran 
ciertos hechos, y que r firman la prueba de lo alegado 
por las partes, debenv'fl. ir sin examinar el valor proba- 
torio de tales docu 

Considerando que en la especie si bien es cierto que 
se 'produjeron dudas respecto a la identidad de las perso- 

o 
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más ya indicadas, no por esto estaba la Corte a qua impo.. 
zib..li ada de resolver esas dudas por el examen de los do-
cumentos de la causa; que, en efecto, dicha Corte en uno 
•de les resultando de la la sentencia impugnada hace refe-
renca a la comparecencia personal de ambas partes, de 
lo cual se levantó el acta correspondiente, pero no anali-

=5 esta acta, y ni siquiera consignó su contenido; 
Considerando que la medida de instrucción que tiene 

por objeto la comparecencia personal de las partes, es dic-
tado para oír a éstas en sus decires, observaciones o con-
les:ones; que en el acta levantada con motivo de aquella 
compLrecencia, hay declaraciones que pudieron servir a la 
Corte a qua para esclarecer esas dudas y pronunciarse en 
pleno conocimiento de causa; 

Considerando que al no haber examinado el referido 
documento, y al no haber dejado tampoco constancia de su 
va',or para una convicción definitiva, la Corte a qua no ha 
jusi:11. cado legalmente su decisión; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha vein-
ticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tres. y en-

vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; 
y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
1VIirru.',..1 Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A 
Mora— A. Alvarez Aybar.-- Damián Báez B.— Manuel 

Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 

15jo, Secretario General. 
La presentj'sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Juecíls que figuran en su encabezamiento, en la 
.audiencia pública del día, mes rlailo en él expresados, y 
1ué firmada ,leída y publicada ida, ", Secretario General, 

que certifico. (Firmado): Ernestolni&lel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1954. 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 23 de Octubre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Marcelino Pérez.— Abogado: Dr. Salvador Cornielle 
hijo. 

Interviniente: Juan Moreno.— Abogados: Doctores Daniel Os-valdo 
García Ramón y Alberto Malagón. 

Dios, Patriay Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de 15residente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domigo, 
hoy día veintiséis del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la 
Restauración y 249 de la Era de Trujillo.1 dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sigtiNte sentencia: 

Sobre el recurso de sación interpuesto por Marcelino 
Pérez, dominicano, r/41 	de edad, soltero, comerciante, 
domiciliado y residen. 	iudad Trujillo, Distrito de San- 
to Domingo, casa No. 9, de la calle "Filantrópica", porta- 
dor de la cédula personal de identidad, serie 1, No. 16604, 
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mas ya indicacias, no por esto estaba la Corte a qua impo-
zib.li ada de resolver esas dudas por el examen de los do-
icurnentos de la causa; que, en efecto, dicha Corte en uno 

e les resultando de la la sentencia impugnada hace refe-
renc'a a la comparecencia personal de ambas partes, de 
lo cual se levantó el acta correspondiente, pero no anali-
2 esia acta, y ni siquiera consignó su contenido; 

Considerando que la medida de instrucción que tiene 
por objeto la comparecencia personal de las partes, es dic-
tado para oír a éstas en sus decires, observaciones o con-
les:ones; que en el acta levantada con motivo de aquella 
cornp:,-,recencia, hay declaraciones que pudieron servir a la 
Corte a qua para esclarecer esas dudas y pronunciarse en 

pleno conocimiento de causa; 
Considerando que al no haber examinado el referido 

documento, y al no haber dejado tampoco constancia de su 
vaer para una convicción definitiva, la Corte a qua no ha 
juscif.cado legalmente su decisión; 

Por tales motivos, Primea: Casa la sentencia dictada 
por :e. Corte de Apelación deriudad Trujillo de fecha vein-
tici....co de junio de mil novecientos cincuenta y tres. y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; 

y Segundo: Compensa las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás 1\lejia.— 

11/Iirrir_ti Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A 
1ffforel.— A. Alvarez Aybar.-- Damián Báez B.— Manuel 

Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
h3jo, Secretario General. 

La presejp_r:"sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Juee-S1 que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes v,año en él expresados, y 
lué firmada ,leída y publicada P`. :/", Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernestcku-r.lel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1954. 

sewencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 23 de Octubre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Marcelino Pérez.— Abogado: Dr. Salvador Cornielle 
hijo. 

Intervirdente: Juan Moreno.— Abogados: Doctores Daniel Os-valdo 
García Ramón y Alberto Malagón. 

Dios, Patria,y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-

- mer Sustituto de Pwsidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Ma-
nuel A. Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domigo, 
hoy día veintiséis del mes de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, años 1119 de la Independencia, 919 de la 
Restauración y 249 de la Era de Trujillo_Idicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la sigth te sentencia: 

Sobre el recurso de sacion interpuesto por Marcelino 
Perez, dominicano, 	de edad, soltero, comerciante, 
domiciliado y residen 	iudad Trujillo, Distrito de San- 

, 

to Domingo, casa No. 9, de la calle "Filantrópica", porta- 
dor de la cédula personal de identidad, serie 1, No. 16604, 
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sello de renovación al día No. 169, contra sentencia de la, 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha veintitrés 
de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis, 
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. "épvino Herrera Arnó, portador de la cé-
dula personal de identidad 8376, serie 12, con sello para 
el año de 1953 renovado con el número 20548, en nombre y 
reprbesentación del Dr. Salvador Cornielle Segura, cédula 
personal de identidad serie 18, número 1739, con sello de 
renovación 21217 para el ario de 1953; abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Daniel Osvaldo García Ramón, portador 
de la cédula de identidad personal serie 1, número 55218, 
con sello de renovación 20800 para el ario de 1953, por sí 
y en representación del Dr. Alberto Malagón, portador de 
la cédula de identidad personal serie 54, número 12485, con 
sello de renovación 9128 para el ario de 1953, abogados de‘ 
la parte interviniente Juan Moreno, dominicano, chófer, sol-
tero, de este domicilio y residencia,. cédula personal de 
identidad serie 23, número 9701, con sello de Rentas In-
ternas debidamente renovado para el ario de 1953, número 
17658, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el meynorial de casación suscrito en fecha doce 
de febrero dlecorriente ario por el doctor Salvador Cor-
nielle Segura, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; 

1-t,s' 
Visto el escrito de intervenc1.4"\I-.. la misma fecha, pre-

sentado por los doctores Daniel Osvaldo García Ramón y 

Alberto Malagón; 

ecretaría de la Corte a qua, en fecha seis de noviembre 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

4:le mil novecientos cincuenta y tres, en la cual el recurren-
te expone que los motivos en-que funda su recurso serán in-
dicados en el memorial que luego produciría; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
erado y vistos los artículos 1384, párrafo 3, del Código Ci-

vil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 
de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Procedimiento de Casa-
ción; 4, . 

Considerando que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere consta e,ue con motivo de la 
'querella presentada por Juan Moreno contra el prevenido 
Porfirio Lizardo Rosario, inculpado del delito de golpes 
por imprudencia, previsto y sancionado por el artíce 320 
del Código Penal, el representante del ministerio público 
ante la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pr;inera 
Inetancia del Distrito Judicial de Santo DoMingo, puso en 
movimiento la acción pública, apoderando del hecho el re-
ferido tribunal, el Tal falló la prevención puesta a cargo 
de dicho incu!pado, así como la demanda en reeeeeee 
daños y perjuicios interpuesta accesoriamente a la acción 
pública por Juan Moreno, constituido en parte. civil: 'centra 
Mercelino Pérez, puesto en causa como persona civilmen-
te responsable del preVenido, por sentencia de feel-ee vein- 
titrés cle diciembre del ario mil novecie-ntos 	v tres, 
la cual contiene el sigúiente dispositivo: 	 "7ero: 
Que debe. declarar, y declara, que el _nornil)rado 
2:Przlo Rosaro, de ;f,cneralos aue constan a.....117»-- 
del de71to de golpes invo untarios (en perjuicio de Juan Mo- 
reno) curables. despuí. 	veinte días, con íncaplz.cidl pa 
ra dedicarse a sus t-^ 

	
habituales por igUal tiempo al 

de su- curación, hecho pr .isto y sancionado por ei artícu- 
lo 320 del CódigO Penal; y en consecuencia, lo Cdndena al 

o 
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sello de renovación al día No. 169, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha veintitrés 
de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis- 
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el DrAovino Herrera Arrió, portador de la cé-
dula personal de identidad 8376, serie 12, con sello para 
el ario de 1953 renovado con el número 20548, en nombre y 
représentación del Dr. Salvador Cornielle Segura, cédula 
personal de identidad serie 18, número 1739, con sello de 
renovación 21217 para el ario de 1953, abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Daniel Osvaldo Gareía Ramón, portador 
de la- cédula de identidad personal serie 1, número 55218, 
con sello de renovación 20800 para el ario de 1953, por sí 
y en representación del Dr. Alberto Malagón, portador de 
la cédula de identidad personal serie 54, número 12485, con 
sello de renovación 9128 para el ario de 1953, abogados de. 
la parte interviniente Juan Moreno, dominicano, chófer, sol-
tero, de este domicilio y residencia:cédula personal de 
identidad serie 23, número 9701, con sello de Rentas In-
ternas debidamente renovado para el ario de 1953, número 
17658, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General • 

de la República; 

Visto el mernorial de casación suscrito en fecha doce 
de febrero dt'icorriente ario por el doctor Salvador Cor-
nielle Segura, en el cual se invocan los medios que luego '- 

se indican; 
s-%" 

Visto el escrito de intervench'et.h. la misma fecha, pre-
sentado por los doctores Daniel Osvaldo García Ramón y 
Alberto Malagón; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha seis de noviembre 
izle mil novecientos cincuenta y tres, en la cual el recurren-
te expone que los motivos en-que funda su recurso serán in, 
dicados en el memorial que luego produciría; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1384, párrafo 3, del Código Ci-
vil; 141 del 'Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 
de la Ley No. 3726 de 1953, sobre Procedimiento de Casa-
ción; • . 

Considerando que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que él se refiere consta clue con motivo de la 
querella presentada por Juan Moreno contra el prevenido 
Porfirio Lizardo Rosario, inculpado del delito de golpes 
por imprudencia, previsto y sancionado por el artie_:- 320 
del Código Penal, el representante del ministerio público 
ante la Segunda Cámára Penal del Juzgado de Pr;inera 
Instancia del Distrito Judicial cle Santo DorAingo, puso en 
movimiento la acción pública, apoderando del hecho al re-
ferido tribunal, el Tal falló la prevención puesta cargo 
de dicho inculpado, así como la demanda en Tr2Pr,?7':7:' de 
daños y perjuicios interpuesta accesoriamente a la. acción 
pública por Juan Moreno, consti'-uído en parte. 'cl_ntra 
Marcelino Pérez, puesto en causa como persona civilmen-
te responsable del preVenido, por sentencia de f2c1.-:¿.-: vein-
titrés de diciembre del ario mil novecio..ntos cincul,n.i:2. y tres, 
la cual contiene el sigUiente disposAivo: Pr.--7ero: 
Que debe declarar, y declara, que el nompracln 

generales aue constan e" ..- q17 	 -uter 
del dc7:to de golpes invo untarios (en perjuicio de Juan Mo-
rene) curables clespuí: -.,?t veinte chas, con incap:=.ci.c.-.1 pa 
ra dedicarse. a sus t7' habituales por igual tien-tpo ai 
de su- curación, hecho pr .isto y sancionado por el artícu-
lo 320 del Código Penal; y en consecuencia, lo Cdndena al 

o 
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pago de una multa de treinta pesos oro (RD$30.00) compen.. 
sables en caso de insolvencia con un día de prisión por ca_ 
da peso dejado de pagar y al pago de las costas; Segundo: 
Que debe declarar, y al efecto declara regular y válido 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil del se-
ñor Juan Moreno contra el predicho Porfirio Lizardo Ro-
sario; Tercero: Que debe rechazar, y rechaza, en parte, las 
cs/clusiones formuladas en audiencia, por el Dr. Alberto 
Malagón, abogado de la parte civil constituida, por las si-
guientes razones: a) porque en lo relativo al señor Mar-
celino Pérlz, puesto en causa como persona civilmente res-
ponsable, dicha constitución, en la audiencia incidental de 
éste mismo día fué declarada nula y sin ningún valor ju-
rídico el emplazamiento de fecha doce del mes de diciem-
bre, por no haberse cumplimentado las disposiciones con, 
tenidas en los artículos 182 del Código de Procedimiento 
Criminal y 72 del Código de Procs.dimiento Civil; b) que 
debe acoger, como acoge., dichas conclusiones en lo relati-
vo al prevenido Porfirio Lizardo Rosario y en consecuen-
cia lo condena al pago de una indemnización de doscientos 
pesos oro (RD$200.00) en favor ae su prtrocinado Juan Mo-
reno, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos con motivo del hecho de que es \responsa-
ble el repetido Porfirio Lizardo. Rosario; Cuarto: que debe 
condenar, y condena, al susodicho Porfirio Lizardo Rosario, 
al pago de las costas penales y civiles, distraídas estas últi-
mas en un cincuenta por ciento, en favor del Dr. Alberto 
Malagón Díaz, abogado de la parte civil constitujda, quien 

afirma haberlasy.".:vanzado en su totalidad"; 

ConsiderIndo que sobre el recurso de apelación inter- 

puesto por la parte civil constituí 	Juan Moreno, la Cor- 
a+, 4, 

te a qua dictó en fecha catorce 	,iembre de mil nove- 
1 • -A, 

cientos cincuenta y tres, una sen ::ncia con el siguiente dis- 
positivo: 'Falla: Primero: Declara regulary váliclo en cuan- 

to a la forma, el recurso de apelación interpuesta en f?eha 
22 de diciembre de 1952, por el Dr. Alberto Malagón Díaz, 
a nombre y representación de Juan Moreno, parte 
constituida contra sentencia dictada en materia corr-er.'o-
nal, sobre incidente, en fecha 15 del referido mes cD, di-
ciembre 1952, por. la  Segunda CáMara Penal del Ju:::;-a-'a 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
go; Segundo: Revoca la referida sentencia por haberse. hn.-- 
cho en ella una errónea interpretación del art. 1:' 
Código de Procedimiento Crinlinal; y, obrando por propia 
autoridad, declara regular y admisible la constituciói: en: 
parte civil que hiciera Juan Moreno, frente al señor Merar,- 
lino Pérez, como persona civilmente responsable puesta eri 
causa, en lo que se refiere al incidente promovido per es-
ta última parte el día quince de diciembre de 1952, por 
considerar esta Corte que lo procedente en la especie, fren-
te a la comparecencia de la mencionada parte civilmente 
responsable era el reenvío de la causa para darle oportuni-
dad de preparar sus medios de defensa; Tercero: Avoca eI 
fondo del asunto, o sea la demanda de .1a parte civil Juan: 
Moreno contra Marielino Pérez, como persona civilmente 
responsable puesta en causa en ocasión del delito de golpes 
involuntarios puestos a cargo del prevenido Porfirio 
zardo Rosario; Cuarto: Condena a Marcelino Pérez, perso-
na civilmente responsable puesta en causa al pago de las 
costas de ambas instancias, distrayendo las civiles en pro-
vecho de los Doctores Alberto Malagán Díaz y Daniel Os-

valdo García Ramón quienes afirman haberlas avanzado; 
Quinto: Fija la audiencia de las nueve 1.4.1,ja mañana del 
día lunes, que contaremos a diez y nuevá Ne octubre 1.1.- 
1953, para conocer: a) 	la avocación ordenada por esta 
sentencia, y b) del ?4;/ o de apelación interpuesto por 
Juan Moreno parte c 	nstituída, contra la Sentencia de= 
fecha 23 de diciembre de 1953 dictada por la referida Se-. 
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pago de una multa de treinta pesos oro (RD$30.00) compen_ 
sables en caso de insolvencia con un día de prisión por ca-
da peso dejado de pagar y al pago de las costas; Segundo: 
Que debe declarar, y al efecto declara regular y válido 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil del se-
ñor Juan Moreno contra el predicho Porfirio Lizardo Ro-
sario; Tercero: Que debe rechazar, y rechaza, en parte, las 
Natclusiones formuladas en audiencia, por el Dr. Alberto 
Malagón, abogado de la parte civil constituida, por las si-
guientes razones: a) porque en lo relativo al señor Mar-
celino Pérlz, puesto en causa como persona civilmente res-
ponsable, dicha constitución, en la audiencia incidental de 
éste mismo día fué declarada nula y sin ningún valor ju-
rídico el emplazamiento de fecha doce del mes de diciem-
bre, por no haberse cumplimentado las disposiciones con, 
tenidas en los artículos 182 del Código de Procedimiento 
Criminal y 72 del Código de Procc.dimiento Civil; b) que 
debe acoger, como acoge., dichas conclusiones en lo relati-
vo al prevenido Porfirio Lizardo Rosario y en consecuen-
cia lo condena al pago de una indemnización de doscientos 
pesos oro (RD$200.00) en favor ae su pr.trocinado Juan Mo-
reno, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos con motivo del hecho de que es \responsa-
ble el repetido Porfirio Lizardo. Rosario; Cuarto: que debe 
condenar, y condena, al susodicho Porfirio Lizardo Rosario, 
al pago de las costas penales y civiles, distraídas estas últi-
mas en un cincuenta por ciento, en favor del Dr. Alberto 
Malagén Díaz, abogado de la parte civil constitujda, quien 

afirma haberlas,-r-_-,vanzado en su totalidad"; 

ConsiderIndo que sobre el recurso de apelación inter- 

puesto por la parte civil constitugt Juan Moreno, la Cnr- ,t, 
te a qua dictó en fecha catorce 	,iembre de mil nove- 

cientos cincuenta y tres, una sen 	con el siguiente dis- 

positivo: 'Falla: Primero: Declara regulafy válizzlo en cuan- 
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to a la forma, el recurso de apelación interpuesto. en fc!is 
22 cle diciembre de 1952, por el Dr. Alberto Malagón Díaz.. 
a nombre y representación de Juan Moreno, parte civil'. 
constituída contra sentencia dictada en materia corr2ce-
nal, sobre incidente, en fecha 15 del referido mes d-‘ di-
ciembre 1952, por- la Segunda Cárn. ara Penal del Jul-:-;-a-'or 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo L-Jrnirt-
go; Segundo: Revoca la referida sentencia por habers" 
cho en ella una errónea interpretación del art. 1:' 
Código de Procedimiento Crinlinal; y, obrando por propia 
autoridad, declara regular y admisible la constituc:6 -,_ en. 
parte civil que hiciera Juan Moreno, frente al señor Mrr.^.-,- 
lino Pérez, como persona civilmente responsable puesta erx 
causa, en lo que se refiere al incidente promovido per es- 
ta última parte el día quince de diciembre de 1952, por 
considerar esta Corte que lo procedente en la especie, fran-
te a la comparecencia de la mencionada parte civilmente 
responsable era el reenvío de la causa para darle oportuni-
dad de preparar sus medios de defensa; Tercero: Avoca eI 
fondo del asunto, o sea la demanda de .1a parte civil Juan 
Moreno contra Marlelino Pérez, como persona civilmente 
responsable puesta en causa en ocasión del delito de golpes 
involuntarios puestos a cargo del prevenido Porfirio Li.- 
zardo Rosario; Cuarto: Condena a Marcelino Pérez, per.;9- 
na civilmente responsable puesta en causa al pago de las 
costas de ambas instancias, distray-endo las civiles en :7,7)- 
vecho de los Doctores Alberto Malagén Díaz y Daniel Os-
valdo García Ramón quienes afirman haberlas avanzado; 
Quinto: Fija la audiencia de las nueve 	mañ*ana 
día lunes, que contaremos a diez y nueve Ne octubre de 
1953, para conocer: a) 	la avocación ordenada por esta 
sentencia, y b) del r'.;";:' o de apelación interpuesto por 
Juan Moreno parte c 	nstituída, contra la Sentencia de, 
fecha 23 de diciembre de 1953 dictada por la referida Se-- 
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gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, en contra del citado 
Juan Moreno y en favor de Marcelino Pérez, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa"; que el día fijado tu-
vo lugar el conocimiento del fondo al recurso de apela-
ción interpuesto por Juan Moreno, y posteriormente, el 
veinti:.-rés de octubre del mismo ario, dicha Corte dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
la parte civil constituída Juan Moreno, en fecha 30 de Di-
ciembre de 1952; Segundo: Confirma el ordinal segundo 
de la sentencia contra la cual se apela, dictada en fecha 
23 de Diciembre de 1952, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo; Tercero: Declara que la letra a) del ordinal 
tercero de la referida sentencia apelada, ha quedado sin 
valor ni efecto a virtud de lo dispuesto por la sentencia 
de esta misma Corte de fecha 14 de septiembre de 1953; 
Cuarto: Modifica, la letra b) del susodicho ordinal tercero 
de la sentencia apelada en .cuanto co-idenó solamente al 
al prevenido Porfirio Lizardo Rosario a pagar a la parte 
civil constituida, Juan Moreno RD$200.00 a título de repa-
ración por los da,ños y perjuicios morales y materiales su- 
fridos con motivo del hecho por el cual fué declarado pe-
nalmente responsable el prevenido Porfirio Lizardo Rosa-
rio; y, obrando por propia autoridad, condena al indicado 
prevenido conjunta y solidariamente con Marcelino Pérez, 

parte civilmente,--<'esponsable puesta en causa, éste último en 
su calidad de éomitente del primero su preposé, a pagar a la 

parte civil constituida Juan Morer -̀'-: la cantidad de quinien-

tos pesos a título de reparación /1‘: :1.33 daños y perjuicios 

ocasionádoles con el delito cometr.uo por el mencionado pre-
venido Lizardo Rosario; y Quinto: Condena al prevenido  

perfirio Lizardo Rosario y a la parte civilmente respon-
sable puesta en causa Marcelino Pérez al pago de las costas 
civiles de ambas instancias, ordenando su distracción en 
favor de los Doctores Daniel Osvaldo García Ramón y Al-
berto Malagón Díaz*, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invOca los siguientes 
medios: "Primer Medio del recurso.— Falta de base legal. 
Insuficiencia y contradicción de motivos".— "Segundo Me-
dio del recurso: Violación del artículo 1315 y 1384-3, del 
Código Civil.— Desnaturalización de los hechos y de la 
pruecbao'n' 

;siderando en cuanto al primer rpedio, que la Cor-
te a qua condenó al actual recurrente en su calidad de per.: 
sona civilmente responsable del prevenido Porfirio Lizar-
do Rosario, declarado culpa.ble del delito de golpes por im-
prudencia en perjuicio de Juan Moreno, constituido en par-
te civil, a pagarle a éste la cantidad de quinientos pesos 
oro a título de daños y perjuicios; que para justificar isu 
decisión la Corte a erra ha proclamado en el falló impugna-
do que "el prevenido Porfirio Lizardo Rosario actuaba co-
mo si fuera un empleado del dueño de la estación de gasoli- 

ya que, solamente te.niendo esa condición podía na 	 

maniobrar con aparatos de dicha estación 	" y que, "si 
en el fondo el prevenido no era un empleado del señor 
Marcelino Pérez, dueño de la estación de gasolina, por lo 
menos la situación del señor Lizardo  hacía creer a las 
personas que, como el señor Juan Morer , lo utilizaban, 
que si no era un verdadero empleado del si r Marcelina 
Pérez, era tolerado por é „.e ; pero, 

Considerando 	"mple hecho de que Marcelino 
, 

Pérez, puesto en cau o persona civilmente responsa-
ble del prevenido Porfirio izardo Rosario, sea propietario 
del puesto de gasolina donde ocurrió el accidente que oca- 
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gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, en contra del citado 
Juan Moreno y en favor de Marcelino Pérez, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa"; que el día fijado tu-
vo lugar el conocimiento del fondo cD21 recurso de apela-
ción interpuesto por Juan Moreno, y posteriormente, el 
veintitrés de octubre del mismo ario, dicha Corte dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido en 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
la parte civil constituida Juan Moreno, en fecha 30 de Di-
ciembre de 1952; Segundo: Confirma el ordinal segundo 
de la sentencia contra la cual se apela, dictada en fecha 
23 de Diciembre de 1952, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo; Tercero: Declara que la letra a) del ordinal 
tercero de la referida sentencia apelada, ha quedado sin 
valor ni efecto a virtud de lo dispuesto por la sentencia 
de esta misma Corte de fecha 14 de septiembre de 1953; 
Cuarto: Modifica, la letra b) del susodicho ordinal tercero 
de la sentencia apelada en .cuanto co-ulenó solamente al 
al prevenido Porfirio Lizardo Rosario a pagar a la parte 
civil constituida, Juan Moreno RD$200.00 a título de repa-
ración por los da.ños y perjuicios morales y materiales su-
fridos con motivo del hecho por el cual fué declarado pe-
nalmente responsable el prevenido Porfirio Lizardo Rosa-
rio; y, obrando por propia autoridad, condena al indicado 
prevenido conjunta y solidariamente con Marcelino Pérez, 

parte civilmente,---;‘esponsable puesta en causa, éste último en 
su calidad de éomitente del primero su preposé, a pagar a la 
parte civil constituida Juan Morer, la cantidad de quinien- 

tos pesos a título de reparación 	daños y perjuicios 

ocasionádoles con el delito cometao. 	el mencionado pre- 

venido Lizardo Rosario; y Quinto: Condena al prevenido 
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porfirio Lizardo Rosario y a la parte civilmente respon-
sable puesta en causa Marcelino Pérez al pago de las costas 
civiles de ambas instancias, orde-nando su distracción en 
favor de los Doctores Daniel Osvaldo García Ramón y Al-
berto Malagón Díaz, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio del recurso.— Falta de base legal. 
Insuficiencia y contradicción de motivos".— "Segundo Me-
dio del recurso: Violación del artículo 1315 y 1384-3, del 
Código Civil.— Desnaturalización de los hechos y de la 
prueba"; 

Considerando en cuanto al primer medio, que la Cor- 
te a qua condenó al actual recurrente e-n su calidad cle per- 
sona civilmente responsable del prevenido Porfirio Lizar- 
do Rosario, declarado culpa.ble del delito de golpes por im- 
prudencia en perjuicio de Juan Moreno, constituido en par- 
te civil, a pagarle a éste la cantidad de quinientos pesos 
oro a título de daños y perjuicios; que para justificar isu 
decisión la Corte a qya ha proclamado en el falló impugna- 
do que "el prevenido Porfirio Lizardo Rosario actuaba co- 
mo si fuera un empleado del dueño de la estación de gasoli- 

ya que, solamente teniendo esa condición podía na 	 

maniobrar con aparatos de dicha estación 	" y que, "si 
en el fondo el prevenido no era un empleado del señor 
Marcelino Pérez, dueño de la estación de gasolina, por lo 
menos la situación del señor Lizardo  hacía creer a las 
personas que, como el señor Juan Morer , lo utilizaban, 
que si no era un verdadero empleado del si r Marcelino 
Pérez, era tolerado por é te ; pero, 

Considerando qurghl, mple hecho de que Marcelino 
Pérez, puesto en cau ; o persona civilmente responsa-
ble del prevenido Porfirio izardo Rosario, sea propietario 
del puesto de gasolina donde ocurrió el accidente que oca- 
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sionó el daño, no basta por sí solo para que la relación de 
empleado a comitente quede caracterizada; que tampoco, 
hasta que se hubiese creado la apariencia de que dicho pre-
venido era empleado del actual recurrente, y que fuera to- 
lerado por éste; que era necesario e indispensable, además, 
que los jueces del fondo hubiesen establecido de un modo - 1 '. 

preciso y categórico si el prevenido Lizardo estaba some- 
J 

tido al demandado Marcelino Pérez por un lazo de sub- 1 
ordinación o dependencia, y si se le había encargado el 
ejercicio de una tarea que debía realizar bajo la supervi- 

gilancia, dirección y autoridad del dueño; 

Considerando, además, que la sentencia impugnada 
, 

después de haber admitido que el actual intimado "en el 
fondo ..... no era un empleado del señor Marcelino 1=1:- 
rez, indicado en el cartel de trabajo", reconoce que "por 
lo menos era una persona que manipulaba aparatos del 
puesto de gasolina ..... pero sujeto a la vigilancia y sub-
ordinación ..... de Marcelino Pérez"; que estos motivos 
son contradictorios e inconciliables entre sí, que se anulan 
recíprocamente, pues si Porfirio Lizardo Rosario no era 
un empleado de Marcelino Pérez, en e`; sentido del artículo 
1384, párrafo 3, del Código Civil, no podía estar sujeto a 
su subordinación y vigilancia; que, en tales condiciones, 
la sentencia impugnada carece de base legal, pues no con-
tiene una descripción de las circunstancias de la causa 13 
suficientemente precisa que le permitan a esta jurisdicción 
verificar si el artículo 1384, párrafo 3, del Código Civil ha 

sido correctamente aplicado; 

Consider,
_..ido, por otra parte, que la sentencia impug-

nada no está legalmente justifical'a por haber comprobado 
la Corte a qua "que Marcelino '-';', -4: fué negligente dejan- Itr 
do las maquinarias de su estaci -4,;- - "I'lasolina en condicio-
nes que pudieran ser manipulacils por el prevenido Lizar-
do"; que se trata de un motivo supérfluo e inútil, ya que 
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Marcelino Pérez no fué puesto en causa como autor de una 
falta personal a él imputable, sino en su exclusiva calidad 
de persona civilmente responsable del daño causado por 
su pretendido empleado Porfirio Lizardo Rosario; 

Considerando que de conformidad con el párrafo 3 del 
ar'.ículo 65 de la Ley No. 3726, de 1953, sobre Porcedimien-
to de Casación, las costas podrán ser compensadas cuando 
la sentencia fuere casada por falta de base legal; que cuan-
do se ordena la compensación de las costas no hay lugar 
a ordenar su distracción. 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha veintitrés 
de octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario Genoral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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sionó el daño, no basta por sí solo para que la relación de 
empleado a comitente quede caracterizada; que tampoco, 
hasta que se hubiese creado la apariencia de que dicho pre-
venido era empleado del actual recurrente, y que fuera to-
lerado por éste; que era necesario e indispensable, además, 
que los jueces del fondo hubiesen establecido de un modo 
preciso y categórico si el prevenido Lizardo estaba some-
tido al demandado Marcelino Pérez por un lazo de sub-
ordinación o dependencia, y si se le había encargado el 
ejercicio de una tarea que debía realizar bajo la supervi- 

gilancia; dirección y autoridad del dueño; 

después de haber admitido que el actual intimado "en 
el 

fondo ..... no era un empleado del señor Marcelino 
rez, indicado en el cartel de trabajo", reconoce que "por 
lo menos era una persona que manipulaba aparatos del 
puesto de gasolina ..... pero sujeto a la vigilancia y sub-
ordinación ..... de Marcelino Pérez"; que estos motivos 
son contradictorios e inconciliables entre sí, que se anulan 
recíprocamente, pues si Porfirio Lizardo Rosario no era 
un empleado de Marcelino Pérez, en sentido del artículo 

su subordinación y vigilancia; que, en tales condiciones. 
1384, párrafo 3, del Código Civil, no podía estar sujeto a 

la sentencia impugnada carece de base legal, pues no con-
tiene una descripción de las circunstancias de la causa 13 
suficientemente precisa que le permitan a esta jurisdicción 
verificar si el artículo 1384, párrafo 3, del Código Civil ha 

sido correctamente aplicado; 

nada no está legalmente justifica?a por haber comprobado 
la Córte a qua "que Marcelino fué negligente dejan-
do las maquinarias de su estacillw,;-,-..„ -gasolina en condicio-
nes que pudieran ser manipulaeks por el prevenido Lizar-
do"; que se trata de un motivo superfluo e inútil, ya que 

Considerando, además, que la sentencia impugnada 

Considetado, por otra parte, que la sentencia impug- 
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1Vlarcelino Pérez no fué puesto en causa como autor de una 
falta personal a él imputable, sino en su exclusiva calidad 
de persona civilmente responsable del daño causado por 
su pretendido empleado Porfirio Lizardo Rosario; 

Considerando que de conformidad con el párrafo 3 del 
artículo 65 de la Ley No. 3726, de 1953, sobre Porcedimien-
to de Casación, las costas podrán ser compensadas cuando 
la sentencia fuere casada por falta de base legal; que cuan-
do se ordena la compensación de las costas no hay lugar 

ordenar su distracción. 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
orte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha veintitrés 
e octubre de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
itivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
sunto ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-

corís; Segundo: Compensa las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario Genoral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Franciscó de 

Macorís, de fecha 24 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Silvestre Faria. 

Interviniente: Francisco Reynoso.— Abogado: Lic. Héctor Sánchez 

Morcelo. 

Dios, Patria' y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente, Juan Tomás Mejíá, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castroltivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Arniama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra Sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintiséis del mes de marzo de mil novecientos cincuenta. 
y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-

ca, como corte ojo. casación, la siguiente sentencia: 

Sobre et.--Vecurso de casación interpuesto por Silves-
tre Falla, mayor de edad, casadQ dominicano, domiciliado 
y residente en la sección de 11-1. júrisdicción de la 
común de Julia Molina, ProvinW,-b¿-3Sarnaná, portador de 

la cédula personal de identidadesSerie 62, No. 900, cuyo se-

llo correspondiente para el ario 1953 no figura en el expe- 
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diente, contra la sentencia incidental dictada por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribucio-
nes criminales, en fecha veinticuatro de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, portador de la 
cédula personal de identidad serie 1, número 20224, renova-
da para el ario 1953 con el sello de Rentas Internas número 
16281, abogado del interviniente, señor Francisco Reinoso, 
dominicano, mayor de edad, propietario, domiciliado y re-' 
sidente en Julia Molina, común de la Provincia de Sama-
nás portador de la cédula personal de Identidad número 
1015, serie 66, con sello de renovación para el ario de 1953, 
número 1058, parte civil constituída, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Colte a qua, a requerimiento del Dr. L. 
Osiris Duquela, portador de la cédula personal de identi-
dad 202229, serie 57, con sello renovado para 1953, núme-
ro 12335, abogado del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha cinco de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y cuatro, suscrito por el 
Dr. L. Osiris Duquela, abogado del recurrente, eri el cual 
se invocan los medios que luego se indicai, 

Visto el escrito de intervención de feCil.a diecinueve 
de febrero de mil novec,„ ntos cincuenta y cuatro, presen-,. 
tado por el Lic. Hécl,‘ f -1:1- chez Morcelo, portador de la 
Cédula personal de d serie 1, número 20224, reno-
vada para el año de 1953 con el sello de Rentas Internas-
16281, abogado de la parte civil constituída, el señor Fran-- 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Corte de Apeláción de San Franciscó de 

Macorís, de fecha 24 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Silvestre l'aria. 

Interviniente: Francisco Reynoso.— Abogado: Lic. Héctor Sánchez 

Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente, Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Pre.sidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damiánf Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-. 
cretario General, en la Sala donde celebra Sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintiséis del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-

ca, como cortep casación, la siguiente sentencia: 

Sobre e4Vecurso de casación interpuesto por Silves-
tre Fafia, mayor de edad, casad& dominicano, domiciliado 

	

,,.., 	. 
y residente en la sección de z.á',. -,é,,^al, jurisdicción de lá Itt? 
común de Julia Molina, Provin -!.^..--71Samaná, portador de 
la cédula personal de identidad serie 62, No. 900, cuyo se-
llo correspondiente para el ario 1953 no figura en el expe- 
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diente, contra la sentencia incidental dictada por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribucio-
nes criminales, en fecha veinticuatro de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en 
otro Jugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, ,portador de la 
cédula personal de identidad serie 1, número 20224, renova-
da para el ario 1953 con el sello de Rentas Internas número 
16281, abogado del interviniente, señor Francisco Reinoso, 
dominicano, mayor de edad, propietario, domiciliado y re-* 
sidente en Julia Molina, común de la Provincia de Sama-
ná. portador de la cédula personal de Identidad número 
1015, serie 66, con sello de renovación para el ario de 1953, 
número 1058, parte civil constituída, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Conte a qua, a requerimiento del Dr. L. 
Osiris Duquela, portador de la cédula personal de identi-
dad 202229, serie 57, con sello renovado para 1953, núme-
ro 12335, abogado del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha cinco de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y cuatro, suscrito por el 
Dr. L. Osiris Duquela, abogado del recurrente, én el cual 
se invocan los medios que luego se indicaiN, 

Visto el escrito de intervención de feCIN diecinueve 
de febrero de mil novee„ ntos cincuenta y cuatro, presen-
tado por el Lic. Héclf;',',13.:Lk: chez Morcelo, portador de la 
Cédula personal de i&:)..;111.':; d serie 1, número 20224, reno-
vada para el ario de 1953 con el sello de Rentas Internas. 
16281, abogado de la parte civil constituída, el señor Fran- 
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cisco Reinoso, cédula personal de identidad serie 66, nú- 
mero 1015, renovada con el sello de Rentas Internas para 
el ario de 1953 número 1058, en la lectura de sus conclu- 

siones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 135 y 136 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 1, 62, 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 133 del Código de Procedimiento Ci- 

vil; 
Considerando, que en la sentencia impugnada consta: 

a) que en fecha veintidós de junio de 1951, el Juzgado de 
Instrucción del Distrito Judicial de Samaná dictó una Pro-
videncia Calificativa por medio de la cual declaró que exis-
tían cargos suficientes para inculpar al procesado Silvestre 
Faria de haber perpetrado el crimen de heridas que causa-
ron la mudrte a Francisco Reynoso hijo y ordenó que Ju-
lio Faria, Miguel Paredes y Félix Pichardo de la Cruz, que 
fueron encausados en el curso de la instrucción, fueran 
puestos en libertad por no haber cometido el hecho que 
se les imputaba; b) que apoderado de" caso el Juzgado de 
Primera Instancia de ese mismo Distrito Judícial, en sus 
atribuciones criminales dictó, en fecha veintidós de enero 
de mil novecientos cincuenta y tres una sentencia inciden-
tal, por la cual dispuso lo siguiente: "Primero: que debe 
sobreseer y sobresee el conocimiento de la causa seguida 
contra el nombrado Silvestre Faria, cuyas generales cons-
tan, acusado del crimen de heridas que causaron la muer-
te al que en v/Va se llamó Francisco Reynoso hijo, por ha-
ber surgido ¿ifla audiencia nuevos cargos contra dicho acu-
sado; Segundo: que da acta al Mai:s`strado Procurador Fiscal 

nl. de este Distrito Judicial de Sa 	.-t. 'rara los fines que con- 

sidere de lugar de acuerdo co i:ii-`135; Tercero: que debe 
reservar y reserva las costas pa-ra fallarlas conjuntamente 
con el fondo"; c) que en ejecucien del referido fallo, el. 

Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Samaná apoderó 
_nuevamente al Juzgado de Instrucción, siendo encausados 
también Julio o Jesús Faria y Miguel Paredes, por exis- 
tir nuevos cargos contra todos; d) que terminada la instruc- 
ción reabierta el Juzgado de Instrucción mediante su Pro- 
videncia Calificativa de fecha primero de junio de mil no- 
vecientos cincuenta y tres declaró que existen cargos su- 
ficientes para considerar al prevenido Silvestre Faria co- 
mo autor del crimen de asesinato en la persona de Fran- 
cisco Reynoso hijo y a Julio o Jesús Faria y Miguel Pare- 
des como cómplices de este hecho y los envió por ante el 
tribunal correspóndiente para que fuesen juzgados confor-
me a la ley; providencia calificativa que no fué objeto de 
ningún recurso de oposición; e) que apoderado nuevamente 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Samaná, en sus atribuciones criminales, dictó en 
fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y tres 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: que de-
be declarar y declara nulo y ,sin ningún valor el veredicto 
de calificación de fecha primero del mes de junio del aí-lo 
mil novecientos cinluenta y tres en lo que se refiere al 
envío al tribunal criminal al nombrado Silvestre Faria, co-
mo autor del crimen de asesinato en la persona de Fran-
cisco'Reynoso hijo, por improcedente, por haber decidido 
el Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de Samaná, 
sobre estos hechos en su veredicto de fecha veintidós dcl 
mes de junio del ario mil novecientos cincuentiuno, env‘ian-
do al tribunal criminal por el crimen de homicidio volun-
tario; Segundo: asimismo declara nulo el reNiido veredicto 
en lo que se refiere a los nombrados Julio D'Jesús Faria 
y Miguel Paredes como:i mplices del mismo hecho; que, 

1111 	
• 

por tanto, que éstos 	stos inmediatamente en liber- 
tad a no ser que se á:KWh ren presos por otra causa, por 
no haber cometido el hecho que se les imputa, de confor-
midad con el veredicto de fecha veintidós del mes de junio 
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cisco Reinoso, cédula personal de identidad serie 66, nú- 
mero 1015, renovada con el sello de Rentas Internas para 
el ario de 1953 número 1058, en la lectura de sus conclu- 

siones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 135 y 136 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 1, 62, 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 133 del Código de Procedimiento Ci- 

vil; 
Considerando, que en la sentencia impugnada consta: 

a) que en fecha veintidós de junio de 1951, el Juzgado de 
Instrucción del Distrito Judicial de Samaná dictó una Pro-
videncia Calificativa por medio de la cual declaró que exis-
tían cargos suficientes para inculpar al procesado Silvestre 
Faria de haber perpetrado el crimen de heridas que causa-
ron la muerte a Francisco Reynoso hijo y ordenó que Ju-
lio Faria, Miguel Paredes y Félix Pichardo de la Cruz, que 
fueron encausados en el curso de la instrucción, fueran 
puestos en libertad por no haber cometido el hecho que 
se les imputaba; b) que apoderado de" caso el Juzgado de 
Primera Instancia de ese mismo Distrito Judícial, en sus 
atribuciones criminales dictó, en fecha veintidós de enero 
de mil novecientos cincuenta y tres una sentencia inciden- - 
tal, por la cual dispuso lo siguiente: "Primero: que debe 
sobreseer y sobresee el conocimiento de la causa seguida 
contra el nombrado Silvestre Faria, cuyas generales cons-
tan, acusado del crimen de heridas que causaron la muer-
te al que en v_i".a se llamó Francisco Reynoso hijo, por ha-
ber surgido ¿tia audiencia nuevos cargos contra dicho acu-
sado; Segundo: que da acta al Mác:.'strado Procurador Fiscal 
de este Distrito Judicial de San"' ',-,ara los fines que con-
sidere de lugar de acuerdo coN"'-d'125; Tercero: que debe 
reservar y reserva las costas para fallarlas conjuntamente 
con el fondo"; c) que en ejecución del referido fallo, el- 
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Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Samaná apoderó 
nuevamente al Juzgado de Instrucción, siendo encausados 
también Julio o Jesús Faria y Miguel Paredes, por exis-
tir nuevos cargos contra todos; d) que terminada la instruc-
ción reabierta el Juzgado de Instrucción mediante su Pro-
videncia Calificativa de fecha primero de junio de mil no-
vecientos cincuenta y tres declaró que existen cargos su-
ficientes para considerar al prevenido Silvestre Faria co-
mo autor del crimen de asesinato en la persona de Fran-
cisco Reynoso hijo y a Julio o Jesús Faria y Miguel Pare-
des como cómplices de este hecho y los envió por ante el 
tribunal correspOndiente para .que fuesen juzgados confor-
me a la ley; providencia calificativa que no fué objeto de 
ningún recurso de oposición; e) que apoderado nuevamente 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Sámaná, en sus atribuciones criminales, dictó en 
fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y tres 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: que de-
be declarar y declara nulo y ,sin ningún valor el veredicto 
de calificación de fecha primero del mes de junio del arlo 
mil novecientos cin.luenta y tres en lo que se refiene al 
envío al tribunal criminal al nombrado Silvestre Faña, co-
mo autor del crimen de asesinato en la persona de Fran-
cisco Reynoso hijo, por improcedente, por haber decidido 
el Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de Samaná, 
sobre estos hechos en su veredicto de fecha veintidós dcl 
mes de junio del ario mil novecientos cincuentiuno, ensrian-
do al tribunal criminal por el crimen de homicidio volun-
tario; Segundo: asimismo declara nulo el reIwzido veredicto 

lo que se refiere a los nombrados Julio D'Jesús Faña 
y Miguel Paredes cornc»: mplices del mismo hecho; que, 
por tanto, que éstos s,.1. 	stos inmediatamente en liber- 
tad a no ser que se e"-' 	ren presos por otra causa, por 
no haber cometido el hecho que se les imputa, de confor- 

41111. 	
40, 
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midad con el veredicto de fecha veintidós del mes de junio 
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del ario xnil novecientos cincuentiuno; Tercero: Condena. 

al  señor Francisco Reynoso y Andrea Alonzo parte civil 
constituida al pago de las costas del presente incidente por 
haberse opuesto al pedimento de la defensa, declarando es-
tas distraídas en provecho del Dr. L. Osiris Duquela, por 
afirmar haberlas avanzado"; f) que contra este fallo recu-
rrieron en apelación Francisco Reynoso y Andrés Alonzo, 
en su calidad de parte civil constituida; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el dispositivo que se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Admite en la forma los presentes recursos de 
apelación; Segundo: Revoca la sentencia • apelada dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Samaná, en sus atribuciones criminales, el día 20 de 
julio de 1953, cuyo dispositivo dice así: "Fallá: Primero: 
Que debe declarar y declara nulo y sin ningún valor el ve-
redicto de calificación de fecha primero del mes de junio 
del ario mil novecientos .cincuenta y tres, en lo que se re-
fiere al envío al Tribunal criminal al nombrado Silvestre 
Faria, como autor del crimen de asesinato en la persona de 
Francisco Reynoso hijo, por improced:ante, por haber deci-
dido el Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de 
Samaná, sobre estos hechos en su. veredicto de fecha veinte 
y des del mes de junio del ario mil novecientos cincuenta 
y uno, enviando al Tribunal Criminal por el crimen de 
homicidio voluntario; Segundo: Asimismo declara nulo el 
referido veredicto en lo que se refiere a los nombrados 
Julio o Jesús Falla y Miguel Paredes, como cómplices del 
mismo hechoviue, por tanto, que estos sean puestos inme-
diatamente-11 libertad a no ser que se encuentren presos 
por otra causa, por no haber cot., etido el hecho que se les 
imputa, de conformidad con --t::,4dicto de fecha veinte •:( 
y dos del mes de junio del ario 7;"-flvecientos cincuenta y 

uno; Tercero: Condena al señor Francisco Reynoso y An-
drea Alonzo, parte civil constituida al pago de las costaP. 
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dei presente incidente por haberse opuesto al pedimento 
de la defensa, declarando éstas distraídas en provecho del 
Dr. L. Osiris Duquela, por afirmar haberlas avanzado; Cuar-
to: Se ordena la continuación de la vista de la causa% 
Tercero: Declara que el indicado Tribunal Criminal se en-
cuentra apoderado por el veredicto calificativo rendido por 
el Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Samaná en 
fecha lro. de junio de 1953, que envió a Silvestre Faria. 
para ser juzgado por ante dicho Tribunal Criminal por el 
crimen de asesinato en perjuicio de Francisco Reynoso hi-
jo, y a Julio o Jesús Faria y Miguel Paredes como cóm-
plices del mismo hecho; y en consecuencia ordena que el 
expediente sea remitido al referido Juzgado de Primera 
Instancia para que se continúe el juicio a los inculpados ba-
jo la prevención determinada por dicho veredicto; Cue..reo: 
Condena a los inculpados al pago solidario de las costas de 
ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente Silvestre Faria invocaz 
en su memorial de casación la violación del artículo 136 
del Código de ProcedirVento Criminal y el principio de la. 
autoridad de la cosa juzgada de las ordenanzas de envío 
del Juzgado de Instrucción; 

Considerando que en el desarrollo de los medios de, 
casación propuestos se alega que la Corte a qua ha violador 
el artículo 136 del Código de Procedimiento Criminal por-
que el Juez de Instrucción, que había enviado a Silvestre 
Faria para que fuere juzgado por el crimen de homicidior 
voluntario no podía enviarlo después por el cfNlen de ase-
sinato; agregando, que la, s gunda instrucción y la última 
providencia calificativa sor:.;.bsolutamente nulas; que esta 
nulidad es de orden públ1::..„;.,;, uede ser propuesta en todcr 
estado de causa y no quará";" bierta por el hecho de que 
1 procesado no haya intentado recurso de oposición contra 

dicha providencia calificativa; pero, 



580 	 BOLETÍN JUDICIAL 

del ario mil noVecientos cincuentiuno; Tercero: Condena 
al señor Francisco Reynoso y Andrea Alonzo parte civil 
constituida al pago de las costas del presente incidente por 
haberse opuesto al pedimento de la defensa, declarando es-
tas distraídas en provecho del Dr. L. Osiris Duquela, por 
afirmar haberlas avanzado"; f) que contra este fallo recu-
rrieron en apelación Francisco Reynoso y Andrés Alonzo, 

en su calidad de parte civil constituida; 
Considerando que el fallo ahora impugnado en casación r 

contiene el dispositivo que se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Admite en la forma los presentes recursos de 
apelatión; Segundo: Revoca la sentencia • apelada dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del DiStrito Judicial 
de Sarnaná, en sus atribuciones criminales, el día 20 de 
julio de 1953, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Que debe declarar y declara nulo y sin ningún valor el ve- l'' 

redicto de calificación de fecha primero del mes de junio 
del ario mil novecientos cincuenta y tres, en lo que se re-
fiere al envío al Tribunal criminal al nombrado Silvestre 
l'aria, como autor del crimen' de asesinato en la persona de 
Francisco Reynoso hijo, por improcedente, por haber deci-
dido el Juez de Instrucción de este Distrito Judicial de 
Sámaná, sobre estos hechos en su veredicto de fecha veinte 
y cies del mes de junio del ario mil novecientos cincuenta 
y uno, enviando al Tribunal Criminal por el crimen de 
homicidio voluntario; Segundo: Asimismo declara nulo el 
referido veredicto en lo que se refiere a los nombrados 
Julio o Jesús Faña y Miguel Paredes, como cómplices del 
mismo hechóvlue, por tanto, que estos sean puestos inme-
diatamente. ttii libertad a no ser que se encuentren presos' 
por otra causa, por no haber cor,',etido el hecho que se les 
imputa, de conformidad con '''''-t:,',4dicto de fecha veinte c.,,, 
y dos del mes de junio del ario ,?..»Ll.lvecientos cincuenta y 
uno; Tercero: Condena al señor Francisco Reynoso y An-
drea Alonzo, parte civil constituída al pago de las costas. 
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del presente incidente por haberse opuesto al pedimento 
de la defensa, declarando éstas distraídas en provecho del. 
Dr. L. Osiris Duquela, por afirmar haberlas avanzado; Cuar-
to: Se ordena la continuación de la vista de la causa"; 
Tercero: Declara que el indicado Tribunal Criminal se en-
cuentra apoderado por el veredicto calificativo rendido por 
el Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Samaná 

fecha 1ro. de junio de 1953, que envió a Silvestre Faria. 
para ser juzgado por ante dicho Tribunal Criminal por el 
crimen de asesinato en perjuicio de Francisco Reynoso hi-
jo, y a Julio o Jesús Faria y Miguel Paredes como cóm-
plices del mismo hecho; y en consecuencia ordena que el 
expediente sea remitido al referido Juzgado de Primera 
Instancia para que se continúe el juicio a los inculpados ba-
jo la prevención determinada por dicho veredicto; Cuarzo: 
Condena a los inculpados al pago solidario de las costas de- 
ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente Silvestre Faria invoca 
en su memorial de casación la violación del artículo 136 
del Código de Procediryiento Criminal y el principio de la 
autoridad de la cosa juzgada de las ordenanzas de envío. 
del Juzgado de Instrucción; 

Considerando que en el desarrollo de los medios de 
casación propuestos se alega que la Corte a qua ha violado 
el artículo 136 del Código de Procedimiento Criminal por-
que el Juez de Instrucción, que había enviado a Silvestre 
Faria para que fuere juzgado por el crimen de homicidio 
voluntario no podía enviarlo después por el ciNken de ase-
sinato; agregando, que la' sqgunda instrucción Y la última 
providencia calificativa smAbsolutamente nulas; que esta 
nulidad es de orden públpf! -":4uede ser propuesta en todo 
estado de causa y no quarJ:1",pbierta por el hecho de que 

, 	•s, 

el procesado no haya intentado recurso de oposición contra 
dicha providencia calificativa; pero, 

*IP • 
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Considerando que las providencias calificativas del 

Juez de Instrucción sólo pueden ser reformadas por la vía 
de la oposición, ante el Jurado de Oposición, que es el 

único recurso que para el efecto señala la ley; 
Considerando que, en la especie, el Juzgado de Ins-

trucción del Distrito .Judicial de Samaná dictó en fecha 
veintidós de junio de mil novecientos cincuentiuno, una 
providencia calificativa por medio de la cual declaró que 
existían cargos suficientes para inculpar al procesado Sil-
vestre Faña de haber perpetrado el crimen de heridas que 
causaron la muerte a Francisco Reynoso hijo y ordene que 
Julio Faña, Miguel Paredes y Félix Pichardo de la Cruz, 
fueran puestos en libertad por no haber cometido el hecho 
que se le imputaba; que apoderado del *caso el Juzgado de 
Primera Instancia de ese Distrito Judicial, en sus atribu- 
ciones criminales, dictó en fecha veintidós de enero de mil 
novecientos cincuenta y tres una sentencia que declaró que 
exis'Aan nuevos cargos contra el acusado Silvestre rafia, 
sentencia que sea cual fuese el vicio de que adolezca, ad- 
quirió la autoridad definitiva de la cosa juzgada; ya qüe 
no fué objeto de ningún recurso, sin-) que, por. el contrario, 
a ella Se le dió ejecución, abriéndose una nueva sumaria 
que culminó con el envío al mismo tribunal del acusado 
Silvestre Faña, y de los demás coacusados que fueron en- 
causados en el curso de la instrucción reabierta; que, en 

, tales condiciones, el Juzgado de Primera Instancia, apode- 
rado nuevamente del caso en virtud de la última provi- 
dencia calificativa, no podía, como lo hizo, ni desconocer la 
autoridad cliYla cosa juzgada de la sentencia distada po 
el mismo l¿ribunal en fecha veintidós de enero de mil n 
vecientos cincuenta y tres, ni ylular la última providenc 
calificativa, del primero de '..4';',4..c.de mil novecientos c 1 
cuenta y tres, por ser dich -,4

-tri-Ivinal incompetente p 

ello; que, por consiguiente, ia Corte a qua, al darle a 
fallo estos nuevos fundarnentos para revocar la senten 

apelada, lejos de violar el artículo 136 del Código de Pro-

ced ¡miento Criminal, hizo una correcta aplicación de los 
principios que rigen la autoridad irrevocable de la cosa 
juzgada; 

Por tales motivos, Primero: Admite como parte inter-
viniente a Francisco Reynoso; Segundo: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto por Silvestre Faña contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís de fecha veinticuatro de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al pa-
go de las costas, distrayéndolas \ en favor del licenciado 
Héctor Sánchez Morcelo, quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
1Vliguel Ricardo Román.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. 
Merel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que liguran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
elle certifico. (Fdo): ErneSto Curiel hijo. 

• 
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Considerando que las providencias calificativas del 

Juez de Instrucción sólo pueden ser reformadas por la vía 
de la oposición, ante el Jurado de Oposición, que es el 

único recurso que para el efecto señala la ley; 
Considerando que, en la especie, el Juzgado de Ins-

trucción del Distrito Judicial de Samaná dictó en fecha 
veintidós de junio de mil novecientos cincuentiuno, una 
providencia calificativa por medio de la cual declaró que 
existían cargos suficientes para inculpar al procesado Sil-
vestre Faña de haber perpetrado el crimen de heridas que 
causaron la muerte a Francisco Reynoso hijo y ordenó que 
Julio Faña, Miguel Paredes y Félix Pichardo de la Cruz, 
fueran puestos en libertad por no haber cometido el hecho 
que se le imputaba; que apoderado del caso el Juzgado de 
Primera Instancia de ese Distrito Judicial, en sus atribu-
ciones criminales, dictó en fecha veintidós de enero de mil 
novecientos cincuenta y tres una sentencia que declaró que 
exis...ían nuevos cargos contra el acusado Silvestre Faria, 
sentencia que sea cual fuese el vicio de que adolezca, ad-
quirió la autoridad definitiva de la cosa juzgada; ya que 
no fué objeto de ningún recurso, sirn que, por:el contrario, 
a ella Se le dió ejecución, abriéndose una nueva sumaria 
que culminó con el envío al mismo tribunal del acusado 
Silvestre Faña, y de los demás coacusados que fueron en- 
causados en el curso de la instrucción reabierta; que, en 

, tales condiciones, el Juzgado de Primera Instancia, apode- 
rado nuevamente del caso en virtud de la última provi- 
dencia calificativa, no podía, como lo hizo, ni desconocer la 
autoridad ich`-'1a cosa juzgada de la sentencia distada por 
el mismo i¿ribunal en fecha veintidós de enero de mil no- 
vecientos cincuenta y tres, ni ,cuilar la última providencia 
calificativa, del primero de .. --t":,4,(- de mil novecientos cio- 1 
cuenta y tres, por ser dich.;:ttr,lvinal incompetente para 
ello; que, por consiguiente, la Corte a qua, al darle a sti 
fallo estos nuevos fundamentos para revocar la sentencia 
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apelada, lejos de violar el artículo 136 del Código de Pro- 
cedimiento Criminal, hizo una correcta aplicación de los 

que rigen la autoridad irrevocable de la cosa 

so de casación interpuesto por Silvestre Faña contra sen- 

jPurzignacidPai;°s 

Por tales motivos, Primero: Admite como parte inter-
viniente a Francisco Reynoso; Segundo: Rechaza el recur-

tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís de fecha veinticuatro de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al pa-
go de las costas, distrayéndolas \ en favor del licenciado 
Héctor Sánchez Morcelo, quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera Billini.-- J. Tomás Mejía.— 
1VIiguel Ricardo Román.— Rafael Castro Rivera.— Juan A. 
Merel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que tguran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo): ErneSto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 

23 de abril de 1953. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Alejandro Acevedo Nivisón. —Abogados: Doctores 
Víctor Ml. Mangual y Ml. Joaq. Báez Vargas. 

Intimado: 
"La José Armenteros y Co, C. por A."— Abogado: Lic. 

Lic. Porfirio Herrera Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, régularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricárdo Román, Segun-
do Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Al-
varez Aybar y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien. 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 2anto Domingo, hoy 
día treinta del mes de marzo. de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restau-
ración y 249 it:1,9, la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-

blica, como ‘'.urte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casaci4(;,1 interpuesto por Alejan-

dro Acevedo Nivisón, dominic íj,'''5.:pyor de edad, soltero, 1 
chófer, domiciliado y residen f;":".:3a casa No. 88 de la 
calle Ravelo, de Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, portador de la Cédula Personal de identidad No. 4168, 

<,.. \ , 

r"--  
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serie lra., con sello de Rentas Internas No. 1303, contra 
sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sahto 
Domingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado, en fecha veintitrés de abril de mil novecientos cin-
,cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; • 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Víctor Mangual, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 18900, serie 1, sello 21067, por sí 
y en representación del Dr. Manuel Joaquín Báez Vargas, 
portador de la cédula personal de identidad No. 63, serie 
12, sello 14242, abogados del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Luis Columna Velazco, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 23407, serie 1, sello 688, 
en nombre y representatión del Lic. Porfirio Herrera Báez, 
portador de la cédula personal de identidad No. 26411, se-
rie 1, sello 1346, abogado de la parte intimada, la José Ar-
menteros & Co., Cy.por A., en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el me 	ial de casación depositado en fecha 
primero de diciemlre de mil novecientos cincuenta y tres 
y suscrito por los doctores Víctor Manuel Mangual y Ma-
nuel Joaquín Báez Vargas, abogados del recurrente, en el 
cual se invoca la violación del artículo 14-2.. el Código de '41 
Procedimiento Civil; f ta de base legal y -- esnaturaliza- 

	

Visto el memori;», 	fensa de fecha diez y siete de 

	

diciembre de mil nov 	s cincuenta y tres, suscrito por 
el licenciado Porfirio Herrera Báez, abogado de la parte 
intimada; 

.00 

ción de los hechos; ,! 

o 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 

23 de abril de 1953. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: 
Alejandro Acevedo Nivisón. —Abogados: Doctores 

Víctor Ml. Mangual y Ml. Joaq. Báez Vargas. 

Intimado: 
"La José Armenteros y Co, C. por A."— Abogado: Lic. 

Lic. Porfirio Herrera Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Iicenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Juan 'Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun-
do Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Ambrosio Al-
varez Aybar y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de ll'anto Domingo, hoy 
día treinta del mes de marzo. de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restau-

ración y 249 d9,-" la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como 4rte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casacie0 interpuesto por Alejan-
dro Acevedo Nivisón, dominic ¿; :t':;tayor de edad, soltero, 1 
chófer, domiciliado y residen i>tik:Ila casa No. 88 de la 
calle Ravelo, de Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domin-
go, portador de la Cédula Personal de identidad No. 4168, 

'1/4.\\ 
-, 

r- 

serie lra., con sello de Rentas Internas No. 1303, contra 
sentencia pronunciada por la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo 
Domingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado, en fecha veintitrés de abril de mil novecientos cin- 
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; • 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Víctor Mangual, portador de la cédula per-
sonal de identidad No. 18900, serie 1, sello 21067, por sí 
y en representación del Dr. Manuel Joaquín Báez Vargas, 
portador de la cédula personal de identidad No. 63, serie 
12, sello 14242, abogados del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Dr. Luis Columna Velazco, portador de la cé-
dula personal de identidad No. 23407, serie 1, sello 688, 
en nombre y representatión del Lic. Porfirio Herrera Báez, 
portador de la cédula personal de identidad No. 26411, se-
rie 1, sello 1346, abogado de la parte intimada, la José Ar- 
menteros & Co., C tpor A., en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el me 	lal de casación depositado en fecha 
primero de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres 
y suscrito por los doctores Víctor Manuel Mangual y Ma-
nuel Joaquín Báez Vargas, abogados del recurrente, en el 
cual se invoca la violación del artículo 1 el Código de 
Procedimiento Civil; f ta de base legal y esnaturaliza-
ción de los hechos; 

Visto el memori,I.', 	fensa de fecha diez y siete de 
díciembre de mil no]; cíe' s cincuenta y tres, suscrito por 
el licenciado Porfirio Herrera Báez, abogado de la parte 
intimada; 

• 



• 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 1315 y 1352 del Código Ci-
vil; 16, 17, 244 y 691 del Código Trujillo de Trabajo; 1, 20 
y 65 de la Ley No. 3726, de 1953, sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando, que en la sentencia impugnada consta 

que con motivo de la demanda interpuesta por Alejandro 
Acevedo Nivisón contra la José Armenteros & Co., C. por 
A., en pago de las prestaciones que el Código Trujillo de 
Trabajo le acuerda a los trabajadores despedidos sin causa 
justificada, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito de Santo Domingo, apoderado de la de-

manda, dictó, en funciones de Tribunal de Trabajo de pri-
mer grado, sentencia en fecha ocho de septiembre de mil 
novcientos cincuenta y dos, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Acoge, las conclusiones presentadas en au-
diencia por la firma José Armenteros & Co., C. por A., par-
te intimada, y en consecuencia, rechaza la demanda incoa-
da por el señor Alejandro Acevedo Nivisón, parte intiman-
te, por infundada e improcedente; Syyundo: Deelara las 

costas de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el actual recurrente, Alejandro Acevedo Nivi-
són, la Cámara Civil y Comercial del Iuzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fun-
ciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, apoderada 
de dicho recurso, dictó la sentencia ahora impugnadaí cuyo 

,,. 
dispositivo se,éj7opia a continuación. "Falla: Primero: Rati- 
fica el defecto pronunciado contrF el intimante Alejandro 5 Acevedo Nivisón, en su recurs „-4'.1.:., apelación interpuesto 

contra la sentencia dictada po P....1.-. 4 3!-:,.zgado de Paz de la 
Primera Circunscripción de est Zigito de Santo Domin-
go, de fecha 18 de Septiembre de 1952; Segundo: Acoge, 
por ser justas y reposar sobre prueba legal, las conclusiones 
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de la parte intimada, la José Armenteros & Co., C. por 
A., y, en consecuencia, rechaza el mencionado recurso de 
apelación, por los motivos precedentemente expuestos; Ter-
cero: Condena a la parte intimante, al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal ale-
gada en el único medio del recurso, que el artículo 16 del 
Código 'Trujillo de Trabajo establece que se presume hasta 
prueba en contrario, la existencia del contrato de trabajo 
entre el que presta un servicio personal y aquél a quien 
le es prestado; que el referido texto consagra una presun-
ción legal, cuya autoridad puede ser combatida por la prue-
ba contraria; e 

Considerando que de conformidad con el artículo 1352 
del Código Civil, la presunción legal dispensa de toda 
prueba a aquél en cuyo provecho existe; que, por tanto, 
las presunciones legales realizan un desplazamiento del far-
do de la prueba y el qwe se beneficia de ella sólo tiene 
que demostrar que se encuentra en las condiciones exig,idas 
por la ley y a las cuales subordina ésta el funcionamiento de 
la presunción; que, Ir consiguiente, el Tribunal a quo, no 
ha debido poner a cargo'`del actual recurrente la prueba 
de la existencia del contrato de trabajo que, según él pre-
tende, lo ligaba con la José Armenteros & Co., C. por A., 
y rechazar su demanda sobre el fundamento esencial de 
que esa prueba no 1 hizo; 

Considerando que, por otra parte, el Tribunal a quo 
ha proclamado en el fallo impugnado que ha quedado es- 

4 	menteros & Co., C. por , que el actual recuZ.ente era un 
tablecido por los docunytos presentados -All- la José Ar- 

"servidor particular (ch( ?r) de José Armenteros Seisde- 
dos", y que ésto se en, 	1.* corroborado por el hecho de 

- It 
no estar incluido en 1/.:_s, li.;‘-, 	del personal fijo de la com- 
pañía demandada, ni tampoco en el cartel de horario de 
trabajo; pero, 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 1315 y 1352 del Código Ci-
vil; 16, 17, 244 y 691 del Código Trujillo de Trabajo; 1, 20 
y 65 de la Ley No. 3726, de 1953, sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando, que en la sentencia impugnada consta 

que con motivo de la demanda interpuesta por Alejandro 
Acevedo Nivisón contra la José Armenteros & Co., C. por 
A., en pago de las prestaciones que el Código Trujillo de 
Trabajo le acuerda a los trabajadores despedidos sin causa 
justificada, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito de Santo Domingo, apoderado de la de-
manda, dictó, en funciones de Tribunal de Trabajo de pri-
mer grado, sentencia en fecha ocho de septiembre de mil 
novcientos cincuenta y dos, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Acoge, las conclusiones presentadas en au-
diencia por la firma José Armenteros & Co., C. por A., par-
te intimada, y en consecuencia, rechaza la demanda incoa-
da por el señor Alejandro Acevedo Nivisón, parte intiman-
te, por infundada e improcedente; SI:gundo: Detlara las 

costas de oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el actual recurrente, Alejandro Acevedo Nivi-
són, la Cámara Civil y Comercial del „Teazgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fun-
ciones de Tribunal de Trabajo de segundo grado, apoderada 
de dkcho recurso, dictó la sentencia ahora impugnadai cuyo 
dispositivo se,6f3'opia a continuación. "Falla: Primero: Rati-
fica el defecto pronunciado contr- el intimante Alejandro 
Acevedo Nivisón, en su recurs ,,,,<'•1. , apelación interpuesto 5 
contra la sentencia dictada po ‘''...»,41- i.'1..:.zgado de Paz de la 
Primera Circunscripción de est -Digno de Santo Domin-
go, de fecha 18 de Septiembre de 1952; Segundo: Acoge, 
por ser justas y reposar sobre prueba legal, las conclusiones 
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de la parte intimada, la José Armenteros & Co., C. por 
A., y, en consecuencia, rechaza el mencionado recurso de 
apelación, por los motivos precedentemente expuestos; Ter-
cero: Condena a la parte intimante, al pago de las costas"; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal ale-
gada en el único medio del recurso, que el artículo 16 del 
Cédigo /Trujillo de Trabajo establece que se presume hasta 
prueba en contrario, la existencia del contrato de trabajo 
entre el que presta un servicio personal y aquél a quien 
le es prestado; que el referido texto consagra una presun-
ción legal, cuya autoridad puede ser combatida por la prue-
ba contraria; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1352 
del Código Civil, la presunción legal dispensa de toda 
prueba a aquél en cuyo provecho existe; que, por tanto, 
las presunciones legales realizan un desplazamiento del far-
do de la prueba y el que se beneficia de ella sólo tiene 
que demostrar que se encuentra .en las condiciones exigidas 
por la ley y a las cuales subordina ésta el funcionamiento de 
la presunción; que, pr consiguiente, el Tribunal a quo, no 
ha debido poner a cargo-del actual recurrente la prueba 
de la existencia del contrato de trabajo que, según él pre-
tende, lo ligaba con la José Armenteros & Co., C. por A., 
y rechazar su demanda sobre el fundamento esencial de 
que esa prueba no hizo; 

Considerando que, por otra parte, el Tribunal a quo 
ha proclamado en el fallo impugnado que ha quedado es-
tablecido por los docu entos presentados Aw. la José Ar-
menteros & Co., C. por , que el actual recuiente era un 
"servidor particular (cW,.1 r) de José Armenteros Seisde-
dos", y que ésto se ez-ve,ll'i:;}„. corroborado por el hecho de 
no estar incluído en 191Xil-t! s del personal fijo de la com-
pañía demandada, ni tampoco en el cartel de horario de 
trabajo; pero, 

...1.Sá.1 
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Considerando que estos elementos de convicción no 
pueden constituir un medio idóneo de prueba para combatir 
la presunción legal con que se beneficia el actual recu-
rrente, al amparo del citado artículo 16 del Código Tru-
jillo de Trabajo, puesto que esos documentos son prepara-
'dos por los patronos, y es de principio que nadie puede 
crearse un título a sí mismo; que, además, al tenor del 
artículo 244 del Código Trujillo de Trabajo, los trabajadores 

domésticos son los que se dedican de modo exclusivo y 
'en forma habitual y continua a labores de cocina, aseo, 
asistencia y demás propias de un hogar o de otro sitio 
de residencia o habitación particular, que no importen lu-
cro o negocio para el patrono o sus parientes; que, por 
consiguiente, para atribuirle a un trabajador la calidad de 

doméstico, los jueces del fondo deben establecer eh hecho, 

,en presencia de las disposiciones del citado artículo 244 
.del Código Trujillo de Trabajo, 1.js condiciones específicas 
nue caracterizan legalmente tal situación, o sean exclu-
.sividad de las labores realizadas por el trabajador y la 
'ausencia de todo espíritu de lucro o negocio para el patro-
no o sus parientes, a fin de que la Suprema Corte de Jus-
ticia, en funciones de Corte de Casación, pueda verificar 
si al contrato de trabajo de que se trate, le ha sido atri-
buida la calificación legal que le etyresponde según su 
propia naturaleza; que al no haber eltablecido en la espe-
cie el Tribunal a quo los hechos antes expresados, que 

son los que caracterizan el trabajo de los domésticos, es 
imposible vzMicar si el artículo 244 del Código Trujillo 
cle Trabajo fué correctamente licado, por lo cual el fa-
lle impugnado adolece del vic" ,.4falta de base legal; 

Considerando, finalment 	'?1 Tribunal a quo, se 
-ha fundado, además, para re Aazar- el recurso, en la au- 
:toridad de la cosa juzgada de la sentencia de la Primera 
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Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, del treinta de mayo de 
mil novecientos cincuenta y dos, que descargó a la José 
Armenteros & Co., C. por A., del delito de violación de 
la Ley No. 1896, sobre Seguros Sociales, que se le impu-
taba por no haber inscrito al actual recurrente en la Ca-
ja Dominicana de Seguros Sociales y no haber pagado las 
cotizaciones correspondientes; 

Considerando, sin embargo, que en el fallo impugnado 
no hay constancia de que la referida sentencia está al abri-
go de todo recurso y que, en consecuencia, es irrevocable; 
que tampoco consta en dicho fallo cuál ha sido el motivo 
que justificó el descargo; que, aún cuando el descargo de 
la José Armenteros & Co., C. por A. estuviese fundado en 
la circunstancia de que la jurisdicción represiva entendie-
ra que entre el actual recurrente y dicha compañía no exis-
tía ninguna relación $ontractual, y que él era un traba-
jador doméstico al servicio del socio gestor José Armen-
teros Seisdedos, aún en ese caso la autWfdad de la sen-
tencia penal no podría imponérsele á los Tribunales de 
Trabajo, puesto qie su fallo se limitará en este aspecto 
a determinar los caracteres legales de una convención con-
siderada en sus efectos puramente civiles, y de lo cual de-
pende fundamentalmente la suerte de la demanda, espe-
cialmente si se filie en cuenta el artículo 17 del Código 
Trujillo de Trabajó que dispone que los administradores, 
gerentes, directores y demás empleados que ejercen fun-
ciones de administracidqn o de dirección, se consideran 111 
sadas si la sentencia se casare por falta de base legal; que, 

representantes del pa ono, en sus relacils con los tra-
bajadores, dentro de 	órbita de sus atrihuciones; 

COnsiderando 	enor de las disposiciones del pá- 
rrafo 3 del artícult 	la Ley No. 3726 de 1953, sobre 
Procedimiento de Casaci n las costas podrán ser compen- 

431 

sita. 	3 Ala 
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Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, del treinta de mayo de 
mil novecientos cincuenta y dos, que descargó a la José 
.Armenteros & Co., C. por A., del delito de violación de 

• la Ley No. 1896, sobre Seguros Sociales, que se le impu-
taba por no haber inscrito al actual recurrente en la Ca-
ja Dominicana de Seguros Sociales y no haber pagado las 
cotizaciones correspondientes; 

Considerando, sin embargo, que en el fallo impugnado 
no hay constancia de que la referida sentencia está al abri-
go de todo recurso y que, en consecuencia, es irrevocable; 
que tampoco consta en dicho fallo cuál ha sido el motivo 
que justificó el descargo; que, aún cuando el descargo de 
la José Armenteros & Co., C. por A. estuviese fundado en 
la circunstancia de que la jurisdicción represiva entendie-
ra que entre el actual recurrente y dicha compañía no exis-
tía ninguna relación sontractual, y que él era un traba-
jador doméstico al servicio del socio gestor José Armen-
teros Seisdedos, aún en ese caso la autooffdad de la sen-
tencia penal no podría imponérsele a los Tribunales de 
Trabajo, puesto qle su fallo se limitará en este aspecto 
a determinar los caracteres legales de una convención con-
siderada en sus efectos puramente civiles, y de lo cual de-
pende fundamentalmente la suerte de la demanda, espe-
cialmente si se tIlie en cuenta el artículo 17 del Código 
Trujillo de Trabajo que dispone que los administradores, 
gerentes, directores y demás empleados que ejercen fun-
ciones de administracidin o de dirección, se consideran 
representantes del pa ono, en sus relacihkes con los tra-
bajadores, dentro de 

Cónsiderando a! -' 	enor de las disposiciones del pá- 3. . 
rrafo 3 del artículev-A--7- la Ley No. 3726 de 1953, sobre 
Procedimiento de Casaci n las costas podrán ser compen- 
sadas si la sentencia se casare por falta de base legal; que, 

di0.1 

órbita de sus atrihuciones; 
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Considerando que estos elementos de convicción no 
pueden constituir un medio idóneo de prueba para combatir 
la presunción legal con que se beneficia el actual recu-
rrente, al amparo del citado artículo 16 del Código Tru-
jillo de Trabajo, puesto que esos documentos son prepara-
dos por los patronos, y es de principio que nadie puede 
crearse un título a sí mismo; que, además, al tenor del 
-artículo 2.44 del Código Trujillo de Trabajo, los trabajadores 
domésticos son los que se dedican de modo exclusivo y 
.en forma habitual y continua a labores de cocina, aseo, 
.asistencia y demás propias de un hogar o de otro sitio 
de residencia o habitación particular, que no importen lu-
cro o negocio para el patrono o sus parientes; que, por 
consiguiente, para atribuirle a un trabajador la calidad de 
doméstico, los jueces del fondo deben establecer en hecho, 
.en presencia de las disposiciones del citado artículo 244 
.del Código Trujillo de Trabajo, condiciones específicas 
nue caracterizan legalmente tal situación, o sean 'la exclu-
zividad de las labores realizadas por el trabajador y la 
ausencia de todo espíritu de lucro o \negocio para el patro-
no o sus parientes, a fin de que la Suprema Corte de Jus-
ticia, en funciones de Corte de Casación, pueda verificar 
si al contrato de trabajo de que se trate, le ha sido atri-
buida la calificación legal que le cpIrresponde según su 
propia naturaleza; que al no haber eitablecido en la espe-
cie el Tribunal a quo los hechos antes expresados, que 
son los que caracterizan el trabajo de los domésticos, es 
imposible v"," ficar si el artículo 244 del Código Trujillo 
..de Trabajo fué correctamente licado, por lo cual el fa-
lle impugnado adolece del vic -:44:-.4falta de base legal; 

Considerando, finalment 	''?.1 Tribunal a quo, se 
-_ha fundado, además, para re Aazar el recurso, en la au- 
:13Dridad de la cosa juzgada de la sentencia de la Primera 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia hnpugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 29 
de septiembre de 1952. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Regina Gómez Vda. Ventura y Compartes. —Aboga-

do: Lic. Fed. Aug. García Godoy. 

Intimado: Angel Leonardo Ventura V.— Abogado: Dr. Carlos Cor-
nielle hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la RoPpública, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Preside/te; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Amiarna y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General,.en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillos,-, istrito de Santo Domingo, hoy día 

\ID 

treinta del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en diencia públi-
ca, como corte de casac: 'n, la siguiente sent-ncia: 

Sobre el recurso d,O, asación interpuesto por Regina 
Gómez Viuda Venturi: ; nicana, mayor de edad, viuda, 
de quehaceres domésásOos,s1 ortadora de la cédula personal 
de identidad No. 4769, serie 34, sello No. 441855; José de 
Jesús Ventura, dominicano, mayor de edad, agricultor, por- 

•-••• 
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la distracción de las costas no procede cuando éstas han 
sido compensadas pura y simplemente entre las partes en 
causa; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pro-
nunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado, en fecha veintitrés de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copiá en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Dístrito Judicial de Trujillo; y Se.gun-

do: Compensa las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— Ambrosio Al-
varez Aybar.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu- . 

riel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido L'ada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y 
fué firmada, leída y publicada por mí, lqecretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

''''' --,.....' . 1 
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la distracción de las costas no procede cuando éstas han 
sido compensadas pura y simplemente entre las partes en 
causa; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pro-
nunciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado, en fecha veintitrés de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia_ en otro lugar del 
presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Segun-

do: Compensa las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Juan A. Morel.— Ambrosio Al-
varez Aybar.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sid9 c*.ada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 29 
de septiembre de 1952. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Regina Gómez Vda. Ventura y Compartes. —Aboga-

do: Lic. Fed. Aug. García Godoy. 

Intimado: Angel Leonardo Ventura V.— Abogado: Dr. Carlos Cor-
nielle hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la R13ública, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presideitte; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sánchez, asistidos del Se-
cretario General,.en la Sala donde celebra sus audiencias, \D 
en Ciudad Trujillol,., istrito de Santo Domingo, hoy día 
treinta del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, arios 1119 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en diencia públi-
ca, como corte de casac: n, la siguiente sems,ncia: 

, 

Sobre el recurso 40, asación interpuesto por Regina 
Gómez Viuda Ventur; : -..y nicana, mayor de edad, viuda, ,5. .r..,,, . 
de quehaceres domés3éSs ortadora de la cédula personal 
de identidad No. 4769, serie 34, sello No. 441855; José de 
Jesús Ventura, dominicano, mayor de edad, agricultor, por- 

- 
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tador de la cédula personal de identidad No. 19738, serie 
31, sello No. 857278; y Ana Delia Ventura, dominicana, ma-
yor de edad, de quehaceres domésticos, portadora de la 
cédula personal de identidad No. 1391, serie 31, sello No. 
441813; todos domiciliados y residentes en el poblado de 
Mao, Común de Valverde, Provincia de Santiago, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tinueve de septiembre de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Carlos Cornielle hijo, portador de la 

cédula personal de identidad No. 7526, serie 18, sello No. 
446, abogado del recurrido Angel Leonardo Ventura Var-
gas, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domi-
ciliado y residente en Hatico, Común de Valverde, Pro-
vincia de Santiago, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 3227, serie 34, cuyo sello de renovación no fi-
gura en el expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; Nt, 

Visto el memorial de casación depobitado en fecha trece 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, y sus-
crito por el Lic. Federico Augusto García Godoy; 

Visto el memorial de defensa dept)sitado en fecha tres 
de diciembre de mil novecientos cincr'..nta y tres, y suscri-
to por el doctOr Carlos Cornielle hijo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos, los artículos 1318, 1323 y 1353 del Código 
Civil; 71, 137, 185, 186, 189, 190, l,31,-192 y 267 de la Ley 
de Registro de Tierras No. 1542, ario 1947; 133 y 141 del 
Código de Procedimiento Civ. 41,v 65 de la Ley 3726 
de 1953, sobre Procedimiento ación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) "Que el saneamiento de la Parcela No. 69 del Distrito 

411.- 

4t"  
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Catastral No. 2 de la Común de Valverde culminó en la 
decisión No. 2 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
13 de noviembre del ario 1934, por la cual se ordenó el re-
gistro del derecho de propiedad sobre dicha parcela en fa-
vor del señor Alejandro Ventura (a) Alejandrito; b) Que 
a pedimento de los interesados, en fecha 23 de agosto del 
ario 1948 el Tribunal Superior dictó una Resolución me-
diante la cual se determinaron los herederos de Alejan-
dro Ventura y se ordenó el registro correspondiente en 
favor de Ana Delia y José Ventura y de Regina Gómez 
Vda. Ventura; c) Que en ejecución de dicha Resolución se 
expidió el Decreto de Registro No. 49-2427 de fecha 4 de 
noviembre del año 1949 ,en virtud del cual se expidió el 
Certificado de Título No. 30; d) Que por instancia de fecha 
29 de marzo del año 1950 el Lic. Agustín Borrel Hungría 
pidió al Tribunal la transferencia de dicha parcela en fa-
vor del señor Angel Leonardo Ventura Vargas, en virtud 
del acto de fecha 31 de iciembre del ario 1946, instrumen-
tado por el Notario Público de la común de Valverde Mar-
tín Villar; e) Que a este pedimento de transferencia se 
opusieron la viuda los herederos de Alejandro Ventura; 
Que a esta oposicign contestó el señor Angel Leonardo 
Ventura Vargas .con una instancia en revisión por causa 
de fraude; f) Que el caso fué resuelto por la decisión No. 
6 dictada por el Trfbunal Superior en fecha 16 de octubre 

udel año 1950, por a c al se rechazó la instancia del señor 
\ 

Angel Leonardo Ventura Vargas en cuanto al recurso en. 
revisión por fraude, y se acogió como introductiva de un3 
litis sobre terreno re istrado, apoderáncí, e del caso al 
Juez de Jurisdicción C iginal residente en la ciudad de 
Santiago, Lic. Francisc.I. orfirio Veras; g) Que a causa de 
la inhibición de ésts.:,1;:4 poderado el Juez de Jurisdic-
ción Original, tambi¿n-r—e. dente en Santiago, Lic. Joaquín, 
M. Alvarez, quien falló el caso por su decisión No. 1 de 

- 	

, 

di/ 



392 	 BOLETÍN JUDICIAL 

tador de la cédula personal de identidad No. 19738, serie 
31, sello No. 857278; y Ana Delia Ventura, dominicana, ma-
yor de edad, de quehaceres domésticos, portadora de la 
cédula personal de identidad No. 1391, serie 31, sello No. 
441813; todos domiciliados y residentes en el poblado de 
Mao, Común de Valverde, Provincia de Santiago, contra 
sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tinueve de septiembre de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Carlos Cornielle hijo, portadot de la 

cédula personal de identidad No. 7526, serie 18, sello No. 
446, abogado del recurrido Angel Leonardo Ventura Var-
gas, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domi-
ciliado y residente en Hatico, Común de Valverde, Pro-
vincia de Santiago, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 3227, serie 34, cuyo sello de renovación no fi-
gura en el expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depobitado en fecha trece 

de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, y sus-
crito por el Lic. Federico Augusto García Godoy; 

Visto el memorial de defensa dep )sitado en fecha tres 
de diciembre de mil novecientos cincti_nta y tres, y suscri-
to por el doctOr Carlos Cornielle hijo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1318, 1323 y 1353 del Código 
Civil; 71, 137, 185, 186, 189, 190, 91,-192 y 267 de la Ley 
de Registro de Tierras No. 1542, l ario 1947; 133 y 141 del 
Código de Procedimiento Civ 65 de la Ley 3726 
de 1953, sobre Procedimiento 	ación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) "Que el saneamiento de la Parcela No. 69 del Distrito 
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Catastral No. 2 de la Común de Valverde culminó en la 
decisión No. 2 del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
13 de noviembre del ario 1934, por la cual se ordenó el re-
gistro del derecho de propiedad sobre dicha parcela en fa-
vor del señor Alejandro Ventura (a) Alejandrito; b) Que 
a pedimento de los interesados, en fecha 23 de agosto del 
año 1948 el Tribunal Superior dictó una Resolución me-
diante la cual se determinaron los herederos de Alejan-
dro Ventura y se ordenó el registro correspondiente en 
favor de Ana Delia y José Ventura y de Regina Gómez 
Vda. Ventura; c) Que en ejecución de dicha Resolución se 
expidió el Decreto de Registro No. 49-2427 de fecha 4 de 
noviembre del ario 1949 ,en virtud del cual se expidió el 
Certificado de Título No. 30; d) Que por instancia de fecha 
29 de marzo del ario 1950 el Lic. Agustín Borrel Hungría 
pidió al Tribunal la transferencia de dicha parcela en fa-
vor del señor Angel Leonardo Ventura Vargas, en virtud 
del acto de fecha 31 de .1iciembre del ario 1946, instrumen-
tado por el Notario Público de la común de Valverde Mar-
tín Villar; e) Que a este pedimento de transferencia se 
opusieron la viuda 7 los herederos de Alejandro Ventura; 
Que a esta oposicii3n contestó el señor Angel Leonardo, 
Ventura Vargas .con una instancia en revisión por causa 
de fraude; f) Que el caso fué resuelto por la decisión No. 
6 dictada por el Trlunal Superior en fecha 16 de octubre 
del año 1950, por lacual se rechazó la instancia del señor 
Angel Leonardo Ventura Vargas en cuanto al recurso en 
revisión por fraude, y se acogió como introductiva de una 
litis sobre terreno re,pstrado, apoderánc-k, e del caso al 
Juez de Jurisdicción C iginal residente en la ciudad de. 
Santiago, Lic. Francis9.1 orfirio Veras; g) Que a causa de 
la inhibición de ésts.',i; poderado el Juez de Jurisdic-
ción Original, tambiesn re. dente en Santiago, Lic. Joaquím 
M. Alvarez, quien falló el caso por su decisión No. 1 de_ 
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fecha 8 de febrero del ario en curso de 1952; h) Que con-
tra dicha decisión apelaron en tiempo oportuno la señora 
Regina Gómez Vda. Ventura y los Sucesores de Alejandro 
Ventura"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "Falla: Se rechaza, por infundada, 
la apelación interpuesta por el Lic. Federico Augusto Gar-
cía Godoy ,a nombre de la señora Regina Gómez Vda. Ven-
tura y de los Sucesores de Alejandro Ventura, contra la 
Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original en fecha 8 de febrero del ario 1952, en 
relación con la Parcela No. 69 del Distrito Catastral No. 
2 de la común de Valverde, Sección de "Yerba de Guinea", 
Sitio de "Palo Amarillo", Provincia de Santiago, y se con-
firma en todas sus partes dicha decisión, cuyo dispositivo 
dice así: 19 Que debe Rechazar, como en efecto Rechaza, 
en todas sus partes, las conclusiones de la señora Regina 
Gómez Vda. Ventura y Sucesorel de Alejandro Ventura 
(Alejandrito), señores: Ana Delia y José de Jesús Ventu-
ra y Gómez; y 29 Que debe Ordenar, como en efecto Orde-
na, la transferencia de esta parcela, 41t on todas sus mejo-
ras, a favor del señor Angel Leonardo Ventura Vargas, 
dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domiciliado 
y residente en "Hatico", Común de Valverde, Provincia de 
Santiago, Cédula No. 3227, serie 34, s5lo No. 603254 para 
el ario de 1951; 39 Que debe Ordenar..Como en efecto Or-
dena, al Registrador de Títulos del Departamento de San-
tiago, la cancelación del Certificado de Título No. 30 rela-
tivo a la Parcr,. No. 69 del Distrit Catastral No. 2 de la 
Común de Valverde, Sección de "3 'erba de Guinea", lugar 
de "Palo Amarillo", Provincia de,/ antiago, así como todos 
los Duplicados del Dueño que s . expedido, a fin de 
que sea sustituído por el Nuevo .2er leed° de Título co-
rrespondiente a favor de Angel Leonardo Ventura Vargas"; 
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Considerando que en su memorial de casación los re-
ourrentes invocan los siguientes medios: "Primer Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil y falta de base legal"; "Segundo Medio: Violación de los 
artículos 267, 189, 190, 191, 192, 185 y 186 de la Ley de 
Registro de Tierras No. 1542, del ario 1947"; "Tercer Me-
dio: Violación de los artículos 1318, 1323 y 1353 del Códi-
go Civil"; "Cuarto Medio: Violación de los artículos 137, 
367 y 71 de la misma Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
del recurso se alega que la sentencia impugnada adolece 
del vicio de falta de motivos y de base legal porque "ha-
bía una presunción grave, precisa y concordante, por los 
elementos de la causa, de que el acto era simulado, de que 
no hubo un consentimiento válido, ni la entrega de un pre-
cio" y, porque, además "la sentencia contiene motivos tan 
inoperantes que dejan subsistir la cuestión litigiosa"; 

1Considerando 	e examen de la sentencia impugna- 
que.', 

da y el de la sentencia de jurisdicción original, cuyos' mo-
tivos fueron adoptados por aquella, revela que los jueces 
del fondo no han ijicurrido en ninguno de los vicios y vio-
laciones que denuncian los recurrentes en este medio; por-
que en dichos fallos se respondió a todo lo que fué objeto 
;de conclusiones formales de parte de los demandantes y 
se enumeraron lo, elementos de hecho que justifican la de• \i, 
cisión; que, en el'-'. cto, ante la jurisdicción de apelación los 
demandantes pidie on la revocación de la sentencia de ju-
risdicción original y que se declarase nulo y sin ningún 
efecto el acto de venta del treintiuno de diciembre de mil 
novecientos cuarentaNy seis, por las cauz siguientes: "a) 

11,51.‘ porque en el acto de enta no se cumplió' con las exigen-
.cias establecidas por:s: Art. 267, de la Ley No. 1542; b) 
porque el acto no,5. ',x;...41 que una simulación fraudulenta; 
y c) porque no hui» utl. consentimiento válido del vende-
dor"; 

1 	 ,r"" 
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fecha 8 de febrero del ario en curso de 1952; h) Que con-
tra dicha decisión apelaron en tiempo oportuno la señora 
Regina Gómez Vda. Ventura y los Sucesores de Alejandro 
Ventura"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "Falla: Se rechaza, por infundada, 
la apelación interpuesta por el Lic. Federico Augusto Gar-
cía Godoy ,a nombre de la señora Regina Gómez Vda. Ven-
tura y de los Sucesores de Alejandro Ventura, contra la 
Decisión No. 1 dictada por el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original en fecha 8 de febrero del ario 1952, en 
relación con la Parcela No. 69 del Distrito Catastral No. 
2 de la común de Valverde, Sección de "Yerba de Guinea", 
Sitio de "Palo Amarillo", Provincia de Santiago, y se con-
firma en todas sus partes dicha decisión, cuyo dispositivo 
dice así: 19 Que debe Rechazar, como en efecto Rechaza, 
en todas sus partes, la7 conclusiones de la señora Regina 
Gómez Vda. Ventura y Sucesorel• de Alejandro Ventura 
(Alejandrito), señores: Ana Delia y José de Jesús Ventu-
ra y Gómez; y 29 Que debe Ordenar, como en efecto Orde-
na. la  transferencia de esta parcela, '''on todas sus mejo-
ras, a favor del señor Angel Leonardo Ventura Vargas, 
dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domiciliado 
y residente en "Hatico", Común de Valverde, Provincia de 
Santiago, Cédula No. 3227, serie 34, se.:110 No. 603254 para 
el ario de 1951; 39 Que debe Ordenar, Como en efecto Or-
dena, al Registrador de Títulos del Departamento de San-
tiago, la cancelación del Certificado de Título No. 30 rela-
tivo a la Parcy`,. No. 69 del Distrit I Catastral No. 2 de la 
Común de Valverde, Sección de ") erba de Guinea", lugar 
de "Palo Amarillo", Provincia det. Santiago, así como todos 1 los Duplicados del Dueño que s ..-up, ..4'",-.,In expedido, a fin de 
que sea sustituído por el Nuevo ---2ji:tficado de Título co- 
rrespondiente a favor de Angel Leonardo Ventura Vargas"; 
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Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer Medio: 
Violación d'el artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil y falta de base legal"; "Segundo Medio: Violación de los 
artículos 267, 189, 190, 191, 192, 185 y 186 de la Ley de 
Registro de Tierras No. 1542, del año 1947"; "Tercer Me-
dio: Violación de los artículos 1318, 1323 y 1353 del Códi-
go Civil"; "Cuarto Medio: Violación de los artículos 137, 
367 y 71 de la misma Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
del recurso se alega que la sentencia impugnada adolece 
del vicio de falta de motivos y de base legal porque "ha-
bía una presunción grave, precisa y concordante, por los 
elementos de la causa, de que el acto era simulado, de que 
no hubo un consentimiento válido, ni la entrega de un pre-
cio" y, porque, además "la sentencia contiene motivos tan 
inoperantes que dejan subsistir la cuestión litigiosa"; 

1Considerando que e examen de la sentencia impugna-
./ 

da y el de la sentencia de jurisdicción original, cuyos' mo- 
tivos fueron adoptados por aquella, revela que los jueces 
del fondo no han ipcurrido en ninguno de los vicios y vio-
laciones que denuncian los recurrentes en este medio; por-
que en dichos fallos se respondió a todo lo que fué objeto 
de conclusiones formales de parte de los demandantes y 
se enumeraron lolzi elementos de hecho que justifican la de• 
cisión; que, en e:'\cto, ante la jurisdicción de apelación los 
demandantes pidiáon la revocación de la sentencia de ju-
risdicción original y que se declarase nulo y sin ningún 
efecto el acto de venta del treintiuno de diciembre de mil 
novecientos cuarenta\ y seis, por las ca" siguientes: "a) 
porque en el acto de '1,7enta no se cumplió con las exigen-
cias establecidas porr.? Art. 267, de la Ley No. 1542; b) 
porque el acto no). que una simulación fraudulenta; 
y c) porque no hubo u.c; consentimiento válido del vende-
dor"; 



596 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que, en relación con el primer punto, 
el Tribunal Superior de Tierras ha declarado que, en la 
especie, "no se podía exigir al dueño en el momento de la 
instrumentación del acto la presentación del Duplicado, 
de Título, en razón de que todavía no había sido expedido 
el Decreto de Registro correspondiente", agregando que "el 
requisito de obtener copia certificada del dispositivo de 
la sentencia de adjudicación o una certificación del Secre-
tario del Tribunal sobre el estado de saneamiento del terre-
no no es exigido a pena de nulidad del acto que instru-
mente un notario en ausencia de tal formalidad"; que sien-
do ello así, el Tribunal Superior de Tierras hizo una correc-
ta interpretación del citado artículo 267 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, contrariamente a lo sostenido por los 

recurrentes; 
Considerando, en cuanto al segundo punto, que a este 

respecto en el fallo impugnado se expresa que los deman-
dantes no presentaron elementos szl¿: prueba para estable-
cer ni la simulación ni el fraude por ellos alegado; que, 
por otra parte, el juez de jurisdicción original para respon-
der al indicio de simulación o de fraude'que señalaron los 
demandantes, consistente en que el comprador no pagó el 

precio ni ha rendido cuenta de él, después de la muerte 
del vendedor, acaecida en la casa del primero, el juez de 
la causa apreció, ponderando la declaracP,n de los testigos 
que fueron presentados, "que parte del r recio lo distribuyó 
el señor Alejandro Ventura entre sus hijos y el resto la 
consumió en el curso de sus últimos alos, porque la fecha 
en que se instrur-,..mtó el acto no deb.).1 tomarse como pun-
to de partida d'e la venta en sí"; cikestión de hecho que 
es del dominio exclusivo de los juet- 4 del fondo; 

1.54* 
Considerando en cuanto al teyr.4:' int°, relativo a la 

nulidad de la venta por encontran demi-ente el vendedor 

en el momento del contrato y no haber podido dar un con- 
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sentimiento válido; que el Tribunal Superior de Tierras 
ha declarado sobre este particular que los demandan1es tio 
han presentado tampoco la prueba necesaria para estable-
cer ese hecho, y, por su parte, el juez de jurisdicción ori-
ginal expresa "que, por el contrario, el señor Angel Leo-
nardo Ventura ha probado por medio de los testigos José 
Benjamín Cabral y Báez, Elidora Inoa y Julio Enrique. Are-
ña Reyes que nunca conocieron al finado Alejandro Ven-
tura como loco o demente"; y agregó "que la propia decla-
ración de la cónyuge superviviente revela que lo que hubo 
entre ella y su esposo fué una manifiesta incompatibilidad 
cle caracteres que forzó al esposo a abandonar el domicilio 
conyugal"; que, por todo lo expuesto, este primer medio del 
.recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por su segundo medio los recurren-
tes alegan esencialmente que en el fallo impugnado se "han 
violado los artículos 267, 189, 190, 191, 192, 185 y 186 de 
la Ley de Registro de Vierras", porque tratándose de un 
terreno registrado el comprador no podía hacer regiskrar el 
acto de venta sin tener el duplicado del certificado de títu-
lo expedido a favor /lel vendedor; y por haberse opuesto 
además los sucesores del vendedor; pero, 

Considerando que el artículo 185 de la Ley de Regis-
tro de Tierras está a, í concebido "Después que un derecho \) 
ha sido objeto de w:-- rimer registro, cualquier acto volun-
tario o forzoso que relacione can ese mismo derecho so-
lamente surtirá efecto, de acuerdo con esta ley, desde el 
n.....)mento en que se pr tique su registro e la Oficina del visie 
Registrador de Títulos (. rrespondiente"; qu, _ I estudio de 
'ese texto pone de manif.' sto que los actos que tengan por 
objeto un terreno regis,-.:. no son nulos o dejan de tener 
valor jurídico entre y '04---1 es por el hecho de que el du-
plicado del certificado de taulo del dueño no sea entregado 
al Registrador de Títulos; que, en este orden de ideas, cuan- 
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Considerando que, en relación con el primer punto, 
el Tribunal Superior de Tierras ha declarado que, en la 
especie, "no se podía exigir al dueño en el momento de la 
instrumentación del acto la presentación del Duplicado. 
de Título, en razón de que todavía no había sido expedido. 
el Decreto de Registro correspondiente", agregando que "el 
requisito de obtener copia certificada del dispositivo de 
la sentencia de adjudicación o una certificación del Secre-
tario del Tribunal sobre el estado de saneamiento del terre-
no no es exigido a pena de nulidad del acto que instru-
mente un notario en ausencia de tal formalidad"; que sien-
do ello así, el Tribunal Superior de Tierras hizo una correc-
ta interpretación del citado artículo 267 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, contrariamente a lo sostenido por los 

recurrentes; 
Considerando, en cuanto al segundo punto, que a este 

respecto en el fallo impugnado se expresa que los deman-
dantes no presentaron elementos dé' prueba para estable-
cer ni la simulación ni el fraude por ellos alegado; que, 
por otra parte, el juez de jurisdicción original para respon-
der al indicio de simulación o de fraudé'que señalaron los 
demandantes, consistente en que el comprador no pagó el 
precio ni ha rendido cuenta de él, después de la muerte 
del vendedor, acaecida en la casa del primero, el juez de 
la causa apreció, ponderando la declaracNi de los testigos 
que fueron presentados, "que parte del r recio lo distribuyó 
el señor Alejandro Ventura entre sus hijos y el resto lo 
consumió en el curso de sus últimos alos, porque la fecha 
en que se instruy,..mto el acto no deb.): tomarse como pun-
to de partida d'e la venta en sí"; cikestión de hecho que 
es del dominio exclusivo de los juet,t; del fondo; 

Considerando en cuanto al t 	litio, relativo a la 

nulidad de la venta por encontran de/lis-ente el vendedor 
en el momento del contrato y no haber podido dar un con- 
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Sentimiento válido; que el Tribunal Superior de Tierras 
ha declarado sobre este particular que los demandantes no 
han presentado tampoco la prueba necesaria para estable-
cer ese hecho, y, por su parte, el juez de jurisdicción ori-
ginal expresa "que, por el contrario, el señor Angel Leo-
nardo Ventura ha probado por medio de los testigos José 
Benjamín Cabral y Báez, Elidora Inoa y Julio Enrique Ure-
fía Reyes que nunca conocieron al finado Alejandro Ven-
tura como loco o demente"; y agregó "que la propia decla-
ración de la cónyuge superviviente revela que lo que hubo 
entre ella y su esposo fué una manifiesta incompatibilidad 
de caracteres que forzó al esposo a abandonar el domicilio 
conyugal"; que, por todo lo expuesto, este primer medio del 
.recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por su segundo medio los recurren-
tes alegan esencialmente que en el fallo impugnado se "han 
violado los artículos 267, 189, 190, 191, 192, 185 y 186 de 
la Ley de Registro de Vierras", porque tratándose de un 
terreno registrado el comprador no podía hacer regis:-,zar el 
acto de venta sin tener el duplicado del certificado de títu-
lo expedido a favor ipel vendedor; y por haberse opuesto 
además los sucesores del vendedor; pero, 

Considerando que el artículo 185 de la Ley de Regis-
tro de Tierras está a ) í concebido Despues que un dere.cho 
ha sido objeto de irs-i- rimer registro, cualquier acto volun-
tario o forzoso que se relacione can ese mismo derecho so-
lamente surtirá efecto, de acuerdo con esta ley, desde el 
n.....anento en que se pr tique su registro e la Oficina del 14,5 

rtegistrador de Títulos rrespondiente"; qu, el estudio de 
ese texto pone de manif ,sto que los actos que tengan por 
objeto un terreno regisfr.-." no son nulos o dejan de tener 
valor jurídico entre 5._:, es por el hecho de que el du-
plicado del certificado de aulo del dueño no sea entregado 
al Registrador de Títulos; que, en este orden de ideas, cuan- 
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lo dice dicho artículo es que el acto "solamente surtirá 
efecto" "desde el momento en que se practique su registro", 
en la oficina correspondiente, que es lo que lo hace opo-
nible erga onmes; que, por otra parte, el artículo 191 de la 
vnisma ley hace incuestionable esta interpretación al dar-
le facultad al Tribunal Superior de Tierras para ordenar 
la transferencia de un certificado de título en caso de que 
en ejecución de una convención no se entregue. el duplica-
do al Registrador de Títulos; que, por consiguiente, el fa-
llo impugnado, al ordenar la transferencia de la parcela 
litigiosa, después de haber rechazado el pedimento de los 
-demandados, no ha violado ninguno de los artículos que 

ze indican en el presente medio; 

'Considerando que por el tercer medio se invoca la vio-
lación de los artículos 1318, 1323 y 1353 del Código Civil, 
porque "es una inconsecuencia con la ley, declarar el acto 

treintiuno de diciembre de mil novecientos cuarenta y 
seis, como auténtico, después de rhabérsele reconocido vi-

drios de formas"; 
Considerando que aparte de las consecuencias que pre-

tenden derivar los recurrentes con ehy.p alegato es lo cierto 

que el fallo impugnado en ninguna parte reconoce que la 
-referida acta de venta adolece, de vicios de forma, sino que, 

por el contrario lo declaró válido; que este medio carece 

pues de fundamento; t-t 

Considerando que por el cuarto 7'4) último medio se ale-
ga la violación nuevamente del artículo 267, y además de 
los artículos 71 y 137 de la Ley Ce Registro de Tierras; 

que en relacp con la pretendid,i violación del primero 
de estos artiCulos ya se ha dem listrado precedentemente 
que éste no ha sido violado en e?.i.allo impugnado; , 

. 	 . , 

Considerando que acerca 	"«:;.yiolacion de los otros 

dos artículos, el argumento fun Amerítal de los recurrentes 

es que„ habiendo estado registrada la parcela No. 69, desde 
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el cuatro de noviembre de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, en favor" de los sucesores de Alejandro Ventura, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido ordenar un registro 
en favor de otra persona, a no ser en caso de fraude y den-
tro del plazo prescrito por la ley; pero, 

Considerando que en la especie la litis se contraía a 
determinar si procedía o no la transferencia pedida por el 
«comprador, en ejecución del contrato de venta celebrado 
con el causante de los actuales recurrentes; que, como se 
ha expresado'ya, el Tribunal Superior de Tierras tiene fa-
cultad en virtud del artículo 191 de la Ley de Registro de 
Tierras, para dirimir la contestación que haya podido sur-
gir con tal motivo; que, como consecuencia de ello, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido violar los textos 
de ley señalados en este medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Regina Gómez Vda. Ventura y com-
partes contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha veintinueve de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo d'spositivo se copia en otro lugar del 1 
presente fallo; y Segl ndo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas con distracción en provecho del Dr. Carlos 
Cornielle hijo por afirmar haberlas avanzado. 

(Firmados): H. ., errera Billini.— J. Tomás Mejía.— 'k 
Miguel Ricardo Roi."1"n.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez ..t ybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General 

La presente sentenc ha sido dada y ft!%.ada por los 
t 

señores Jueces que figu n en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del cl-Y,',..9es y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y y:12:961a por mí, Secretario General, 

'‘J 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

t A 
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lo dice dicho artículo es que el acto "solamente surtirá 
efecto" "desde el momento en que se practique su registro", 
en la oficina correspondiente, que es lo que lo hace opo-
nible erga onmes; que, por otra parte, el artículo 191 de la 
misma ley hace incuestionable esta interpretación al dar-
le facultad al Tribunal Superior de Tierras para ordenar 

la transferencia de un certificado de título en caso de que 
en ejecución de una convención no se entregue. el duplica-
do al Registrador de Títulos; que, por consiguiente, el fa-
llo impugnado, al ordenar la transferencia de la parcela 
litigiosa, después de haber rechazado el pedimento de los 
.demandados, no ha violado ninguno de los artículos que 

ze indican en el presente medio; 

'Considerando que por el tercer medio se invoca la vio-
lación de los artículos 1318, 1323 y 1353 del Código Civil, 
porque "es una inconsecuencia con la ley, declarar el acto 

del treintiuno de diciembre de mil novecientos cuarenta y 
zeis, como auténtico, después de chabérsele reconocido vi-

:dos de formas"; 
Considerando que aparte de las consecuencias que pre-

tenden derivar los recurrentes con este alegato es lo cierto 

que el fallo impugnado en ninguna parte reconoce que la 
.referida acta de venta adolece, de vicios de forma, sino que, 

jpor el contrario lo declaró válido; que este medio carece 

pues de fundamento; 
Considerando que por el cuarto último medio se ale-

ga la violación nuevamente del artículo 267, y además de 
los artículos 71 y 137 de la Ley Ce Registro de Tierras; 

que en relacy,/,:i con la pretendidl violación del primero 

ede estos artieulos ya se ha dem k ■strado precedentemente 

que éste no ha sido violado en el impugnado; 

-Considerando que acerca 	":-‘.yiolación de los otros 

dos artículos, el argumento fun emerítal de los recurrentes 

es quee habiendo estado registrada la parcela No. 69, desde 
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el cuatro de noviembre de mil novecientos cuarenta y nue-
ve, en favor' de los sucesores de Alejandro Ventura, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido ordenar un registro 
en favor de otra persona, a no ser en caso de fraude y den-
tro del plazo prescrito por la ley; pero, 

Considerando que en la especie la litis se contraía a 
determinar si procedía o no la transferencia pedida por el 
comprador, en ejecución del contrato de venta celebrado 
con el causante de los actuales recurrentes; que, como se 
ha expresado 'ya, el Tribunal Superior de Tierras tiene fa-
cultad en virtud del artículo 191 de la Ley de Registro de 

- Tierras, para dirimir la contestación que haya podido sur-
gir con tal motivo; que, como consecuencia de ello, el Tri-
bunal Superior de Tierras no ha podido violar los textos 
de ley señalados en este medio; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Relina Gómez Vda. Ventura y com-
partes contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha veintinueve de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo d'spositivo se copia en otro lugar del ii 
presente fallo; y Segl ndo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas con distracción en provecho del Dr. Carlos 
Cornielle hijo por afirmar haberlas avanzado. 

(Firmados): H. ., errera Billini.— J. Tomás Mejía. 
— 

is, 
Miguel Ricardo Rol"' 'n.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez ' ybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General 

La presente sentenc ha sido dada y AllbSlada por los 
señores Jueces que figui\n en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del cv::1 mes y ario en él expresados, y 
fué firmada, leída y p- '1,:lin' a por mí, Secretario General, - 	1, 
que certifico. (Firmado): Er'nesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE MARZO DE 1954 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 30 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teófilo A. Coceo.— Abogado: Lic.Quírico Elpidio Pé-

rez. B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Jtkán Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rd. Ambrosio Alvarez Aybar, Damiki Báez B., Manuel A. 
Amiama y Dr. Carlos Sánchez y Sán¿bez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treintiuno del mes de marzo de mil povecientos cincuen-
ta y cuatro, arios 1119 de la Independ01:;ia, 919 de la Restau-
ración y 249 de la Era de Trujillo, é:ida en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre eliyacurso de casacióni,interpuesto por Teófilo 
Antonio CocZo, dominicano, mayi;r de edad, casado, ofici-
nista, natural de Puerto Plata, inniciliado y residente en 

esta ciudad, portador de la c 	, personal de identidad 

número 16938, serie 47, con 	Rentas Internas re- 

novado para el año 1953, número 44791, contra sentencia' 
en materia correccional pronunciada por' la Corte de Ape- 

51/4 

y 

lación de Ciudad Trujillo, en fecha treinta de noviembre 
del ario 1953, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
'presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Néstor Caro, cédula personal de identidad 
número 12531, serie 26, renovada con sello número 16374, 
en representación del Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 
personal de identidad número 3726, serie 1, renovada con 
sello número 440-53, abogado del recurrente, len la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te. en el cual expone que no está conforme con la senten-
cia impugnada; 

Visto el memoriande casación de fecha cinco del mes ' 
de marzo del ario mil novecientos cincuenta y cuatro, sus-
crito por el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., abogado del re- i currente, en el cual,' e invoca, como medio único, "la viola-
ción de la autorida de la cosa juzgada, en la sentencia re-
currida (Art. 1351 del Código Civil, que rige también esta 
materia). y Falta de. Base Legal"; 

\t. La Suprema Ct. rte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los'z, tículos 6, inciso 12, de la Constitución ' 
de la República; 1351 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley 
3726 de 1953, sobre Pi\ocedimiento de Casación; 

Considerando, que. en la sentencia im nada y en los 
documentos a que ella 1 e refiere consta lo siguiente: "a) 
que con rnotivo de unl.-01 uerella presentada contra el se-
ñor Te.ófilo A. Cocco.,. :':,,,:' os delitos de sustracción y gra- ir:,,,I. 
videz en perjuicio de 1V111 elina Angela Rojas Almonte, la 
Segunda'Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó, en fecha 

eb 

ihr" 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE MARZO DE 1954 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 30 de noviembre de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teófilo A. Coceo.— Abogado: Lic.Quírico Elpidio Pé-

rez. B. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Jyn Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
re'. Ambrosio Alvarez Aybar, Damiác Báez B., Manuel A. 
Arniama y Dr. Carlos Sánchez y Sán¿bez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
treintiuno del mes de marzo de mil oovecientos cincuen-
ta y cuatro, arios 1119 de la Independepa, 919 de la Restau-
ración y 249 de la Era de Trujillo, ácta en audiencia pú-

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el j,,,e.curso de casación minterpuesto por Teófilo 
Antonio Co&o, dominicano, mayí:r de edad, casado, ofici-
nista, natural de Puerto Plata, tilmiciliado y residente en 
esta ciudad, portador de la c :t*:;, personal de identidad 
número 16938, serie 47, con Rentas Internas re-
novado para el ario 1953, número 44791, contra sentencia 
en materia correccional pronunciada por' la Corte de Ape- 

lación de Ciudad Trujillo, en fecha treinta de noviembre 
del ario 195.3, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Néstor Caro, cédula personal de identidad 
número 12531, serie 26, renovada con sello número 16374, 
en representación del Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 
personal de identidad número 3726, serie 1, renovada con 
sello número 440-53, abogado del recurrente, len la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en el cual expone que no está conforme con la senten-
cia impugnada; 

Visto el memorial ›..de casación de fecha cinco del mes ' 
de marzo del ario mil novecientos cincuenta y cuatro, sus-
crito por el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., abogado del re- i currente, en el cual; e invoca, como medio único, "la viola-
ción de la autorida de la cosa juzgada, en la sentencia re-
currida (Art. 1351 del Código Civil, que rige también esta 
materia). y Falta de\ Base Legal"; 

La Suprema Orte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los'Irtículos 6, inciso 12, de la Constitución 
-de la República; 1351 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley • 
3726 de 1953, sobre PAocedimiento de Casación; 

Considerando, quetken la sentencia imOvnada y en los 
documentos a que ellál e refiere consta lo siguiente: "a) 
que con motivo cle unliq, uerella presentada contra el se-,. 
ñor Teófilo A. Cocco - --':..- os delitos de sustracción y gra-",i..'..,7 
videz en perjuicio de MI elina Angela Rojas Almonte, la 
Segunda•Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó, en fecha 
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15 de Mayo de 1953 una sentencia mediante la cual decla-
ró al indicado señor Teófilo A. Cocco, no culpable de los 
delitos de sustracción y gravidez en perjuicio de la menor 
Miguelina Angela Rojas Almonte, descargándolo del men-
cionado delito por no haberlo cometido; b) que esa senten-
cia no fué recurrida en apelación por las personas a quie-
nes correspondía; c) que, posteriormente, o sea en fecha 
22 de Julio de 1953, la señora Miguelina Angela Rojas Al-
monte, presentó. formal querella contra Teófilo A. Coceo, 
acusándolo de violación de la Ley No. 2402 en perjuicio del 
menor 'Julio César, procreado según ella, con el señor Coc-
eo"; d) que llenadas las formalidades legales del caso, la 
Segunda Cámara Penal amparada del mismo, lo falló con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar; como en efecto declara, inadmisible la acción pública 
seguida contra el Señor Teófilo Coceo, de generales que 
constan en el expediente, en virtud de la querella presen-
tada por la señora Miguelina Angéia Rojas Almonte, por 
violación a la Ley No. 2402, en razón de que el supradicho 
señor Teófilo A. Coceo, fué declarado como no autor del 
delito de sustracción y gravidez de laliludida señora, por 
sentencia de esta misma Cámara de feita 15 de mayo de 
este ario; y, consecuentemente, dicha sentencia ha adquiri-
do la autoridad de la cosa irrevocablezlente juzgada; Se-
gundo: que debe declarar, como al efet-'1-43 declara' las cos-

tas de oficio"; e) que, no conforme c4"n" lo dispuesto por 

•esta sentencia, la querellante Miguelh'ia Angela Rojas Al-
monte interpuso, en fecha veintiunt, de Septiembre del 
mil novecientorIncuentitrés, formai 'recurso de apelación 
contra la misnía, por declaración. }lecha en la Secretaría 
de dicha Segunda Cámara Penal, 1.4L lo cual se levantó la 

correspondiente acta; f) que ap 	la, en esa forma„ la 

Corte de Apelación de Ciudad 	o, y después de va- 

rios reenvíos, fué fijada, por último, la audiencia del día 
veintiséis de Noviembre del pasado ario de mil' novecien- 
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tos cincuentitrés, a las nueve horas de la mañana, para Ia 
vista de la causa; g) que luego de conocer, del modo in-
dicado, la causa, la Corte de procedencia dictó sentencia. 
en su audiencia del día treinta del mes de Noviembre del 
citado año mil novecientos cincuentitrés, disponiendo lol 
siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la 
forma, el presente recurso de apelación interpuesto por la 
querellante Miguelina Angela Rojas Almonte; Segundo::: 
Rechaza por improcedentes e infundadas ,las conclusiones 
presentadas por el prevenido Teófilo A. Coceo, por me-
dio de las cuales solicita la confirmación de la sentencia. 
apelada, con todas sus consecuencias; Tercero: Anula la: 
sentencia contra la cual se apela, dictada por la Segunda: 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-- 
frito Judicial de Santo Domingo, en fecha 21 de Septiem..- •• 
bre del ario 1953, cuyo dispositivo aparece copiado en otro, 
lugar del presente fallo;dy, obrando por propia autoridact, 
declara que sí es recibible, en el presente caso, la acción. 
pública en razón de que, la sentencia del 15 de Mayo de 
1953, de, la misma ScAunda Cámara Penal que declaró al 
prevenido Teófilo A. tocco, no autor de los delitos de sus-
tracción y gravidez de la joven Miguelina Angela Rojas 

Almonte y lo descar ó de dichos cielitos por no haberlos 1 
cometido, no tiene 4 toridad de la cosa juzgada respecto 
del delito de violacf¿Il de la Ley No. 2402 por el cual ha 
sido sometido el prevehido Teófilo A. Coceo; Cuarto: Avo-
ca el fondo del asunto que se trata o sea la violación de ;451 
la Ley No. 2402 de pan; del prevenido Teliklo A. Coceo, 
en perjuicio del menor .il,'io César, que la querellante Mi-

guelina Angela Rojas Alr4nte, afirma haber procreado con 
*dicho prevenido; Quintil;..;..4a la audiencia del día jueves 
17 del mes de diciembre cile 1953, para conocer del fondo, 
de la apelación; Sexto: Condena al prevenido Teófilo A... 
Coceo, al pago de las costas"; 

I ' -..ár' - 
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15 de Mayo de 1953 una sentencia mediante la cual decla-

ró al indicado señor Teófilo A. Cocco, no culpable de los 
delitos de sustracción y gravidez en perjuicio de la menor 
Miguelina Angela Rojas Almonte, descargándolo del men-
cionado delito por no haberlo cometido; b) que esa senten-
cia no fué recurrida en apelación por las personas a quie-
nes correspondía; c) que, posteriormente, o sea en fecha 
22 de Julio de 1953, la señora Miguelina Angela Rojas Al-
monte, presentó formal querella contra Teófiln A. Coceo, 
acusándolo de violación de la Ley No. 2402 en perjuicio del 
menor 'Julio César, procreado según ella, con el señor Coc-
eo"; d) que llenadas las formalidades legales del caso, la 
Segunda Cámara Penal amparada del mismo, lo falló con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar; como en efecto declara, inadmisible la acción pública 
seguida contra el Señor Teófilo Cocco, de generales que 
constan en el expediente, en virtud de la querella presen-
tada por la señora Miguelina Angéia Rojas Almonte, por 
violación a la Ley No. 2402, en razón de que el supradicho 
señor Teófilo A. Cocco, fué declarado como no autor del 
delito de sustracción y gravidez de la 1::.iludida señora, por 
sentencia de esta misma Cámara de fella 15 de mayo de 
este ario; y, consecuentemente, dicha sentencia ha adquiri-
do la autoridad de la cosa irrevocablenente juzgada; Se- . 
gundo: que debe declarar, como al der.o declara' las cos-
tas de oficio"; e) que, no conforme c0 lo dispuesto por 

•esta sentencia, la querellante Miguelh'ia Angela Rojas Al-
monte interpuso, en fecha veintiunt, de Septiembre del 
mil novecientorzIncuentitrés, formai 'recurso de apelación 
contra la misnía, por declaración Pecha en la Secretaría 
de dicha Segunda Cámara Penal, 1•IL lo cual se levantó la 

correspondiente acta; f) que ap 	ia, en esa forma„ la 

Corte de Apelación de Ciudad 	j o, y después de va- 

rios reenvíos, fué fijada, por último, la audiencia del día 
veintiséis de Noviembre del pasado ario de mil' novecien- 
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tos cincuentitrés, a las nueve horas de la mañana, para la 
vista de la causa; g) que luego de conocer, del modo in-
dicado, la causa, la Corte de procedencia 'dictó sentencia 
en su audiencia del día treinta del mes de Noviembre del 
citado año mil novecientos cincuentitrés, disponiendo la-
siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la. 
forma, el presente recurso de apelación interpuesto por Lst 
querellante Miguelina Angela Rojas Almonte; Segundo:- 
Rechaza por improcedentes e infundadas ,las conclusione 
presentadas por el prevenido Teófilo A. Coceo, por me-
dio de las cuales solicita la confirmación de la sentencia. 
apelada, con todas sus consecuencias; Tercero: Anula la,., 
sentencia contra la cual se apela, dictada por la Segunda! 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en fecha 21 de Septiem-
bre del ario 1953, cuyo dispositivo aparece copiado en otra 
lugar del presente fallo;iy, obrando por propia autoridact, 
declara que sí es recibible, en el presente caso, la acción. 
pública en razón de que, la sentencia del 15 de Mayo de 
1953, de, la misma ScAunda Cámara Penal que declaró a/ 
prevenido Teófilo Aitocco, no autor de los delitos de sus-
tracción y gravidez de la joven Miguelina Angela Rojas 

Almonte y lo descar ó de dichos delitos por no haberlos 1 
cometido, no tiene 4 toridad de la cosa juzgada respecto 
del delito de violaci de la Ley No. 2402 por el cual ha 
sido sometido el preve-'1-iido Teófilo A. Coceo; Cuarto: Aya-
ca el fondo del asunto que se trata o sea la violación de Ofp 
la Ley No. 2402 de pan; del prevenido Tekklo A. Coceo, 
en perjuicio del menor jl»io César, que la querellante Mi- -, 

-guelina Angela Rojas Alrt..';Irite, afirma haber procreado conr 
*dicho prevenido; Quinfl;....:4a la audiencia del día jueves 
17 del mes de diciembre cl,J 1953, para conocer del fondo, 
de la apelación; Sexto: Condena al prevenido Teófilo A__ 
Coceo, al pago de las costas"; 
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Considerando, que es contra esta sentencia que el re-
currente, Teófilo A. Coceo, ha intentado el recurso de casa-
ción presente, invocando el medio que en seguida será exa- 

minado; 
Considerando, que el recurrente invoca, en su citado 

memorial de casación, como medio único, que la Corte de 
procedencia ha violado los principios de la cosa juzgada 
(art 1351 del Código Civil) y que, por ello, adolece de fal-
ta de base legal, al fallar "que, en la especie, se trata de 
dos infracciones materialmente distintas e independientes, 
cuyos elementos constitutivos son inconfundibles y conser-
van su individualidad propia, de tal manera que lo resuelto 
relativamente a la una, no puede tener influencia respecto 
de la decisión que intervenga sobre la otra"; 

Considerando que, en efecto, la Corte cuya decisión se 
impugna ha dicho, entre otras cosas: "que, la causa de la 
dernanda en la acción pública, la 6anstituye el hecho delic-
tuoso imputado a la persona perseguida; que así, la auto-
ridad de la cosa juzgada y, por consiguiente, la extinción 
del derecho de la acción pública no V? produce sino cuan-
do haya identidad entre el hecho detictuoso ya juzgado y 
el hecho delictuoso ulteriormente perseguido; o cuando sien-
do distintos los hechos sea tan estrechli la vinculación exis-
tente entre ellos, que después de habl>tse estimado que uno 
de ellos no existía, no se puede, sin 4.1aer en contradicción, 
admitirse como constante el otro h¿cho"; que de esto, po-
niéndose en inmediata contradicci:'n con lo que acaba de 
dec:r, la Coryl de Apelación a cita ha derivado la conse- 
cuencia de "que ,en este orden 	ideas, la autoridad de lo 

juzgado con motivo del delito 	sustracción y gravidez 

de la joven Miguelina Angel 	s Almonte, que se im- 
putaba al prevenido Teófilo 	Coceo, no constituye un 
obstSculo judicial insuperable para que el mismo preveni- 
do sea ulteriormente perseguido y juzgado por el delito de 

44,  

violación de la Ley No. 2402, en perjuicio de un menor 
procreado cOn dicha joven, aunque exista la identidad de 
partes, y a pesar de que sean concomitantes los hechos 
que han servido de base a ambas persecuciones; que, no 
tratándose pues, del mismo hecho delictuoso y no existien-
do entre dichas infracciones ningún lazo de indivisibilidad 
ni estando tan estrechamente vinculados entre sí, es evi-
dente que el juez a quo, hizo, eh la sentencia apelada, una 
errada aplicación de los principios, por lo cual procede su 
anulación, con todas sus consecuencias legales"; 

Considerando, que no se explica lo decidido por el fa-
llo impugnado, después de haber él mismo consignado que 
la autoridad de la cosa juzgada se produce cuando, aún 
"siendo distintos los hechos sea tan estrecha la vinculación 
existente entre ellos, que después de haber estimado que 
uno de ellos no existía, no se puede, sin caer en contradic-
ción, admitirse como constante el otro hecho", ya que, en 
el caso de la especie, it'a criatura por nacer —en la acusa- , 	/ 
ción de sustraccion y gravidez— y la criatura por alimen- 
tar —en el delito d violación de la citada Ley No. 2402—, ? 
constituyen una s,: a y única persona física, por lo que 
no puede tener mái de un solo y único padre, conduciendo 
lo contrario a consagrar una imposibilidad biológica y una 
antinomia jurídica) consecuencia obligada que resulta del 
citado fallo, puestr.r.,que el recurrente, Teófilo A. Coceo, no 
puede ser y no se4 al mismo tiempo, padre y no padre 
de la criatura naciási de la querellante Miguelina Angela 
Rojas Almonte, segtí, que se aplique lo dispuesto por la 
Corte a qua o lo juzi do irrectrIctablekte por la sen-
tencia que descargó pg a siempre, al alegado padre, de la 
imputación de sustrac,:i 'n y gravidez de la mencionada 

::;,,„/. :0, querellante; 	tr:,,n-V 
Considerando, que e_ elemento causal determinante en 

la persecución por gravidez y el que obliga a un padre 
a pasar a su hijo la pensión élimenticia a que se refiere 

1 
q 

k». 
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violación de la Ley No. 2402, en perjuicio de un menor 
procreado cOn dicha joven, aunque exista la identidad de 
partes, y -a pesar de que sean concomitantes los hechos 
que han servido de base a ambas persecuciones; que, no 
tratándose pues, del mismo hecho delictuoso y no existien-
do entre dichas infracciones ningún lato de indivisibilidad 
ni estando tan estrechamente vinculados entre sí, es evi-
dente que el juez a quo, hizo, eh la sentencia apelada, una 
errada aplicación de los principios, por lo cual procede su 
anulación, con todas sus consecuencias legales"; 

Considerando, que no se explica lo decidido por el fa-
llo impugnado, después de haber él mismo consignado que 
la autoridad de la cosa juzgada se produce cuando, aún 
"siendo distintos los hechos sea tan estrecha la vinculación 
existente entre ellos, que después de haber estimado que 
uno de ellos no existía, no se puede, sin caer en contradic-
ción, admitirse como constante el otro hecho", ya que, en 
el caso de la especie, <a criatura por nacer —en la acusa- 

, 	i 
ción de sustraccion y gravidez— y la criatura por alimen-
tar —en el delito d violación de la citada Ley No. 2402—, j 
constituyen una sf. a y única persona física, por lo que 
no puede tener mái de un solo y único padre, conduciendo 
lo contrario a consagrar una imposibilidad biológica y una 
antinomia jurídica) consecuencia obligada que resulta del 
citado fallo, puest‘Ir.que el recurrente, Teófilo A. Coceo, no 
puede ser y no se4 al mismo tiempo, padre y no padre 
de la criatura naciat de la querellante Miguelina Angela 
Rojas Almonte, segú, que se aplique lo dispuesto por la 
Corte a qua o lo juzi do irrectrIctablerbarte por la sen-
tencia que descargó pg a siempre, al alegado padre, de la 
imputación de sustral-:• n y gravidez de la mencionada 
querellante; ., 

qr...s., 

Considerando, que e. elemento causal determinante en 
la persecución por gravidez y el que obliga a un padre 
a pasar a su hijo la pensión élimenticia a que se refiere 

1 
) ,- 
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Considerando, que es contra esta sentencia que el re-
currente, Teófilo A. Coceo, ha intentado el recurso de casa-
ción presente, invocando el medio que en seguida será exa- 

minado; 
Considerando, que el recurrente invoca, en su citado 

memorial de casación, como medio único, que la Cor:,e de 
procedencia ha violado los principios de la cosa juzgada 
(art. 1351 del Código Civil) y que, por ello, adolece de fal-
ta de base legal, al fallar "que, en la especie, se trata de 
dos infracciones materialmente distintas e independientes, 
cuyos elementos constitutivos son inconfundibles y conser-
van su individualidad propia, de tal manera que lo resuelto 
relativamente a la una, no puede tener influencia respecto 
de la decisión que intervenga sobre la otra"; 

Considerando que, en efecto, la Corte cuya decisión se 
impugna ha dicho, entre otras cosas: "que, la causa de la 
demanda en la acción pública, la banstituye el hecho delic-
tuoso imputado a la persona perseguida; que así, la auto-
ridad de la cosa juzgada y, por consiguiente, la extinción 
del derecho de la acción pública no produce sino cuan-
do haya identidad entre el hecho detictuoso ya juzgado y 
el hecho delictuoso ulteriormente perseguido; o cuando sien-
do distintos los hechos sea tan estrechk la vinculación exis-
tente entre ellos, que después de habOse estimado que uno 
de ellos no existía, no se puede, sin daer en contradicción, 
adrnitirse como constante el otro h¿cho"; que de esto, po-
niéndose en inmediata contradiccihn con lo que acaba de 
dec:r, la CorjA de Apelación a cp.a ha deriv,ado la conse-
cuencia de "que ,en este orden ideas, la autoridad de lo 
jrzgado con motivo del delito . sustracción y gravidez 

de la joven Miguelina Angel 	s Almonte, que se im- 
putaba al prevenido Teófilo 	Coceo, no constituye un 
obst5culo judicial insuperable para que el mismo preveni- 
do sea ulteriormente perseguido y juzgado por el delito de 

J-■ 
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la citada Ley No. 2402, reposa en la condición de progeni-
tor de la criatura por nacer, en un caso, y de la criatura 
por alimentar, en el otro, por lo que, cuando es un mismo 
y sólo hecho el que se invoca, como en el caso ocurrente 
—ya que la obligación alimenticia únicamente podría exis-
tir frente a la misma criatura' nacida del hecho de gravi-
dez antes desestimado--, no se puede decir que no es el au-
tor de la criatura, por un primer fallo irretractable, y que 
sí lo es, en un segundo fallo sobre alimentos, sin que am-
bos estén irreconciliablemente en contradicción; que proce-
de reconocer que, en principio, una vez rendida la decisión 
sobre un hecho determinado, no le es permitido al Minis-
terio Público resucitar en detalle y aisladamente alguna 
de las circunstancias que rodean a dicho hecho, aún cuan-
do ellas constituyeran, por sí mismas, crímenes o delitos, 
persiguiéndolas como delitos distintos; que siendo aquí la 
paternidad el hecho jurídico esencial para la existencia de 
ambas infracciones, existe, en cuant; a lo juzjado sobre 
ese hecho jurídico, en el caso ocurrente, la misma cues-
tión a decidir entre las mismas partesvuficiente, aunque 
el objeto fuera diferente, para nroduch; cosa juzgada, por 
todo lo cual la sentencia impugnada en ?.asación ha desco-
nocido y violado las disposiciones del artículo 1351 del Có-
digo Civil, al no coordinar ni armonizr.L.‘,r los hechos com-

eprobados por ella misma, con el textord ley que les ha 
sido aplicado; 
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A. Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curi 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral; que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. « 

Por tales motivos: casa, sin envr;o, la sentencia pro-
nunciada por la finote de Apelación le Ciudad Trujillo, en 
fecha treinta 1:1i mes de noviembre riel ario mil novecien- 4 tos cincuenta y tres. cuyo dispositi > ha sido transcrito en 
otro lugar del presente fallo, y d 	las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini — juan Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A «Alvarez Aybar..— Damián Báez B. —Manuel 
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la citada Ley No. 2402, reposa en la condición de progeni-
tor de la criatura por nacer, en un caso, y de la criatura 
por alimentar, en el otro, por lo que, cuando es un mismo 
y sólo hecho el que se invoca, como en el caso ocurrente 
—ya que la obligación alimenticia únicamente podría exis-
tir frente a la misma criatura- nacida del hecho de gravi-
dez antes desestimado--, no se puede decir que no es el au-
tor de la criatura, por un primer fallo irretractable, y que 
sí lo es, en un segundo fallo sobre alimentos, sin que am-
bos estén irreconciliablemente en contradicción; que proce-
de reconocer que, en principio, una vez rendida la decisión 
sobre un hecho determinado, no le es permitido al Minis-
terio Público resucitar en detalle y aisladamente alguna 
de las circunstancias que rodean a dicho hecho, aún cuan-
do ellas constituyeran, por sí mismas, crímenes o delitos, 
persiguiéndolas como delitos distintos; que siendo aquí la 
paternidad el hecho jurídico esencigl para la existencia de 
ambas infracciones, existe, en cuant,,1 a lo julgado sobre 
ese hecho jurídico, en el caso ocurrente, la misma cues-
tión a decidir entre las mismas partessjuficiente, aunque 
el objeto fuera diferente, para nroduche cosa juzgada, por 
todo lo cual la sentencia impugnada en msación ha desco-
nocido y violado las disposiciones del artículo 1351 del Có-
digo Civil, al no coordinar ni armonizr.L.‘,r los hechos com-
probados por ella misma, con el textorde ley que les ha 
sido aplicado; ,, 

Por tales motivos: casa, sin envp'o, la sentencia pro-
nunciada por la foste de Apelación le Ciudad Trujillo, en 
fecha treinta del mes de noviembre ¡del ario mil novecien-
tos cincuenta y tres. cuyo dispositi ) ha sido transcrito en 
otro lugar del presente fallo, y d las costas de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini — Juan Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A .Alvarez Aybar..--- Damián Báez B. —Manuel 
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A, Amiama.— Carlos Sánchez y Sánchez.— Ernesto Curi 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral; que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE MARZO DE 1954. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 25 

de junio de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: La Fincas Urbanas, C. por A.— Abogado: Dr. Rubén 

Fco. Castellanos R. 

Intimado: Ing. Emilio G. Montes de Oca.— Abogado: Lic. Félix 
Tomás Del Monte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
.Justicia, regularmente constituidas. por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidenie; uan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituta& Presidente; Rafae-: Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
Manuel A. Amiama, asistidos del Se¿'retario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias,''en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día ttr4eintiuno del mes de 
marzo de mil novecientos cincuenta'y cuatro, años 1119 
de la Independencia, 912 de la Res auración y 249 de la 
Era de Trujillo, dicta en audienciá pública, como corte 
de casación, 123Y,3iguiente sentenciap> 

Sobre el' recurso de casación cinterpuesto por La Fin-
cas Urbanas, C. por A., en Liqu. ición, Compañía por Ac-
ciones organizada de conformi »on las leyes de la Re-
pública Dominicana, con dorniulio y asiento social en la 
casa No. 1 de la calle Juan Parra Alba de esta ciudad, re-
presentada por su Presidente, señor Andrés Pastoriza, do- 
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minicano, mayor de edad, casado, funcionario público, por-
tador de la cédula personal de identidad No. 539,*serie 1, 
sello de renovación No. 4-0, de este domicilio y residencia, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el doctor Rubén Francisco Castellanos R., por-
tador de la cédula personal de identidad No. 22162, serie 
31, sello No. 8644, abogado de ia recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Félix Tomás Del Monte Andújar, 
portador de la cédula personal de identidad No. 968, serie 
1, sello No. 13296, abogado del recurrido Emilio G. Mon-
tes de Oca, dominicano, agrimensor, domiciliado y residen-
te en esta ciudad, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 20231, serie 1, sello No. 21258, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictame del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memor 1 de casación depositado en fecha vein-
te de agosto de xr 1 novecientos cincuenta y tres, por el 
Doctor Rubén Frar. isco Castellanos R.; 

Visto el memo7._ al de defensa depositado en fecha vein-
tiocho de septiemln

) 
de mil novecientos cincuenta y tres, 

por el Licenciado Fe ix Tomás Del Monte Andújar; 

Visto el memori.i. de ampliación de echa diez de fe-
brero de mil novecient ,s cincuenta y cuat depositado por 
el Lic. Félix Tomás De:r.`Monte Andújar; 

La Suprema Corte Ozt Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los ar.Alios 1134 y 1184 del Código Civil; 
133 del Código de Procedimiento Civil; 50, párrafo 29, y 
124 de la Ley de Registro de Tierras No. 1542, del año. 
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-Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 25 

de junio de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: La Fincas Urbanas, C. por A.— Abogado: Dr. Rubén 

Feo. Castellanos R. 

.Inthnado: Ing. Emilio G. Montes de Oca.— Abogado: Lic. Félix 

Tomás Del Monte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
.Justicia, regularmente constituída ■ por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presideníe; uan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituta& Presidente; Rafae-: Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., y 
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la Sala donde celebra sus audiencias,''en Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, hoy día treintiuno del mes de 
marzo de mil novecientos cincuenta'y cuatro, arios 1119 
de la Independencia, 913 de la Res auración y 249 de la 
Era de Trujillo, dicta en audienciá pública, como corte 
de casación, IpP3iguiente sentencia›, 

Sobre el` recurso de casación cInterpuesto por La Fin-
cas Urbanas, C. por A., en Liqui ición, Compañía por Ac-
ciones organizada de conformi las leyes de la Re-
pública Dominicana, con dorniulio y asiento social en la 
casa No. 1 de la calle Juan Parra Alba de esta ciudad, re-
presentada por su Presidente, señor Andrés Pastoriza, do- 

-  

minicano, mayor de edad, casado, funcionario público, por-

tador de la cédula personal de identidad No. 539, *serie 1, 
sello de renovación No. 4-0, de este domicilio y residencia, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tres,, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el doctor Rubén Francisco Castellanos R., por-
tador de la cédula personal de identidad No. 22162, serie 
31. sello No. 8644, abogado de ia recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Licenciado Félix Tomás Del Monte Andújar, 
portador de la cédula personal de identidad No. 968, serie 
1, sello No. 13296, abogado del recurrido Emilio G. Mon-
tes de Oca, dominicano, agrimensor, domiciliado y residen-
te en esta ciudad, portador de la cédula personal de iden-
tidad No. 20231, serie 1, sello No. 21258, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictame del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memor 1 de casación depositado en fecha vein-
te de agosto de ni 1 novecientos cincuenta y tres, por el 
Doctor Rubén Frar, isco Castellanos R.; 

Visto el memoi.yal de defensa depositado en fecha vein-
tiocho de septiembív de mil novecientos cincuenta y tres, 
por el Licenciado Fe ix Tomás Del Monte Andújar; \ 

Visto el memorbs de ampliación de echa diez de fe- 
brero de mil novecient s cincuenta y cuat depositado por ., 
el Lic. Félix Tomás De:,:Monte Andújar; 

La Suprema Corte rf\--y Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los aull. Vos 1134 y 1184 del Código Civil; 
133 del Código de Procedimiento Civil; 50, párrafo 29, y 
124 de la Ley de Registro de Tierras No. 1542, del alió. 

á A.Nr•L áL, 
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1947; y 1 y 65 de la Ley 3726, de 1953, sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veinticinco de septiembre de mil novecientos veintinueve 
intervino un contrato de mensura entre Alfredo Ricart Oli-
ves y Leo Ricart Olives, por sí y en representación de Fin-
cas Urbanas, C. por A., y el agrimensor Emilio G. Montes 
de Oca, que copiado a la letra dice así: "Entre los Seño-
res Don Alfredo y Don Leo Ricart Olives, por sí y como 
Presidente y Tesorero, respectivamente, de la Fincas Ur-
banas, C. por A., de una parte, quienes para los fines de 
‘este contrato serán denominados la Primera Parte; y de 
la otra parte el Agrimensor Público Don Emilio G. Mon-
tes de Oca, quien para los efectos de este contrato será de-
nominado la Segunda Parte, todos dominicanos, mayores 
de edad, domiciliados y residentes en esta Ciudad, ha sido 
convenido y pactado el siguiente .5:ontrato: 1.— La Pri-
mera Parte se compromete y obliga solicitar del Honora-
ble Tribunal de Tierras la expediciórl de la orden de prio-
ridad correspondiente, a fin de que 11 Segunda Parte, de 
acuerdo con el Art. 54 de la Ley de 11,egistro de Tierras, 
en combinación con el Decreto No. 81- del Gobierno del 
Presidente Vicini Burgos, efectúe la rrt'S.nsura catastral de 
una porción de terrenos contigua al Nol--Oeste de esta ciu-
dad, comprendida en los límites sigui ;.ntes: Por el Norte: 
la carretera Duarte.; por el Este: ter renos urbanizados de 
Don Emilio Tejera S., Ciudad de Se9rto Domingo, Distrito 
Catastral No. 2r",' por el Oeste: límil`e Este del Distrito Ca-
tastral No. 91.; por el Oeste: Cami•go Público. 2.--- La Se- or gunda Parte se compromete y ob ;,,,a a efectuar la mensu-
ra catastral de la porción de ter Varriba descrita, luego 
que los plazos de ley hayan transcurrido, salvo caso de fuer-
za mayor; a dejar situados todos los hitos reglamentarios; 

*Y1/4_  

a ejecutar el trabajo de campo y el de gabinete observan-
do las disposiciones contenidas en las leyes y reglamentos 
sobre la materia, y a no interrumpir tanto los trabajos 
de campo como los de gabinete hasta su terminación, que 
deberá suceder en el curso de ciento ochenta días, salvo 
caso de fuerza mayor debidamente justificado. 3.— La 
Primera Parte se compromete a pagar a. la Segunda Parte 
por este trabajo, incluyendo trabajos de campo y de ga-
binete, a razón de Dos Pesos con Cuarenta Centavos Oro 
Americano por cada hectárea mensurada ($2.40), incluyen-
do confección y colocación de hitos. Es entendido que nin-
guna parcela que resulte de la subdivisión de esta porción 
de terreno pagará por su mensura menos de Treinta Pesos 
oro ame., y que cualquier parcela de la propiedad 
de otra persona que no sea la Primera Parte, pagará su 
mensura a la Segunda Parte proporcionalmente, conforme 
lo disponga el Honorable Tribunal de Tierras de acuerdo 
con las leyes y reglamentaciones sobre la materia. 4.— La 
Primera Parte convie're en hacer a la Segunda Parte un 
.anticipo de Cincuentji Pesos Oro americano para los gas-
tos iniciales de este 'rabajo, mediante el recibo Correspon-
diente, a cuenta de, importe del mismo, y el resto al ser 
sometidas sus "notli a la Dirección General de Mensuras 
Catastrales para st.c revisión y aprobación. No serán consi-
derados como parcti las ni las manzanas ni los solares, pro-
piedad de la Prime. a Parte, que integran Ensanche Mi-
raflores, de la misri,e, aprobado en fecha Interior por el 
Ayuntamiento dé Sa,ito Domingo. Hecho de buena fe, etc . 
	"; b) que en fecl.? diecisiete de julionde mil novecien- 
tos cincuenta y uno e, ,agrimensor MonteSszie Oca dirigió 
una instancia al Tribu'al Superior de Tierras concebida 
en estos términos: "El r fe suscribe, Lic. Félix Tomás Del 
Monte y Andújar, abc,_a 9 de este domicilio, con estudio 
en la casa No. 27 de la calle Arzobispo Meriño, de esta 
ciudad, portador de la cédula personal de identidad número 

1-f>71 
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1947; y 1 y 65 de la Ley 3726, de 1953, sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veinticinco de septiembre de mil novecientos veintinueve 
intervino un contrato de mensura entre Alfredo Ricart Oli-
ves y Leo Ricart Olives, por sí y en representación de Fin-
cas Urbanas, C. por A., y el agrimensor Emilio G. Montes 
de Oca, que copiado a la letra dice así: "Entre los Seño-
res Don Alfredo y Don Leo Ricart Olives, por sí y como 
Presidente y Tesorero, respectivamente, de la Fincas Ur-
banas, C. por A., de una parte, quienes para los fines de 
este contrato serán denominados la Primera Parte; y de 
la otra parte el Agrimensor Público Don Emilio G. Mon-
tes de Oca, quien para los efectos de este contrato será de-
nominado la Segunda Parte, todos dominicanos, mayores 
de edad, domiciliados y residentes en esta Ciudad, ha sido 
convenido y pactado el siguiente .c;ontrato: 1.— La Pri-
mera Parte se compromete y obliga solicitar del Honora-
ble Tribunal de Tierras la expediciórl de la orden de prio-
ridad correspondiente, a fin de que ll Segunda Parte, de 
acuerdo con el Art. 54 de la Ley de 11,egistro de Tierras, 
en combinación con el Decreto No. 811 del Gobierno del 
Presidente Vicini Burgos, efectúe la rriSnsura catastral de 
una porción de terrenos contigua al Ncr5.--Oeste de esta ciu-
dad, comprendida en los límites sigui ;ntes: Por el Norte: 
la carretera Duarte; por el Este: terjenos urbanizados de 
Don Emilio Tejera -118., Ciudad de SAto Domingo, Distrito 
Catastral No. 21--,' por el Oeste: límilía Este del Distrito Ca-
tastral No. 91.; por el Oeste: Cami•So Público. 2.— La Se-
gunda Parte se compromete y ob zs:'a a efectuar la mensu- ot 
ra catastral de la porción de ter NI-arriba descrita, luego 
que los plazos de ley hayan transcurrido, salvo caso de fuer- 
.za mayor; a dejar situados todos los hitos reglamentarios; 
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a ejecutar el trabajo de campo y el de gabinete observan-
do las disposiciones contenidas en las leyes y reglamentos 
sobre la materia, y a no interrumpir tanto los trabajos 
de campo como los de gabinete hasta su terminación, que 
deberá suceder en el curso de ciento ochenta días, salvo 
caso de fuerza mayor debidamente justificado. 3.— La 
Primera Parte se compromete a pagar á la Segunda Parte 
por este trabajo, incluyendo trabajos de campo y de ga-
binete, a razón de Dos Pesos con Cuarenta Centavos Oro 
Americano por cada hectárea mensurada ($2.40), incluyen-
do confección y colocación de hitos. Es entendido que nin-
guna parcela que resulte de lá subdivisión de esta porción 
de terreno pagará por su mensura menos de Treinta Pesos 
oro ame., y que cualquier parcela de la propiedad 
de otra persona. que no sea la Primera Parte, pagará su 
mensura a la Segunda Parte proporcionalmente, conforme 
lo disponga el Honorable Tribunal de Tierras de acuerdo 
con las leyes y reglamentaciones sobre la materia. 4.— La 
Primera Parte convie're en hacer a la Segunda Parte un 
anticipo de Cincuentii Pesos Oro americano para los gas-
tos iniciales de este 'rabajo, mediante el recibo Correspon-
diente, a cuenta de, importe del mismo, y el resto al ser 
sometidas sus .notli a la Dirección General de Mensuras 
Catastrales para st.c revisión y aprobación. No serán consi-
derados como parclas ni las manzanas ni los solares, pro-
piedad de la Prime. a Parte, que integran el Ensanche Mi- . 
raflores, de la misn,e, aprobado en fecha Interior por el 
Ayuntamiento de Sá.tto Domingo. Hecho de buena fe, etc 
 "; b) que en fecl diecisiete de julionde mil novecien-
tos cincuenta y uno el,agrimensor MontE.Ssle Oca dirigió 
una instancia al Tribu?..al Superior de Tierras concebida 
en estos términos: "El r le suscribe, Lic. Félix Tomás Del r 
Monte y Andújar, 	.1.9 de este domicilio, con estudio 
en la casa No. 27 de la calle Arzobispo Meriño, de esta 
ciudad, portador de la cédula personal de identidad número 
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988 —serie lra., renovada con sello No. 166, quien actúa 
en nombre y representación del agrimensor público Emilio 

Montes de Oca, os expeone: En fecha 25 de septiembre 
del ario 1929, los señores Alfredo y Leo Ricart Olives, Pre-
sidente y Tesorero, respectivamente, de la Sociedad Urba-
nizadora "Fincas Urbanas, C. por A.", contrataron con el 
agrimensor Emilio G. Montes de Oca la mensura catastral 
de los solares y manzanas que integran el reparto denomi-
nado "Miraflores", de esta ciudad, al tosto de Treinta Pe-
sos ($30.00) cada solar (Véase anexo número 1).— La or-
den de prioridad necesaria para la realización de esa men-
sura, fué dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 
31 de enero del ario 1930, bajo la designación de Distrite 
Catastral No. 91,.octava parte. Concluidos que fueron los 
trabajos de campo, el referido agrimensor contratista en-
tregó a la dirección técnica la documentación correspon-
diente, para los fines de su revisión y aprobación. Esa en-
trega consta en factura del 24 de agosto del ario 1934 la 
cual con una nota al pie, la firmók el agrimensor Miguel 
A. Ravelo, en su calidad de Oficial ?,Tayor de la Dirección 
Gral. de Mensuras Catastrales. (Véas anexo No. 2).— A 
la presente fecha la Dirección Gral. dé 1

Mensuras Catastra-
les no ha revisado las notas y documerros del repetido ex-
pediente de mensura, a lo cual se debet el que el agrimen-
sor Montes ele Oca no haya presentade.1 los planos definiti-
vos y descripciones técnicas que tiene ?reparados desde ha-
ce mucho tiempo.— Como el terreno nel Ensanche "Mira-
flores" ha sido tomado para el ensajbliamiento del campo 
de aviación Gen: ral Andrews, y est(4probablemente ha de-
terminado el el ''uncamiento, en su Q'tpa final, del expedien-
te de mensura de que se trata, e"' agrimensor Mon,tes de 
Oca tiene interés en que ese Ho rabie Tribunal Superior 
de Tierras fije la suma que su d a, "Fincas Urbanas, C. 
por A.", debe pagarle, teniendo en cuenta la labor realiza-
da en ejecución del contrato del 25 de septiembre de 1929; 

- 
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para conocer y decidir lo cual esa Superioridad es abso-
lutamente competente, de acuerdo con lo que al efecto dis-
pone el Art. 50, párrafo 11, de la vigente Ley de Registro 

- de Tierras"; c) que para conocer de dicha instancia fué apo-
derado un Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, quien dictó su decisión No. 2, de fecha once de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, mediante 
la cual declaró su incompetencia para conocer del caso; 
d) que en fecha diez de octubre de mil novecientos treinta 
y cuatro Leo y Alfredo Ricart Olives dirigieron una ins-
tancia al Tribunal Superior de Tierras en solicitud de que 
"no se apremiara al agrimensor Montes de Oca para la ter-
minación de las mensuras que a la sazón realizaba en pro-
vecho de los impetrantes en los ensanches "Villa Consuelo" 
y "Mira Flores", etc.; e) que en fecha veintiocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y dos el Director General de 
Mensuras Catastrales rindió un informe al Juez de Juris-
dicción Original que expresa lo siguiente: "1.— Esta Di-
rección General se cg place en darle los siguientes infor-
mes relativos a la h esentación de la mensura del D. C. 
No. 91 8va. (Hoy r. C. No. 3 del Distrito de Santo Do-
mingo), conforme prioridad de fecha 31 de Enero de 
1930: a) En los are, ivos de esta Oficina se encuentra depo-
sitado un recibo d, nde consta que el Agr. Emilio G. Mon-
tes de Oca preseni, en fecha 24 de Agosto de 1934, para 
fines de revisión, el expediente de que se trata. b) Según 
consta en dicho recilVe, los planos presentados fueron indivi-
duales. c) Parte de :\ps documentos relativos a este expe-
diente fué retirado, s!ri. haberse revisack! d) Actualmente 
se encuentran deposiWdos en los archivos e esta Oficina, 
sin revisar, las hojas e'.11 computación y Plano de Reparto 
"Miraflores"; b) que .1__LIf.echa diez de junio de mil nove-
cientos cincuenta y tres "el Director General de Mensuras 
Catastrales rindió otro informe al Tribunal Superior de 

31111b 
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nizadora "Fincas Urbanas, C. por A.", contrataron con el 
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den de prioridad necesaria para la realización de esa men-
sura, fué dictada por el Tribunal Superior de Tierras el 
31 de enero del ario 1930, bajo la designación de Distrite 
Catastral No. 91,.octava parte. Concluidos que fueron los 
trabajos de campo, el referido agrimensor contratista en-
tregó a la dirección técnica la documentación correspon-
diente, para los fines de su revisión y aprobación. Esa en-
trega consta en factura del 24 de agosto del ario 1934 la 
cual con una nota al pie, la firmek el agrimensor Miguel 
A. Ravelo, en su calidad de Oficial ?I'layor de la Dirección 
Gral. de Mensuras Catastrales. (Véa anexo No. 2).— A 
la presente fecha la Dirección Gral. d¿ Mensuras Catastra- 

1 
les no ha revisado las notas y documerros del repetido ex- 
pedíente de mensura, a lo cual se debet el que el agrimen-
sor Montes de Oca no haya presentadO los planos definiti-
vos y descripciones técnicas que tiene jreparados desde ha-
ce mucho tiempo.— Como el terreno Ensanche "Mira-
flores" ha sido tomado para el ensarl5hamiento del campo 
de aviación Gety ral Andrews, y est(4probablemente ha de-
terminado el ef '3uncamiento, en su e!Iiipa final, del expedien-
te de mensura de que se trata, agrimensor Montes de 
Oca tiene interés en que ese Ho rabie Tribunal Superior 
de Tierras fije la suma que su d a, "Fincas Urbanas, C. 
por A.", debe pagarle, teniendo en cuenta la labor realiza-
da en ejecución del contrato del 25 de septiembre de 1929; 
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para conocer y decidir lo cual esa Superioridad es abso-
lutamente competente, de acuerdo con lo que al efecto dis-
pone el Art. 50, párrafo 11, de la vigente Ley de Registro 

- de Tierras"; c) que para conocer de dicha instancia fué apo-
derado un Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, quien dictó su decisión No. 2, de fecha once de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, mediante 
la cual declaró. su incompetencia para conocer del caso; 
d) que en fecha diez de octubre de mil novecientos treinta 
y cuatro Leo y Alfredo Ricart Olives dirigieron una ins-
tancia al Tribunal Superior de Tierras en solicitud de que 
"no se apremiara al agrimensor Montes de Oca para la ter-
minación de las mensuras que a la sazón realizaba en pro-
vecho de los impetrantes en los ensanches "Villa Consuelo" 
y "Mira Flores", etc.; e) que en fecha veintiocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y dos el Director General de 
Mensuras Catastrales rindió un informe al Juez de Juris-
dicción Original que expresa lo siguiente: "1.— Esta Di-
rección General se cc: place en darle los siguientes infor-
mes relativos a la esentación de la mensura del D. C. 
No. 91 8va. (Hoy . C. No. 3 del Distrito de Santo Do-
mingo), conforme prioridad de fecha 31 de Enero de 
1930: a) En los are, ivos de esta Oficina se encuentra depo-
sitado un recibo d, nde consta que el Agr. Emilio G. Mon-

tes de Oca preseni. en fecha 24 de Agosto de 1934, para 
fines de revisión, expediente de que se trata. b) Según 
consta en dicho recib' los planos presentados fueron indivi-
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Tierras que dice así: "1.—Pláceme informar a Ud. en res-
puesta de su oficio de la referencia, que en la subdivisión 
del D. C. No. 91/8a. figura una parte con la denomina-
ción de "Ensanche Miraflores" que corresponde actualmen-
te al D. C. No, 1 del Distrito de Santo Domingo, en el 
cual figuran medidos trescientos ochenta y cuatro sola-
res a nombre de Fincas Urbanas, C. por A. y los Treinta 
y cinco solares restantes a nombre de Virgilio Pimentel 
y Joaquín García Do-Pico. Este informe se le suministra 
conforme al plano de fecha 17 de Agosto de 1940 presen-
tado a esta Dirección General por el Agr. Emilio G. Mon-
tes de Oca.— 2. Este expediente no se revisó por haber si-
do ocupado en su totalidad por el Aeropuerto General An-
drews, los solares y manzanas en él comprendidos.— 3. El 
valor de cada plano definitivo se estima aproximadamente 
en la suma de É.D$2.00, como son 419 solares hacen un to-
tal de RD$838.00. Los planos definitivos que componen el 
mencionado Ensanche no han sido 1..\-,esentados por el Agr. 

1, Emilio C. Montes de Oca"; 	
It . 

Considerankdo que el fallo ahora :mpugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: ;"Falla: lo Se con-
firma le Decisión No. 2 dictada por et". Tribunal de Tie-

rras de Jurisdicción Original en fecha (11 del mes de no-
viembre del ario 1952, en relación con /xl. Distrito Catastral 
No. 3 del Distrito de Santo Domingo (Pntiguo D. C. 91/8), 
Reparto "Miraflores", Ciudad Trujillq cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'En el Distrito Catastral,'Número Tres (3) del 
Distrito de Sant:3' Domingo (Antiguc • D. C. Número 91/8): 
Que debe Dech.,!ár, como al efecto eclara, su Incompeten-
cia para conocer de la presente d manda'; 29 Se Fija en 

,lit la suma de RD$10,752.00 (Diez 	k Setecientos Cincuenta 
Pesos) el precio que "Fincas Urb,..nas", C. por A., está obli- 
gada a pagar al agrimensor Emilio G. Montes de Oca por 
la mensura de la porción de terreno que comprende el 

Ensanche "Miraflores", con subdivisión de éste en solares 
y manzanas, de acuerdo con el contrato de mensura de 
fecha 25 de septiembre del ario 1929"; 

Considerando que la recurrente Fincas Urbanas, C. 
por A. alega en su memorial de casación los medios que 
se enuncian a continuación: "Primer medio: Violación del 
Art. 1134 del Código Civil"; "Segundo medio: Violación 
del Art. 124 de la Ley de Registro de Tierras"; "Tercer 
medio: Violación del Art. 1134 en otro aspecto, y desna-
turalización de los hechos de la causa especialmente del 
informe rendido por el Director General de Mensuras Ca-
tastrales, en fecha veintiséis de julio de mil novecientos 
cincuenta y dos"; "Cuarto medio: Violación del Art. 1184 
del Código Civir; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
se alega que la sentencia impugnada, bajo pretexto de in-
terpretación, ha dejado .sin efecto la primera parte de la 
cláusula tercera del c,)ntrato, y ha desnaturalizado la se-
gunda parte de la mil_Ma cláusula; que el agrimensor Mon-
tes de Oca, de acuer ,to con el contrato, debía medir el pe-
rímetro del terreno 'y dividirle en parcelas de una hectá-
rea"; y que "la sub, .ivisión de cada hectárea en solares era 
obra posterior que ,debía realizar cada comprador por su 
cuenta"; pero 

Considerando que cuando en un contrato hay cláusu-
las ambiguas u obscti–as, los jueces del fondo están capaci-
tados para fijar sobenamente el verdadero sentido y al-
cance de sus cláusulas', _conforme a la CM. intención de 
las partes contratantes; 'que, en el presente'ttso, como am-
bas partes interpretaban je una manera completamente di-
ferente las cláusulas prcera y cuarta del contrato 
de mensura de fecha veincinco de septiembre de mil no-
vecientos veintinueve, a causa de su notoria obscuridad, 
el Tribunal Superior de Tierras procedió correctamente al 
hacer uso de su facultad de interpretación; 
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ción de "Ensanche Miraflores" que corresponde actualmen-
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tado a esta Dirección General por el Agr. Emilio G. Mon-
tes de Oca.— 2. Este expediente no se revisó por haber si-
do ocupado en su totalidad por el Aeropuerto General An-
drews, los solares y manzanas en él comprendidos.— 3. El 
valor de cada plano definitivo se estima aproximadamente 
en la suma de RD$2.00, como son 419 solares hacen un to-
tal de RD$838.00. Los planos definitivos que componen el 
mencionado Ensanche no han sido pl;-,esentados por el Agr. 

1, Emilio C. Montes de Oca"; 	 , 
1 . 

Consideran,do que el fallo ahora :mpugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: ;"Falla: 19 Se con-
firma le Decisión No. 2 dictada por et' Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original en fecha (11 del mes de no-
viembre del ario 1952, en relación con c <1 Distrito Catastral 
No. 3 del Distrito de Santo Domingo (o.ntiguo D. C. 91/8), 
Reparto "Miraflores", Ciudad Trujillq'' cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'En el Distrito Catastral,Número Tres (3) del 
Distrito de Santzi' Domingo (Antiguc. D. C. Número 91/8): 
Que debe Dech..,:ár, como al efecto eclara, su Incompeten-
cia para conocer de la presente d4kmanda'; 29 Se Fija en 

AkiltS la suma de RD$10,752.00 (Diez 	1 etecientos Cincuenta 
Pesos) el precio que "Fincas Urb nas", C. por A., está obli- 
gada a pagar al agrimensor Emilio G. Montes de Oca por 
la mensura de la porción de terreno que comprende el 

11..„  
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Ensanche "Miraflores", con subdivisión de éste en solares 
y manzanas, de acuerdo con el contrato de mensura de 
fecha 25 de septiembre del ario 1929"; 

Considerando que la recurrente Fincas Urbanas, C. 
por A. alega en su memorial de casación los medios que 
se enuncian a continuación: "Primer medio: Violación del 
Art. 1134 del Código Civil"; "Segundo medio: Violación 
del Art. 124 de la Ley de Registro de Tierras"; "Tercer 
medio: Violación del Art. 1134 en otro aspecto, y desna-
turalización de los hechos de la causa especialmente del 
informe rendido por el Director General de Mensuras Ca-
tastrales, en fecha veintiséis de julio de mil novecientos 
cincuenta y dos"; "Cuarto medio: Violación del Art. 1184 
del Código Civil'; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
se alega que la sentencia impugnada, bajo pretexto de in-
terpretación, ha dejado 'sin efecto la primera parte de la 
cláusula tercera del Ontrato, y ha desnaturalizado la se-
gunda parte de la mi9ma cláusula; que el agrimensor Mon-
tes de Oca, de acuer'ao con el contrato, debía medir el pe-
rímetro del terreno 'y dividirle en parcelas de una hectá-
rea"; y que "la sub,.ivisión de cada hectárea en solares era 
obra posterior que , debía realizar cada comprador por su 
cuenta"; pero 

Considerando que cuando en un contrato hay cláusu-
las ambiguas u obsciras, los jueces del fondo están capaci-
tados para fijar sober mamente el verdadero sentido y al-
cance de sus cláusulas, _conforme a la con intención de 
las partes contratantes; 'que, en el presenteitso, como am-
bas partes interpretaban le una manera completamente di-
ferente las cláusulas prcera y cuarta del contrato 
de mensura de fecha veint cinco de septiembre de mil no-
vecientos veintinueve, a causa de su notoria obscuridad, 
el Tribunal Superior de Tierras procedió correctamente al 
hacer uso de su facultad de interpretación; 

- 
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Considerando que el Tribunal SuPerior de Tierras 
ha dado las siguientes razones para interpretar, en la for-
ma que lo hizo, el referido contrato: "Que, de acuerdo 
con el sentido que "Fincas Urbanas", C. por A., atribuye 
a las cláusulas tercera y cuarta, ella no estaría obligada a 
pagar al agrimensor Montes de Oca por su trabajo, sino 
dos pesos con cuarenta centavos por cada hectárea mensu-
rada, y como la superficie del Ensanche "Miraflores", de 
su propiedad, mensurado por el Agrimensor Montes de Oca, 
es de 38 hectáreas, 16 áreas, 72 centiáreas, dicha compañía 
sólo estaría obligada a pagar la suma de 91 pesos con 60 
centavos"; "que de acuerdo con el informe rendido por el 
Director General de Mensuras Catastrales, en el expedien-
te de la mensura catastral del Ensanche "Miraflores", so-
metido por el agrimensor Emilio G. Montes de Oca a dicha 
oficina para fines de revisión y aprobación, figuran medi-
dos 384 solares a nombre de "Fincas Urbanas", C. por A., 
y el valor del plano definitivo y deskripción técnica de cada 
uno de dichos solares es de dos pesosl- "que por consiguien- 

1" , 
te, el agrimensor Montes de Oca tena-ria que pagar por es-
te único concepto la suma de setecieatos sesentiocho pe-
sos, y, si a esta suma se rebajaran los i',oveintiún pesos con 
sesenta centavos a que tendría derecllp el agrimensor de 
acuerdo con el sentido que le atribuyeÉl'al contrato "Fincas 
Urbanas", C. por A., se llegaría a la' conclusión absurda 
de que el agrimensor Montes de Ocalímediante el contrata 

ni de que se trata, quedaría obligado, :,a solamente a practi-
car gratuitameE:-e los trabajos de .ansura, de campo y de 
gabinete, silla/ ijae, además, estaría' obligado a pagar de su 
propio peculio la suma de RD$67E.40 para realizar la últi-
ma etapa del procedimiento, qu Alonsiste en la confección liva 
de los planos definitivos y descr - ones técnicas de los so-
lares resultantes; y que si Juez al interpretar los contratos 
debe buscar cuál ha sido la común intención de las par-
tes al contratar cuando las cláusulas oscuras o ambiguas, 

t 

son susceptibles de interpretarse en sentidos diferentes, es 
preciso atenerse a aquél que produzca algún efecto, o el 
efecto más lógico de acuerdo con la naturaleza del contra-
to y el Tribunal atribuiría a las cláusulas discutidas un sen-
tido absurdo si, acogiendo el modo de interpretar el con-

.trato de "Fincas Urbanas", C. por A., obligara al agrimen-
sor Morites de Oca no sólo a realizar el trabajo gratuita-
mente, sino a pagar de su peculio la suma de seiscientos 
setentiséis pesos con cuarenta centavos como valor de los 
planos definitivos y descripciones técnicas de los solares 
medidos, imprimiendo a dicho contrato un carácter de be-
neficencia en favor de "Fincas Urbanas, C. por A.", que, 
razonablemente, nunca pudo ser el objeto de la voluntad 
de las partes al contratar; Que, además, es uso general-
mente seguido por los agrimensores en esta ciudad cobrar 
por el trabajo de subdivisión la suma de 20 a 30 pesos por 
cada solar resultante de la misma"; 

Considerando. que los jueces del fondo para darle al 
contrato el alcance. l• el sentido ya expresado lejos de des-
naturalizar los hee'<i'os de la causa hicieron por el contra- 
rio, una correcta -,• blicación del Art. 1134 del Código Civil, .,t 
y se ajustaron a las pautas aconsejadas por el mismo Có-
digo para la inteipretación de los contratos; que, por con-
siguiente, este me-jio debe ser desestimado; 

I 
Considerando que en el segundo medio se alega que 

en. el fallo impugnedo se ha violado el Art. 124 de la Ley 
de Registro de Tieiras, porque dicho tribunal no tenía fa-
cultad en el caso Ora revisar la decis.:n de jurisdicción 1 
orginal ni para conocer de ella •en en& *ón, ya que nin-
guno de los litigantes interpuso esta vía de recurso; pero, I, 

Considerando quEll•li bien es cierto que el Tribunal Su-
perior de Tierras cornet,,ó un error al apoderar un juez de 
jurisdicción or:ginal para que conociera del caso, este error 
fué subsanado oportunamente; aue, en efecto, el juez de 
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son susceptibles de interpretarse en sentidos diferentes, es 
preciso atenerse a aquél que produzca algún efecto, o el 
efecto más lógico de acuerdo con la naturaleza del contra-
to y el Tribunal atribuiría a las cláusulas discutidas un sen-
tido absurdo si, acogiendo el modo de interpretar el con-

.trato de "Fincas Urbanas", C. por A., obligara al agrimen-
sor Mon'tes de Oca no sólo a realizar el trabajo gratuita-
mente, sino a pagar de su peculio la suma de seiscientos 
setentiséis pesos con cuarenta centavos como valor de los 
planos definitivos y descripciones técnicas de los solares 
medidos, imprimiendo a dicho contrato un carácter de be-
neficenoia en favor de "Fincas Urbanas, C. por A.", que, 
razonablemente, nunca pudo ser el objeto de la voluntad 
de las partes al contratar; Que, además, es uso general-
mente seguido por los agrimensores en esta ciudad cobrar 
por el trabajo de subdivisión la suma de 20 a 30 pesos por 
cada solar resultante de la misma»; 

Considerando. que los jueces del fondo para darle al 
contrato el alcance. 1. el sentido ya expresado lejos de des-
naturalizar los hec';os de la causa hicieron por el contra-
rio. una correcta liplicación del Art. 1134 del Código Civil, 
y se ajustaron a :tes pautas aconsejadas por el mismo Có-
digo para la inte•ipretación de los contratos; que, por con-
siguiente, este me4io debe ser desestimado; 

Considerando' que en el segundo medio se alega que 
en. el fallo impugnOo se ha violado el Art. 124 de la Ley 
de Registro de Tielyras, porque dicho tribunel no tenía fa-
cultad en el caso Ora revisar la decis::" n de jurisdicción 1 
or:ginal ni para conocer de ella •en enél• *ón, ya que nin-
guno de los litigantes interpuso esta vía de recurso; pero, 

I 	■ 

Considerando quelqi bien es cierto que el Tribunal Su-
perior de Tierras comet,,ó un error al apoderar un juez de 
jurisdicción or:ginal para que conociera del caso, es;,e error 
fué subsanado oportunamente; aue, en efecto, el juez de 
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Considerando que el Tribunal Superior de Tierras 
ha dado las siguientes razones para interpretar, en la for-
ma que lo hizo, el referido contrato: "Que, de acuerdo 
con el sentido que "Fincas Urbanas", C. por A., atribuye 
a las cláusulas tercera y cuarta, ella no estaría obligada a 
pagar al agrimensor Montes de Oca por su trabajo, sino 
dos pesos con cuarenta centavos por cada hectárea mensu-
rada, y como la superficie del Ensanche "Miraflores", de 
su propiedad, mensurado por el Agrimensor Montes de Oca, 
es de 38 hectáreas, 16 áreas, 72 centiáreas, dicha compañía 
sólo estaría obligada a pagar la suma de 91 pesos con 60 
centavos"; "que de acuerdo con el informe rendido por el 
Director General de Mensuras Catastrales, en el expedien-
te de la mensura catastral del Ensanche "Miraflores", so-
metido por el agrimensor Emilio G. Montes de Oca a dicha 
oficina para fines de revisión y aprobación, figuran medi-
dos 384 solares a nombre de "Fincas Urbanas", C. por A., 
y el valor del plano definitivo y deskripción técnica de cada 
uno de dichos solares es de dos pesos''. "que por consiguien- 

I" , 
te, el agrimensor Montes de Oca tenaina que pagar por es- 
te único concepto la suma de setecie,jatos sesentiocho pe- 
sos, y, si a esta suma se rebajaran los pveintiún pesos con 1 
sesenta centavos a que tendría derec p el agrimensor de 
acuerdo con el sentido que le atribuyel-al contrato "Fincas 
Urbanas", C. por A., se llegaría a la' conclusión absurda 
de que el agrimensor Montes de Ocaonediante el contrato 

iri de que se trata, quedaría obligado, .-,b solamente a practi-
car gratuitameE,e los trabajos de ..nsura, de campo y de 
gabinete, sincr g." ae, además, estaría. obligado a pagar de su 
propio peculio la suma de RD$67F.40 para realizar la últi-
ma etapa del procedimiento, qu t:onsiste en la confección 
de los planos definitivos y dese ones técnicas de los so-
lares resultantes; y que si Juez al interpretar los contratos 
debe buscar cuál ha sido la común intención de las par-
tes al contratar cuando las cláusulas oscuras o ambiguas 

41111k,' 
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jurisdicción original designado se declaró incompetente y el 
Tribunal Superior de Tierras fijó para conocer de la instan-
cia mencionada una audiencia pública a la cual concurrie-
ron ambas partes y concluy-eron al fondo; que, en tales 
condiciones, dicho tribunal afirmó su propia competencia 
habiendo quedado de este modo el Art. 124 de la Ley de 
Registro de Tierras ajeno, al nuevo giro que se le dió al 
procedimiento, con la aprobación implícita de las partes; 

Considerando que por el tercer medio se denuncia que 
en la sentencia atacada se ha violado el Art. 1134, en otro 
aspecto, y se ha desnaturalizado el informe del Director 
General de Mensuras Catastrales, del veintiocho ,de julio 
de mil novecientos cincuenta y dos, porque, de acuerdo con 
el contrato de mensura el -agrimensor Montes de Oca se 
obligó a "no interrumpir tanto los trabajos de campo como 
los de gabinete hasta su terminación, que deberá suceder 
en el curso • de ciento ochenta días, salvo caso de fuerza 
mayor" y, que, no obstante eso, dicho agrimensor "presen-
tó para fines de revisión el expedient`e; de mensura, el vein-
ticuatro de agosto de mil novecientos .é.,...einta y cuatro, esto 

es, cuatro arios y siete meses después ''le la prioridad del 
treintiuno de enero de mil novecientos \1:reinta"; agregan-
do, además, que existe otra violación clte dicho contrato, 
porque el agrimensor Montes de Oca rairó de la Direc-
ción General de Mensuras Catastrales barte de los docu-
mentos que él había depositado, sin haber sido revisados, 
lo que es igual a que si no los hubiereídepositado; 

nal, 
Considerando sen cuanto al plazo /ara realizar la men- , 	_ 

sura, que en la A„lina doce de la se ..tencia impugnada se 
examina la instáncia que enviaron .Alfredo y Leo Ricart 
01 ives, al Tribunal Superior de Ti .,!.ras, en fecha diez de 11, 
octubre de mil novecientos treint 	tres, en nombre de 

Fincas Urbanas, C. por A., propiellad del Ensanche Mira- 
flores 411. la cual dicha compañía manifestó que no tenía 

44k, 

• 
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interés en que los trabajos de mensura del referido Ensan-
che que practicaba el agrimensor Montes de Oca fueran 
apremiados, sino realizados "a medida que las posibilidades 
económicas lo permitan y las necesidades del negocio lo re-
quieran"; que al declarar el Tribunal Superior de Tierras 
a este respecto que al tenor de esa instancia había quedado 
prorrogado el plazo acordado a Montes de Oca en el con-
trato de mensura, derivó de ese documento la consecuen-
cia jurídica,que era procedente; 

Considerando, en cuanto al segundo alegato presenta-
do en apoyo de este medio de casación, que eI Director Ge-
neral de Mensuras Catastrales preseritó dos informes, el uno 
en fecha veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta 
y dos, al Juez de Jurisdicción Original y el otro al Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha diez de junio de mil no-
vecientos cincuenta y tres, y en ninguno de ellos se dice 
"que Montes de Oca retiró parte de los documentos relati-
vos al expediente sin »aberse revisadd"; que, por el con-
trario, en el último ir.Zorme se expresa que en la repetida 
oficina técnica reposa;é1 expediente completo;'que, por con-
siguiente, carecen d fundamento los alegatos aducidos en 
el presente medio; 

Considerando cl"lie por el cuarto y último medio se ale-
ga que "consta en sentencia impugnada (último consi-
derando) que los trabajos cuya ejecución asumió Montes 

, de Oca por virtud del contrato del veinte y cinco (25) de 
, septiembre del ario m novecientos veinte ,• nueve (1929), 

no fueron terminados 'y causa de fuerza 	yor por haber 
ocupado el terreno el Estado Dominicano' 	a la amplia- 
clon del Aeródromo "G1 peral Andrews", que "La fuerza 
mayor no resulta tan de la ocupación del terreno por 
el Estado, como dice el fá•lo impugnado, sino también de 
que la orden de prioridad para la mensura de dicho terre-
no fué suspendido por orden del Tribunal Superior de Tie- 

• 
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jurisdicción original designado se declaró incompetente y el 
Tribunal Superior de Tierras fijó para conocer de la instan-
cia mencionada una audiencia pública a la cual concurrie-
ron ambas partes y concluy-eron al fondo; que, en tales 
condiciones, dicho tribunal afirmó su propia competencia 
habiendo quedado de este modo el Art. 124 de la Ley de 
Registro de Tierras ajeno, al nuevo giro que se le dió al 
procedimiento, con la aprobación implícita de las partes; 

Considerando que por el tercer medio se denuncia que 
en la sentencia atacada se ha violado el Art. 1134, en otro 
aspecto, y se ha desnaturalizado el informe del Director 
General de Mensuras Catastrales, del veintiocho ,de julio 
de mil novecientos cincuenta y dos, porque, de acuerdo con 
el contrato de mensura el -agrimensor Montes de Oca se 
obligó a "no interrumpir tanto los trabajos de campo como 
los de gabinete hasta su terminación, que deberá suceder 
en el curso de ciento ochenta días, salvo caso de fuerza 
mayor" y, que, no obstante eso, dicho agrimensor "presen-
tó para fines de revisión el expedientde mensura, el vein-
ticuatro de agosto de mil novecientos keinta y cuatro, esto 
es, cuatro arios y siete meses después \le la prioridad del 
treintiuno de enero de mil novecientos \1:reinta"; agregan-
do, además, que existe otra violación c5, dicho contrato, 
porque el agrimensor Montes de Oca rfliró de la Direc-
ción General de Mensuras Catastrales Parte de los docu-
mentos que él había depositado, sin haber sido revisados, 
lo que es igual a que si no los hubiere,depositado; 

.414, 
Considerando.;en cuanto al plazo para realizar la men-

nsura, que en la a doce de la seii.,tencia impugnada se 
examina la instancia que enviaron .Alfredo y Leo Ricart 
01 ives, al Tribunal Superior de Ti 	en fecha diez de 

octubre de mil novecientos treint 	tres, en nombre de 

Fincas Urbanas, C. por A., propietlad del Ensanche Mira- 
flores on. la  cual dicha compañía manifestó que no tenía 
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interés en que los trabajos de mensura del referido Ensan-
che que practicaba el agrimensor Montes de Oca fueran 
apremiados, sino realizados "a medida que las posibilidades 
económicas lo permitan y las necesidades del negocio lo re-
quieran"; que al declarar el Tribunal Superior de Tierras 
a este respecto que al tenor de esa instancia había quedado 
prorrogado el plazo acordado a Montes de Oca en el con-
trato de mensura, derivó de ese documento la consecuen-
cia jurídica que era procedente; 

Considerando, en cuanto al segundo alegato presenta-
do en apoyo de este medio de casación, que el Director Ge-
neral de Mensuras Catastrales preseritó dos informes, el uno 
en fecha veintiocho de julio de mil novecientos cincuenta 
y dos, al Juez de Jurisdicción Original y el otro al Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha diez de junio de mil no-
vecientos cincuenta y tres, y en ninguno de ellos se dice 
"que Montes de Oca retiró parte de los documentos relati-
vos al expediente sin »aberse revisadd"; que, por el con-
trario, en el último ir.Zorme se expresa que en la repetida 
oficina técnica reposa;e1 expediente completo;'que, por con- 
siguiente, carecen d5 fundamento los alegatos aducidos en 
el presente medio; 

Considerando ¿,"..4e por el cuarto y último medio se ale-
ga que "consta en sentencia impugnada (último consi-
derando) que los trabajos cuya ejecución asumió Montes 

, de Oca por virtud del contrato del veinte y cinco (25) de 
, septiembre del ario m novecientos veinte" nueve (1929), 
no fueron terminados 3 causa de fuerza )" yor por haber 
ocupado el terreno el Estado Dominicano' d a la amplia-
clon del Aeródromo "GI i2eral Andrews", que "La fuerza 
mayor no resulta tan de la ocupación del terreno por 
el Estado, como dice el falo impugnado, sino también de 
que la orden de prioridad para la mensura de dicho terre-
no fué suspendido por orden del Tribunal Superior de Tie- 

• 

BOLEThi JUDICIAL 



3 	- 

620 	 BOLETÍN JUDICIAL 

rras, de fecha quince (15) de agosto de mil novecientos 
treinta y cuatro (1934); y muy especialmente, resulta el ca-
so de fuerza mayor del hecho de haber sido expropiada la 
exponente de los terrenos en cuestión"; agregando, que 
frente a esta comprobación de hecho de que los trabajos 
fueron suspendidos por un caso de fuerza mayor, la com-
pañía recurrida no podría ser constreñida, en virtud de los 
principios que sirven de fundamento a la teoría del ries-
go, a ejecutar su obligación ya que los riesgog debían ser 
puestos a cargo del deudor de la obligación que se ha hecho 

imposible; 

Considerando que para rechazar las conclusiones de 
la compañía recurrente, tendientes a que ella fuere libe-
rada del pago de los trabajos de mensura realizados por 
el agrimensor Montes de Oca, en ejecución del citado con-
trato, el TrIbitmal Superior de Tierras comprobó, en hecho, 
que el agrimensor contratista realizó la primera etapa del 
trabajo con el depósito de la documé,Itación correspondien-

te, el veinticuatro de agosto de mil‘:,'iovecientos treinta y 
cuatro, en la Dirección General de 11`íansuras Catastrales; 
que también comprobó que cuando fu z dictado el Decreto 
de Expropiación No. 437, de fecha do 'de abril de mil no- ,, 
vecientos cuarenta y uno, el trabajo dr mensura se encon-
traba en su etapa final, faltando tail sólo la confección 
de los planos definitivos y descripciones técnicas de los 
trescientos ochenta y cuatro solares fesultantes de la men-
sura del Ensawshe Miraflores; , 1 

P' • 	
r. 

Considertrzdo que en presencia de esas comprobaciones 
y del *párrafo cuatro de dicho'conTrato por virtud del cual 
Fincas Urbanas, C. por A., estabk obligada a pagar el pre-

cio de la mensura al agrimenwr Montes de Oca "al ser 

sometidas sus notas a la Dirección General de Mensuras 
Catastrales para su reVisión o aprobación" el Tribunal a 
quo, hizo una correcta aplicación del Art. 1134 del Código 
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Civil al declarar exigible el precio de los trabajos de men-
sura, que asimismo al deducir de esa suma el valor de los 
planos definitivos de los solares porque este trabajo no 
podía ser ya realizado a causa del Decreto de Expropiación, 
hizo también una correcta aplicación de los principios que 
rigen la fuerza mayor, puesto que esta última etapa de 
los trabajos era la única que podía ser puesta a cargo del 
agrimensor Montes de Oca, como consecuencia de dicha 
expropiación; 

Considerando que la recurrente invoca en este mismo 
medio que cuando el agrimensor Montes de Oca depositó 
el expediente de mensura, en la Dirección General de Men-
suras Catastrales, en fecha veinticuatro de agosto de mil 
novecientos treinta y cuatro, ya se había realizado el he-
cho de la fuerza mayor por la ocupación del terreno por 
el Estado Dominicano y la revocación de la orden de prio-
ridad en fecha quince de agosto de ese mismo ario; pero, 

Considerando cíe el Decreto de Expropiación del te-
rreno es de fecha des de abril de mil novecientos cincuen-
ta y uno, esto es, áinuy posterior a la entrega del expe-
diente que hiciera el agrimensor Montes de Oca, en cum-
plimiento del cont'rato, en fecha veinticuatro de agosto de 
mil novecientos tr •inta y cuatro; que si bien es cierto que , 
con el fin de precisar las delimitaciones de las priorida-
des de fechas dieciocho de diciembre de mil novecientos 
veinte y ocho y tre nta y uno de eneroNde mil novecien-
tos treinta, que crearm los Distritos Cata...1 ales No. 91/8va. 1 
parte y 85, el Tribunal Superior de Tiel: - suspendió mo-
mentáneamente las mensuras dentro del Distrito Catastral 
No. 91/8va. sin revoca r' la prioridad del treinta y uno de 
enero de mil novecientuk treinta, que autorizó al agrimen-
sor Montes de Oca a subáividir el Ensanche Miraflores, no 
es menos cierto que mediante Resolución de fecha catorce 
de octubre de mil novecientos treinta y dos, el mismo Tri- 
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rras, de fecha quince (15) de agosto de mil novecientos 
treinta y cuatro (1934); y muy especialmente, resulta el ca-
so de fuerza mayor del hecho de haber lid() expropiada la 
exponente de los terrenos en cuestión"; agregando, que 
frente a esta comprobación de hecho de que los trabajos 
fueron suspendidos por un caso de fuerza mayor, la com-
pañía recurrida no podría ser constreñida, en virtud de los 
principios que sirven de fundamento a la teoría del ries-
go, a ejecutar su obligación ya que los riesgog debían ser 
puestos a cargo del deudor de la obligación que se ha hecho 

imposible; 

Considerando que para rechazar las conclusiones de 
la compañía recurrente, tendientes a que ella fuere libe-
rada del pago de los trabajos de mensura realizados por 
el agrimensor Montes de Oca, en ejecución del citado con-
trato, el Trhittnal Superior de Tierras comprobó, en hecho, 
que el agrimensor contratista reali0 la primera etapa del 
trabajo con el depósito de la docume‘Mación correspondien-
te, el veinticuatro de agosto de mil'\\aovecientos  treinta y 

cuatro, en la Dirección General de llpsuras Catastrales; 
que también comprobó que cuando fu z dictado el Decreto 
de Expropiación No. 437, de fecha do 'de abril de mil no-
vecientos cuarenta y uno, el trabajo mensura se encon-
traba en su etapa final, faltando ta sólo la confección 
de los planos definitivos y descripciones técnicas de los 
trescientos ochenta y cuatro solares l'esultantes de la men-
sura del Ensan zhe Miraflores; 

Considert¿:::o que en presencia de esas comprobaciones 
y del *párrafo cuatro de dicho'contrato por virtud del cual 
Fincas Urbanas, C. por A., establ obligada a pagar el pre-
cio de la mensura al agrimenyr Montes de Oca "al ser 
sometidas sus notas a la Dirección General de Mensuras 
Catastrales para su revisión o aprobación" el Tribunal a 
quo, hizo una correcta aplicación del Art. 1134 del Código 
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Civil al declarar exigible el precio de los trabajos de men-
sura, que asimismo al deducir de esa stuna el valor de los 
planos definitivos de los solares porque este trabajo no 
podía ser ya realizado a causa del Decreto de Expropiación, 
hizo también una correcta aplicación de los principios que 
rigen la fuerza mayor, puesto que esta última etapa de 
los trabajos era la única que podía ser puesta a cargo del 
agrimensor Montes de Oca, como consecuencia de dicha 
expropiación; 

Considerando que la recurrente invoca en este mismo 
medio que cuando el agrimensor Montes de Oca depositó 
el expediente de mensura, en la Dirección General de Men-
suras Catastrales, en fecha veinticuatro de agosto de mil 
novecientos treinta y cuatro, ya se había realizado el he-
cho de la fuerza mayor por la ocupación del terreno por 
el Estado Dominicano y la revocación de la orden de prio-
ridad en fecha quince de agosto de ese mismo ario; pero, 

Considerando T'e el Decreto de Expropiación del te-
rreno es de fecha des. de abril de mil novecientos cincuen-
ta y uno, esto es, :13muy posterior a la entrega del expe-
diente que hiciera 'el agrimensor Montes de Oca, en cum-
plimiento del cont':ato, en fecha veinticuatro de agosto de 
mil novecientos tr inta y cuatro; que si bien es cierto que 
con el fin de precisar las delimitaciones de las priorida-
des de fechas dieciocho de diciembre de mil novecientos 
veinte y ocho y tre nta y uno de enero de mil novecien-
tos treinta, que crear,n los Distritos CataA ales No. 91/8va. 4 
parte y 85, el Tribunal Superior de Tiet - suspendió mo-
mentáneamente las mensuras dentro del Distrito Catastral 
No. 91/8va. sin revoca " la prioridad del treinta y uno de 
enero de mil noveciento treinta, que autorizó al agrimen-
sor Montes de Oca a subáividir el Ensanche Miraflores, no 
es menos cierto que mediante Resolución de fecha catorce 
de octubre de mil novecientos treinta y dos, el mismo Tri- 
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bunal de Tierras autorizó a dicho agrimensor a la reanu-
dación de los trabajos momentáneamente suspendidos lo 
que legitima las operaciones de mensura realizadas por él; 
que, por todo lo expuesto, este medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Fincas Urbanas, C. por A., con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas 
con distracción en provecho del Licenciado Félix Tomás 
del Monte Andújar quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Manuel 
A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dréla y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su ekcabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario '1.1n él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, .ecretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel 

LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DURANTE EL MES DE MARZO DE 1954: 

A SABER: 

Recursos de casación conocidos 	  
Recursos de casación civiles fallados 	 09 
Recursos de casación penales fallados 	 21 
Sentencias adMinistrativas 	  27 
Sentencias sobre caducidad de recursos 	 27 
Sentencia sobre suspensión de ejecución de sen-

tencia 	  01 
Autos admitiendo recursos de casación 	 10 
Autos pasando expedir, ntes al Procurador General 

de la República pa, a fines de dictamen 	 35 
Autos fijando causac,;) 	  36 

TOTAL: 	  202 

Ciudad Trujillo, 30 de abril de 1954. 

Ernesto Cciel hijo, .; 
Secretario 	eral de la 

Suprema Corte de Justicia 
- 
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